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Presentación

El 2014 es un año clave para la justicia en Guatemala, 
como se refleja en las competencias de postulación 
para Fiscal General del Ministerio Público (MP) y 

magistrados de Corte Suprema y Salas de Apelaciones. 
Un año clave que, sin embargo, no envía hasta 
ahora señales alentadoras de fortalecimiento de la 
independencia judicial. Es más, los análisis de coyuntura 
del periodo que abarca esta edición, incluyendo los del 
Consejo Superior Universitario y subrayan la extrema e 
inusitada injerencia del poder Ejecutivo en las elecciones 
gremiales y las Comisiones de Postulación.

Los análisis de Edgar Celada y Lizandro Acuña 
en torno a la gestión del MP evidencian avances 
sustantivos durante la gestión de Claudia Paz y 
Paz, pero dejan ver también áreas críticas sobre 
las cuales la nueva Fiscal General, Thelma Aldana, 
debe trabajar, a la vez de amplificar la confianza 
ciudadana de un trabajo técnicamente solvente y 
éticamente intachable.

Más allá de la seguridad y la justicia, la gestión general 
del Gobierno se evalúa en términos de pérdida de 
equilibrio frente a los intereses contradictorios en la 
sociedad –sea por explotación de recursos naturales, 
rumbo económico o políticas de precios internos- con 
lo cual la conflictividad social ha subido de intensidad 
y se multiplica en el territorio. Los trabajos de Mario 
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Rodríguez, Adrián Chávez, Magaly Arrecis y Luis Leal ponen de 
manifiesto las debilidades de gestión en campos tan sensibles 
como la educación, la salud, el medio ambiente y políticas que 
interesan la productividad agrícola. 

En particular, el modelo educativo que retoma la actual 
administración no muestra mejoras de la calidad y en cambio sí 
retrocesos en la cobertura, mientras la manipulación de mercados 
oligopólicos de las medicinas exhibe la inacción y hasta complicidad 
del Estado. Por otro lado, aunque existen proyectos e iniciativas 
en el dinámico campo de la energía, como lo argumenta Víctor 
Hugo Ventura, la orientación de las políticas ofrece más desafíos 
para el futuro de los países de Mesoamérica. Unos países que, por 
cierto, analiza Edgar Balsells, entran en un entorno internacional 
de estancamiento, que se explica desde la perspectiva del Premio 
Nobel de Economía, Paul Krugman, pero también desde el enfoque 
de poder de la globalización que nos ofrece Algis Mikunas, uno de 
los fenomenólogos más destacados de la actualidad.

Frente a estos formidables retos, ¿qué dice la USAC? En particular 
el IPNUSAC propone cuatro tareas estratégicas del Estado, 
centradas en la economía y las finanzas públicas, la seguridad y 
la reforma del Estado. Y en el plano de la educación estratégica, 
lanzamos para el debate, junto a varios académicos de diversas 
universidades y centros de pensamiento, la iniciativa de constituir 
una Escuela Universitaria de Gobierno que trabaje en la formación 
del funcionariado público, en varios niveles y regiones del país, cuya 
misión forma parte central de la reconstrucción de la estatalidad 
a la cual la academia debe contribuir decisivamente desde el 
enfoque del bien común.

Edgar Gutiérrez
Director



Realidad Nacional

Revista     

de laAnálisis

1Análisis de 
Coyuntura



22

Julio / Septiembre 2014 Edición 9 Año 3

IPNUSAC
16 de abril 2014

Antes de que se instalara la Comisión de 
Postulación para Fiscal General, el presidente 
Otto Pérez confió a un selecto grupo de 

empresarios, con quienes se reúne periódicamente: “Si 
Claudia Paz y Paz sale nominada por la Comisión de 
Postulación, tendré muchas presiones para reelegirla.” 
Implícitamente el mensaje fue: “si no quieren correr 
riesgos, encárguense de que ella no pase entre los seis 
candidatos”, de donde el mandatario debe seleccionar 
al próximo Jefe del Ministerio Público.

En realidad no había mucho qué 
decir dado el clima de polarización 
que ha rodeado la elección de 
Fiscal General, exacerbado con el 
juicio por genocidio contra el ex 

MP
La recia
batalla

jefe de Estado, Efraín Ríos Montt 
en 2013. Las mirillas han estado 
sobre Paz y Paz. De las 79 tachas 
contra los aspirantes al cargo que 
recibió la Comisión de Postulación, 

po
r e

l
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32, equivalentes al 40%, fueron 
contra la actual Fiscal General; 
además, en lo que va del proceso 
de pre-selección han sido 
promovidos 4 antejuicios a fin de 
inhabilitarla.

Al menos tres corrientes 
poderosas del 
status quo, aunque solo 
una de ellas de manera 
explícita, adversan la 
reelección de Paz y Paz. 
La corriente activista gira 
en torno a la Fundación 
contra el Terrorismo, 
que encauza el interés 
de veteranos militares 
y empresarios cercanos 
a ellos de eliminar de 
la agenda del MP los 
procesos asociados a la 
justicia transicional. 

La administración de Pérez Molina, 
aunque coordina con la actual 
Fiscal General operaciones de 
investigación y captura de bandas 
criminales, y que no se pronunciará 
en su contra, preferiría sin embargo 
a alguien de su confianza en ese 
cargo y por eso se constituye 
en otra corriente del status quo. 

No es casual que de las filas del 
propio Gobierno surjan varios 
de los candidatos al MP, entre 
ellos, la cuarta viceministra de 
Gobernación, Eunice Mendizábal; 
la Registradora de la Propiedad y 
ex diputada del Partido Patriota, 
Anabella de León; el embajador 
ante Gran Bretaña y ex fiscal 
general, Acisclo Valladares y el 
viceministro de Seguridad durante 
2012, Julio Rivera.   

La tercera corriente es todavía 
menos visible que la anterior, 
pero quizá más determinante en 
ámbitos clave como la Corte de 
Constitucionalidad. Los efectos de 
su mano invisible se apreciaron 
con el sorpresivo fallo unánime de 
la CC que recortó de diciembre a 
mayo de 2014 el periodo de Paz 
y Paz, anticipando el proceso de 
elección. Los indicios apuntan a 
que Pérez Molina estaba conforme 
con una salida ordenada de la 
actual Fiscal General en diciembre, 
por eso no se le atribuye la 
precipitación del cambio, ni 
tampoco mayor interés de los 
diputados por mover esas aguas.

Esta corriente se asocia 
a operadores de grandes 
corporaciones y al interés particular 
de algunos de sus líderes de 
contar con un MP más moldeable 
para ciertos propósitos durante 
el segundo semestre de 2014. 
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Asuntos relevantes a tratar en 
este periodo se relacionan con el 
proceso político electoral. Como 
argumentó en el Análisis de 
Coyuntura de la edición 46 de esta 
Revista (“La política se suicida en 
los pasillos judiciales”), se percibe 
un vivo interés entre grupos de 
poder por inhabilitar candidatos 
presidenciales a través de causas 
judiciales. 

Los tres principales pre-candidatos, 
según las encuestas, así como 
algunos de sus financistas 
enfrentan demandas o 
señalamientos judicializables. 
Manuel Baldizón por la cuestión 
del plagio, que ha recibido una 
apreciable cobertura mediática 
de seguimiento y que podrían 
traducirse en procesos penales; 
Sandra Torres y uno de sus 
financistas, Gustavo Alejos 
(demandas promovidas por el 
propio Baldizón) por presunto 
lavado de dinero y, aunque ha 
bajado de tono la demanda, 
también Baldizón en contra de 
Alejandro Sinibaldi, el virtual 
candidato oficial.

Existen demandas en el MP en 
contra de Baldizón y su familia 
por temas fiscales y movimientos 
de dinero, que hasta ahora no 
han prosperado. Se entiende, 
entonces, que la salida anticipada 
de Paz y Paz facilitaría remover 
un conjunto de procesos penales 
que tendrían incidencia en las 
elecciones generales de septiembre 
de 2015 y, por tanto, no solo una 
parte de las corporaciones estaría 
interesada sino también corrientes 
dentro del Gobierno que querrán 
alejar amenazas de competencia 
o desgastar candidaturas rivales, 
a la vez que contar con un aliado 
al frente de la Fiscalía General tras 
abandonar el poder en enero de 
2016.

Frente al status quo las corrientes 
locales que respaldan a Paz y 
Paz están en franca desventaja. 
Cierto equilibrio lo pone la 
comunidad internacional y 
decididamente Washington, que se 
han pronunciado sin ambages a 
favor de la actual Fiscal General y 
que estaría haciendo un cabildeo 
directo en la Comisión de 
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Las evaluaciones extraoficiales al 14 de abril 
sitúan, justamente, a la magistrada Thelma Aldana, 
como la candidata con más votos potenciales en 
la Comisión de Postulación, seguida de la fiscal 
general Claudia Paz y Paz. En un segundo bloque 
aparecen la viceministra Eunice Mendizábal y el 
fiscal Marco Villeda. 

Postulación. Pero aunque Paz y Paz 
resulta el centro de la discordia, al 
parecer las corrientes encontradas 
tienen otras opciones. Un informe 
de la Cicig, citado por Prensa 
Libre (12/04/14) coloca al actual 
fiscal contra el crimen organizado, 
Rony López, como el aspirante 
con el “perfil ideal”, no obstante 
las críticas en su contra por parte 

de otras agencias extranjeras de 
seguridad. Otros dos candidatos 
que no pertenecen al Ejecutivo, 
la magistrada de la CSJ, Thelma 
Aldana, y el fiscal de extinción de 
dominio, Marco Villeda, estarían 
siendo favorecidos por operadores 
oficiales, de acuerdo a reportes de 
prensa.
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Candidatos relevantes a Fiscal General 
algunas de sus fuentes de apoyo y características de sus ejecutorias

Grupos del a sociedad civil local 
e internacional y principales 

capitales políticas del mundo. 
Puede ganar apoyo de opositores 

a Alfonso Portillo, al mostrarse 
dispuesta a continuar su 

persecución penal.

Siendo fiscal de la 
CICIG ganó respaldo 

de corporaciones que 
promovieron extradición 
del ex presidente Portillo, 
quienes le apoyan, junto 
a parte de la comunidad 

internacional y del 
Gobierno.

Fue operador 
de justicia en el 
Suroccidente y 

nombrado fiscal de 
Extinción de Dominio, 

cargo en el que ha 
tenido apoyo dicicido 
de la Vicepresidenta 

R. Baldetti.

Otros candidatos a Fiscal 
General en líneas intermedias 

son Edgar Lemus, 
Silvia García, 

Aciscio Valladares, 
Consuelo Porras, 

Rony López y Julio Rivera. 
Tienen respaldos relevante 

en los entornos de la 
Comisión de Postulación.

Gustavo Herrera, operador 
de la presidencia y 

autoridades vinculadas al 
CANG. Sin embargo, es 

operadora de justicia con 
criterio propio.

Fuente: E. Gutiérrez/IPNUSAC   

Claudia Paz 
y Paz

Eunice
Mendizábal

Thelma
Aldana

Fiscal 
General

Marco 
Villeda

Dos más en 
la discordia

En el Diagrama se resumen los principales apoyos y 
ejecutorias que grupos de poder toman en consideración 
para apoyar a diversos candidatos.
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IPNUSAC
1 de mayo 2014

justicia
gobierno

demasiado ocupado
en
la

U
n

La tarea de selección de Fiscal General ya es miel 
sobre hojuelas para el presidente Otto Pérez. La 
Comisión de Postulación no votó a Claudia Paz y 

Paz, y entre los seis aspirantes elegidos incluyó al menos 
a tres afines a la Presidencia de la República, y otros tres 
con perfil técnico respaldados por grupos corporativos y 
sin veto abierto en la comunidad internacional.

Después del 29 se disolvió la 
polarización que había arraigado 
en sus trincheras a grupos de 
ex militares y empresarios ultra 
conservadores, en un bando, y 
a sectores de la sociedad civil y 
parte significativa de la comunidad 

internacional, en otro bando; unos 
bloqueando y otros promoviendo 
a Paz y Paz. En particular la Casa 
Blanca se pronunció decididamente 
a favor de la Fiscal General 
saliente, pero su operación local, 
al parecer, fue limitada en la 
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Comisión de Postulación,1 y desde 
fuera se enfocó en el presidente 
Pérez.2 

Los cabildeos o abierta injerencia 
de operadores de la Presidencia 
(empresario Gustavo Herrera, 
Juan de Dios Rodríguez, presidente 
del IGSS y Gustavo Martínez, 
secretario General) con integrantes 
de la Comisión de Postulación 
(Prensa Libre, 23 y 24/04/14) 
dieron resultado, y ahora regresa 
la marea hacia Casa Presidencial 
donde en menos de 2 semanas se 
deberá adoptar la decisión final. 

Como es común en estos 
casos, surgen o se activan 
diversas conexiones (sea porque 
las busquen los aspirantes 
o aparezcan intermediarios 
pro-activos procurando accesos). El 
Diagrama ofrece una idea general 
de los vínculos anteriores entre 

1. Neutralizado el Colegio de Abogados, 
como se verá adelante, los votos para la 
postulación de Paz y Paz debían provenir 
de los decanos de las universidades 
privadas (9 de los 13 votos), pero solo dos 
le apoyaron: URL y Da Vinci. Los otros dos 
votos que ella recibió fueron de la USAC y 
del presidente de la CSJ.
2. En el acto de traspaso de la presidencia 
de la Corte de Constitucionalidad, el 
gobernante comentó que recién había 
recibido una llamada de la ex secretaria 
de Estado Hilary Clinton abogando por 
Claudia Paz y Paz.

3. En febrero, en una entrevista en A 
primera hora de Emisoras Unidas, el 
comisionado Iván Velásquez manifestó 
que si la elección de Fiscal General recaía 
sobre alguien que la Cicig consideraba no 
posible colaborar, pediría a la ONU cerrar 
la Comisión, cuyo mandato termina en 
agosto de 2015.

candidatos y miembros o cercanos 
al Ejecutivo, así como la incidencia 
de algunos grupos corporativos, 
embajadores y la Cicig3 que 
transmiten mensajes directos al 
Presidente. 

De esta elección de Jefe del 
Ministerio Público es relevante, 
además de la polarización 
ideológica, la estrategia de 
intervención de la Presidencia 
de la República en el proceso, 
que no tiene precedentes. Por 
lo regular el poder Ejecutivo 
espera las propuestas de la 
Comisión de Postulación y 
elige a su conveniencia, pero 
no modela anticipadamente el 
sexteto de aspirantes. Esta vez 
los movimientos se observaron 
desde las elecciones del Colegio 
de Abogados, donde el Gobierno 
corrió apoyando una de las 
planillas, después que en la 
primera vuelta sus candidatos 
habían perdido. Así pudo ejercer 
influencia sobre los integrantes 
de la Comisión de Postulación 
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4. En el audio que publicó Prensa Libre 
el 24 de abril, el secretario Ejecutivo 
de la Presidencia dice que el presidente 
del Tribunal de Honor, miembro de la 
Comisión de Postulación, fue citado por 
el secretario General de la Presidencia, 
Gustavo Martínez, a sus oficinas para 
hablar sobre el trabajo de dicha Comisión.

que representaban al Colegio de 
Abogados.4

Además la sombra de Casa 
Presidencial se percibía en la última 
elección del presidente de la Corte 
Suprema de Justicia (quien debe 
presidir la entidad postuladora) 
que se prolongó inusitadamente 
a 52 rondas, sin que el Ejecutivo 
cumpliera su objetivo de llevar a 
alguien afín. Por otro lado, testigos 
manifiestan que Juan de Dios 
Rodríguez presentó a Gustavo 
Herrera ante un selecto grupo de 
unos 20 de abogados (decanos de 
Derecho, magistrados de la CSJ y 
diputados de varios bloques) como 
el operador de la Presidencia de la 
República para las Comisiones de 
Postulación.

La configuración, aunque no total, 
del sexteto de aspirantes tiene otra 
implicación. Cuatro de los cinco 
que no selecciona el Presidente, 
deberán sin embargo ser electos 
en el Congreso de la República 
para integrar el Consejo del MP, y 
en el extremo de que el próximo 
gobernante destituya al Fiscal 

General (como ya ocurrió, aunque 
por distintos motivos, con Berger 
y Colom), selecciona al sustituto 
entre los miembros del Consejo.
Un vivo interés mostró también 
el Ejecutivo en la elección en el 
Congreso de la magistrada Beatriz 
Quiñones, que reemplazó a César 
Barrientos, quien hasta poco antes 
de su muerte había presidido 
la Cámara Penal. Quiñones 
fue nombrada en 2012 por la 
vicepresidenta Roxana Baldetti 
como Secretaria de Transparencia 
y, aunque luego se distanciaron, el 
apoyo del Partido Patriota resultó 
decisivo para su elección como 
magistrada.

¿Por qué la Presidencia 
de la República quiere 
asegurarse cuando no 
control al menos una 
influencia decisiva en las 
instituciones de justicia? 
La pregunta es relevante 
además porque está a 
las puertas las elecciones 
de CSJ y Salas de 
Apelaciones, y de la 
Contraloría General de 
Cuentas.
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IPNUSAC
16 de mayo 2014

poder político

Retrato hablado

de
lejercicio de
l

A partir de la segunda mitad de su periodo de 
Gobierno, el presidente Otto Pérez afianzó 
definitivamente el viraje de su gestión. Es un 

cambio pragmático de alianzas basadas en los actores 
más relevantes del empresariado, y una estrategia pura 
y dura de dilatación de sus espacios de poder hacia los 
organismos de persecución penal y de justicia. 

Desde el Ejecutivo es el ejercicio 
posible del poder político 
que reditúa en términos de 
gobernabilidad con ciertos poderes 
fácticos, a quienes atrae, a la vez, 
para proponerse como aliado 
fiable (y viable) en los comicios 

de 2015, considerando el poco 
atractivo paisaje electoral a ojos 
de los grupos económicos. El dato 
que ofrecen las encuestas, sobre 
que el mandatario –por encima 
de las malas calificaciones de su 
Gobierno y del malestar general de 
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la población- mantiene un relativo 
nivel de aceptación, es suficiente 
para no inquietarse tanto con lo 
que ocurre abajo.

El ejercicio posible del poder con 
afinidad a la estructura que impera 
en el país desplaza al Gobierno y 
al Presidente de un punto inicial de 
equilibrio hacia la conexión con 
una de las partes, adoptando parte 
de su agenda de corto y mediano 
plazo. Allí se incluyen las normas 
que favorecen el amplio usufructo 
sin retribución de las frecuencias 
electrónicas; iniciativas de ley 
tendientes a favorecer probables 
inversiones bajando costos fiscales 
y laborales; contratos de obras 
de infraestructura y el respaldo 
pleno a las explotaciones de 
recursos naturales, incluyendo la 
concesión de nuevos proyectos 
energéticos binacionales en 
el Usumacinta que demandan 
inversiones multimillonarias, y el 
abastecimiento de gas natural 
desde México.

La cartera de proyectos es 
suficientemente diversa que 
favorecen tanto a capitales 
tradicionales como emergentes, y 
facilitan la cobertura de los propios 
negocios de altos funcionarios, que 
tienen baja exposición mediática; 
además, en algunos casos hacer 
descansar en las propias empresas 
interesadas la operación política en 

el Congreso, le ahorra al Gobierno 
y a su partido un trabajo engorroso 
con los partidos de oposición para 
aprobar ciertas leyes.

El viraje de política deja en 
segundo plano asuntos que 
enervaban en 2012: la baja 
eficacia de las instituciones 
públicas y su pobre impacto 
en asuntos inmediatos que 
interesaban a la población 
(seguridad y programas sociales). 
Por otro lado, el haber dejado 
cursar el juicio por genocidio 
fue más riesgoso de lo previsto, 
pero al cabo ayudó a soldar a 
los poderes conservadores, a los 
cuales se unió el Gobierno, a la 
vez que repelía las presiones de la 
comunidad internacional. Fruto de 
esa convergencia fue el cambio 
concertado de fiscal general del 
MP y ahora la resolución del 
Congreso declarando que en 
Guatemala no hubo genocidio.
  
Desde luego, el riesgo de una 
agenda de negocios con baja 
racionalidad política del Gobierno 
es que los intereses de unas 
corporaciones entren en colisión 
con los de otras, abriendo grietas 
y obligando a nuevas concesiones 
o retracciones, como puede ser 
con el Decreto 12-2014 del 10 
de abril. Otro riesgo de cargar el 
dado a favor de ciertas empresas 
es que exacerba la conflictividad 
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social, erosionando espacios y 
agentes de intermediación. El 
caso de la región noroccidente 
de Huehuetenango puede ser el 
próximo ejemplo de una guerra 
sorda1 y cruel –incluso de disputa 
efectiva del control territorial 
entre Estado y organizaciones 
comunitarias-, con estallidos 
dramáticos y de contagio hacia 
otras zonas.

El riesgo de desatender 
las instituciones se refleja 
en el aceleramiento de su 
descomposición. El caso más 
obvio es la Policía Nacional Civil, 
señalada de anidar estructuras 
criminales de tráfico de drogas y 
limpieza social. La negativa oficial 

1. Existen 765 casos de demandas contra 
organizaciones sociales y sus líderes, pero 
solo 7 han llegado a los juzgados y apenas 
1 está en espera de condena. 

de Austria de vender armas de 
uso policial se basó, más que 
en la historia de violaciones de 
los derechos humanos, en las 
implicaciones delictivas actuales: 
que las armas parasen en manos 
de narcotraficantes, socavando 
la seguridad regional. En fila 
podría seguir el Ejército cada 
vez más expuesto a tareas de 
policía y de contención social 
en áreas conflictivas por la 
explotación de recursos naturales. 
Y la baja ejecución de gasto del 
del Ministerio de Agricultura, 
Ganadería y Alimentación (MAGA) 
y el Ministerio de Desarrollo 
(MINDES) puede tener costos 
electorales.

El cuadro se resume en el diagnóstico riesgo-país. Las autoridades 
son optimistas por la recuperación del ISR e IVA a partir de abril, 
pero caminan sobre una delgada capa de hielo. El agujero en las 
aduanas parece irresoluble y vienen demandas de mayor gasto 
a mediados de año (Bono 14, Ministerio de Comunicaciones y 
Vivienda (MICIVI)). Con la condicionalidad cruzada de la banca 
multilateral por derechos humanos e indígenas y las inminentes visitas 
de las calificadoras de riesgo, más Banco Mundial (BM), (OCDE) y 
Fondo Monetario Internacional (FMI), la consideración financiera es 
imposible al margen de un entorno volátil. 

La expectativa de la alianza conservadora 
con la nueva fiscal general es que la 
eficacia de persecución penal en estos 
casos se eleve sustancialmente.
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o Caja de Pandora

Reforma
conservadora

Las elecciones con su calendario exacto y predecible 
constituyeron, desde el inicio del actual periodo democrático, 
el mecanismo de las elites para desembarazarse de 

gobiernos no deseados. La tentación del golpe de Estado, que 
varias veces se instaló en la mesa de discusiones de las elites 
conservadoras, se alejaba conforme aparecía en el horizonte 
la inevitable fecha del relevo institucional y democrático que, 
además, ahorraba costos de aislamiento internacional. 

Eso parece estar cambiando ahora, 
al menos para una parte de esas 
elites, en las que el presidente Otto 
Pérez se apoya para alentar –como 
quien sopla un tizón para que 
agarre fuego- el debate. El objetivo 

de ampliar el periodo presidencial 
o introducir la reelección se 
movió como sombra detrás de 
la reforma constitucional que el 
propio mandatario promovió en 
2012. Cuando el grupo variopinto 
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que el gobernante convocó para 
formular la propuesta le expresó 
casi de manera unánime que eso 
era inviable bajo los términos de la 
Constitución, perdió interés.

Pero la tesis de la reforma 
constitucional ha retornado dos 
años después, y sin ambages se 
habla solo de ampliar todos los 
periodos del status quo estatal, de 
manera que, viéndose beneficiado, 
es de esperar que éste allane 
el camino, incluso a contrapelo 
de algunos pre-candidatos 
presidenciales. Sería el caso de los 
alcaldes y diputados, capaces de 
movilizar los votos indispensables 
en una consulta popular, pero 
también los magistrados de 
todas las cortes que, según una 
de las propuestas, duplicarían 
su periodo de gestión de 5 a 10 
años, con el atractivo, además, 
en el caso de la decisiva Corte de 
Constitucionalidad, de ser reelectos 
el año próximo.

Pérez Molina se monta así –o da 
señales de intentarlo- a una ola 
de reformas constitucionales en 
Latinoamérica que ha permitido 
ampliar periodos presidenciales 
y abrir, en algunas circunstancias 
hasta de manera indefinida, la 
reelección. Los casos notables 
son los mandatarios que forman 
parte del bloque ALBA (“Alianza 
Bolivariana para los pueblos de 

nuestra América”), países que 
nucleó hace una década Hugo 
Chávez, y donde líderes fuertes 
se han ido consolidando: Rafael 
Correa en Ecuador, Evo Morales 
en Bolivia y Daniel Ortega en 
Nicaragua. Cuando el presidente 
Manuel Zelaya en Honduras quiso 
abrir esa puerta en 2009 mediante 
una votación popular (la llamada 
“cuarta urna”) sufrió un golpe de 
Estado de las elites conservadoras.

En Guatemala las circunstancias 
son peculiares. A diferencia de 
Venezuela, en su momento, de 
Ecuador y Bolivia, Pérez Molina 
no va contra el status quo político, 
económico ni mediático; antes 
bien se soporta en esos estamentos 
con intereses creados y los corteja 
para atraerlos como socios. 
Pero similar a la Nicaragua de 
Ortega, se empeña en cooptar 
las instituciones contraloras, en 
particular las cortes de justicia a fin 
de allanar los pasillos que deben 
legalizar los cambios. 

La principal debilidad del proyecto 
de instauración del status quo que 
promueve Pérez Molina es que 
camina de espaldas a la sociedad. 
Los cambios en Venezuela, Bolivia, 
Ecuador e incluso Nicaragua se 
montan sobre movilización popular 
y en un proyecto sustantivo de 
reformas del régimen político 
y económico. El Gobierno de 
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Pérez Molina camina, apenas, 
sobre acuerdos concretos de 
negocios con una parte de la elite 
económica, y es lógico que ambos 
sectores necesiten tiempo para 
madurar sus proyectos. 

Al lado de sus proyectos a proteger 
los incentiva el miedo de que el 
rito electoral a cumplir en 2015, 
esta vez no sea para salir de un 
gobierno antipático sino para 
abrir las puertas a uno indeseable, 
potencialmente populista y quizá 
autoritario, con vocación de 
perpetuidad, sea el de Manuel 
Baldizón o el de Sandra Torres.

Sus opciones electorales, más 
allá de Alejandro Sinibaldi, el 

pre candidato oficial  -que por 
definición desde 1990 siempre 
pierde la reelección de su partido- 
están agotadas. 

Ahora bien, el hecho de que el 
gobierno carezca de nave insignia 
para movilizar al pueblo y que, por 
otro lado, el clientelismo electoral 
resulte agotado para esos efectos, 
traduce la reforma constitucional 
en una apuesta política riesgosa: 
puede abrir la caja de Pandora 
que los analistas de crisis vienen 
vaticinando. La rabia contenida 
de la gente, estalla con mayor 
frecuencia y violencia, como se ve 
en Huehuetenango, la zona del 
Polochic y en varios municipios 
aledaños a la capital.

La depresión del empleo y de los ingresos familiares, 
que consume en la supervivencia a la gente sin chance 
de organizarse ni pensar en política, es un indicador 
que se puede alterar radicalmente con una chispa de 
agitación social. Y nadie, ni las elites ni el pueblo, 
pierden de vista que puede aparecer un líder de catalice 
esos malestares. Las mediciones, tanto electorales como 
empresariales, están poniendo la mirada en Alfonso 
Portillo, quien podría retornar al país en abril de 2015, 
y que por ahora cuenta, a nivel nacional, con el 86 por 
ciento de apoyo para postularse a un cargo de elección, 
y de este porcentaje 7 de cada 10 dice que le votaría.
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conflictos

E
l territoriominado

de

sociales

No menos de 200 conflictos manifiestos minan el 
territorio nacional. En la última década la naturaleza de 
esos conflictos se ha ido desplazando desde la vieja 

matriz de reivindicación por acceso a la tierra agrícola,1  hacia 
el rechazo comunitario a la explotación minera y a proyectos 
hidroeléctricos –sobre todo los que implican inundación 
de tierras-, así como a las tarifas de servicios públicos 
privatizados –conexión clandestina de energía eléctrica-,2 
además de tensiones laborales en fincas donde se paraliza la 
producción y ocurren invasiones de labriegos.3

1. A pesar de que las organizaciones 
campesinas han logrado mayores niveles 
de articulación nacional, el que esa 
capacidad se vuelque cada vez más 
como asesoría a grupos locales con 
otras reivindicaciones es indicativo del 
desplazamiento del eje de conflicto.
2. Las manifestaciones más críticas del 
problema se han extendido de San Marcos 

y boca costa de Quetzaltenango hacia 
Huehuetenango y zonas del Oriente.
3. Los casos emblemáticos se localizan 
en extensas fincas del Polochic y la Franja 
Transversal del Norte en Alta Verapaz 
y municipios de Izabal. La presencia 
expansiva de narcotraficantes adquiriendo 
tierras en esas áreas introduce un factor 
adicional de violencia. 
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4. Las primeras empresas se basaron en 
viejos agentes de seguridad familiarizados 
con la zona durante el conflicto armado 
y sus contactos locales eran parte de ese 
anterior conflicto. En otras ocasiones 
buscaron a políticos y abogados, e 
identificaron líderes comunitarios y su 
enlace fue clientelar, y funcionó hasta 
que debían  suspenderse los beneficios 
pecuniarios; entonces, los mismos líderes 
facilitadores del asentamiento de las 
compañías se voltearon y organizaron 
los grupos de resistencia. Las empresas 
ulteriores cuidan su inserción, mediante 
estudios previos especializados, y buscan 
asesoría profesional incluyendo a 
anteriores dirigentes sociales o de ONG.
5. Es el caso de la cementera en San 
Juan Sacatepéquez, donde un propietario 
importante buscaba elevar la plusvalía 
de sus terrenos. Hay zonas fronterizas 
o de paso estratégico de drogas donde 
los narcos bloquean inversiones que les 
perturban, procurando movilizar población. 
También los partidos políticos tratan de 
incidir cooptando líderes de movimientos 
comunitarios.

Son, sin embargo, en estos 
pocos años, conflictos con 
historia. Maduraron a través de 
un ciclo que incluyó rumores 
sobre presencia invasiva en los 
territorios, expectativas de empleo 
y desarrollo frustradas, temor 
de despojo y daños, división 
comunitaria y organización de 
bandos beligerantes, sabotajes y 
actos violentos esporádicos pero 
planificados, recursos legales 
inefectivos, diálogos sin fruto con 
gobierno y empresas, parálisis 
y atrasos de las inversiones, 
apelación a la fuerza pública y 
al sistema judicial, y medidas 
excepcionales para recuperar el 
orden.

Aunque se aprecian patrones 
en la evolución de los conflictos 
sociales, no es posible explicarlos 
de manera generalizada pues 
cada caso configura actores 
particulares, entornos e historia 
local distinta y geografías con peso 
estratégico variable. Lo común 
es que inicialmente las empresas 
se soportan en altos funcionarios 
del gobierno central y local, 
realizan los trámites legales y hasta 
conducen los Estudios de Impacto 
Ambiental (EIA), considerando la 
debilidad técnica del Ministerio de 
Ambiente; no obstante su inserción 
en los territorios suele ser fallida, 
básicamente por desconocimiento 
de las sociedades locales, 

prejuicios implantados, operadores 
inhábiles4 o bien porque un polo 
de poder regional con intereses 
propios les adversa y mueve los 
grupos beligerantes.5

Otro factor común es la 
debilidad o ausencia de 
Estado. Se manifiesta desde la 
confección del marco legal, en 
el que funcionarios y diputados 
negocian comisiones particulares 
o hasta participación accionaria, 
sacrificando beneficios públicos 
permanentes, sean regalías, 
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tributos directos, co-propiedad 
estatal y comunitaria y otras 
ventajas sociales. Así, el marco 
legal, aunque cumple los requisitos 
formales tendrá una aplicación con 
baja legitimidad social, dejando 
abierta la puerta a conflictos. En 
ese mismo plano está la traducción 
del Convenio 169 mediante 
consultas comunitarias de buena 

6. Ocurre con las licencias de explotación 
de minerales y de petróleo. Para establecer 
las diferencias de volúmenes hay que 
comparar los registros locales y los de los 
países que procesan las materias primas. 
En el caso del petróleo las distancias entre 
lo que reporta Guatemala y Francia son 
notables.

fe, que se resumen en eventos de 
referéndum, sustrayéndose del 
contenido deliberativo propio de 
las comunidades indígenas para 
analizar y adoptar decisiones. De 
todos modos a esas consultas –que 
expresan el rechazo comunitario-  
el Estado no les reconoce 
legalidad, volviéndose otra 
expresión del conflicto.

Un segundo plano de intervención problemática del Estado 
es institucional. Los Ministerios encargados de regular las 
actividades de exploración y explotación de recursos naturales 
carecen de las capacidades para establecer con certeza qué 
minerales extraen las empresas y los volúmenes reales que 
exportan.6 La incapacidad, además, de elaborar EIA dentro de 
los estándares internacionales abonan a su descrédito. Y un 
tercer plano es el de la intervención judicial y de seguridad: 
las fuentes de información que orientan las investigaciones y 
alimentan los juicios de acción ordinariamente están sesgadas 
porque su fuente privilegiada son las empresas, haciendo 
perder al Estado su indispensable neutralidad y, por tanto, su 
poder de gobernabilidad.
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Tras las transiciones del autoritarismo 
a la democracia y de la guerra a 
la paz, el Estado se ha debilitado 
riesgosamente. Perdió centralidad 

IPNUSAC
1 de julio 2014

Estado
Cuatro tareas
estratégicas

de
l

y autoridad. Exhibe insuficiencias 
para ordenar la vida política, 
proteger la seguridad de los 
habitantes y crear condiciones de 

En 30 años de democracia, las elites han pasado 
más de 20 años agregando programas e 
instituciones a la arquitectura básica del Estado, 

en vez de cumplir y desarrollar la Constitución. El 
Pacto Social de 1985 se asume como cierre de un 
pasado oprobioso, no como ruta de la sociedad que 
emergió de ese pasado para enfrentar los desafíos de 
la globalización. 
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bienestar y equidad. Entonces, 
¿qué tipo de Estado necesita 
Guatemala para la sociedad del 
siglo XXI? ¿Cuáles son las tareas 
estratégicas? Proponemos 4:

1. Economía. Es anormal que 
un sistema económico no 
reproduzca su fuerza de trabajo 
y la expulse a la precariedad 
laboral e inseguridad 
migratoria. De 140 mil jóvenes 
que cada año ingresan al 
mercado laboral, 120 mil no 
encuentran cabida estable y 
40 mil buscarán formas de 
emigrar. Para la democracia es 
inaceptable que la mitad de los 
niños sufran hambre. 

	 Esos desafíos, entre otros, 
conducen a la reforma del 
modelo económico. Eso 
implica tratar las reglas de 
competencia del mercado, 
los motores de crecimiento, 
la soberanía alimentaria 
sacrificada por dinámicas 
industrias de alimentos y la 
distribución asimétrica de la 
cadena de valor, incluyendo 
en esta la renta de los recursos 
naturales. El objetivo es ganar 
una sociedad cohesionada y 
extendidamente próspera, lo 
cual fortalece al Estado. 

2. Seguridad.  Superamos la 
violencia política, aquella que 

se organiza para cambiar o 
defender un régimen político; 
ahora nos sofoca la violencia 
criminal, cuya pretensión es 
medrar de las debilidades 
del sistema. Es anormal que 
en democracia y paz política 
cada día pierdan la vida 
violentamente 15 personas y 
otras sean vulnerados en su 
integridad y patrimonio. La 
naturaleza de esta violencia y la 
manera como infecta el tejido 
social representa la más seria 
amenaza de disgregación social 
y cuestiona la razón de ser del 
Estado. 

	 Es insostenible sólo administrar 
la crisis: sacar agua con cubeta 
de un barco que se  hunde. La 
ineficacia de Estado y el hecho 
de que porciones del aparato 
de seguridad sean parte del 
problema, provoca reacciones 
primarias de supervivencia 
(linchamientos, sicariato) que 
echan al traste el pacto social 
garantista de 1985. Este 
desafío conduce al debate 
del modelo de gestión de la 
seguridad: deben jerarquizarse 
las amenazas, inventariar las 
capacidades de prevención, 
control y rehabilitación, y 
conducir mediante un pacto 
nacional la reforma del sistema 
de protección, haciéndolo 
eficiente.
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3. Política. En una lógica de 
secuencia, es la primera 
reforma pues ofrece la 
dirección política legítima 
de una reforma integral. El 
tema es que un Estado que en 
su integración del poder no 
expresa ni traduce su textura 
social diversa, no es viable. 
Un Estado monocultural, 
que no habla los idiomas 
de sus habitantes ni recoge 
representaciones de sus pueblos 
ni crea políticas e instituciones 
públicas pertinentes, se aliena. 

	 La reforma política puede partir 
de: a) Política electoral y de 
presentación reduciendo la 
distancia entre representante 
y representado mediante 
un modelo binominal, 
manteniendo las listas pero 
abriéndolas a elección de 
candidatos al Congreso y 
concejos municipales, b) 
Régimen de partidos que 
da estabilidad al sistema; la 
clave es el financiamiento y su 
fiscalización, y el peso decisivo 
del financiamiento público, así 
como el acceso equitativo a 
los medios de comunicación 
masiva, y c) Mecanismos de 
consulta comunitaria, que no 

pueden seguir siendo ignorados 
por el Estado y reaccionar 
cuando la conflictividad ha 
estallado; debe retomarse la 
esencia del Convenio 169 
haciéndolo vinculante sin 
empobrecer la consulta en un 
referéndum.

4. Finanzas públicas. Las tareas 
estratégicas del Estado 
(agregando educación y salud) 
demandan una base financiera 
robusta y sostenible. El 
debate actual que desnuda la 
pérdida de la función esencial 
de recaudación tributaria 
de la SAT, es síntoma de 
descohesión estatal, asociada 
a privilegios y tolerancias 
fiscales, y exclusiones 
económicas, expresadas en 
el vasto archipiélago de la 
economía subterránea. Se 
asocia, además, a la pérdida 
de capacidades de seguridad 
ciudadana (impuestos extorsivos 
de agentes delictivos en 
barrios, comercios y transporte 
público) y a la porosidad del 
Estado, infectado por redes de 
corrupción y mafias, amenaza 
frente a la cual la CICIG debe 
dar una colaboración eficaz. 
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Y se asocia, finalmente, a la ausencia de Estado 
en la distribución de la renta por explotación de 
bienes públicos. Bolivia y Ecuador tenían Estados 
con un peso equivalente al de Guatemala (15% 
del PIB) y lo duplicaron negociando participación 
en la renta de las empresas que explotan recursos 
naturales y frecuencias (telefonía, TV, radio etc.) 
con el resultado que los Estados ahora financian 
sus tareas estratégicas y las empresas que 
tienen renta sostenible, certeza jurídica y baja 
conflictividad social.
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modelo
Mario Rodríguez Acosta

Resumen
El sistema educativo guatemalteco se encuentra en constante cambio, una 
reorganización profunda que inició años atrás y que ahora se profundiza. 
Sobre la base de la calidad educativa, se reestructuró la  formación docente 
en medio de contradicciones y enfrentamientos entre diversos actores 
educativos.     

Palabras clave 
Interpelación, educación, modelo, cobertura, sociedad.

An Appeal to the Educational Model

Abstract
The education system from Guatemala it’s constantly changing, a profound 
reorganization that started years ago and that now deepens. Based on the quality 
of education, the teacher training it’s restructured in the middle of contradictions and 
confrontations between different education representatives.

Key words 
Appeal, education, model, coverage, society.

Interpelación al

educativo



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

45

A lo largo de estos años se han implementando 
diversidad de proyectos y programas, algunos 
buenos y otros no tan buenos, que pretenden 

orientar el sistema educativo con una visión acorde a 
la modernidad, entendiendo la importancia que tiene la 
educación en el desarrollo nacional. 

Por eso resulta sorprendente que 
la interpelación de la Ministra de 
Educación, Cynthia del Águila, no 
generara un debate nacional sobre 
el rumbo del sistema educativo, ni 
su desarrollo tuviera una amplia 
cobertura mediática. Ello puede ser 
explicado por la coyuntura actual, 
que se desarrolla en clave electoral 
para los actores políticos. Solo así 
se explica que el ataque violento 
de dos estudiantes del Instituto 
Nacional de Centroamérica (INCA) 
no tuviera ninguna movilización 
de esos actores, más allá de las 
muestras de solidaridad y las 
desafortunadas declaraciones del 
presidente culpando a las víctimas 
por la violencia sufrida. 

Por todo ello, analizar los puntos 
medulares de la interpelación 
a la Ministra, el proceso y la 
coyuntura en qué se da, es parte 
de un análisis más profundo que 

trata de explicar el rumbo que 
tiene la reforma educativa y la 
importancia que la clase política 
le da al desarrollo educativo 
del país. El juicio político a la 
funcionaria reviste una importancia 
crucial para comprender el rumbo 
educativo del país, en el contexto 
de la interpelación en marcha. 
En otras palabras, se analiza la 
coyuntura política del proceso 
de interpelación, en el marco 
de una política educativa que 
se ve cuestionada por la propia 
sociedad. Pero se entiende que 
el objetivo de la interpelación no 
cuestiona el fondo de la política 
pública educativa, más bien 
cuestiona a la ministra como actor 
del gobierno patriota, en el marco 
de un enfrentamiento político con 
clave electoral, perdiendo así una 
gran oportunidad para el debate 
educativo tan necesario y urgente 
en el país.
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El descrédito de 
una interpelación a 
destiempo

En junio del 2012, el partido 
Líder solicitó la interpelación de la 
Ministra de Educación, Cynthia del 
Águila. Su propósito respondía a 
una estrategia simple: entorpecer 
la agenda parlamentaria a 
través de llevar al mayor número 
posible de ministros al congreso, 
desgastando así el trabajo y las 
iniciativas del ejecutivo. Fue una 
copia de la estrategia patriota 
cuando estuvo en la oposición.  
La interminable interpelación al 
ministro de Cultura y Deportes 
desnudo dicha estrategia y eso 
tuvo efectos negativos para el 
partido proponente, al convertir 
un instrumento constitucional de 
control y auditoría social en una 
herramienta con fines electorales. 
Eso agoto la estrategia y genero 
falta de interés en la ciudadanía 
por los resultados del proceso. 
Además abrió la puerta para todo 
tipo de negociaciones y corrupción, 
especialmente en momentos 
en que la aprobación de leyes, 
préstamos y presupuestos requería 
cambiar el orden del día en la 
agenda parlamentaria. 

Basta recordar el proceso de 
interpelación a la ex Ministra María 
del Carmen Aceña, en el 2006, 

para comprender el desface de 
la interpelación actual. En aquel 
momento los ponentes lograron 
una moción de falta de confianza 
por impulsar un programa 
neoliberal en el sistema educativo, 
lo que provocó la renuncia de la 
Ministra. Ya en ese entonces se 
cuestionaba el uso y abuso de la 
figura del juicio político;  “Aceña es 
un mero juego político de cara al 
próximo evento electoral” escribió 
Gustavo Porras en su columna. 
(SigloXXI, 22/02/2006)

Al no haber aceptado la 
renuncia el presidente Berger, la 
interpelación dejó de ser funcional 
y cumplir con el objetivo para el 
cual había sido concebido. Luego 
siguió sufriendo un descrédito 
por el abuso que se hizo de ella, 
según la diputada Montenegro, “la 
interpelación se ha ido utilizando 
para prebendas, hay infinidad de 
diputados que las plantean como 
herramienta de negocios, y luego 
las suspenden”. (Prensa Libre 
26/02/2006)

En la actualidad, 
nada parece tan fuera 
de lugar como la 
interpelación política. 
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Se usa como mecanismo 
de desgaste, confrontación 
directa con el gobernante de 
turno y no como lo establece 
el mandato constitucional de 
fiscalización y control. Para 
muchos actores políticos, 
el abuso ha desvirtuado 
por  completo su objetivo. 
Por eso llega a destiempo la 
interpelación a la ministra 
actual. Por eso, los otros 
hechos de la coyuntura 
nacional superan en interés 
al debate educativo. 

Los aspectos de fondo 
que la interpelación 
deja afuera

Las preguntas básicas del 
cuestionario planteado a la 
Ministra giraban alrededor de 
la reforma magisterial, el rumbo 
de los programas de educación 
bilingüe intercultural y las que 
están centradas en el manejo 
administrativo de la cartera. 

El primero de los temas 
generó cierta incertidumbre y 
confrontación en un inicio. Por 
eso hubiera sido una oportunidad 

valiosa para indagar más sobre 
los alcances de la reforma de 
la formación docente y sus 
resultados, pues hasta el momento 
no se conoce los datos a un año 
de haberse implementado el 
bachillerato en educación. 

Es imprescindible conocer 
la estadística que muestra la 
cantidad de alumnos inscritos, la 
cobertura obtenida y el número 
de establecimientos que imparten 
la carrera. Tampoco existe una 
evaluación del curriculum aplicado. 
Aspecto preocupante si se toma en 
cuenta que el próximo año inicia la 
segunda fase del programa con el 
técnico universitario, en donde hay 
poca información. 

También es imprescindible conocer 
y debatir la intencionalidad 
atrás de los nuevos bachilleratos 
propuestos en el Acuerdo 
Ministerial 2776-2013 del 9 
de enero del 2014.  Son dos 
bachilleratos en ciencias y leras 
uno con orientación en gestión 
de oficinas y el otro en finanzas y 
administración. En esto hay una 
pregunta válida: ¿En el futuro 
sustituirán a las carreras de 
secretariado y perito contador?. 

Otro elemento de suma 
importancia se relaciona con la 
cobertura educativa y las cifras 
que se manejan. Según los datos 
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del Ministerio, la cobertura en el 
nivel pre primario disminuyó en un 
44% en el año 2012 y un 9.6% 
en primaria, con respecto a datos 
del 2009. Se pasó de tener una 
cobertura del 98.7% en el año 
2009 a un 89.1% en el 2012. 
¿Qué pasó en esos años?  
Karin Slowing antigua titular de la 
Secretaria de Planificación escribió 

en su columna de opinión que la 
reducción de la matricula escolar 
“implicaba una nueva cohorte 
de niños y niñas condenados a 
la exclusión social y la pobreza; 
tres cuartas partes de la juventud 
seguirán sin más opciones que la 
emigración, la informalidad o las 
economías ilícitas. (Prensa Libre 
15/01/2014)

El asunto de la reducción en la matricula estudiantil no queda 
claro. Según el ministerio, esto se debe a que las estadísticas 
están distorsionadas y aún no se tienen las finales. Lo cierto que 
una bajada, por mínima que fuera en la cobertura escolar, sería 
resultado de una mala gestión de la actual ministra de educación. 
Eso amerita como mínimo una explicación detallada de su parte. 
El aspecto más preocupante es que el hecho no generó debate, 
ni produjo pronunciamiento alguno de los partidos y actores 
políticos. El cuestionamiento se redujo en círculos reducidos, que 
no permitió trascender más allá de una nota de prensa o columna 
de opinión. 

Además una situación así obligaría 
a indagar más sobre la efectividad 
de los programas sociales que 
tienen vinculación con el ministerio 
de educación y su utilización 
clientelar. Basta recordar los 
alarmantes niveles de desnutrición 
y el fracaso del programa Hambre 

Cero para combatir dicho flagelo. 
Aspecto donde el Ministerio tiene 
un papel importante que jugar. 

Otro asunto de suma importancia 
es la calidad educativa. Una 
reivindicación social, cuyas 
acciones no se corresponden con 
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la solución de la problemática. La 
política del Ministerio de Educación 
se enmarca dentro del lineamiento 
de mejora de la calidad educativa, 
justificación utilizada para la 
readecuación de la formación 
docente. La propuesta se sustenta 
en el modelo de competencia y 
vincula al estudiante con el mundo 
del trabajo, como condición 
fundamental para el “éxito” del 
proceso. En ese sentido uno de los 
pocos avances presentados por el 
vice ministerio de calidad educativa 
es la firma de un convenio con 
la Universidad de San Carlos, 
vinculado a la formación docente. 

Otro tópico de suma importancia 
es la educación bilingüe 
intercultural, sus avances y 
retrocesos, deben generar una 
movilización nacional para 
concretar sus fines y objetivos. 
La interpelación más allá 
de cuestionar los aspectos 
formales del desarrollo de un 
programa, debe profundizar en 
la orientación de los resultados 
obtenidos y la pertinencia de los 
mismos. Por ejemplo, ¿el 10% 
del presupuesto que se dedica 
para la educación bilingüe 
multicultural es suficiente o no?. 
Anabella Giracca nos recuerda 
que “cuando el sistema no cuenta 
con recursos apropiados para 
responder a esa sagrada trilogía, 
el aprendizaje se ve encarcelado, 

y ataca la frustración”. (ElPeriódico 
06/02/2014)

En aspectos como los mencionados 
radica la importancia de una 
interpelación. Obtener respuestas 
que permitan conocer más sobre 
la visión que desde el ministerio se 
pretende imponer, en por  ejemplo, 
la educación intercultural y el 
aprendizaje del idioma inglés, por 
mencionar un caso concreto. ¿Es 
pertinente, necesario y urgente esa 
situación?

Por último, pero no menos 
importante está el derecho a la 
educación. La situación de rezago 
en esa materia es latente, pedir 
y obtener explicaciones del por 
qué no se hace mayor cosa para 
garantizar ese derecho es una 
obligación. Si bien hay mejoras en 
muchos ámbitos, el retroceso en la 
tasa de cobertura educativa debe 
movilizar a toda la sociedad. Sin 
olvidar que la tasa de cobertura en 
secundaria y en pre-primaria son 
las más bajas de América Latina. 

Uno de los puntos que impide 
un cumplimiento efectivo del 
derecho a la educación son 
las disparidades étnicas y socio 
económicas que se tienen en 
cobertura y logro educativo. El 
porcentaje de niños y niñas que 
terminan satisfactoriamente la 
educación primaria es más bajo 
en comunidades más pobres y 
excluidas cuya composición étnica 
es más notoria. 
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Después de más de 15 años de pruebas estandarizadas, que 
muestran resultados constantes, las políticas públicas sobre 
calidad y pertinencia educativa siguen sin mejorar los resultados. 
Ni las condiciones físicas de infraestructura escolar se han 
mejorado durante ese tiempo, ni los servicios educativos se 
han ampliado. La calidad educativa se reduce a la experiencia 
del docente, en donde recae toda la culpa de una inadecuada 
formación, con lo cual las autoridades responsables de la 
conducción de la política pública se lavan las manos. La 
interpelación debe ser una forma de rendir cuentas por los 
aspectos mencionados que menoscaban el derecho a una 
educación de calidad con pertinencia. 

Lástima que la coyuntura política actual supera por mucho 
la necesidad de un amplio debate sobre el rumbo educativo 
nacional. Lamentable que la figura de la interpelación se haya 
convertido en una herramienta más de la estrategia electoral de 
los partidos de oposición. Una interpelación del modelo educativo 
es urgente si queremos construir una educación pertinente e 
inclusiva. 
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Ministerio 
Público? 

Edgar Celada Q.

¿A dónde va el

Resumen
En este artículo se ofrece una visión inevitablemente acotada de algunos aspectos 
del proceso que llevó al relevo en la jefatura del Ministerio Público, respecto del 
cual se sostiene que estuvo marcado por una lógica enrevesada y decisiones 
fuertemente influidas por el establishment. Se analizan indicadores que hablan 
de las luces y las sombras en el trabajo reciente de esa institución; se señalan 
algunos de los logros que constituyen el legado de la administración de Claudia 
Paz y Paz Bailey. Finalmente, se exponen preocupaciones sobre el futuro de la 
entidad responsable de la persecución penal en Guatemala. Más que verdades 
inamovibles, se iluminan territorios para la investigación, el debate y la auditoría 
social. 

Palabras clave 
Ministerio Público, Fiscal General, justicia, Estado, institucionalidad, persecución 
criminal, víctimas. 

Whither the Public Prosecutor?

Abstract
In this article it is offered an inevitable view constrained of some aspects 
from the process that led to the replacement of the head from the Public 
Ministry, for what is said it was marked by a convoluted logic and decisions 
strongly influenced by the establishment. Indicators that talk about the lights 
and shadows of the recent work of this institution are analyzed; some of 
the achievements that constitute the legacy of Claudia Paz and Paz Bailey’s 
administration are pointed out. Lastly, concerns about the future of the 
responsible entity for the criminal prosecution in Guatemala are exposed. 
Rather than fixed truths, territories for research, debate and social audit are 
lightened.

Key words 
Public Ministry, Public Prosecutor, justice, State, institutionalism, criminal 
persecution, victims.
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Apuntes sobre una lógica enrevesada

Después de muchos meses de captar la atención de 
los medios de comunicación social, del mundillo 
político nacional, de una parte de la academia y de 

organizaciones sociales de diverso signo (desde aquellas 
abiertamente identificadas con los resabios militaristas 
contrainsurgentes hasta las defensoras de los derechos 
humanos), así como de la comunidad internacional, 
finalmente el 9 de mayo se hizo pública la designación 
presidencial de la magistrada Thelma Aldana como 
la nueva Fiscal General de la República y Jefa del 
Ministerio Público (MP).

Lo que para muchos fue una 
“lotería cantada”, pues en corrillos 
periodísticos, judiciales y de la 
sociedad civil se decía –también 
desde muchos meses atrás- que la 
“buena” sería Aldana, el proceso 
de selección de la nómina de seis 
candidatos tuvo la virtud de dejar 
al descubierto (de confirmar, dirían 
los observadores más críticos) 
los alineamientos de poder no 
solo en relación al MP en sí 
mismo, sino también en torno a 
proyectos estratégicos (el modelo 
de desarrollo, con su énfasis en 
la explotación de los recursos 
hídricos y mineros) y la contienda 
electoral de 2015, instalada ya 
como la preocupación rectora 

de la conducta de varios actores 
relevantes, económicos y políticos, 
de la vida nacional.

Dominada por el culto a las 
formalidades, las formas y 
las apariencias, la sociedad 
guatemalteca fue, con el proceso 
para la elección del Fiscal General, 
nuevamente sometida a verdaderos 
pases de prestidigitación en los 
cuales el acto central no fue sacar 
seis conejos de la chistera mágica, 
sino cómo impedir que entrase en 
la nómina aquella persona cuyos 
méritos personales, académicos 
e institucionales la hacían fuerte 
candidata a continuar al frente del 
MP.
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De este modo, se 
instaló en el proceso 
de selección una 
lógica enrevesada en 
la cual todo se hacía 
–teóricamente- para 
establecer el mérito 
definitorio de la inclusión 
en la nómina de seis 
candidatos. Trasmisiones 
en vivo de cada reunión 
a través de Internet, 
elaboración de un 
cronograma (al final no 
tan) riguroso, exámenes 
psicométricos, tabla de 
gradación, recepción y 
análisis de objeciones 
(tachas), argumentos 
de “descargo”, 
audiencias a personas 
y organizaciones 
interesadas, entrevistas a 
los precandidatos para 
defender sus planes de 
trabajo: de todo hizo la 
Comisión de Postulación 
para blasonar 
transparencia.

Pero al final todo se echó a la 
basura. La parafernalia se quedó 
en eso: rituales vaciados de 
contenido, porque la escogencia 
de la nómina se hizo a través 
de una votación en la cual se 
escamoteó hacer explícito un 
asunto de fondo: ¿por qué excluir 
a quien tiene meritos suficientes, 
expuestos a lo largo del proceso de 
selección?

Fue una votación formalmente 
incuestionable pero sin duda 
determinada en y por espacios de 
poder a los cuales no se puede 
“comprobar” su injerencia, no 
obstante que entre variedad de 
“fuentes bien informadas” se da 
por sabida, inevitable y, en algunos 
casos, cínicamente aceptada. 
Bueno, si se permite ajustar el 
dicho, “entre chapines no nos 
leemos las cartas”.

Y de la misma forma que nadie, 
entre quienes tomaron la decisión, 
tuvo el valor civil de explicar 
abiertamente por qué se castigó 
con la exclusión a la (ya casi ex) 
Fiscal General, en el abordaje 
inusitadamente mediático del 
proceso de elección tampoco 
apareció en primera línea la 
preocupación sobre el estado, 
los logros y los desafíos de la 
persecución penal en Guatemala, 
esto es, sobre el qué hacer 
fundamental del MP.
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Buena parte de la atención de la 
opinión pública fue acaparada 
por la polarización suscitada 
por el juicio por genocidio y 
crímenes contra deberes de 
humanidad, seguido al general 
(r) Efraín Ríos Montt y al coronel 
Mauricio Rodríguez Sánchez, cuyas 
sentencias condenatorias fueron 
anuladas en última instancia por 
la Corte de Constitucionalidad 
(CC), proceso en cual tuvo un 
rol protagónico el MP, bajo la 
dirección de Claudia Paz y Paz 
Bailey.

Quien escriba la historia de la 
elección de la Fiscal General 
de la República y Jefa del 
Ministerio Público para el período 
2014-2018, inevitablemente 
tendrá que referirse a ese juicio, 
al alineamiento polarizador 
que provocó y a la reversión 
de sus resultados por la CC, 
institución que resultaría también 
determinante para acortar la 
duración del mandato de Paz y Paz 
Bailey. 

No es, pues, aventurada la 
hipótesis según la cual es el 
juicio por genocidio el punto 
a partir del cual se inicia el 
proceso de relevo de la jefatura 
del MP. Parece determinante en 
la polémica decisión de forzar su 
salida en mayo (y no esperar hasta 

diciembre), pero también como 
catalizador del tácito acuerdo del 
establishment de excluir de la fase 
final del proceso a quien percibía 
como demasiado independiente, 
no solo frente a un asunto de 
la justicia transicional como el 
genocidio, sino también frente a 
procesos legales del presente y el 
porvenir. 

MP: ¿el vaso medio lleno 
o medio vacío? 

Anticipemos pues, sin temor a 
que se la considere gratuita, 
la siguiente conclusión: fueron 
razones extra institucionales, ajenas 
al qué hacer esencial del MP, las 
que determinaron la elección de su 
nueva titular. 

¿En qué dirección debe 
orientarse la  institución rectora 
de la persecución penal, dado el 
espantoso cuadro de impunidad 
que aqueja a Guatemala? Esa 
pregunta, u otras del mismo tenor, 
nunca se formularon en el proceso 
de selección y apenas tímidamente 
en la profusa cobertura mediática. 
Pero son preguntas centrales para 
saber a dónde va o debería ir el 
MP.

Como es sabido, el Ministerio 
Público contemporáneo es 
resultante de la reforma del sistema 
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de justicia penal emprendida en 
1992 (Código Procesal Penal) 
y refrendada en la reforma 
constitucional de 1993. En virtud 
de esta última, el Artículo 251 
de la Constitución Política de la 
República de Guatemala define al 
MP como “una institución auxiliar 
de la administración pública y 
de los tribunales, con funciones 
autónomas cuyo fin principal es 
velar por el estricto cumplimiento 
de las leyes del país”.

Sus funciones principales son: 
a) Investigar los delitos de 

acción pública y promover 
la persecución penal ante 
los tribunales, según las 
facultades que le confieren 
la Constitución, las leyes de 
la República y los Tratados y 
Convenios Internacionales. 

b) Ejercer la acción civil en 
los casos previstos por 
la ley y asesorar a quien 
pretenda querellarse por 
delitos de acción privada, 
de conformidad con lo que 
establece el Código Procesal 
Penal. 

c) Dirigir a la Policía y demás 
cuerpos de seguridad del 
Estado en la investigación de 
hechos delictivos. 

d) Preservar el Estado de 
derecho y el respeto a 

los derechos humanos, 
efectuando las diligencias 
necesarias ante los tribunales 
de justicia. 

Teóricamente el MP goza de 
independencia para el ejercicio de 
la acción penal y la investigación 
de los delitos. Ya habrá espacio, en 
este mismo trabajo, para hablar de 
esta piedra angular del sistema de 
justicia.

Hasta octubre de 2012 (última 
fecha de actualización de los 
datos obligados por la Ley 
de Acceso a la Información 
Pública), el MP reportaba 4,287 
funcionarios y empleados, de los 
cuales 3,216 personas (el 75%) 
estaban directamente vinculadas 
a la actividad sustantiva de la 
institución.1

1. La “actividad sustantiva” del MP a la 
que se hace referencia aquí va más allá 
de la labor del personal fiscal considerado 
en el gráfico 1 y la tabla 1. A los 1,575 
funcionarios que se desempeñan 
como fiscal general, fiscales distritales, 
fiscales de sección, fiscales municipales, 
agentes fiscales y auxiliares fiscales (I, 
II e itinerantes), se añaden otros 1,641 
funcionarios que laboran como analistas, 
asesores legales, técnicos especializados 
(en investigación criminalística, en 
informática), psicólogos, trabajadores 
sociales etc.
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Gráfico 1
Personal fiscal del MP.

Años: 2004 a 2012
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Fuente: Elaboración propia con datos de MP, PNUD y ASIES.

Aunque el MP ha venido creciendo 
en cuanto al número de personal 
fiscal, como se aprecia en el 
gráfico 1, todavía presenta 
una tasa baja en relación con 

la población (tabla 1) y no se 
corresponde con los altos índices 
de criminalidad que aquejan al 
país.

Aunque el personal fiscal aumentó 
un 84% entre 2004 y 2012, la 
variación es poco significativa 
cuando el número de funcionarios 
se relaciona con el total de la 
población. De allí resulta que 

mientras en el primero de esos 
años había 7 fiscales por cada 
100 mil habitantes, en 2012 la 
proporción apenas aumentó a 10 
fiscales por cien mil.
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Tabla 1
 Personal fiscal del MP por 100 mil habitantes

Años	 2004	 2006	 2008	 2011	 2012

Personal fiscal por 
100 mil / h

Número de fiscales

Población total

6.89	 9.16	 9.25	 8.47	 10.45

854	 1,193	 1,265	 1,426	 1,575

12,390,451	 13,018,759	 13,677,815	 14,713,763	 15,073,375

Fuente: Elaboración propia con datos de MP, PNUD, ASIES e INE.

El MP tiene fiscalías distritales (23 
en total) en todas las cabeceras 
departamentales, a las que se 
agregan fiscalías o agencias 
fiscales en otros 33 municipios. 
De este modo resulta que el MP 
tiene presencia directa e inmediata 
en 56 municipios, equivalentes 

al 16.5% de los 338 municipios 
del país. Además cuenta con 
17 fiscalías especializadas o de 
sección radicadas en la ciudad de 
Guatemala, algunas de las cuales 
tienen fiscalías adjuntas en ciertas 
cabeceras departamentales.



58

Julio / Septiembre 2014 Edición 9 Año 3

Mapa 1
Fiscalías del MP

Año 2010.

Fuente: Tomado de PNUD, 2010: 129

La evidente ausencia del MP en el 
83.5% de los municipios del país 
reproduce el patrón de presencia 
(o ausentismo) característico del 
conjunto de las instituciones del 
Estado, que, según la evaluación 
del Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo-Guatemala, 
tiende a ser departamental. “El 
radio de acción de la presencia 

de entidades –apunta- es 
departamental, cuya suma de 
irradiación es, entonces, nacional” 
(PNUD, 2010: 125).

Esa debilidad general del Estado 
incluye al sistema de justicia, 
del cual forma parte el MP. Un 
sistema que “padece limitaciones 
en cuanto a la satisfacción de su 
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capacidad de punir”, según lo 
caracteriza el PNUD (2010: 129). 

A la limitada presencia territorial 
cabe agregar una justificada duda 
sobre la adecuación del MP a la 
realidad multicultural, multiétnica 
y plurilingüe de Guatemala. A este 
respecto baste argumentar un dato 
simple: en 2013 el MP contaba 
únicamente con 54 intérpretes 
o traductores de 14 idiomas (de 
13 idiomas mayas y garífuna). 
La crudeza de ese dato hace 
aplicable al MP la valoración que 
para el conjunto del sistema de 
justicia realizó en 2009 el Relator 
de las Naciones Unidas sobre la 
Independencia de Magistrados y 
Abogados, Leandro Despouy:

Una de las dificultades más 
graves es el tema lingüístico. 
No existen políticas 
coherentes de capacitación, 
contratación y evaluación 
de intérpretes o funcionarios 
bilingües dentro de las 
instituciones del sistema de 
justicia. Además existen 
dificultades para encontrar 
intérpretes para todas las 

variantes dialectales. Ello 
tiene consecuencias para los 
acusados y para las víctimas. 
Por ejemplo, la garantía de 
ser informado de los cargos 
en su contra en un idioma 
que comprenda, no se 
respeta. (Citado en PNUD, 
2010: 212.)

El insuficiente desarrollo del MP 
se aprecia no solo en relación 
con su presencia territorial, con 
el número de habitantes del país 
o con su pertinencia cultural. 
Se hace también evidente su 
“subdesarrollo” y la necesidad 
del fortalecimiento institucional 
cuando se conectan los datos 
esgrimidos con las dimensiones de 
la criminalidad en el país.

Durante 2013 el ente responsable 
de la persecución penal procesó 
327 mil 654 casos, de los cuales 
cerca del 95% se referían a 
denuncias de ocho tipos de bienes 
jurídicos afectados. La tabla 2 
muestra los hechos delictivos más 
frecuentes en el país e ilustra la 
magnitud del trabajo que tiene a su 
cargo el MP.
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Tabla 2 
Denuncias de hechos delictivos presentadas al MP,

según bienes jurídicos afectados. Año 2013.

Bien jurídico afectado			        Casos               %           % acumulado

Propiedad

Libertad e integridad contra la mujer y 
menores de edad

Libertad

Integridad física

Contra la libertad e indemnidad sexual

Fe pública

Vida

Administración pública

Contra el orden jurídico familiar

Intimidad

Seguridad de las poblaciones

Salud

Contra la administración de justicia

Régimen tributario

Medio ambiente

Honor

Patrimonio nacional y cultural

Falsedad personal

Contra la seguridad del Estado, 
instituciones y otros

Totales

120,126

61,048

54,029

39,393

11,250

10,994

9,428

4,641

3,417

3,087

2,234

1,966

1,533

1,467

1,211

608

508

363

351

327,654

36.66

18.63

16.49

12.02

3.43

3.36

2.88

1.42

1.04

0.94

0.68

0.60

0.47

0.45

0.37

0.19

0.16

0.11

0.11

100

36.66

55.29

71.78

83.81

87.24

90.60

93.47

94.89

95.93

96.87

97.56

98.16

98.62

99.07

99.44

99.63

99.78

99.89

100.00

Fuente: Elaboración propia con datos de MP, 2013: 64



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

61

Al visualizar la magnitud de la 
tarea, se está en condiciones de 
valorar la urgencia de extender 
territorialmente a la institución y 
aumentar el número de su personal 
fiscal y otros funcionarios que dan 
soporte a su actividad sustantiva.

Puesto que estos asuntos no 
parecen haber sido objeto de 
la preocupación central de la 
Comisión Postuladora o del 
presidente de la República 
en el proceso de selección y 
nombramiento, se comprende que 
tampoco se valoran los avances 
alcanzados por el MP en medio de 
las precariedades ya mencionadas.

Al MP se le puede ver como 
un vaso medio vacío o medio 
lleno, según la tónica pesimista 
u optimista del observador, 
deseablemente desembarazada 
del encono desatado por el 
recién finalizado proceso de 
nombramiento. 

Es el caso, por ejemplo, que el 
comportamiento observado por 
las denuncias recibidas a lo largo 
de los últimos ocho años sugiere 
que la institución ha llegado a un 
techo, como puede apreciarse en 
el gráfico 2.

Gráfico 2
Denuncias recibidas por el MP

Años: 2006 a 2013

2006	    2007	      2008	        2009         2010         2011   	   2012	      2013

238,342

315,519
358,833

392,126
377,865

351,302 357,177

374,421

Fuente: Elaboración propia con datos de MP, 2013  y ASIES, 2009.
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Este comportamiento remite de 
nuevo a la limitada presencia 
territorial de la institución. 
¿Cuántas denuncias más podría 
recibir el MP si tuviese presencia 
directa en por lo menos el doble 
de municipios en los cuales hay 
actualmente agencias fiscales? 
No se trata de una pregunta 
arbitraria: alguien debió hacerla 
en el proceso de elección y 
nombramiento. Alguien, cuyo 
nombre y apellido ya sabemos, 
debería hacérsela a partir del 17 
de mayo. 

Con razón, se podría argumentar 
que una cobertura del 100% no 
necesariamente tendría que ser 
un objetivo estratégico del MP, 
dado que puede haber lugares 
donde los hechos delictivos 
sean tan poco relevantes que lo 
racional es dirigir los recursos 

hacia municipios donde la 
criminalidad tiene más incidencia. 
Sin embargo, parece claro que 
la falta de expansión territorial 
del MP está determinada no por 
una consideración estratégica de 
ese tipo, sino por la reproducción 
inercial de los patrones de 
presencia-ausencia de un Estado 
débil, precario, desentendido de 
sus responsabilidades básicas, en 
este caso la justicia.

En contraste con ese techo con el 
cual parece haber topado el MP, 
en los últimos seis años hay una 
evidente tendencia a la mejora 
de los resultados de su trabajo, 
medida por el número de casos 
llevados a juicio, los cuales 
crecieron un 147% entre 2008 
y 2013, como se aprecia en el 
gráfico 3.

Gráfico3
Casos llevados a juicio.

Años: 2008 a 2013

2008	   2009	      2010	        2011        2012         2013

3,102
3,706

4,279
4,889

6,784
7,679

Fuente: Elaboración propia con datos de ICCPG, 2014.



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

63

Esa tendencia positiva parece 
corroborada por el aumento 
notorio de las sentencias 
condenatorias obtenidas por el 

MP durante ese período, según 
se aprecia en el gráfico 4. En ese 
indicador el crecimiento en el 
sexenio fue del 158%.

Gráfico 4
Personas condenadas versus absueltas.

Años: 2008 a 2013

2008  	      2009	          2010	   2011	        1012            2013

Condenadas Absueltas

2,884

472 493 662 788 1,180
1,749

3,372
3,894

5,362
6,188

7,436

Fuente: Elaboración propia con datos de MP, 2013.

Sin embargo, junto al aumento 
de las personas llevadas a juicio, 
creció también el número de 
personas de las cuales el ente 
fiscal no logró demostrar su 
culpabilidad y fueron absueltas: 
una variación del 270.5%. Puesto 
de otra forma, durante el período 
bajo consideración se verifica 
una caída de la relación personas 
condenadas-personas absueltas: 

de 6 a 1 en 2008 contra 4 a 1 en 
2013.

Del aumento del número de 
condenas, aún admitiendo como 
inevitable el crecimiento de su 
contrapartida: las absoluciones, 
no debería, pues, sacarse una 
conclusión triunfalista sobre un 
MP que avanza “viento en popa”. 
Ese es el problema de únicamente 
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Gráfrico 5
Eficacia del MP en juicios

(% de condenas / personas enjuiciadas)

Fuente: Elaboración propia con datos de MP, 2013.

ver el vaso medio lleno, ya que 
un análisis más fino de los datos 
necesariamente debe encender 
una luz de alerta: el grado de la 
eficacia de la institución ha venido 
decreciendo. 

Hay una merma de la eficacia, 
medida por la comparación 

porcentual entre condenas y el 
total de personas llevadas a juicio. 
Así, mientras en 2008 de cada 100 
personas acusadas por el MP en 
los tribunales 86 eran condenadas, 
en 2013 el indicador cayó a 81 de 
cada cien, como ilustra el siguiente 
gráfico.
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El legado de la Fiscal 
General saliente

La evaluación en la que 
concuerdan muchos analistas en 
el área de justicia y seguridad es 

que la gestión de Claudia Paz y 
Paz Bailey al frente del MP marca 
una diferencia cualitativa respecto 
de sus antecesores, a partir del 
enfoque y la orientación estratégica 
de la institución. 
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Desde esa perspectiva, su 
principal legado parece ser el 
Plan Estratégico de Desarrollo 
Institucional, cuyos resultados y 
evaluación con sentido de Estado 
debería ser una de las primeras 
tareas de quien a partir del 17 
de mayo tiene el liderazgo de la 
entidad rectora de la persecución 
penal.

A este respecto un punto clave, 
que ojalá pueda comprender 
Thelma Aldana es este: una 
institución como el MP no puede 
“reinventarse” cada cuatro años.

Hay aspectos que deben ser objeto 
de atención (y evaluación), en los 
que cabría esperar que no haya 
marcha atrás, lo cual no implica 
descartar la posibilidad de ajustes. 
Entre esos aspectos destacan:

a) Modelo de gestión. La mejora 
de resultados obtenidos por 
el MP en los últimos dos años 
(gráficos 3 y 4) suelen vincularse 
a las bondades del nuevo 
modelo de gestión. El análisis 
de esos resultados (gráficos 4 y 
5), como ya se dijo, llama a la 
cautela en la evaluación, dando 
sustento a la polémica en torno 
a la modalidad en la cual unos 
fiscales dirigen y procesan la 
investigación, pero son otros 

fiscales quienes presentan 
(o litigan) los casos en los 
tribunales. 

	 Los defensores de esa 
modalidad sostienen que de ese 
modo se logra profundizar las 
investigaciones y dar sustento 
más sólido a las acusaciones. 
Sus detractores señalan que, 
en la práctica, se produce un 
divorcio entre el fiscal que 
investiga y el fiscal que litiga, 
con el agravante de que suele 
haber poco tiempo entre una 
fase y otra, de suerte que el 
fiscal litigante no logra disponer 
de las condiciones apropiadas 
(a veces pocas horas) para 
“apropiarse” del caso.

	 Sin dudas, esto debe ser 
reexaminado. Pero ello no 
debería conducir a una política 
de “borrón y cuenta nueva”, 
tanto más que el nuevo modelo 
de gestión va más allá de ese 
aspecto particular señalado. 
Los principios que subyacen en 
el modelo (especialización y 
división del trabajo, uso racional 
de los recursos, atención 
selectiva y priorizada de casos, 
trabajo en equipo) deberían 
transformarse en componentes 
esenciales de la cultura y la 
práctica institucional del MP.
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b) Atención a la víctima. En la 
línea del desarrollo de una 
nueva cultura institucional 
dentro del MP, tiene relevancia 
el énfasis puesto a la atención 
y dignificación de las víctimas 
de los delitos. Se trata, aún, de 
un proceso que está en el inicio 
pero que ya tiene experiencias 
notables como el Modelo 
de Atención Integral (MAI) y 
el impulso dado a las Redes 
de Derivación. Estas últimas 
posibilitan la acción articulada 
concreta del MP con centenares 
de instituciones públicas y 
organizaciones sociales, lo 
cual marca una ruta deseable 
de vínculos dinámicos de la 
institución con la sociedad.

c) Justicia transicional. Aunque 
este es uno de los asuntos que 
causan mayor escozor entre 
algunos sectores, parece que 
por fin se comprendió en el MP 
que la impunidad del pasado y 
la impunidad del presente son 
hermanas gemelas. Que no se 
puede atender a esta última sin 
ocuparse de la primera.

	 Dado el peso que tuvo el juicio 
por genocidio seguido a Ríos 
Montt y Rodríguez en el debate 
nacional, en la reducción del 
período de la Fiscal General 
Paz y Paz, y en su exclusión 
de la nómina de candidatos a 

ocupar el cargo en el período 
2014-2018, existe el temor 
fundado sobre la posibilidad de 
un retroceso en esta materia.

d) Investigación criminal. Una de 
las rémoras mayores en materia 
de seguridad pública y justicia 
en Guatemala se encuentra en 
el ámbito de la investigación. 
Durante la gestión de la Fiscalía 
General, que finaliza el 17 de 
mayo, se empezó a aplicar un 
enfoque novedoso para el país, 
reflejado institucionalmente en 
la creación de la Dirección de 
Análisis Criminal.

En los andamios 
del futuro

Todo cambio es oportunidad, 
desafío. Pero, dialécticamente, 
también todo cambio es 
continuidad. Cuando se trata de 
construir instituciones (bajo el 
supuesto de que tal es el propósito 
de la nueva Fiscal General y Jefa 
del MP) es decisivo pensar creativa 
y estratégicamente la continuidad 
y el cambio. Ya se apuntó: las 
instituciones no pueden inventarse 
cada cuatro años.

Por lo dicho en este trabajo, parece 
evidente que el fortalecimiento del 
MP pasa por el diseño y aplicación 
de un plan de expansión de la 
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presencia institucional. Como 
ya se dijo, la expansión debería 
responder a un estudio de dónde, 
en razón de la incidencia de 
la criminalidad, es inaplazable 
el emplazamiento de nuevas 
fiscalías municipales. Ese plan 
de expansión, además, debería 
contemplar la presencia de fiscalías 
especializadas o fiscalías adjuntas 
especializadas o de sección 
en cabeceras departamentales 
determinadas, otra vez, por el 
análisis de la criminalidad. 

Tal plan de expansión supondría, 
también, la continuación de los 
esfuerzos de mejoramiento de la 
capacidad profesional y técnica 
de los fiscales, auxiliares fiscales, 
de las unidades especializadas 
creadas durante la administración 
que concluye. Subrayo: no se trata 
de crecer por crecer, ni de una 
expansión territorial desordenada, 
sino de algo pensado, que busque 
la combinación virtuosa entre 
cantidad y calidad.

Y, muy importante, un plan de 
ese tipo supone que continúe el 
crecimiento del presupuesto del 
MP, no sólo en términos nominales 
sino también reales. En los últimos 
tres años ha habido una positiva 
tendencia a dotar de mayores 
recursos al MP, con un crecimiento 
promedio anual de casi 21%. En 
esos tres años el presupuesto total 

del MP pasó de Q 793.2 millones 
a Q 1,287.7 millones. 

Es un crecimiento significativo, 
si se considera que en los años 
anteriores se había estancado 
en torno a los Q 793 millones 
por año. Pero es un aumento 
insuficiente para las necesidades 
actuales y mucho menos adecuado 
para la expansión estratégica de la 
institución.

El futuro alcanzó 
al MP por caminos 
totalmente coherentes 
con el curso general del 
gobierno de turno. Hay 
razones fundadas para 
temer estancamiento 
y retrocesos. ¿Será 
realista la expectativa 
de un plan de 
expansión, que es decir 
un plan para acercar la 
justicia a algunos de los 
municipios donde hoy el 
MP está ausente?
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Más allá de esa 
pregunta, hay otra 
interrogante respecto 
de la independencia 
del MP. La autonomía 
de esta institución y del 
conjunto del sistema de 
justicia es una condición 
indispensable para que 
la palabra adquiera 
su pleno sentido. Si se 
permite la expresión: 
para que haya una 
“justicia justa”. 

No sería realista firmar que, más 
allá de la voluntad de la Fiscal 
General saliente y su equipo más 
cercano de colaboradores, esto 
se haya logrado plenamente. 
Se avanzó como expresión de 
una aspiración permanente, una 

disposición a luchar por alcanzar 
márgenes cada vez mayores. Pero 
el MP no es una isla: es un aparato 
del Estado pensado para funcionar 
de acuerdo con los intereses 
rectores del propio Estado. 
La autonomía es, no debería 
olvidarse, relativa.

La autonomía debe ser expresión 
de una orientación general de 
política institucional, que se 
concreta caso por caso. No nos 
engañemos: el MP continuará, 
durante mucho tiempo, siendo 
objeto de todo tipo de presiones 
por parte de poderes fácticos. 

Otro asunto es que se pliegue 
dócilmente a esos poderes o, en 
el peor de los escenarios, que 
esté al servicio de ellos. O que 
tenga la habilidad para navegar 
en un complejo mar de intereses 
contrapuestos, de manera que 
se preserve el interés general por 
encima de los interese particulares.
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Por lo pronto, teniendo en cuenta las circunstancias 
que rodearon el proceso de renovación de la autoridad 
principal del MP, hay temores fundados respecto 
de la tentación, en algunos círculos de poder, de 
instrumentalizar la institución para fines de muy corto 
plazo (electorales, por ejemplo) o para abrir camino, a 
fuerza de criminalizar a quienes se resisten a aceptarlo, 
a un modelo económico de dudosa legitimidad,

Esto sería lo peor que podría pasar al Ministerio Público.
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efficient operation, and the Public Ministry Council is an advisory 
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Antes de entrar en materia, haré una síntesis de los 
preceptos jurídicos más relevantes que regulan 
al Ministerio Público (MP), como institución con 

funciones autónomas que promueve la persecución 
penal y dirige la investigación de los delitos de acción 
pública, que vela por el estricto cumplimiento de las 
leyes del país, promueve el cumplimiento de la justicia 
y actúa con objetividad, imparcialidad y apego al 
principio de legalidad.

El artículo 251 constitucional 
preceptúa en su segundo párrafo 
que  “el jefe del Ministerio 
Público será el Fiscal General de 
la República….” Conforme al 
artículo 5 de la Ley Orgánica del 
Ministerio Público, este se organiza 
jerárquicamente siendo el Fiscal 
General de la República, el jefe 
de la institución, ejerciendo las 
atribuciones que su ley le confiere.

La Constitución Política de la 
República de Guatemala establece 
cuatro principios fundamentales 
que rigen al MP:1

1. Principio de unidad
2. Principio de autonomía 

funcional 

1. Gaceta 36, Expediente 662-94. Fecha 
de sentencia 14061995. Constitución 
Política de la República de Guatemala, con 
notas de jurisprudencia (2013-2014). Pág. 
450.

3. Principio de legalidad 
4. Principio de jerarquía 

Los cuatro principios rectores 
ejercen una función fundamental 
para que el Estado de Guatemala  
cumpla con garantizar a sus 
habitantes la protección, el bien 
común, la tutela de la vida, la 
libertad, la justicia, la seguridad, la 
paz y el desarrollo integral del ser 
humano,  como lo establecen los 
artículos 1 y 2 constitucionales.

Las funciones principales del MP 
son:

1. Investigar los delitos de 
acción pública y promover la 
persecución penal ante los 
tribunales, según las facultades 
que le confieren la Constitución, 
las leyes de la República, 
y los Tratados y Convenios 
Internacionales.
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2. Ejercer la acción civil en los 
casos previstos por la ley y 
asesorar a quien pretenda 
querellarse por delitos de 
acción privada, de conformidad 
con lo que establece el Código 
Procesal Penal.

3. Dirigir a la Policía y además 
cuerpos de seguridad del 
Estado en la investigación de 
hechos delictivos.

4. Preservar el Estado de derecho 
y el respeto a los derechos 
humanos, efectuando las 
diligencias necesarias ante los 
tribunales de justicia.

Siendo el Estado el responsable 
de garantizar el cumplimiento 
de los principios y valores con 
mayor preponderancia inherentes 
a la persona humana, crea los 
organismos e instituciones con la 
finalidad de delegar la aplicación 
y administración de la justicia, la 
persecución penal en los hechos 
constitutivos de delito, para 
garantizar el cumplimiento del 
mandato constitucional  y evitar el 
libre albedrío en su actuar.

De conformidad con el párrafo 2 
del artículo 251 de nuestra carta 
magna, y del artículo 10 de la Ley 
Orgánica del MP, se instituye que el 
Jefe del MP es el Fiscal General de 
la República, a quien le compete 

el ejercicio de la acción penal 
pública. El artículo 5 de la ley 
citada establece que el responsable 
del buen  funcionamiento del MP 
es el Fiscal General.

El artículo 9 del Decreto 40-94 
del Congreso de la República 
establece la integración del MP de 
la siguiente manera:

1) El Fiscal General de la 
República

2) El Consejo del Ministerio 
Público

3) Los Fiscales de Distrito y 
Fiscales de Sección

4) Los Agentes Fiscales
5) Los Auxiliares Fiscales

El Consejo del MP

De conformidad con el artículo 
17 de la Ley Orgánica del MP, el 
Consejo del MP está integrado por:

1) El Fiscal General de la 
República, quien lo presidirá

2) Tres fiscales electos en 
Asamblea General de fiscales, 
de entre los fiscales distritales, 
de sección y los agentes fiscales

3) Tres miembros electos por el 
Organismo Legislativo, de entre 
los postulados a Fiscal General 
de la República
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En los artículos 2 y 3 de la Ley 
Orgánica del MP se establece el 
procedimiento para elegir a los 
tres fiscales distritales, de sección 
o agentes fiscales del Consejo y 
los tres miembros electos por el 
Organismo Legislativo,2 y entre las 
atribuciones que se le confieren 
están:

1) Proponer al Fiscal General el 
nombramiento de los fiscales 
de distrito, fiscales de sección 
agentes fiscales y auxiliares 
fiscales, de acuerdo a la carrera 
del MP.

2) Ratificar, modificar o dejar 
sin efecto las instrucciones 
generales o especiales dictadas 
por el Fiscal General, cuando 
ellas fueren objetadas conforme 
el procedimiento previsto en 
esta ley, así como las demás 
establecidas conforme al 
régimen disciplinario, los 
traslados y sustituciones.

3) Acordar a propuesta del Fiscal 
General la división del territorio 
nacional, para la determinación 
de la sede de las fiscalías de 
distrito y el ámbito territorial 
que se le asigne, así como la 
creación o supresión de las 
secciones del MP.

4) Asesorar al Fiscal General de 
la República, cuando él lo 
requiera.

5) Las demás establecidas por la 
ley.

Tras la elección, en diciembre 
de 2010, de Claudia Paz y Paz 
como jefa del MP, por medio  el 
Acuerdo Legislativo 18-20103 se 
declaró electos como integrantes 

2. “Artículo 19. Elección. El Congreso 
de la República, una vez nombrado el 
Fiscal General, elegirá a tres miembros, 
de entre los postulados a dicho cargo, 
para el período que corresponda al Fiscal 
General de la República. La elección 
deberá efectuarse dentro de los cinco días 
siguientes de haberse nombrado el Fiscal 
General.
“Los fiscales del Consejo del Ministerio 
Público serán electos en asamblea general 
de fiscales, para un período de dos años, 
pudiendo ser reelectos.
“La elección deberá efectuarse, treinta días 
antes de concluido el período anterior. 
La Asamblea General de fiscales será 
convocada por el Fiscal General y se 
integra con los fiscales de distrito, fiscales 
de sección, agentes fiscales y auxiliares 
fiscales. Cada uno de ellos tendrá un voto.
“Cada uno de los miembros del Consejo, 
será electo por mayoría absoluta, y la 
votación será para cada candidato en 
particular.”

3. Con fundamento en el artículo 19 
párrafo tercero de la Ley Orgánica del 
MP y lo que reza el artículo 28 literal a) 
del reglamento del Consejo del MP, que 
en el plazo de 30 días de la designación 
por el Presidente de la República del Fiscal 
General y Jefe del MP el legislativo debe 
elegir a los tres profesionales para integrar 
el Consejo del MP.
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del Consejo del MP a Julio César 
Rivera Clavería, Edgar Enrique 
Lemus Orellana y Rony Elías López 
Jerez, pero la entidad asesora 
nunca se integró, por conflicto de 
intereses entre los abogados. 

El Congreso convocó de nuevo 
a la Comisión Postuladora en 
noviembre de 2012, la cual envió 
una nueva nómina de candidatos, 
integrada por Leopoldo Liu, 
Marco Antonio Cortez Sis, Héctor 
Monterroso, Abraham Méndez y 
Héctor López Sosa (elPeriódico, 28 
de marzo de 2014).

Hasta el término del periodo de la 
Fiscal General Paz y Paz, en mayo 
de 2014, el Legislativo no convocó 
a otra sesión para elegir a los 
representantes del Consejo. 

La no integración del Consejo 
impidió que la Fiscal General 
decidiera sobre aproximadamente 
300 casos disciplinarios, cuyas 
consecuencia pudo haber sido 
separar a trabajadores de sus 
cargos por supuestas acciones 
constitutivas de faltas o delito.4

4. Una de las funciones del Consejo 
es conocer el recurso de apelación en 
procesos administrativos del personal de 
la institución, interpuestos en los casos 
de destituciones emitidos por el Fiscal 
General en casos de  faltas y delitos. La no 
integración del Consejo impidió dilucidar 
la situación administrativa o jurídica de los 
sancionados y que continuaran recibiendo 
sueldos y salarios.

5. Acuerdo Legislativo 18-2014 emitido el 
10 de junio de 2014 que declarara electos 
como integrantes del Consejo del MP a  
Julio Cesar Rivera Clavería, Edgar Enrique 
Lemus Orellana y  Rony Elías López Jerez.

En varias ocasiones Paz y Paz 
asistió al Congreso gestionando la 
elección de miembros del Consejo, 
sin resultado. Fue hasta la elección 
de la nueva Fiscal General, Thelma 
Aldana, cuando los congresistas 
realizaron dicha elección.5

Rescatar el principio de 
supremacía jerárquica

Con lo argumentado, es claro que 
la carta magna y la Ley Orgánica 
invisten al Fiscal General de 
competencia legal para conocer 
y decidir los procedimientos 
disciplinarios. Si el Consejo ejerce 
funciones de órgano asesor 
del Fiscal General, no debiera 
incurrir en que las decisiones 
del Fiscal General como Jefe 
del Ministerio Público figura 
reconocida constitucionalmente, 
puedan revocarse por el Consejo 
“dado que tal conducta vulnera el 
principio de supremacía jerárquica, 
desnaturalizando la estructura del 
Ministerio Público y contrariando 
efectivamente la Constitución 
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6.  Artículo 251.- (Reformado) Ministerio 
Público. ”...El jefe del Ministerio Público 
será el Fiscal General y le corresponde 
el ejercicio de la acción penal pública.” 
“Gaceta 99. Expediente 2523-2010. 
Fecha de sentencia: 01-02-2011”. 
Constitución Política de la República de 
Guatemala con notas de Jurisprudencia 
(2013-2014). Pág. 451.
7. Artículo 175. Jerarquía constitucional. 
Ninguna ley podrá contrariar las 
disposiciones de la Constitución. Las leyes 
que violen o tergiversen los mandatos 
constitucionales son nulas ipso jure.
8. Artículo 4. Actos nulos. (Reformado por 
el artículo 1 del Decreto 64-90). Los actos 
contrarios a las normas imperativas y a las 
prohibitivas expresas, son nulos de pleno 
derecho…
9. Artículo 9. Supremacía de la 
Constitución y jerarquía normativa. 
(Reformado por el artículo 2 del Decreto 

Política de la República de 
Guatemala en su artículo 251.” 6

Marcos Francisco del Rosario 
Rodríguez en su tesis doctoral 
La supremacía constitucional: 
naturaleza y alcances, establece 
que  “cualquier norma jurídica que 
no cumpla con las formalidades 
previstas a nivel constitucional para 
su creación será considerada como 
inválida” (Del Rosario-Rodríguez, 
2011: 104). 

Justamente es lo que rezan el 
primer párrafo del Artículo 1757 
constitucional y los artículos 48 y 
99 segundo párrafo de la ley del 
Organismo Judicial.  

11-93).Las leyes o tratados prevalecen 
sobre los reglamentos. carecen validez las 
disposiciones que contradigan una norma 
de jerarquía superior.
10. El Decreto 135-97 del Congreso de la 
República; la Iniciativa 3671, presentada 
por Cesar Emilio Fajardo Morales y 
Carlos Alberto Godoy Florián; la Iniciativa 
3949, presentada por José Roberto Alejos 
Cámbara, que dispone reformar los 
decretos 17-73, Código Penal y 40-94, 
Ley Orgánica del MP; Iniciativa 4095, 
ponentes: José Roberto Alejos Cámbara, 
Mauro Estada Mansilla y Christian Jacques 
Bussinot Nuila.

Actualmente se encuentran en 
el Congreso de la República 
tres iniciativas y un decreto que 
pretenden reformas al Decreto 
40-94, Ley Orgánica del MP.10  
Sin embargo, las propuestas 
no abordan la cuestión de 
restablecer el principio de 
supremacía jerárquica. La Iniciativa 
4095 desarrolla otra línea de 
argumentación al sugerir eliminar 
la frase “…así como las demás 
establecidas conforme el régimen 
disciplinario, los traslados o 
sustituciones…” del artículo 18 de 
dicha ley.

Algunos comentaristas, como 
Acisclo Valladares (2014), han 
señalado que las funciones del 
Consejo son inconstitucionales y lo 
que queda es la acción de incons-
titucionalidad de la Ley Orgánica 
del MP. 
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Una alternativa de tratamiento a la controversia sería resolver 
la calidad del órgano que conoce de las impugnaciones de 
las sanciones disciplinarias. Se reconocería la problemática de 
las destituciones que no se han hecho efectivas, preservaría el 
Consejo para las funciones estrictamente asesoras y mantendría 
el derecho del trabajador de recurrir las decisiones en el marco 
del ordenamiento jurídico vigente.

En conclusión, la ley orgánica del MP presenta una 
contradicción al principio de jerarquía constitucional, en lo 
relativo a la función del Consejo del MP de conocer el recurso 
de apelación en materia disciplinaria. 

Por eso es necesario analizarla y adecuarla al cumplimiento de 
la norma constitucional.
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Resumen
Este artículo se hace eco del debate suscitado por denuncias públicas acerca de 
la alteración arbitraria de los precios de los medicamentos, especialmente de 
aquellos utilizados para el tratamiento de enfermedades no trasmisibles.  Se ofrece 
una rápida mirada sobre las causas, efectos y acciones desatadas en torno a este 
asunto, incluyendo el curso que podría tener una iniciativa legal para regular los 
precios. Se concluye en que estamos ante un problema complejo que debe ser 
abordado desde una  perspectiva técnica, legal y económica, en espacios de 
análisis lo suficientemente amplios para consensuar una propuesta integrada y 
coherente con el derecho a la salud.

Palabras clave 
Medicinas, salud, derecho a la salud, regularización de precios, 
alto costo de medicinas.

medicamentos

El elevado  
precio de 

los

He high Price of Medicines

Abstract
This article creates echo of the debate caused because of public claims 
about the arbitrary alteration of the drugs prices especially of those 
used for the treatment of non-contagious diseases. A glimpse is offered 
on the causes, effects and actions unleashed and surrounding this issue, 
including the path a legal initiative could have to regulate prices. It is 
concluded with the complex problem we are facing and how it should 
be addressed from a legal, technical and economic perspective, in 
wide enough analysis spaces to agree with a coherent and integrated 
proposal on the right to health.
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El precio elevado de los medicamentos es un problema 
crónico en el mercado nacional, que en las últimas 
semanas ha resurgido acaparando la atención de los 

medios de comunicación social.El costo de la canasta básica 
vital se ha elevado y evidencia que las familias guatemaltecas 
orientan al menos el 4% de sus gastos en la compra de 
medicamentos y  servicios destinados a la recuperación 
de su salud, ante la incapacidad estatal de cumplir con sus 
responsabilidades, lo que trae complicaciones nefastas para la 
población más pobre. 

El alza obedece a la lógica de mercado que, ante una demanda 
insuficiente, eleva los precios, lo que se agrava en el país ante la 
influencia de las grandes empresas del sector en los tomadores 
de decisiones, la ausencia de mecanismos que regulen los 
precios y la falta del ejercicio regulador de instituciones como 
el Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social (MSPAS) y la 
Dirección de Atención al Consumidor (DIACO). 

La promoción de la iniciativa de ley 4718 que dispone aprobar 
la Ley de medicamentos, bienes y servicios de salud, provocó 
la atención de los medios a esta problemática, desatando una 
reacción en cadena que ha estimulado la acción de entidades 
que habían permanecido indiferentes. 

Aunque el futuro de la propuesta de ley es incierto, ha generado 
una coyuntura favorable que debe aprovecharse para el análisis 
integral del fenómeno y el establecimiento de un espacio de 
diálogo y discusión representativo, que pueda generar una 
propuesta integral y coherente con el derecho a la salud. 
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Efecto

El costo elevado de los 
medicamentos es un problema 
crónico en el mercado nacional 
que en las últimas semanas ha 
resurgido acaparando la atención 
mediática. 

Pero detrás de los titulares, los 
dimes, los diretes y las primeras 
planas, se esconde la pena de 
miles de familias guatemaltecas 
que sufren en carne propia el 
abandono de un Estado que 
parece empeñarse en evadir sus 
responsabilidades.

De acuerdo a un informe 
publicado por el Instituto Nacional 
de Estadística (INE) en abril del 
2014, el costo de la Canasta 
Básica Vital (CBV) es de Q. 5,413. 
El 4% de este costo está orientado 
principalmente a la compra de 
medicamentos y otros servicios 
orientados a la recuperación de la 
salud, pese a que el marco legal 
de este país reconoce a la salud 
como un “Derecho” y establece 
además su “gratuidad”.

El incumplimiento de este marco 
legal y la baja asignación 
presupuestaria entre otros, limita 
la capacidad de respuesta del 
Ministerio de Salud Pública 
y Asistencia Social (MSPAS) y 
condiciona a las familias a buscar 

respuesta en el sector privado, lo 
que trae complicaciones nefastas 
en un país en que el 53% de la 
población vive en condiciones de 
pobreza y en el que el 13% de esta 
población vive en condiciones de 
pobreza extrema.
 
Causa

Es de dominio público que el 
mercado farmacéutico es uno de 
los más poderosos a nivel mundial 
y en un informe presentado por 
la comisión de derechos de 
propiedad intelectual, innovación 
y salud pública establecida 
por el Director General de la 
Organización Mundial de la Salud  
en febrero del 2004, se explica 
la forma en la que esta industria 
clasifica a las enfermedades 
según el tipo de enfermedad y su 
prevalencia en países catalogados 
como “desarrollados” o “en vías de 
desarrollo”.

Los  medicamentos sobrevalorados 
que están siendo señalados por 
distintos medios de comunicación, 
corresponden en su mayoría al 
tratamiento de enfermedades 
no transmisibles (diabetes, 
hipertensión, cáncer etc.), 
clasificadas como enfermedades 
tipo 1. 

Bajo la lógica en la que funciona el 
mercado, la demanda de este tipo 
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1. El diputado Carlos Herrera, ha 
compartido un recorrido parlamentario 
junto al diputado Luis Rabbé quien goza 
de gran apertura en varios medios de 
comunicación.

de medicamentos en países como 
el nuestro, es considerablemente 
menor. Por lo que las farmacéuticas 
se ven más atraídas a invertir en 
mercados más desarrollados.

Como consecuencia de esto, la 
población de los países en vías 
de desarrollo  debe enfrentarse a 
precios de medicamentos y costos 
de tratamiento más elevados. 

Sin embargo, la falta de 
mecanismos reguladores 
específicos, la gran influencia 
que esta industria ejerce sobre los 
grupos de poder, la ausencia de 
mecanismos de control de precios, 
la escasa función reguladora del 
MSPAS y de instancias como la 
Dirección de atención y asistencia 
al consumidor (DIACO), generan 
un entorno favorable para que 
en Guatemala exista una mayor 
elevación en el precio de estos 
medicamentos, tal y como lo 
confirman las publicaciones de 
algunos medios al comparar los 
precios de estos medicamentos con 
los registrados en otros países de la 
region.

Y coyuntura

La iniciativa de ley de 
medicamentos, bienes y servicios 
relacionados con la salud 
promovida por el diputado Carlos 

Herrera,1 despertó el interés de 
los medios de comunicación por 
el tema del costo elevado de 
medicamentos.
 
La presión mediática generada, 
ha estimulado una reacción en 
cadena que provoco movimientos 
en algunas instancias que habían 
permanecido indiferentes. 

La Procuraduría de los Derechos 
Humanos (PDH) inicio alguna serie 
de investigaciones que si bien es 
cierto no constituyeron pruebas 
contundentes, provocaron que el 
Dr. Jorge De León Duque, emitiera 
fuertes señalamientos demandando 
alguna acción por parte de la 
DIACO.

Como era de esperarse, esta 
última instancia reacciono a estos 
señalamientos, constatando el 
incremento de medicamentos y 
sancionando a algunas cadenas 
de farmacias y de droguerías. 
Ninguna de ellas ligadas al 
gobierno en turno.

De acuerdo a lo publicado hasta 
ahora, las farmacéuticas insisten 
que no tienen responsabilidad 
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alguna en la elevación de los 
precios y que dicha elevación 
podría darse en cualquier punto de 
la cadena de distribución.

Las investigaciones de la DIACO 
pudieron constatar que después 
de comprar el medicamento a las 
droguerías a un precio “X”, las 
cadenas farmacéuticas aumentan 
el 50% del costo original, es decir 
el precio del medicamento es 
X+50% y a la hora de venderlo al 
público, las farmacias hacen un 
descuento del 35%., es decir que 
sobre el precio inicial del producto, 
utilizando propaganda engañosa, 
las farmacias se quedan con un 
excedente de por lo menos el  
15%.
 
En el Congreso

Al ser conocida por el pleno del 
Congreso de la República el 21 
de enero del 2014 se estableció 
que para su trámite esta propuesta 
debía ser conocida por la 
Comisión de Salud del Congreso.

El diputado Roberto Kestler, 
presidente de dicha comisión, 
ha solicitado a varios actores 
que emitan opinión al respecto. 
Mientras que el diputado Herrera 
decidió habilitar una serie de 
“mesas técnicas” de discusión en el 
marco de la comisión de defensa 
del consumidor y el usuario, la cual 

el mismo preside, con el objetivo 
de mitigar cualquier objeción y 
viabilizar un dictamen favorable.

 
Posibles escenarios…

a) Un escenario posible es que 
a través del mecanismo de 
dialogo establecido, se logren 
los consensos necesarios para 
la aprobación de Ley. Lo que 
implica el tener cuidado debido 
en no alterar sustancialmente la 
iniciativa.2

b) El otro escenario, es que el tema 
pierda interés de los medios de 
comunicación y que no pase 
absolutamente nada con la Ley.

c) El surgimiento de una propuesta 
alterna.3

2. En las audiencias públicas programadas 
por los ponentes de la ley impero un 
ambiente desfavorable a la iniciativa, 
predominaron los argumentos de la 
industria farmacéutica quien expresaba un 
rotundo rechazo a la fijación de precios 
tope aduciendo que era un atentado en 
contra del libre comercio. La iniciativa de 
ley finalmente recibió dictamen negativo de 
la Comisión de Salud del Congreso.
3. Recientemente varios medios de 
comunicación publicaron que el 
Organismo Ejecutivo está elaborando 
iniciativa para regular el precio de las 
medicinas
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A modo de conclusión

Aunque el futuro de la propuesta 
de ley es incierto, ha generado 
una coyuntura favorable que ha 
posicionado el tema del costo de 

los medicamentos y representa una 
oportunidad sin precedentes que 
debe aprovecharse para el análisis 
integral del fenómeno, que permita 
identificar mecanismos legales 
orientados a mejorar el acceso de 
medicamentos para la población.

Recomendaciones

Este fenómeno constituye una problemática compleja que 
debe ser abordada desde una perspectiva técnica, legal 
y económica, por lo que deben establecerse espacios de 
análisis lo suficientemente amplios como para consensuar 
una propuesta integrada y coherente con el derecho a la 
salud.

La construcción de un marco legal que favorezca y 
promueva la utilización de medicamentos  genéricos o 
la utilización de la medicina tradicional y alternativa a 
través del uso de plantas medicinales se perfila como una 
alternativa importante que debería ser considerada dentro 
de cualquier propuesta.
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para vivir bien
Magaly Arrecis 

Resumen
El incremento de los conflictos socioambientales en Guatemala es producto 
de varios factores existentes en el país, por lo que para buscar su solución es 
importante respetar los derechos humanos, velar por el bien común y aprovechar 
las potencialidades con que se cuente, apegados a derecho. Por ello es necesario 
investigar las características del país, profundizar en su análisis y comprenderlas 
para reflexionar, con la finalidad de tomarles en cuenta y modificar algunas 
realidades que, lejos de favorecer el buen vivir de las y los ciudadanos, aumentan 
los contrastes sociales, económicos y ambientales.

En este artículo se retoman algunos contrastes naturales, sociales y económicos 
ya investigados que sustentan datos y permiten visualizar las tendencias que 
mantienen a Guatemala en deplorables condiciones contrarias al buen vivir de 
sus habitantes y al desarrollo sostenible. Además, se describe un análisis sobre 
la relación directa entre la desigualdad y la violencia y la inestabilidad política 
manifiesta en conflictos, en el cual los datos para Guatemala son poco favorables.

Palabras clave 
características físicas y naturales, conflictos socioambientales, desigualdad, IDH, 
IDH-D.

Contrastes favorables
y desfavorables
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Favorable and unfavorable contrasts to live well

Abstract
The increase in environmental and social conflicts in Guatemala is the result 
of several factors, so to find its solution is important to respect human rights, 
ensure the common good and to exploit the potential, attached to legal 
principles. It is therefore necessary to investigate the country´s features 
further analysis to reflect and understand, in order to take them into account 
and change some realities that far from promoting the good life of the 
citizens, increase social economic and environmental contrasts. 

In that sense, some natural, social and economic contrasts that have research 
support and to visualize data trends that keep Guatemala in deplorable 
conditions that avoid good living of its people and contribute to sustainable 
development. In addition, an analysis of the direct relationship between 
inequality and violence and political instability manifested in conflicts where 
data for Guatemala are unfavorable.
 

Key words 
environmental and social conflicts, HDI, HDI-D, inequality, physical and natural 
features.

Conflictos y contrastes

En los últimos cinco años se han incrementado 
los conflictos socioambientales en Guatemala, 
evidenciados en las demandas públicas, procesos 

jurídicos y en consultas comunitarias de sectores de la 
sociedad civil, principalmente del área rural. Todo ello 
en rechazo a las actividades extractivas, expansión de 
proyectos agroindustriales, construcción de carreteras 
e hidroeléctricas que amenazan su derecho a un 
ambiente sano, principalmente fuentes de agua y sus 
tierras. 
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Las y los ciudadanos expresan 
sus demandas de forma pública y 
pacífica, pero siguen sin encontrar 
respuesta a sus justas demandas 
por garantizar sus medios de vida, 
por mantener los ecosistemas 
funcionando y por el respeto a sus 
derechos humanos, incluyendo su 
derecho a la libre determinación de 
los pueblos, para decidir el tipo de 
actividades económicas a realizar 
en sus territorios.

Para buscar solución a estos 
conflictos es necesario, antes de 
decidir las actividades económicas 
a realizar, priorizar el bien 
común, apegarse a derecho, 
respetar los derechos humanos y 
considerar varias características 
sociales, culturales, económicas, 
sociales, legales, políticas, 
históricas y ambientales del país, 
las cuales han generado o son 
consecuencia de una serie de 
contrastes en el país. Algunas de 
estas características y sus efectos 
se describen a continuación, con 
el ánimo de tenerlas en cuenta 
en la toma de decisiones y la 
ejecución de políticas públicas que 
coadyuven a encaminar al país 
hacia un modelo de desarrollo más 
justo, para asegurar el buen vivir 
de la mayoría de la población.

Contrastes físicos 
y naturales

Sin entrar a pormenores de la 
degradación del suelo, el agua, 
el aire y la diversidad biológica, 
es necesario tener en cuenta que 
a Guatemala se le considera 
“un país de contrastes”. Desde 
1905, el Mapa en Relieve de la 
República de Guatemala, mostró 
las características físicas del país 
en una obra de ingeniería a cargo 
de Francisco Vela, ingeniero 
topógrafo, quien fuera decano 
de la Facultad de Ciencias Físico 
Matemáticas, antiguo nombre de 
la actual Facultad de Ingeniería 
de la Universidad de San Carlos 
de Guatemala (Prahl, 2005; MR, 
2005).

Vista General del Mapa en Relieve 
de Guatemala

Fuente: Prahl, 2005.
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El Mapa en Relieve muestra los 
contrastes físicos expresados en 
el complejo sistema de montañas 
y cadena volcánica que cruzan el 
país y la red de lagos, lagunas y 
ríos, que atraviesan Guatemala 
de forma superficial y subterránea. 
Pero no deja ver el sistema de tres 
placas tectónicas y numerosas 
fallas geológicas que originaron 
volcanes y montañas, las cuales 
con mucha frecuencia provocan 
sismos de distinta magnitud 
(INSIVUMEH, s.f. / b).

Por otro lado, sin entrar a detalles 
del subsuelo y las características 
de los minerales en el país, los 
contrastes también se observan en 
los suelos, ya que por su origen 
geológico, Guatemala cuenta con 
numerosos tipos de suelos, y ya en 
1959 el Ministerio de Agricultura 
dio a conocer en el Libro y Mapa 
de Clasificación de Reconocimiento 
de los Suelos de la República 
de Guatemala, de Simmons, 
Tárano y Pinto. Para ese entonces, 
el 70% del territorio nacional 
estaba cubierto por bosques y la 
población total del país apenas 
alcanzaba los 3 millones de 
habitantes (MAGA, 2010; Tobías y 
Duro, 2013).

La necesidad de conocer la 
compleja dinámica del suelo y sus 
potencialidades llevó a actualizar 
y corroborar la información del 

mapa y libro de suelos de 1959. 
De esta manera, desde la década 
1980 investigadores y estudiantes 
que hicieron sus trabajos de tesis 
en la Facultad de Agronomía de 
la Universidad de San Carlos de 
Guatemala y otras instituciones, 
desarrollan estudios de suelos. Con 
ello aportaron a varios documentos 
y mapas publicados a partir del 
año 2000 por el Ministerio de 
Agricultura y Alimentación (MAGA), 
donde se identifican y describen 
169 series de suelos1 y 155 
asociaciones de suelos2 para el 
país (MAGA, 2000; MAGA, 2002).

Complementario a estas 
investigaciones, según el mapa 
sobre la cobertura y uso de la tierra 
a escala 1:50,000 publicado por 
el MAGA en 2005, se identificaron 
56 clasificaciones de cobertura 
y uso de la tierra en el país, con 

1. Serie de suelos. “Grupo de suelos que 
son semejantes en todos sus horizontes 
genéticos menos en la capa superior, o 
arable del terreno y que tienen un material 
madre similar. Excluyendo la capa superior, 
la serie comprende suelos cuyos horizontes 
tienen el mismo, color, estructura, 
distribución, condiciones naturales de 
drenaje y cuyas características importantes 
son iguales” (MAGA, 2010).
2. Asociación de suelos. Unidad compleja, 
conformada por más de una clase de 
suelo, que se presentan íntimamente 
asociados y en las que no es posible 
establecer pautas de distribución en el 
paisaje (Dorronsoro et al., 2013).
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lo que se visualizó la diversidad 
de actividades de subsistencia y 
económicas que dependen del 
suelo (Tobías y Duro, 2013).

Por su parte, los sectores de caña 
y café del país han hecho estudios 
de suelo a nivel semidetallado 
para conocer las capacidades 
de los suelos que emplean para 
estos cultivos; mientras que el 
MAGA, a través de la Unidad de 
Planificación Geográfica y Gestión 
de Riesgo (UPGGR) empezó a 
hacer estudios de suelos en el año 
2006 dentro del Proyecto Mapa de 
Taxonomía de Suelos Capacidad 
de Uso de la Tierra Escala 
1:50,000 a realizarse en ocho 
departamentos (Chimaltenango, 
Sacatepéquez, Sololá, Guatemala, 
Escuintla, Quetzaltenango, 
Totonicapán y San Marcos) (Tobías 
y Duro, 2013).

De estos estudios se encontró 
que solo para el caso de 
Chimaltenango, que ocupa 
aproximadamente el 1.7% del 
territorio nacional, se encuentran 
interesantes contrastes, ya que 
se reportaron 25 clasificaciones 
de cobertura y usos de la tierra 
y dentro de ocho categorías 
generales (cinco paisajes y tres 
tipos de materiales) se encontraron 

128 consociaciones de suelos3  
(MAGA-IGAC, 2010).

Otro contraste fácil de visualizar 
corresponde a las seis regiones 
climáticas del sistema de 
Thornthwaite que existen en 
Guatemala, las cuales se traducen 
en una variedad de climas y 
microclimas (INSIVUMEH, s.f. /a). 
Pero el clima del país, entre otras 
cosas, además de estar sujeto al 
efecto de la humedad proveniente 
de los océanos Pacífico y Atlántico, 
ahora también se ve afectado 
por las variaciones derivadas del 
cambio climático. De esa cuenta, 
las épocas lluviosa y seca, más 
la denominación de ser el “país 
de la eterna primavera” pueden 
seguir reportando cambios 
extremos, como sucede durante 
la época lluviosa donde se dan 
lluvias irregulares (en frecuencia e 
intensidad), tormentas y huracanes 
y todas las consecuencias 
socioeconómicas y ambientales 
que estos fenómenos puedan 
provocar, que van desde las 
sequías extremas hasta grandes 
inundaciones repentinas.

Precisamente, los contrastes 
naturales de las características 
climáticas y del suelo ofrecen las 

3. Consociación de suelos. Unidad 
sencilla, constituida por una sola clase de 
suelo (Dorronsoro et al., 2013).
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4. Integrada por la Asociación para 
el Avance de las Ciencias Sociales 
(AVANCSO), la Asociación de Entidades de 
Desarrollo y Servicio No Gubernamentales 

condiciones para la existencia 
de la diversidad biológica de 
Guatemala, que fue reconocida 
en el año 2010 como uno de 
los 19 países megadiversos del 
mundo, por su alto índice de 
biodiversidad (nueve de ellos están 
en Latinoamérica) (Arrecis, 2012).

Toda esta información 
sustentada en investigaciones 
es fundamental para planificar 
y poner en marcha acciones de 
ordenamiento territorial, lo cual 
deberían tenerse en cuenta para 
la toma de decisiones formales 
y responsables, con la finalidad 
de aprovechar racionalmente y al 
máximo las potencialidades del 
territorio nacional, de tal forma 
que se encamine a un verdadero 
desarrollo sostenible para el país y 
el buen vivir de sus habitantes, en 
el marco de un nuevo modelo de 
desarrollo.

Contrastes 
socioeconómicos

La frase “un país de contrastes” 
fue empleada en el año 2000 
por varias organizaciones 
dentro de la Iniciativa Social de 
Guatemala,4 para remarcar las 

diferencias económicas y sociales 
que, para ese entonces se hacían 
más profundas, debido a las 
políticas de “modernización del 
Estado” promovidas entre los años 
1996-2000 por el gobierno de 
turno (Morales, 2000).

Luego, en 2006, el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia 
(UNICEF, por sus siglas en inglés) 
utilizó la frase: “Guatemala, país 
de contrastes”, para poner en 
evidencia que aunque este país 
es rico en recursos naturales, 
potencialidades comerciales y una 
gran diversidad cultural, existe 
un abismo de desigualdad entre 
quienes tienen algo y los que 
tienen muy poco (Arteaga, 2006).

En ambos momentos, estas 
instituciones remarcaron los 
altos porcentajes de pobreza y 
desnutrición, el desempleo, las 
dificultades de la población para 
asegurar sus medios de vida, 
las deficiencias en desarrollo 
humano, en equidad de género 
y en educación; que condenan 
a la población a una grave crisis 
económica y social que, aunada 

de Guatemala (ASINDES-ONG), el Centro 
de Estudios de la Cultura Maya (CECMA), 
el Comité de Beijing, la Facultad de 
Economía de la Universidad de San Carlos 
de Guatemala y el Instituto de Investigación 
y Autoformación Política (INIAP).
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a la inequidad de oportunidades 
de acceso a bienes y servicios 
indispensables para alcanzar una 
buena calidad de vida, también 
representan un obstáculo para el 
ejercicio de la ciudadanía (Arteaga, 
2006; Morales, 2000).

Contrastes que definen 
la desigualdad

A través de los años, diversos 
investigadores/as y formadores/as 
de opinión siguen empleando la 
frase, ya que a través de los años 
los contrastes socioeconómicos 
en el país continúan y se pueden 
observar tanto en los niveles 
promedio de desarrollo humano, 
como en la desigualdad existente.

Ambos aspectos los reporta el 
Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD)5 

anualmente y tan solo para el 
Índice de Desarrollo Humano 
(IDH), se observa que desde 
el año 2010 la tendencia de 
Guatemala ha sido aumentar 
apenas 0.001 puntos por año; 
lo cual representa un crecimiento 
mínimo en la mejora de las 
condiciones de salud, educación 
e ingresos, considerando que 
entre 1980-2010 el promedio 
quinquenal de incremento del IDH 
había sido de 0.0245 puntos. 
Es decir, desde 1980 el IDH 
en Guatemala se incrementó 
levemente a través de los años, 
pero a partir de 2011 la mejora 
fue todavía menor, lo cual 
podría reflejarse en mantener o 
incrementar contrastes sociales y 
económicos dentro de la población 
(PNUD, 2013).

5. IDH. Índice compuesto que mide 
el promedio de los avances en tres 
dimensiones básicas del desarrollo 
humano: vida larga y saludable, 
conocimientos y nivel de vida digno. Sus 
valores van del 1 al 0, donde 1 representa 
el máximo grado de desarrollo humano.
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Gráfico 1
IDH de Guatemala entre 1980 y 2012

Fuente: Elaboración propia en base a PNUD, 2013. 
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Al comparar a Guatemala con 
otros países reportados en los 
informes del PNUD, se observa 
que la tendencia del país ha sido 
alejarse de las condiciones que 
proporcionarían desarrollo humano 
para las y los guatemaltecos. En 
el año 2010 Guatemala ocupó 
el puesto 116 y en el año 2011 
empeoró su posición, al ocupar 
el puesto 131. Para 2012, 
Guatemala obtuvo un puesto 
todavía más desventajoso, ya que 
alcanzó el 133 de 187 países, 
con un valor de IDH igual a 0.581 
(para ese año, el IDH más alto y el 
primer puesto de la lista lo obtuvo 
Noruega con 0.9 puntos, mientras 
que el nivel más bajo fue para 
Níger, con 0.304) (PNUD, 2013).

La desigualdad 
que nos contrasta

La desigualdad económica es uno 
de los factores más evidentes y 
estudiados; se expresa mediante el 
Índice de Gini, un coeficiente entre 
0 y 100 que mide la desigualdad 
de la concentración de los 
ingresos, donde el 0 representa la 
perfecta igualdad. Este coeficiente 
cobró mayor relevancia a partir 
del año 2010, cuando se empleó 
en los informes del PNUD para 
“ajustar” el IDH de acuerdo a los 
niveles de desigualdad que se 
reportan en los países (Medina, 
2001; PNUD, 2011).
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De tal forma, que se empezó a 
calcular el IDH-D, considerado 
como el IDH ajustado por la 
desigualdad en la distribución 
de los logros en cada una de las 
tres dimensiones del IDH (salud, 
educación e ingresos). El IDH-D 
es igual al valor del IDH cuando 
no hay desigualdad, pero queda 

por debajo del valor del IDH a 
medida que aumenta la brecha 
de desigualdad. Esta diferencia 
representa la “pérdida” en el 
desarrollo del potencial humano 
debido a la desigualdad y puede 
ser expresado como un porcentaje 
(PNUD, s.f.).

Gráfico 2
IDH e IDH-D para Guatemala 

entre 2010 y 2012
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Fuente: Elaboración propia en base a PNUD, 2013.
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Gráfico 3
Desigualdad de ingreso y 
homicidios en 138 países

Algunos efectos de la desigualdad
El escenario de la desigualdad 
para Guatemala es grave, ya que 
es considerado uno de los países 
con mayor desigualdad en el 
mundo y en América, a la par de 
Colombia y solamente superado 
por Haití y Honduras (PNUD, 
2013).

Situación que se complica 
mucho más por los efectos de 
la desigualdad de ingreso sobre 
varios aspectos económicos y 

sociales. Por otro lado, de acuerdo 
a Ortiz y Cummins (2012) existe 
una relación directa entre la 
desigualdad de ingreso y la tasa de 
homicidios, la cual señala que los 
países que se caracterizan por altos 
niveles de desigualdad, tienden a 
ser mucho más violentos. Tal es 
el caso de Guatemala, que entre 
138 países estudiados se ubicó 
entre los países con mayores tasas 
de homicidios y con valores de 
desigualdad altos.

Fuente: Ortiz y Cummins, 2012.
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La desigualdad está también 
fuertemente asociada a la 
inestabilidad política de los 
países. Aunque las fuentes de 
los conflictos varían de país en 
país, generalmente se originan 
por graves quejas sociales, 
incluyendo los conflictos de clase 
y la percepción de desigualdad 
entre grupos étnicos, religiosos 

o de otro tipo. Los estudios de 
Ortiz y Cummins (2012) describen 
que las sociedades desiguales 
son mucho más propensas a la 
inestabilidad política, es decir, a ser 
desestabilizadas o derribadas por 
medios inconstitucionales o por la 
fuerza, lo que incluye la violencia 
con motivaciones políticas y el 
terrorismo.

Gráfico 4
Desigualdad de ingreso y 

estabilidad política en 141 países

Nota: el valor -2.5 corresponde a alta inestabilidad política y violencia motivada 
políticamente/terrorismo; 2.5 equivale a la ausencia de inestabilidad política.
Fuente: Ortiz y Cummins, 2012.
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En este tema, Guatemala vuelve 
a encontrarse en una posición 
preocupante ya que, según el 
estudio de Ortiz y Cummins, el país 
registra inestabilidad media-alta. 
Con ello, se debe tener presente 
que, debido a la relación entre 
desigualdad y conflictividad, 
los conflictos socioambientales 
podrían llegar a incrementar la 
problemática existente.
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La huella ecológica

Luis Alfonso Leal Monterroso

Resumen
Este artículo complementa el publicado en la edición electrónica 45 y edición 
impresa 8 de la Revista Análisis de la Realidad Nacional,  el cual se relaciona 
con el uso indiscriminado de plaguicidas agrícolas, que entre otras causas ha sido 
facilitado por la debilidad institucional y normativa del sector público, y  sigue 
causando graves daños a la salud de la población y al ambiente.

Al inicio se hace un breve repaso sobre la educación general de los agricultores 
del país, la educación ambiental del guatemalteco, el significado de algunas 
expresiones ambientales de uso frecuente y también se hacen comentarios sobre 
ética ambiental, huella ambiental y agricultura ecológica con el propósito de hacer 
llegar al lector en forma crítica, pero mesurada, la alerta del deterioro ambiental 
que causamos por nuestra conducta. Además se describen los resultados de una 
investigación sobre contaminación por pesticidas en hortalizas.

El enfoque del texto pretende reflexionar acerca de que debemos estar conscientes 
de que somos residentes de la Tierra, que es actualmente nuestra casa, y durante 
el breve lapso que vivimos en ella debemos procurar evitar que la huella ecológica 
que dejamos sea negativa, por lo que es nuestra obligación tratar al planeta con 
gentileza ambiental, evitando contaminarlo. Se argumenta, además, la necesaria  
protección, mejoramiento e incremento de los recursos naturales. Por otro lado, 
recuerda que nos compete como ciudadanos declarar y demandar que las 
personas, empresas y gobiernos actúen responsablemente. No pretendo moralizar 
ni me considero “eco-histérico”, únicamente quiero expresar de forma sencilla, pero 
clara, lo que al respecto he estudiado y debatido en diferentes escenarios. 

Palabras clave 
Contaminación agrícola, educación ambiental, ética ambiental, huella ecológica.

Plaguicidas
Agrícolas

(II Parte)
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Agricultural Pesticides Ecological Footprint

Abstract
This article complements the one published on the 45th electronic 
edition and 8th printed edition of the Analysis of National Reality 
Magazine, which is related with the indiscriminate use of agricultural 
pesticides, which has been facilitated by the institutional weakness and 
regulations of the public sector among other causes. This is still causing 
great damage to people’s health and the environment.

At the beginning a short review is done on the general education of the 
country’s , environmental education of the Guatemalans, the meaning 
of some commonly used environmental expressions and also some 
comments on environmental ethics, ecological footprint and ecologic 
agriculture. All this with the purpose of making the reader alert in a 
critical but moderated way of the environmental damage that we cause 
with our behavior. Besides this, the results from vegetable pesticides 
contamination are described.

The text’s approach pretends to reflect on the consciousness of being 
residents of the Earth, that is actually our home and during and how in 
the short time we live in it should avoid our ecological footprint to be 
negative. It is our responsibility to treat the earth with environmental 
kindness avoiding contamination. It also is stated the need of protection, 
improvement and increase of natural resources. On the other hand, it 
reminds us that it is our citizen’s obligation to declare and demand that 
people, companies and governments should act with responsibility. I 
do not pretend to raise moral standards neither do I consider myself 
“eco-hysterical”, I only wish to express simply but clearly what I have 
studied and debated about the subject in different settings.

Key words 
Agricultural contamination, environmental education, environmental 
ethics, ecological footprint. 
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“La tierra no es herencia de 
nuestros padres sino préstamo de 
nuestros hijos” 
Pensamiento Indoamericano

La educación general de los agricultores

La actividad agrícola del país refleja en toda su 
dimensión la composición social existente y el 
drama de la pobreza de la inmensa mayoría de 

los guatemaltecos, principalmente del área rural, 
representados por una clase campesina pobre e 
ignorante, a la que pertenece la mayoría de indígenas 
y analfabetas. Las oportunidades de educarse que se 
les han negado provocan que el país tenga los índices 
sociales y económicos más bajos de latinoamérica. 

Aunque se atienda esa situación, 
resulta un esfuerzo banal porque 
las estructuras del Estado están 
organizadas para beneficiar a la 
agricultura empresarial organizada 
en poderosas cámaras, cuyos 
integrantes, a pesar de tener más 
educación, carecen de sensibilidad 
social y ambiental. 

Educación ambiental

Si los agricultores campesinos 
carecen de una cultura general y 
los agricultores empresariales son 

insensibles,  poner en práctica 
la educación ambiental es un 
verdadero reto. Es más, la  misma 
sigue sin tomarse en serio por el 
Estado; y aunque existe una Ley 
de Protección y Mejoramiento 
de los Recursos Naturales y un 
Ministerio de Ambiente y Recursos 
Naturales, por ejemplo, se carece 
de una ley de uso del agua, 
ni una de desarrollo rural. Los 
monocultivadores se roban el agua 
de los campesinos y no les importa 
contaminar el ambiente aplicando 
plaguicidas. 
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Por otro lado, todos somos 
culpables de la contaminación, 
por ejemplo en otro tema, en el 
país entero puede verse basura 
por todas partes, fuentes de agua 
contaminadas y una agricultura 
manejada caprichosamente por los 
vendedores de productos químicos 
agrícolas. En esas circunstancias 
ecocidas, hablar de educación 
ambiental es como querer llamar la 
atención silbando en el torbellino 
de un huracán. De todas maneras, 
algo hay que hacer, porque 
cruzarse de brazos ante tanta falta 
de respeto al ambiente,  tampoco 
es la solución. 

Conceptos importantes

El ambiente nos rodea todo el 
tiempo y a pesar de su proximidad 
y el beneficio que nos da, no 
nos hemos  preocupado por 
conocerlo, lo cual nos permitiría 
comunicarnos e interrelacionarnos 
equitativamente con los recursos 
naturales. Todavía se sigue 
pensando que Dios creó la 
naturaleza para uso y diversión 
de la humanidad sin ningún 
compromiso, y alegremente 
la mutilamos, manipulamos 
o simplemente, sin escrúpulo, 
la contaminamos. Las calles 
públicas son testigo mudo de la 
irresponsabilidad de las personas 
de todos los estratos sociales. 
Somos, por decirlo de una manera 

elegante, “agentes productores y 
dispersadores de basura”. 

Como parte de una cultura 
ambiental debemos empezar 
por conocer algunos conceptos 
técnicos de uso frecuente, no solo 
en la literatura especializada sino 
en cualquier conversación; es más, 
como técnicos estamos obligados a 
conocer su verdadero significado, 
porque es frecuente también su 
uso equivocado o tendencioso que 
tergiversa el verdadero concepto 
hacia definiciones que favorecen 
otros intereses. 

Definiciones

Agricultura. “Arte de cultivar la 
tierra”(DRAE).) “Actividad humana 
ejercida con el objetivo de 
transformar el ambiente natural 
a fin de obtener los productos 
necesarios para la subsistencia. 
Requiere competencias 
técnicas y científicas que se 
han perfeccionado a lo largo 
de la historia. La agricultura 
representa el sector primario de la 
economía y suministra productos 
alimentarios necesarios para el 
sustento y materias primas paras 
las actividades de transformación 
industrial… Se basa en la 
alteración del sistema ecológico 
natural por otro sistema artificial, 
a partir de la plantas domésticas y 
nutrientes importados al terreno…” 
(Diccionario Ambiental).
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Ambiente. “Aire o atmósfera”
(DRAE). Conjunto de elementos 
abióticos (energía solar, suelo, 
agua y aire) y bióticos (organismos 
vivos) que integran la delgada 
capa de la tierra llamada 
biósfera, sustento y hogar de los 
seres vivos.  Además de factores 
naturales, culturales y sociales, 
interrelacionados entre sí, que 
condicionan la vida del hombre y 
que a su vez son contantemente 
modificados y condicionados por 
éste. La relación con el ambiente es 
la relación que se establece entre 
el individuo y el mundo que lo 
rodea…” (Diccionario Ambiental).

Ambiente biológico. “Ámbito que 
comprende la flora y la fauna, sus 
interrelaciones y dependencias 
recíprocas, incluyendo la microflora 
y microfauna de suelos, cuerpos 
de agua y aire” (Diccionario 
Ambiental).

Conciencia ambiental. Saber que 
hay que hacer y hacerlo para 
proteger el ambiente y no permitir 
ni colaborar para que otros 
le hagan daño, sin necesidad 
de verse obligado por la ley  
(definición propia). 

Contaminación ambiental. Perjuicio 
al ambiente natural causándole 
alteraciones en sus procesos 
biológicos (definición propia).  

Cultivo intensivo. “Manejo del 
ecosistema agrícola en el que 
la producción a gran escala se 
basa en los insumos de capital, 
maquinaria, fertilizantes, abonos 
y pesticidas que permiten un 
continuo máximo aprovechamiento 
de la capacidad del terreno” 
(Diccionario de Ecología).

Daño ambiental. “Toda pérdida, 
disminución, deterioro o 
menoscabo significativo, inferido 
al medio ambiente o a uno o 
más de sus componentes, que 
se produce contraviniendo una 
norma o disposición jurídica, que 
se concibe por la existencia de un 
peligro latente o daño reconocido 
realizado ilícitamente por el actuar 
doloso o culposo” (Ecured).

Desarrollo sostenible. "Desarrollo 
sostenible es aquel desarrollo 
que satisface las necesidades de 
la generación presente sin poner 
en peligro la capacidad de las 
generaciones futuras de satisfacer 
las suyas" (Ecured).

Ecología. “Ciencia que estudia 
las relaciones de los seres vivos 
entre sí y con su entorno” (DRAE).  
Término acuñado por Haeckel 
(1866). Es la ciencia natural que 
estudia las relaciones sistémicas 
entre los individuos, dentro de ellos 
y entre ellos y el medio ambiente 
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(definición funcional) (Diccionario 
de Ecología).

Medio ambiente. “Conjunto 
de circunstancias culturales, 
económicas y sociales en que 
vive una persona o un grupo 
humano” (DRAE). “Conjunto de 
características físicas, químicas 
y biológicas que condicionan y 
definen las cualidades del entorno, 
tomando en consideración 
los procesos y fenómenos que 
constituyen sujetos funcionales del 
entorno” (Diccionario de Ecología).

Si nos detenemos un 
momento para analizar 
las definiciones anteriores, 
aunque pocas, son 
suficientes para darnos 
cuenta que en general 
el proceder de los 
ciudadanos del país 
es perjudicial al medio 
ambiente; y por comunes 
y lógicas que pudieran 
ser, desconocemos su 
verdadero significado, 
principalmente en lo que 
se refiere a la conducta 
humana respecto al 
ambiente.

Ética ambiental

En el sistema legal guatemalteco 
hay sanciones por causar daño 
ambiental, pero no debería ser 
necesario que para respetar el 
ambiente lo hagamos por el temor 
a ser castigados. El problema 
es que al no tener educación 
ambiental ni siquiera nos damos 
cuenta del daño que estamos 
causando o, lo que es peor, que 
aun sabiéndolo no nos importe 
hacerlo. En el primer caso es 
por ignorancia, y en el segundo 
por insensibilidad. Si bien no es 
excusable irrespetar el ambiente 
por ignorancia como sucede en 
muchos casos de la agricultura 
campesina, mucho menos lo 
será irrespetarlo por mezquindad 
y arrogancia, como sucede en 
la mayoría de los casos de la 
agricultura empresarial. 

En ambos casos se muestra la falta 
de ética ambiental individual y 
colectiva, cuya formación debería 
haber empezado desde el seno 
del hogar, continuar en la escuela 
primaria y secundaria y fortalecerse 
con el ejemplo del Estado. 
Generalizando el concepto hasta 
los principios éticos profesionales, 
las noticias cotidianas han dejado 
al descubierto la participación de 
académicos, empleados públicos, 
funcionarios y dignatarios que 
han pactado para atentar contra 
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la naturaleza, aprobando planes, 
programas y leyes incompatibles 
con el ambiente. 

Huella ecológica

De acuerdo al Diccionario de 
Ecología  la huella ecológica es el 
“conjunto de efectos y evidencias 
del impacto del hombre sobre el 
ecosistema y sobre su manera de 
interactuar con el medio ambiente. 
Por lo tanto, puede haber huellas 
positivas, negativas o neutras, 
al igual que la naturaleza de los 
impactos que las han generado”.

Es lamentable pensar que el ser 
humano, el único ser racional 
sobre la faz del universo, utilice esa 
capacidad para atentar contra la 
naturaleza; ningún otro ser le ha 
causado tanto daño como nosotros 
mismos. 

Pretendiendo modernizar 
la agricultura para 
mejorar la calidad 
e incrementar la 
producción, se ha 
establecido un “cartel” 
multinacional formado 
por las grandes 
transnacionales 

fabricantes de 
plaguicidas, haciendo 
participar hasta a los más 
humildes campesinos 
que los aplican. Esto 
involucra a todos, desde 
las empresas de la 
agricultura empresarial 
hasta la agricultura 
campesina porque 
colaboran a dejar marcas 
generacionales indelebles 
al ambiente y esa, 
tristemente, es la huella 
ambiental de nuestra 
vida.

Agricultura ecológica

La sociedad guatemalteca no 
ha sido amigable con el medio 
ambiente, a pesar de los lamentos 
e imploraciones de algunas 
organizaciones de la sociedad 
civil que claman por retornar a 
una agricultura ancestral. Por 
todo el territorio nacional pueden 
observarse huellas inequívocas de 
desastres causados por la práctica 
de una agricultura irresponsable; 
sin embargo, vemos también que 
en el país la agricultura orgánica 
no es sostenible desde el punto 
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de vista económico. La población 
crece y las necesidades de 
consumo alimenticio aumentan. 

No es posible satisfacer las 
necesidades nacionales haciendo 
huertos familiares abonados con 
estiércol de gallina y eliminando 
las plagas con remedios caseros. 
Tampoco es la solución para 
la población y el ambiente el 
incremento de monocultivos con 
aplicación indiscriminada de 
plaguicidas que más rápido que 
tarde, contribuirán a la resistencia 
de las plagas al producto, con los 
resultados explicados en el primero 
de estos artículos.

Es nuestra preocupación, no por 
la eliminación de los plaguicidas 
químicos, sino porque se cumplan 
las regulaciones legales y se 
haga uso técnico y ético de ellos 
tomando en consideración el 
bienestar ambiental. 

Monitoreo de plaguicidas

En el Instituto de Análisis e 
Investigación de los Problemas 
Nacionales (IPNUSAC) de la 
Universidad de San Carlos de 
Guatemala (USAC), cuya misión 
es “contribuir a que la Universidad 
cumpla con el mandato 
Constitucional de cooperar en 
el estudio y la solución de los 

problemas nacionales, a través 
de investigaciones científicas, 
propuestas institucionales y 
debates públicos”, estamos muy 
preocupados por los elevados 
índices de contaminación 
ambiental que tiene el país, 
principalmente el ocasionado en el 
sector agrícola por el uso indebido 
de plaguicidas.

Al respecto se están tomando 
acciones, por ejemplo, en 
2010 la Dirección General de 
Investigaciones (DIGI) contrató 
el estudio “Monitoreo de la 
Contaminación por Pesticidas 
en Hortalizas para Consumo en 
Fresco en la Ciudad Capital”, 
en el que se dan a conocer las 
plagas que atacan las hortalizas de 
consumo masivo como el tomate, 
cebolla y chile pimiento y los 
plaguicidas de mayor consumo en 
Guatemala; asimismo, denuncia 
que en Guatemala todavía se 
siguen utilizando plaguicidas 
declarados en desuso por 
organismos internacionales por su 
alta peligrosidad y concentraciones 
residuales que permanecen en 
el suelo, el agua y los productos 
agrícolas cosechados, trasladando 
a través de estos desde el campo 
hasta la mesa del consumidor 
residuos de plaguicidas, que 
continúan perjudicando la salud de 
la población. 
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El estudio realizó un muestreo de 
hortalizas frescas en mercados 
registrados en la municipalidad 
de la ciudad capital, que fueron 
analizadas en un laboratorio 
y se encontró que el 76% 
estaban contaminadas. Ante 
tan abrumadora evidencia 
se recomendó que el Estado 
debería “adoptar la legislación 

internacional sobre el registro y uso 
seguro de pesticidas en nuestro 
país, que se elimine el uso de 
aquellos plaguicidas altamente 
peligrosos y restringidos por 
organizaciones internacionales, 
para que la población 
guatemalteca goce de la misma 
calidad de vidas que en otras 
naciones”.

En el IPNUSAC continuaremos denunciando el 
uso indebido e indiscriminado de plaguicidas 
y la publicidad engañosa que muestra posibles 
beneficios, pero nunca previene de los daños que 
causa, y dentro de nuestras posibilidades haremos 
propuestas institucionales para que el Estado asuma 
su responsabilidad; asimismo, promoveremos 
debates públicos para elevar la conciencia individual 
y colectiva contra el uso de estos venenos.
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Edgar Gutiérrez

Pacto Fiscal
Interioridades de

l
Resumen
El artículo da cuenta de uno de los periodos decisivos de la historia reciente de 
Guatemala, cuando se negoció –y no llegó a cristalizar- un inédito ensayo de 
Pacto Fiscal, que resultó ser una suerte de parto por cesárea de los Acuerdos 
de Paz. Los hechos “duros” de ese evento se concentran entre junio y septiembre 
de 2000. En ese breve lapso ocurrieron una serie de sucesos que explican los 
resultados de unas negociaciones que, globalmente, se promovieron para darle 
al Estado un sistema fiscal moderno y eficaz como mejor herramienta para 
emprender las tareas básicas de la cohesión social. 

Palabras clave 
Régimen fiscal, sistema económico, Pacto Fiscal, gobierno Alfonso Portillo, 
MINUGUA, FMI, FRG, CACIF, Comisión de Acompañamiento, Minugua, medios de 
comunicación.

Tax Agreement Insides

Abstract
This article informs on one of the critical periods of recent Guatemalan 
history, when an unprecedented essay of Tax Agreement was negotiated – 
not yet crystallized – that turned out to be a sort of cesarean delivery of the 
Peace Accords. The “hard” facts of that event are focused between June and 
September 2000. In this short period there occurred a series of events that 
explain the results of negotiations that were globally promoted to give the State 
a modern and efficient tax system as the best tool to undertake the basic tasks of 
social cohesion.

Key words 
Tax regime, economic system, Tax Agreement, Alfonso Portillo Government, 
MINUGUA, FMI, FRG, CACIF, Accompaniament Comission, Minugua, media.
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Toda modificación importante
en el equilibrio de fuerzas políticas y de clase

queda reflejada en la estructura tributaria.

JAMES O´CONNOR
La crisis fiscal del Estado

Introducción

El Pacto Fiscal surgió como alternativa a la 
imposibilidad del gobierno de Álvaro Arzú 
(1996-2000) de cumplir una meta tributaria a la que 

se comprometió en los Acuerdos de Paz.1 Y el tema muy 
probablemente hubiese salido de la agenda, quedando 
como otra tarea inconclusa del Estado, de no ser por 
la institucionalidad de la paz y la presión de los países 
cooperantes y organismos financieros internacionales. Fue 
una manera de medir el compromiso de los guatemaltecos 
con la gobernabilidad democrática y la estabilidad 
financiera. Enfocado como diseño, consistió en un 
método de concertación entre la sociedad y el Estado, 
y de abordaje a múltiples dimensiones (institucionales, 
estructurales, legales y de procedimiento) que dan lugar al 
hecho tributario. 

1. “Teniendo en cuenta la necesidad de 
incrementar los ingresos del Estado para 
hacer frente a las tareas urgentes del 
crecimiento económico, del desarrollo 
social y de la construcción de la paz, el 
gobierno se compromete a que, antes del 
año 2000, la carga tributaria en relación 
al producto interno se haya incrementado 
en, por lo menos, un 50% con respecto 
a la carga tributaria de 1995” (Acuerdo 

sobre aspectos socioeconómicos y 
situación agraria, numeral 49.) La carga 
tributaria neta en 1995 había sido de 
7.94%, por lo que el compromiso, en cifras 
redondas era aumentarla al 12% en los 
tres años siguientes. Pero en ese periodo la 
carga tributaria apenas creció 1.42 puntos 
porcentuales. De modo que al cerrar 1999 
seguía sin alcanzarse la marca casi mítica 
de los dos dígitos. 
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Fue una experiencia de cultura 
democrática inquietantemente 
conflictiva que puso a prueba 
la coherencia de distintas 
agendas orientadas hacia el 
desarrollo nacional y a los sujetos 
portadores que expresaban 
intereses sectoriales; además 
expuso a las instituciones que 
deben procesar los acuerdos 
sociales –al mismo tiempo que 
intereses contradictorios- como 
políticas públicas. Pero además de 
recrear los microclimas políticos 
en que operaron los actores de 
la negociación, y la atmósfera 
pública que los condicionó, 
es útil dar una mirada desde 
un ángulo que considera a un 
sistema de economía nacional 
que funciona con dobles o triples 
compartimientos (circuitos fiscales 
paralelos, familias empresariales 
que configuran de facto 
monopolios y oligopolios) y densas 
redes informales que acaban 

capturando (y atrofiando) a las 
instituciones públicas. 

Este no es un ensayo imparcial 
ni aséptico. Hago recuento de 
los hechos con la distancia del 
tiempo, pero es la óptica de quien 
se desempeñó en ese periodo 
como secretario de Análisis 
Estratégico del presidente Alfonso 
Portillo, y cumplió singulares roles 
de operador político, entre ellos 
ser integrante de la Comisión 
de Acompañamiento de los 
Acuerdos de Paz (CAAP)2 y servir 
como enlace entre la Presidencia 
de la República y diferentes 
actores, incluyendo diputados y 

2. Esta comisión integraba, además de 
representantes de la Unidad Revolucionaria 
Nacional Guatemalteca (URNG), como 
signataria de los Acuerdos de Paz, a 
representantes de la sociedad, y a dos 
funcionarios de Gobierno, en este caso 
al Secretario de la Paz (SEPAZ) y al 
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dirigentes políticos, empresarios, 
representantes de grupos sociales, 
líderes comunitarios y funcionarios 
de misiones internacionales. 

Mi propósito, más allá de aportar 
alguna información inédita, es 
analizar el conjunto de factores de 
poder –personales, corporativos, 
institucionales- y sus redes 
informales, para abstraer de 
ahí lo que puede resultar más 
importante a los guatemaltecos en 
los próximos años: las lecciones 
que podemos aprender a fin de 
continuar en la ardua batalla de 
identificar y superar las costuras 
que constriñen nuestro desarrollo y 
califican la desigualdad y exclusión 
social.

El proceso del Pacto Fiscal 
mostró, otra vez, los déficit de 
institucionalidad y de cultura 
democrática, así como las 
tremendas asimetrías de poder, 
que son las condiciones en las que 
transitamos desde el autoritarismo 
como régimen político hacia los 
desafíos de la sociedad abierta y 
de un Estado que abraza ciertas 

Secretario de la SAE; para el tema fiscal 
se incorporaba como miembro ad hoc el 
Ministro de Finanzas Públicas. Además 
contaba con el acompañamiento y apoyo 
técnico de la Misión de Verificación de 
las Naciones Unidas en Guatemala 
(MINUGUA).

tareas de la democracia en medio 
de recurrentes crisis de legitimidad, 
de poder y soberanía.

Para organizar la información 
y dar referencias precisas he 
acudido a cinco tipos de fuentes: 
a) La relación de memoranda 
personales que elaboré para el 
presidente Portillo, b) Notas de 
trabajo de las reuniones en que 
participé, c) Conversaciones 
recientes con algunos funcionarios 
de la época, d) Una detallada 
reconstrucción hemerográfica 
(radio, prensa y televisión) y e) 
Libros, ensayos y documentos 
oficiales de instituciones locales y 
multilaterales.

Tierras y tributos, el 
doble cerrojo

Dos temas han sido especialmente 
sensibles en las relaciones 
de poder en Guatemala: la 
propiedad/acceso de la tierra, y 
el régimen fiscal. Sobre el uso y 
tenencia de la tierra existe una 
amplia bibliografía que da cuenta 
de su lenta evolución, aunque 
finalmente resultó onerosa para la 
economía general, considerando 
su confinamiento a bajas tasas de 
productividad y como sótano de 
pobreza e indigencia.

A la rigidez histórica concentradora 
de la propiedad se le atribuye, 
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además, una enorme cantidad 
de males, asociados a la 
violencia crónica y la precaria 
gobernabilidad, y, como se dijo, 
una amplia geografía de pobreza y 
exclusión generacionales, así como 
la evolución de un mercado interno 
poco profundo y el bajo grado de 
integración del Estado nacional. 

La disputa por el control de la 
tierra incluye eventos como la 
represión sistemática del Estado 
para el despojo y aseguramiento 
de las tierras comunales –para 
lo cual, en parte, se requirió la 
creación del Ejército en 1871-, 
levantamientos campesinos 
cruentamente sofocados, formas 
irregulares –toleradas legalmente- 
de posesión y apropiación que 
convirtió la inseguridad jurídica en 
regla dominante, hasta la guerra 
civil de casi cuatro décadas que 
fue clausurada en diciembre de 
1996 bajo la formal promesa 
de  emprender la superación de 
algunos de estos problemas. 

La historia del régimen 
fiscal es menos 
traumática y visible, pero 
de la misma manera 
es el otro lenguaje que 
expresa la naturaleza del 

poder en Guatemala. El 
principio que justifica  la 
política fiscal es simple: 
la sociedad se organiza 
en Estado para asegurar 
su continuidad, orden/
seguridad y progreso, 
por tanto, al Estado se 
le asignan una ciertas 
funciones básicas que, 
para cumplirlas de 
manera adecuada, 
debe tener suficiencia 
financiera a fin de dar 
sustento a sus políticas 
e instituciones, a través 
de las cuales cumple la 
misión encomendada.

Durante la segunda mitad del 
siglo XX a la política fiscal se le 
asignaron objetivos más precisos 
para cumplir el paradigma de la 
modernización y el desarrollo, 
cuya formulación teórica la realizó 
en gran medida la Comisión 
Económica para América 
Latina (CEPAL), inspirada en el 
pensamiento de Raúl Prebish. 

De esa cuenta, los recursos 
captados a través de tributos y 
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otros ingresos a las arcas públicas 
se asignaban con propósitos como 
ampliar la capacidad del aparato 
productivo (promoción industrial, 
diversificación agrícola, fomento 
de la pesca, promoción de las 
exportaciones etcétera) mediante 
subsidios, exenciones fiscales, 
infraestructura y servicios,3 pero 
también con fines redistributivos 
en los campos de la educación, 
la salud, infraestructura básica, 
vivienda social y otras prestaciones, 
así como la seguridad interna y la 
defensa nacional. 

Con ello se buscaba ampliar 
las oportunidades de ascenso y 
movilidad social, lo cual tendía a 
ejercer una presión dinámica sobre 
la producción y la productividad, 
facilitando la asimilación de nuevas 
tecnologías y procesos complejos 
de trabajo, y asegurando el 
ensanchamiento de la clase media 
–urbana y rural- y la formación 
de burocracias tanto en la 
administración pública como en las 
empresas privadas.4

3. Básicamente se trataba de servicios que 
por los volúmenes de inversión requeridos 
el sector privado no podía promover; por 
ejemplo, carreteras, energía eléctrica, 
telecomunicaciones, puertos, aeropuertos, 
transporte ferroviario, incluso líneas aéreas 
y bancos de fomento, entre otros.
4. La administración pública, 
especialmente a través del servicio 
magisterial y la carrera militar, se convirtió 

en un vehículo de ascenso social, en el 
primer caso hacia las clases medias, y en 
el segundo a las clases medias y clases 
medias altas. En general, la carrera en el 
servicio público fue garantía de estabilidad 
laboral y de ingresos, prestaciones 
laborales y seguridad social.

En otras palabras, la política fiscal 
aplicaba unos ciertos criterios de 
afirmación positiva, de acuerdo 
a los objetivos generales del 
desarrollo. Por ejemplo, desde el 
decenio de 1950, hasta perder 
ímpetu en la década de 1980, 
fue un propósito del Estado –
impulsado, por lo demás, en toda 
Latinoamérica- la industrialización 
por sustitución de importaciones 
y la ampliación de la oferta 
exportable primaria, piedra angular 
del crecimiento económico y 
la multiplicación de puestos de 
trabajo. 

Así, se crearon políticas de 
incentivos fiscales para atraer 
inversiones, se subsidiaron 
líneas de crédito a ciertas ramas 
productivas y se puso en vigor 
una práctica de exenciones 
fiscales, todo lo cual tuvo como 
marco la protección del mercado 
de consumo interno en tanto el 
proceso maduraba. 

Ese propósito de modernización 
se alcanzó en cierta medida, 
y las cifras de industrialización 
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(asociadas al mercado común 
centroamericano), la diversificación 
de las exportaciones primarias 
(algodón, azúcar, cardamomo 
etcétera) y el dinámico crecimiento 
económico (5.2% como promedio 
anual entre 1950 y 1980), dieron 
cuenta de ello. Sin embargo, los 
incentivos, que tenían un carácter 
temporal, se acomodaron a la 
estructura de costos permanentes 
de la producción, convirtiéndose 
con los años en parte de las 
ventajas comparativas de la 
actividad empresarial, a la par de 
la mano de obra barata. 

Junto a ello, ciertas decisiones 
clave reservadas para épocas 
de emergencia o excepcionales 
–como las exenciones y la 
modificación de tasas arancelarias- 
quedaron sujetas a un régimen 
extremadamente discrecional. 

No obstante la permanente 
revisión y actualización de tasas 
impositivas, el haber dejado intacta 
la base real del cálculo (asociada 
a normas y procedimientos no 
tributarios) impidió que por sí solas 
las reformas tributarias tuviesen 
un impacto sensible sobre la 
recaudación. Dos ejemplos típicos 
son el Impuesto sobre la Renta 
(ISR) de las empresas y el Impuesto 
Único sobre Inmuebles (IUSI).

En el caso del ISR de las empresas, 
aunque la carga tributaria nominal 
ha sido por lo general superior al 
30%, la carga real en la estructura 
de recaudación tributaria no llega 
al 10%.5 La elusión fiscal en este 
caso estuvo amparada legalmente 
en el concepto de las sociedades 
anónimas con acciones al 
portador, que da paso a prácticas 
generalizadas de doble y hasta 
triple registro contable. Aunque se 
modificó por razones de seguridad 
y combate al crimen organizado, 
las fugas permanecen.

De manera que la autoridad 
tributaria (ni siquiera la autoridad 
supervisora de las transacciones 
financieras, para otros propósitos)6 
no puede establecer  plenamente 
las rentas reales de los accionistas 
de las empresas. Las operaciones 
contables de una firma registran 
ordinariamente en sus activos 
propiedades de uso particular o 
familiar del accionista (viviendas, 
automóviles, aviones, jet, 
yates, mobiliario, decoración, 
colecciones de arte, lugares de 

5. Este cálculo está hecho en base a 
proyectos de varios años del Presupuesto 
General de Ingresos y Egresos del Estado, 
elaborados por el Ministerio de Finanzas 
Públicas.
6. En este caso la Superintendencia de 
Bancos y su Intendencia de Verificación 
Especial, para efectos de control de lavado 
de dinero y de prácticas de corrupción.



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

115

7. El ahora alcalde de la ciudad de 
Guatemala, Álvaro Arzú (2004-8, 
2008-12, 2012-16), emprendió un 
esfuerzo de cobro y actualización del 
IUSI, con las limitaciones que tiene la ley 
vigente. Mediante técnicas de fotografía 
aérea demandó pagos por mejoras y 
ampliaciones de bienes inmuebles, y a 
través de registros de cuentas bancarias 
estableció diferencias entre registros 
nominales de compra/venta y valores 
reales. No obstante, carece de fuerza 
legal para, coercitivamente, ajustar los 
pagos reales. Si ese ajuste se hiciera, 
sin necesidad de aumentar las tasas 
impositivas, el impacto de la recaudación 
sería significativo.

recreo o descanso), incluyen en sus 
nóminas a empleados exclusivos 
del accionista (servicio doméstico, 
jardineros, seguridad privada, 
construcciones y mantenimiento), 
y en sus operaciones contemplan 
gastos privativos del accionista 
(viajes familiares de recreo, 
compras de bienes y servicios 
etcétera). No es este el caso del ISR 
sobre las personas naturales que 
tributan de acuerdo a ingresos fijos 
verificables.

Algo semejante ocurre 
con el IUSI. Los avalúos 
de las propiedades se 
registran según una 
declaración original 
de los propietarios 
y de acuerdo a una 
clasificación también 
anacrónica. Las 
operaciones de compra/
venta, para efectos 
del IUSI pero también 
del pago del IVA, se 
inscriben a un valor 
nominal muy por debajo 
del valor real. En el caso 
de viviendas de clase 
media y media alta el 

registro nominal fluctúa 
en torno al 10% del 
valor real. En el caso de 
residencias de clase alta, 
edificios comerciales y 
grandes propiedades 
rústicas (fincas), la 
distancia entre registro 
nominal y valor real 
puede ser 1 a 100.7

De nuevo, en este caso, son los 
propietarios de clase media y clase 
media baja, que adquirieron su 
vivienda dentro los programas del 
FHA y los proyectos habitacionales 
del Estado (antes BANVI, ahora 
FOGUAVI) quienes tributan valores 



116

Julio / Septiembre 2014 Edición 9 Año 3

reales, pues la autoridad tributaria 
domina la información de base. 
Paradójicamente, analizados de 
manera individual, viviendas de 
colonias populares, como Proyecto 
4-4 y Primero de Julio, aportan 
un IUSI superior a las torres 
de edificios ubicados en zonas 
residenciales (zonas 9, 10, 14, 
15, 16, carretera a El Salvador) 
y las grandes plantaciones 
agroindustriales.

Esa organización de 
la economía reforzó 
en la segunda mitad 
del siglo XX una red de 
monopolios y oligopolios 
en la agroindustria 
(azúcar y pollo), la 
industria (cemento, 
cerveza y licores), el 
comercio (importación de 
fertilizantes y medicinas) 
y las telecomunicaciones 
(televisión, radio). 
Formal y legalmente no 
existen los monopolios 
y oligopolios, pero la 
información empírica 
indica lo contrario.

Con la promoción de las 
privatizaciones, durante el gobierno 
de Álvaro Arzú (1996-2000) los 
viejos monopolios estatales de la 
energía eléctrica, la telefonía, el 
ferrocarril, el correo postal, los 
silos agrícolas y otros, siguieron 
siendo monopolios o pasaron a 
ser oligopolios sólo que bajo el 
control de corporaciones privadas, 
locales y extranjeras, resultando a 
veces mucho más gravosas para 
los usuarios y consumidores por la 
ausencia de un marco regulatorio 
de cumplimiento de calidades, 
racionalidad de tarifas y eficiencia 
de los servicios.  

Por otro lado, los subsidios y 
estímulos productivos diseñados 
para la pequeña y mediana 
empresas artesanales, industriales, 
agrícolas y de servicios, se 
distorsionaron. Basta ver los 
estados financieros del Banco de 
Desarrollo Agrícola (BANDESA) 
que, al momento de ser 
clausurado, mostraban que más 
del 80% del crédito era incobrable 
y, justamente, los deudores 
morosos eran grandes productores 
de algodón, entre otros. 

Con cada cambio de gobierno, 
los empresarios, convertidos en 
grupos de presión (gremiales 
y familiares), buscaron, 
como premisa asegurarse el 
mantenimiento del estatus quo. Lo 
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hicieron financiando campañas 
electorales para luego tener 
derecho de picaporte con las más 
altas autoridades. Y lo hicieron 
también seleccionando de entre 
sus ejecutivos y líderes gremiales 
a quienes les representaran en 
las carteras ministeriales del área 
económica y financiera de la 
administración pública. 

Como por regla general los 
salarios directos en el servicio 
público del más alto rango son, 
sobre todo en los últimos 30 
años de régimen democrático, 
notablemente inferiores a los que 
reciben la cúpula de ejecutivos de 
las corporaciones (en una relación 
indicativa de 1 a 4), los ingresos de 
los futuros ministros son entonces 
compensados a través de bonos 
(llamados vulgarmente “dobletes”) 
por parte de los gremios o, 
incluso, directamente por las 
grandes corporaciones. No era de 
extrañar, por tanto, que el ministro 
así nombrado estuviese siempre 
en disponibilidad de atender la 
llamada telefónica o la visita 
personal de quienes pagaban en 
realidad su salario, y de procurar, 
de manera prioritaria y eficaz, 
cumplir sus peticiones. Era un 
asunto de lealtades controladas 
por medio de la retribución 
y –abandonado el alto cargo 
ministerial- las seguridades de 
reinserción social y económica 

en las empresas de las cuales 
provenían, quizá gozando, esta 
vez, de mayores prebendas y hasta 
participación en las acciones.

Como fuese, la legislación 
dejó en manos de los ministros 
de Economía y Finanzas la 
determinación de muchos de 
los márgenes arancelarios y 
fiscales. Y en el poder decisorio 
del Presidente de la República 
descansaron –incluso por mandato 
Constitucional- las facultades de 
exonerar impuestos.8

Un ejemplo del empleo de  la 
política arancelaria para privilegiar 
al mayor de los oligopolios, es 
el Acuerdo Gubernativo 701-94, 
del 24 de noviembre de 1994. 
Con el declarado propósito de 
“contrarrestar los efectos de la 
situación de desorganización 
de mercado originada por la 
importación de aves de corral 
muertas provenientes de terceros 
países”, el Acuerdo establece, 
en el primer artículo, aranceles 

8. Por ejemplo, en la Constitución Política 
de la República, promulgada en 1985, 
una de las 25 funciones expresamente 
asignadas al Presidente de la República 
es “Exonerar de multas y recargos a los 
contribuyentes que hubieren incurrido en 
ellas por no cubrir los impuestos dentro 
de los términos legales o por actos u 
omisiones en el orden administrativo”. 
(Artículo 183, inciso r.)
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del 45% para nueve productos 
avícolas de alta demanda y de 
5% para otros dos (procesados). 
Sin embargo en el artículo 
tercero del mismo Acuerdo 
exceptúa “de los gravámenes 
anteriores, la importación de 300 
toneladas métricas mensuales 
de los productos comprendido 
en los incisos arancelarios a que 
se refiere el Artículo 1º de este 
Acuerdo, que tengan un Arancel 
del 45%”, sujetándola “al derecho 
arancelario que especifica para 
esos incisos el SAC (Sistema 
Arancelario Centroamericano) 
20%”.9 Desde luego, solo una 
empresa tenía tal volumen de 
importación y, en consecuencia, 
era la beneficiaria exclusiva de esa 
disposición.

Ese patrón de política económica, 
pues el ejemplo anterior tiene 
justamente ese propósito 
ilustrativo, ha dado lugar a la 
proliferación de densas redes 
informales de poder que atrapan 
y debilitan la institucionalidad del 
Estado, incluyendo sobre todo 
su capacidad de recaudación 

9. El Acuerdo está firmado por el 
presidente Ramiro de León Carpio, la 
ministra de Fianzas Públicas, Ana Ordóñez 
de Molina, y el ministro de Economía, 
Eduardo González Castillo. Fue publicado 
en el Diario de Centroamérica el 28 de 
noviembre de 1994, página 706.

tributaria. Bajo el entendido que la 
burocracia operaba por estímulos 
de granjerías, agasajos y sobornos, 
se fue imponiendo una ley no 
escrita que acabó enmarañando y 
entorpeciendo la propia actividad 
empresarial. Yendo más allá: 
cualquier trámite de naturaleza civil 
y administrativa en dependencias 
públicas se enfrentaba al código 
de la tramitología, el papeleo, las 
tantas “vueltas” y las largas filas, 
amén de ofrecer un soborno o 
“mordida” a las jerarquías y los 
operadores públicos. 

Lugares especialmente críticos 
siguen siendo las aduanas, las 
oficinas migratorias, los trámites de 
licencias de conducir y extensión 
de pasaportes y visas, las licencias 
de exportación e importación, 
los registros de propiedades y 
patentes de comercio, los procesos 
judiciales y de investigación 
penal y directamente las oficinas 
responsables de la recaudación 
tributaria.
 
El poder de las redes 
informales

Guatemala ha atravesado 
diversos ciclos económicos y 
reformas administrativas durante 
la última mitad del siglo, y un 
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10. En 1998, el año en que en Guatemala 
comenzó la discusión más seria sobre la 
necesidad de aumentar la carga tributaria, 
el país mostraba un modesto 9.5%, 
mientras que Costa Rica tenía 13.4%, 
El Salvador 11.6%, Honduras 16.7% y 
Nicaragua 25.1%.

común denominador ha sido la 
dinámica regenerativa de una 
red de clientelismo y cuerpos 
corporativos interconectados con el 
Estado, que ha resultado gravosa 
en los cálculos económicos de 
las empresas y las personas, en la 
pérdida de legitimidad, eficacia y 
transparencia de las operaciones 
públicas, así como en la erosión de 
las reservas morales de la sociedad 
que impiden la constitución de un 
capital social vigoroso.

Al final del siglo XX el Estado 
guatemalteco seguía asemejándose 
a lo que Manuel García Pelayo 
llamaba el “Estado inoculado” 
(García-Pelayo, 1985), en tanto 
que éste todavía no quedaba 
fundado sobre una nación y una 
ciudadanía universales, articulada 
a un sistema de derecho. Las 
señales de la atrofia fiscal son 
varias y podrían resumirse así:

a) Débil capacidad institucional 
de recaudación, alto 
clientelismo, múltiples 
ventanas de evasión y 
elusión, y un casi inexistente 
poder de sanción del 
Estado. La carga tributaria 
más exitosa logró apenas 
hasta en 2002 romper la 
cifra de un dígito, cuando 
países de similar desarrollo 

alcanzan una carga 
promedio superior al 16%.10

b) Una estructura impositiva 
sobrecargada en la columna 
vertebral de la sociedad 
(asalariados, clase media, 
empresas intermedias –
Gráfico 1), que libera al 
decil más alto y deja fuera, 
al menos formalmente, 
a los contingentes de 
población que están detrás 
de la línea de pobreza, pues 
estos superviven a través 
de las redes informales y 
subterráneas de la actividad 
económica.

c) Funcionamiento de un 
sistema fiscal paralelo 
de circuitos corporativos 
y redes estatales de 
corrupción (Diagrama  1), 
que dan como resultado 
un círculo vicioso de 
acumulación parasitaria 
y rentista, patrones de 
consumo dispendiosos, 
creciente brecha de 
desigualdad y pobreza, 
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ineficiencia institucional, y 
una cultura de no rendición 
de cuentas y anti-tributaria 
que vuelve trabajosa la 
supervivencia. La baja 
cantidad y calidad de gasto 
público despierta en la 

población un sentimiento 
antigubernamental, que 
anida en una profunda 
desconfianza y el uso 
clientelar de las políticas 
públicas.    

Gráfico 1: 
Carga tributaria según deciles de ingreso
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Fuente: Elaboración propia en base a Rosen, H. Public Finance, 1999.

La estructura tributaria
La carga tributaria en Guatemala es globalmente regresiva. El sistema fiscal, 
en su concepción teórica y legal es relativamente plano: las tasas marginales 
del ISR de las empresas y personas naturales son pocas y relativamente 
bajas, el IVA es el principal recaudador de los ingresos tributarios y los 
derechos arancelarios han sido reducidos para facilitar el comercio exterior 
y minimizar el impacto distorsionador en las exportaciones de tener derechos 
arancelarios altos. 



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

121

Los deciles 6 y 7, con ingresos mensuales que oscilan entre Q 4,145 y Q 
9,906, contribuyen con una proporción mayor de sus ingresos por cuenta 
de pago de impuestos. Son estos hogares, que generalmente se ubican 
en las áreas urbanas los que tienen mayor propensión de consumo y de 
endeudamiento en el corto y mediano plazo para sostener un consumo 
generalmente alto en el transcurso de su vida económicamente activa.

Hogares en los deciles 8 y 9 cuyos ingresos mensuales oscilan entre Q 
11,000 y Q 20,000 son los mejores cumplidores del sistema tributario. 
Son hogares urbanos, representan profesionales, empleados públicos y 
privados asalariados por lo que empresas deducen impuestos directos 
mensualmente. Consumen mayoritariamente en el sector formal y por ende 
son los que cargan impuestos indirectos.

Hogares cuyos ingresos brutos iguales pero que representan profesionales 
no asalariados, profesionales independientes, generalmente tendrá 
mejores posibilidades de eludir impuestos directos por lo que observarán 
un menor cumplimiento, aunque no fácilmente escaparán a las obligaciones 
asociadas con los impuestos indirectos. Esa incapacidad del sistema de 
administración tributaria de tratar a personas con ingresos similares de 
la misma forma independientemente de cómo obtienen su ingreso, crea 
condiciones de inequidad y falta de neutralidad tributaria.

La no progresividad en el decil 10 refleja las características de la 
economía y la estructura del ISR sobre personas físicas y jurídicas. En 
EE.UU. la progresividad del sistema está determinada por la presencia de 
la doble tributación: un individuo paga como empresario y como persona 
física por dividendos. Algún consumo de los deciles 9 y 10 se realiza en 
el exterior y no es registrado en Guatemala sino en las cuentas fiscales 
de otros países. Lo que se puede concluir es que la carga tributaria es una 
función de lo que puede sostener la clase media entre los deciles 4 y 9 
y la parte inferior del 10. Los asalariados son quienes menos oportunidad 
tienen de esconder sus ingresos brutos.

Resumen del estudio de Rosen, H. Public Finance. 
Irwin McGraw-Hill, 5º edition, Boston, 1999.
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Carta de ciudadanía a la 
política fiscal

Todos los gobiernos conservadores 
que operaron desde 1954 hasta 
1985, estuvieron fundados en 
dos pilares: la oligarquía y el 
Ejército. En la medida en que 
el Ejército ganó, mediante el 
ejercicio directo del poder político, 
autonomía relativa, las tensiones 
con los grupos oligárquicos fueron 
creciendo. A partir de 1970 la 
cúpula militar –que salía triunfante 
de una guerra contra las guerrillas- 
se animó a ponerle competencia 
a los monopolios de las industrias 
tradicionales (entre otros, cemento 
y cerveza). El ensayo le salió mal 
a los jerarcas militares y sus socios 
civiles, y el Ejército conoció con 
métodos rudos los verdaderos 
límites de su poder. 

En 2001 el general Carlos Arana 
Osorio, ex presidente de la 
República (1970-74) le comentó 
al entonces gobernante Alfonso 
Portillo: “Usted sabe cuánto poder 
tuve cuando fui Presidente… pero 
ni con todo ese poder y el miedo 
que infundía, me atreví a imponerle 
una reforma tributaria a esta 
oligarquía, menos una reforma 
agraria… que tan necesarias 
han sido para que la gente viva 
tranquila y no esté pensando 

en meterse a la subversión, la 
delincuencia o la vagancia…”11

“Los impuestos se llaman 
impuestos”, decía en 1989 
el entonces viceministro de la 
Defensa, general Arturo de la 
Cruz, “porque se imponen… no 
se consultan, no se preguntan.”12 
Pero bajo el gobierno de Julio 
César Méndez Montenegro 
(1966-70), un intento de reforma 
tributaria le costó el cargo a su 
descollante ministro de Hacienda, 
Alberto Fuentes Mohr.  En 1983 
un ligero aumento del IVA abonó 
a la caída del jefe de Estado, 
general Efraín Ríos Montt. En 
1989 una negociación mal 
llevada por el entonces ministro 
de Finanzas Públicas, Rodolfo 
Paíz Andrade, con los líderes de 
la Coordinadora de Asociaciones 
Agrícolas, Comerciales, Industriales 
y Financieras (CACIF),13 le valió 

11. Conversación con el entonces 
presidente Portillo en abril de 2002. El 
presidente Arana Osorio gobernó con 
“mano dura”. La mayor parte de su 
periodo presidencial el país vivió bajo 
estado de sitio y toques de queda, que 
eran los medios preferidos para ejercer un 
mayor control sobre los grupos subversivos.
12. Entrevista para la revista Crónica, que 
llevé a cabo con Arturo de la Cruz en el 
Palacio Nacional en noviembre de 1989.
13. Entrevistas con el ex ministro de 
Economía del gobierno de la DC, Lizardo 
Sosa, y con el ex ministro de Relaciones 
Exteriores del mismo gobierno, Alfonso 
Cabrera. Abril de 2004.
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al gobierno de la Democracia 
Cristiana (DC) que encabezaba 
Vinicio Cerezo (1986-91) una 
guerra política sorda con el 
empresariado, que incluyó un 
paro patronal, una huelga de 
pago de impuestos, lo cual 
derivó en 1990 (año electoral) 
en un des-alineamiento de la 
política fiscal y monetaria cuyo 
dato ilustrativo fue la desorbitada 
inflación del 60%, que contribuyó 
de manera significativa a la derrota 
del partido oficial.

El concepto empresarial sobre la 
cuestión fiscal era enteramente 
diferente a la expresada por el 
representante del poder militar. 
“Los impuestos son donaciones que 
generosamente nos sacamos del 
bolsillo para dárselas al gobierno, 
con la esperanza de que emplee 
bien esos dineros y no se las 
robe”,14 le dijo un día el líder de 
una poderosa corporación a dos 
jóvenes tecnócratas del Centro 
de Investigaciones Económicas 
Nacionales, quienes buscaban una 
opinión que les orientase en medio 
de la tormenta política que se 
había desatado entre el gobierno y 

14. Referencia que me hizo en 2001 uno 
de estos jóvenes tecnócratas que estuvo 
presente en la reunión, cuyo nombre debo 
omitir ante la imposibilidad de tener su 
autorización.

CACIF por la pretensión oficial de 
aprobar una reforma tributaria. 

Los ajustes fiscales que se 
aplicaron de ahí en adelante 
partían de la matriz empresarial, 
esta vez muy influida por una 
pequeña universidad, la Francisco 
Marroquín, que había sido creada 
a inicios del decenio de 1970, 
pero que cobraba notoriedad 
e influencia entre los círculos 
privados, pues más o menos 
procesaba los postulados en boga 
de la doctrina neoliberal, que tenía 
aplicaciones prácticas a través de 
lo recomendado (o interpretado 
en nuestros países) del documento 
conocido como Consenso de 
Washington de 1989. La premisa 
postulada era la del “Estado 
mínimo”, cuya misión central era 
el cierre de las brechas fiscales 
a través del ajuste del gasto, el 
control de los factores de inflación 
interna, la liberalización de los 
mercados y la privatización de 
funciones empresariales del Estado 
o de servicios que las empresas 
podían proporcionar de manera 
más eficiente y competitiva. 

Las reformas fiscales ulteriores, 
siguiendo esa lógica, ya no 
levantaron olas en los años 
siguientes pues buscaban:

a) Ampliar la base impositiva 
tratando de incorporar 
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actividades informales y 
universalizar y aumentar 
cargas al consumo, 

b) Disminuir o eliminar tributos a 
actividades competitivas en el 
mercado exterior o, de nuevo, 
como incentivos a la inversión 
extranjera (maquilas, zonas 
francas), y 

c) Atacar el contrabando, la 
burocracia y la corrupción 
estatales, para aumentar las 
recaudaciones. 

Más o menos en esa línea caminó 
la reforma fiscal del gobierno de 
Jorge Serrano (1991-93), que 
operó su ministro de Finanzas 
Richard Aitkenhead. 

Sin embargo, nuevos aires 
internacionales estaban soplando 
desde el final de Guerra Fría 
(1989) y el previsible final de la 
guerra civil en Guatemala, que 
ocurriría siete años después. 
El cese al fuego definitivo tuvo 
una serie de precondiciones, la 
negociación de varios y complejos 
acuerdos en áreas críticas del 
desarrollo y la democracia, 
que pretendían trazar una ruta 
de país, algo así como una 
agenda de cohesión social, a 
cuyo cumplimiento deberían de 

comprometerse las fuerzas de la 
gobernabilidad para ser exitoso. 
La mayoría de tareas, acciones 
y procesos sugeridos en los 
Acuerdos de Paz demandaban 
una disponibilidad adicional de 
recursos con los que el Estado 
no contaba. La comunidad 
internacional comprometió apoyo 
financiero, vis a vis la demostración 
de voluntad de pagar “el costo 
de la paz” por parte de los 
guatemaltecos, en particular de 
quienes más poder económico 
tenían.

El 6 de mayo de 1996, en la 
Ciudad de México, el gobierno y 
la URNG suscribieron el Acuerdo 
sobre aspectos socioeconómicos y 
situación agraria, que identificaba 
una serie de programas de 
descentralización y participación, 
desarrollo social y reforma del 
Estado, incluyendo un apartado 
sobre política fiscal. “La política 
fiscal –postulaba el Acuerdo- es 
la herramienta clave para que 
el Estado pueda cumplir sus 
obligaciones constitucionales… en 
particular aquellas relacionadas 
con el desarrollo social… afectado 
por los bajos índices de educación, 
salud, seguridad ciudadana, 
carencia de infraestructura y 
otros aspectos que no permiten 
incrementar la productividad del 
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trabajo y la competitividad de la 
economía…”15

Para la política tributaria el 
Acuerdo previó un sistema 
enmarcado en tres principios:

a) Ser justo, equitativo y 
globalmente progresivo, 
conforme al principio 
constitucional de la capacidad 
de pago.

b) Ser universal y obligatorio.
c) Estimular el ahorro y la 

inversión.

Sin que quedase explícita la 
base o racionalidad del cálculo, 
en el Acuerdo el gobierno se 
comprometió a elevar la carga 
tributaria en un 50% con relación 
a la obtenida en 1995 (7.94%), 
es decir, al 12%. Además ofreció 
a atacar la evasión y defraudación 
fiscal, especialmente con 
quienes debieran ser los mayores 
contribuyentes; erradicar los 
privilegios y abusos, y promover las 
reformas legales y administrativas 
pertinentes.16

15. Literal “b” de la sección cuarta, 
“Modernización de la gestión pública y 
política fiscal”, del Acuerdo sobre aspectos 
socioeconómicos y situación agraria.
16. Ibid. Numerales 49, 50 y 51.

La primera prueba de reforma 
tributaria, la implantación de un 
Impuesto Único sobre Inmuebles 
(IUSI), fracasó poco más de un año 
después de firmado el Acuerdo. 
Mucho se ha especulado sobre las 
razones de ese fracaso (Gamboa 
y Trentavizi, 2001: 20), sin faltar 
ingredientes conspirativos que 
habrían confundido y movilizado 
a las poblaciones rurales, a 
quienes respaldó abierta –y 
paradójicamente- la Premio Nobel 
de la Paz, Rigoberta Menchú. 
Con el ánimo de aportar piezas 
al rompecabezas de esta historia, 
ofrezco la versión que en una 
entrevista electrónica me ofreció 
un alto ex funcionario de la 
administración de Álvaro Arzú 
(1996-2000):

PREGUNTA. ¿Faltó Arzú al 
compromiso firmado por su 
gobierno?

RESPUESTA. No creo. Arzú le 
delegó toda la responsabilidad 
a (Mariano) Ventura (ministro 
de Agricultura) y a José 
Alejandro Arévalo (ministro de 
Finanzas). Hubo negociación 
tras negociación con el sector 
privado, el cual finalmente 
aceptó. Ventura por adelantarse 
no lo quiso discutir con las 
organizaciones campesinas. Es 
cierto, éstas hubieran atrasado 
el acuerdo más de la cuenta, 
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pero cuando la Ley se aprobó 
fue una sorpresa para todos. 
En el Congreso no había mayor 
problema, estaba bajo el 
control de Arzú.

P. ¿Instrumentó el FRG a la 
gente que se movilizó en 
contra?

R. El FRG lo que hizo fue 
aprovecharse de una 
situación muy particular. La 
ley se aprobó en noviembre 
(1997) y la crisis saltó en 
febrero (1998). ¿Qué pasó? 
Los diputados, cuando 
aprobaron la Ley, por 
joder, pusieron que de lo 
recaudado sólo el 60% iría 
a las municipalidades, las 
cuales, en realidad, serían las 
que pondrían la cara frente 
a la población. Entonces 
vino un grupo de alcaldes, 
quienes con el apoyo de 
(Óscar) Berger (entonces 
alcalde de la Ciudad de 
Guatemala) le plantearon 
al presidente Arzú que 
modificara esos artículos. 
Incluso salió en la prensa 
que los alcaldes estaban 
hablando con algunos 
diputados para hacer esos 
cambios. 

	 El porcentaje (60%) era 
un negocio que “no salía” 

para las municipalidades. 
Esa crisis fue soliviantada 
por Roberto Alfaro, quien 
era gerente del INFOM, y 
jaló a Rubén Darío Morales 
y Leonel López Rodas 
(diputados del PAN). Se filtró 
la información generando 
zozobra entre los diputados. 
La información sobre la 
división interna del pan en 
el Congreso fue filtrada al 
FRG y éste la puso en la 
prensa. El detonante fue la 
demanda legal interpuesta 
por Rigoberta Menchú. Lo 
demás es historia. El FRG se 
montó en el macho y Portillo 
lo capitalizó políticamente.

	 Arzú derogó una buena Ley. 
Recuerdo que él decía que 
muchas cosas en política 
no tenían sentido: eran los 
pobres manifestando contra 
ellos mismos. También sé 
que en la crisis, algunos 
terratenientes comenzaron a 
financiar las movilizaciones 
en el interior del país para 
que se derogara la Ley. Pero 
eso sólo fue el puntapié de 
la falta de información y 
de la manipulación de los 
medios de comunicación… 
la animadversión que tenían 
contra Arzú.

P. ¿Qué significado tenía ese 
impuesto?
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R. Para cobrar el IUSI hay que 
hacer control inmobiliario. 
Sería algo así como un 
catastro casero, municipal, 
más sencillo que el 
nacional, pero igualmente 
revolucionario para un país 
que tiene propiedad privada 
pero no tiene catastro.

Aunque el Congreso 
aprobó la creación de 
la Superintendencia de 
Administración Tributaria 
(SAT) en 1998 con la 
misión de elevar la 
recaudación de impuestos 
y combatir la evasión,  al 
fracasar el IUSI y no tener 
otra oferta tributaria, era 
claro que la meta del 
12% no se alcanzaría. 
Así lo manifestó, en el 
mismo febrero de 1998, 
el ministro de Finanzas, 
Arévalo, a la Comisión de 
Acompañamiento a través 
de una carta en la que 
propuso recalendarizar 
la meta tributaria para 
el 2002. La apuesta 
era a que las reformas 

administrativas permitirían 
mejoras sustanciales en la 
recaudación (Gamboa y 
Trentavizi, 2001: 22-23). 
El llamado “efecto SAT”.

La CAAP aceptó la 
recalendarización, pero no atenida 
al efecto SAT, sino con otro 
procedimiento: la construcción 
de un Pacto Fiscal. Las bases 
teóricas estaban contenidas en un 
estudio de la CEPAL que circuló 
en 1998 y, según mis fuentes, 
había sido inspirado por Gert 
Rosenthal, ex secretario ejecutivo 
de esa institución, y miembro de 
la CAAP. El estudio, sin embargo, 
no tenía un referente empírico 
en Latinoamérica. En el ínterin la 
comunidad internacional arreció 
sus presiones sobre el gobierno. 
En ese clima se acordó crear una 
Comisión Preparatoria con cuadros 
profesionales guatemaltecos que 
reunían condiciones especiales: 
formación técnica, experiencia 
política, pluralidad ideológica y 
credibilidad en las esferas de poder 
empresarial, político y social. La 
Comisión Preparatoria17 cumplió 

17. Integrada por Richard Aitkenhead, 
ministro de Finanzas Públicas en los 
gobiernos de Jorge Serrano y Ramiro 
de León, y asesor de corporaciones 
agroindustriales y cámaras empresariales, 
postgraduado en Harvard; Lizardo Sosa, 
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su misión en un periodo crítico, 
de fuerte agitación electoral (entre 
marzo y diciembre de 1999) y, 
además de llevar adelante una 
labor didáctica entre sus grupos 
de referencia sobre los asuntos 
fiscales, produjo una propuesta 
técnicamente sustentada: “Hacia 
un pacto fiscal en Guatemala”. El 
FRG, que se preveía ganador de 
las elecciones, estuvo informado 
a través de Eduardo Weymann, 
miembro del directorio de ese 
partido, quien participó de 
alguna manera en el proceso, y 
simpatizó con las ideas sustantivas 
de reforma que la Comisión 
Preparatoria presentaba. 

ministro de Economía y presidente del 
Banco de Guatemala en el gobierno 
de la Democracia Cristiana, presidente 
de la banca central nombrado por el ex 
presidente Alfonso Portillo, con estudios en 
Alemania, de formación socialcristiana; 
Alma Quiñones, ex integrante de la Corte 
de Constitucionalidad, abogada litigante; 
y Arturo Montenegro, ex funcionario de 
la CEPAL, posteriormente secretario de 
SEGEPLAN y ministro de Economía del 
gobierno de Portillo, consultor, cercano al 
pensamiento “socialista liberal”.

Los actores y sus 
motivaciones

La comunidad 
internacional

Sobre el Pacto Fiscal recayeron 
diversas expectativas. Los gobiernos 
de Europa, EEUU, Canadá y 
Japón adoptaron la meta del 
Acuerdo Socioeconómico y Asuntos 
Agrarios, de alcanzar en el 2000 
una carga tributaria del 12% 
como el signo de compromiso de 
Guatemala con la edificación de 
la paz. Por eso, inicialmente, al no 
emprender la meta hubo decepción 
entre las misiones diplomáticas. Y 
es que en 1999 era incontestable 
que ese propósito se lograría y, 
como otros muchos compromisos, 
debía reprogramarse. En este 
año, la carga tributaria apenas 
alcanzó el 9.4%. El Pacto Fiscal, 
inédito en Latinoamérica, no era 
una idea que sedujera al cuerpo 
diplomático, pero constituía el 
último chance para encauzar el 
esfuerzo. La MINUGUA realizó 
un intenso cabildeo entre los 
funcionarios de las embajadas 
para disuadirlos de extenderle un 
crédito a la nueva empresa.

Tras constatar la inviabilidad de la 
meta tributaria del 12%, la CAAP 
–responsable de la gerencia del 
proceso y de sus compromisos-, y 
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de la cual era parte la MINUGUA, 
levantó la propuesta como una 
alternativa. El expositor de la 
tesis había sido el ex integrante 
de la Comisión, Gert Rosenthal, 
promotor de esa metodología al 
final de su gestión como director 
ejecutivo de CEPAL y que vio dar 
a luz, por esos días, un texto de la 
institución que dio cuerpo teórico a 
la idea. 

Entre el escepticismo y la 
esperanza –y ante el desierto 
de alternativa- los embajadores 
dejaron discurrir la idea otorgando 
algún financiamiento a los trabajos 
preparatorios del Pacto Fiscal. 
Las misiones diplomáticas veían 
en grave riesgo el proceso de 
Paz, que constituía su agenda 
central en Guatemala y que 
vertebraba, además, los programas 
de cooperación. Si bien la 
desmovilización de las fuerzas 
guerrilleras había corrido sin 
contratiempo, el país mostraba 
formidables resistencias ante 
las reformas sugeridas en los 
Acuerdos. Tras el fracaso del IUSI, 
en mayo de 1999 llegó la derrota 
de la reforma Constitucional, 
concebida  como el instrumento 
para soldar en definitiva –en 
el plano legal- varios de los 
compromisos sustantivos de los 
Acuerdos de Paz.

La desaprobación de la reforma 
Constitucional desveló que los 

Acuerdos de Paz eran una agenda 
únicamente de las elites sociales 
progresistas, la comunidad 
internacional y sectores no 
hegemónicos del Gobierno. 
Menos de una quinta parte 
de los ciudadanos mostraron 
interés en elevarlos a categoría 
constitucional, y aquellos que 
acudieron a las urnas, en una 
proporción de 5 a 1, rechazaron la 
idea.18

La consulta mostró una geografía 
contrastante. Las regiones ladinas 
donde el enfrentamiento armado 
de la década de 1980 apenas 
incidió, y que tampoco fueron 
priorizados en los proyectos de 
la comunidad internacional a 
través de ONG, rechazaron el 
referéndum. Las zonas indígenas 
diezmadas dos décadas atrás, 
apoyaron las reformas, pero 
la movilización de su voto fue 
insuficiente.

Parecería una muestra de los 
compartimientos estanco de la 
Guatemala profunda, que estaba 
siendo aprovechada por grupos 
muy conservadores vinculados a 
la rancia oligarquía criolla –que 

18. El Congreso no sólo incluyó en la 
Consulta los temas de los Acuerdos de 
Paz. Al final se sugerían 51 reformas de la 
Constitución, y esa mezcla heterogénea de 
materias y objetivos, aumentó la confusión 
del público e hizo perder fuerza a la 
campaña a favor del “sí”.
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ahora adoptaba como cruzada los 
dogmas del neoliberalismo- y de ex 
oficiales del Ejército y militares de 
alta, con extendidas redes en los 
partidos políticos, los medios, las 
bases campesinas (ex patrulleros 
civiles, ex comisionados militares 
y ex reclutas) y en el propio 
gobierno de Arzú. Las conclusiones 
sobre estos resultados no eran 
halagüeñas.

A todo esto se sumó, como otro 
dato inquietante, el triunfo del FRG 
en las elecciones de noviembre 
y diciembre de 1999. El general 
Efraín Ríos Montt, fundador y líder 
del FRG, fue jefe de Estado en 
1982-83, en medio de uno de 
los más expansivos y sangrientos 
planes anti-subversivos del Ejército 
que cobró abrumadoramente 
víctimas civiles (Odhag-Remhi, 
1998: IV). Tras su retorno a la 
vida política en 1990, Ríos Montt 
situó en pocos años al FRG 
entre los partidos más votados. 
Por eso era  percibido como el 
hombre fuerte del nuevo gobierno. 
Formaba parte de una clase de 
caudillos innecesarios y más bien 
molestos en la nueva agenda 
internacional. La Guerra Fría había 
concluido y los derechos humanos 
constituían la punta de lanza de 
los programas de democratización 
de EEUU y Europa en el antiguo 
bloque soviético y otras regiones 
estratégicas de Asia.

Organismos financieros 
multilaterales

Siendo parte de un consenso 
internacional que se levantó 
en 1997, el Fondo Monetario 
Internacional (FMI) y el Banco 
Mundial también asumieron los 
Acuerdos de Paz y el gasto social 
que acarreaban, como parte 
de un ajuste heterodoxo de la 
economía. Significaba que ambas 
instituciones cuidarían la salud de 
la macroeconomía respetando un 
aumento del gasto según las metas 
mínimas de los acuerdos. Pondrían 
énfasis en la educación primaria,  
salud preventiva, carreteras 
e infraestructura sanitaria. 
Promoverían que el Gobierno 
normara la subcontratación del 
sector privado. Y apoyarían la 
desconcentración del gasto para 
que beneficiara a los más pobres. 
No obstante, después de un año 
su mirada comenzó a desplazarse 
hacia el inminente riesgo de 
desestabilización macroeconómica.

El déficit fiscal había subido del 
1.8% en 1998 al 2.6% en 1999, 
y se esperaba un empeoramiento 
en 2000 de no adoptarse serias 
restricciones financieras. En un 
documento del 6 de febrero de 
2000, el Banco Mundial advirtió 
del riesgo de una crisis gemela, 
cambiaria y financiera (Banco 
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Mundial, 2000). Y para superarla 
urgía “rapidez en la aplicación de 
medidas tributarias.”

La estabilidad 
macroeconómica 
comenzó a deteriorarse 
desde 1998. El Gobierno 
quiso expandir los gastos 
sociales sin acompañarlos 
de un esfuerzo tributario 
comparable. A la par, 
el BANGUAT continuó 
la reducción de tasas 
de interés, ejecutó un 
programa de disminución 
de encajes bancarios y 
empezó a drenar reservas 
monetarias internacionales 
para amortiguar las 
presiones sobre el tipo de 
cambio. Varios bancos 
comenzaron a otorgar 
préstamos sin la debida 
calificación de riesgos 
(créditos vinculados: 
dados entre accionistas 
e integrantes de las 
directivas de los bancos, 

sin análisis de riesgo) y 
deterioraron la calidad de 
sus carteras. El déficit en 
cuenta corriente llegó al 
5.5% del PIB y el quetzal 
se depreció en un 9%.

En 1999 la política de gasto fue 
todavía más expansiva. En abril, 
en el arranque de la campaña 
electoral, Arzú decidió ampliar las 
erogaciones por el equivalente al 
2% del PIB, empleando parte de 
los recursos de las privatizaciones. 
A ello se acompañó una serie de 
disposiciones monetarias erráticas. 
Las crisis fueron cortas (menos 
de un mes), excepto una. Hubo 
alarmas en el mercado sobre 
un quetzal débil. Los anuncios 
presidenciales resultaron en 
general contraproducentes, 
salvo uno (31 de agosto) que 
se acompañó de una fuerte 
intervención del BANGUAT. 
La mayoría de intervenciones 
cambiarias no tuvieron éxito, 
y cuando lograron su objetivo 
resultaron onerosas: por arriba de 
los 20 millones de dólares. El clima 
electoral acrecentó la desconfianza 
y la fuga de capitales.

En consecuencia, la situación 
del sector financiero se deterioró 
de manera inquietante, lo cual, 
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combinado con inversiones fallidas 
de bancos privados y públicos 
en la bolsa rusa, configuró un 
escenario cercano a una crisis 
financiera. La presión sobre el tipo 
de cambio se arreció por la caída 
de las exportaciones, afectadas 
por la reducción de los precios del 
café y del azúcar. A fines de 1999 
el quetzal tuvo otra depreciación, 
esta vez del 14%. El crecimiento 
económico se desaceleró, la 
inflación se elevó al 8.4%, la 
pérdida de reservas internacionales 
llegó a 125 millones de dólares y 
el déficit de la cuenta corriente de 
la balanza de pagos se mantuvo en 
el 5.5% del PIB.

El sector empresarial

Los empresarios vivieron en 1999 
un año de incertidumbre. Las 
burbujas financieras minaron la 
credibilidad en las autoridades y 
en su propio sistema. Por lo menos 
seis bancos y tres aseguradoras19 
enfrentaban problemas de liquidez 
o de insolvencia. Ciento diez 
inversionistas perdieron Q 40 
millones. La Superintendencia de 

Bancos había multado con Q 6 
millones a doce bancos. En caso 
de producirse la quiebra de alguna 
de las instituciones del sistema, el 
costo estimado para el gobierno 
podría estar entre Q 2,000 
millones y Q 4,000 millones, 
que deberían ser movilizados 
del presupuesto público o de las 
reservas internacionales.

A ello se agregó el descenso de 
los precios internacionales del café 
y del azúcar. En el caso del café 
se vislumbraba como una crisis 
de mediano plazo, considerando 
el ingreso al mercado de países 
productores con altos volúmenes y 
precios muy bajos, como Vietnam. 
Entre 45,000 y 50,000 pequeños y 
medianos productores sufrieron el 
impacto de los bajos precios y unos 
800,000 trabajadores perdieron su 

19. Bancos Empresarial, Promotor, 
Metropolitano, BANORO, Inmobiliario, Del 
Ejército. Aseguradoras: Guatemalteca (del 
Banco del Ejército), La Ceiba y Alianza. 
La financiera Agro-comercial, donde el 
entonces ministro de Comunicaciones, 
Fritz García Gallont, había servido como 

gerente, estaba intervenida. El banco 
Empresarial tenía Q240 millones en su 
cartera vinculada, que no le generaban 
ganancia. Los bancos Promotor y 
Metropolitano sumaban adelantos por 
Q434 millones. Los adelantos del Banoro 
eran por Q72 millones, y seguía sin 
cumplir con su capitalización. El banco 
del Ejército tenía adelantos por Q70 
millones y activos extraordinarios que no 
lograba vender equivalentes al 50% de 
su cartera, además encaraba problemas 
con su aseguradora y una almacenadora, 
derivados de compromisos sin cumplir 
del coronel ®  y ex ministro de Finanzas 
Públicas, Leonardo Figueroa Villate.
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fuente de empleo en la caficultura. 
La crisis abarcaba al sistema 
financiero, el sector externo, los 
ingresos fiscales y la economía 
rural.

Además, 1999 fue año electoral. 
La campaña no sólo fue frenética 
sino polarizada. El candidato del 
FRG, Alfonso Portillo, inflamó los 
ánimos populares con un discurso 
de reivindicación de clase, que 
colocaba en el blanco a los 
empresarios como privilegiados 
de un sistema depredador 
y de consumo superfluo. La 
expectativa del triunfo de Portillo 
despertó temores entre la gente 
de negocios y los politizó, más 
allá de lo observado en otros 
eventos electorales. También 
polarizó la sociedad y, en un 
ambiente económico tan frágil, se 
incrementaron los riesgos de crisis 
financiera.

Desde luego que el bloque 
empresarial no era monolítico. 
Aunque las cámaras patronales 
y los principales monopolios y 
oligopolios apoyaron al candidato 
del partido oficial Óscar Berger, 
algunas contribuciones de 
campaña de empresarios fuertes 
llegaron al FRG. Públicamente el 
apoyo más notable que recibió 
Portillo durante la campaña 
provino de Dionisio Gutiérrez, 

copresidente del Grupo 
Multiinversiones.20

Para muchos empresarios la 
incertidumbre sobre el nuevo 
gobierno tomó el peor de los 
caminos cuando Portillo anunció 
su gabinete económico. Ninguno 
de los cuadros gerenciales de 
las cámaras ni de las grandes 
empresas había sido llamado. 
Los cargos centrales quedaron en 
manos del banquero Francisco 
Alvarado,21 que no gozaba de la 

20. Una corporación familiar que emergió 
a mediados del siglo XX al amparo de la 
política de sustitución de importaciones. 
La segunda generación de la familia 
Gutiérrez/Bosch promovió una amplia red 
oligopólica de producción y distribución 
de pollo que incluye producción de 
aves, procesamiento de concentrados 
y harinas, producción de pastas y 
galletas, restaurantes de comida rápida 
y una cadena de empresas de servicios, 
empaques y demás. Poseen constructoras, 
banco, financiera, han incursionado 
en proyectos de hidroeléctricas y han 
realizado alianzas estratégicas en 
Centroamérica, EEUU, España y China 
continental. Sus inversiones ascenderían a 
2,200 millones de dólares, según El Nuevo 
Herald (Gerardo Reyes, “Un imperio de 
pollos se despluma en Miami”, 16 de 
octubre de 2005).
21. Francisco Alvarado Macdonald creó 
en menos de diez años, a la sombra de 
contratos públicos de reconstrucción tras 
el terremoto que asoló a Guatemala el 
4 de febrero de 1976, un emporio de 
negocios que incluía operaciones de 
infraestructura, actividades agrícolas, 
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mejor reputación en los círculos 
tradicionales de negocios. Gente 
cercana a Alvarado tomó el 
mando del Ministerio de Finanzas 
Públicas, el Banco de Guatemala 
y el Ministerio de Agricultura.22 
Adicionalmente dos hijos suyos 
fueron invitados por el presidente 
Portillo a formar parte de su 
“gabinete de cocina”, instalándose 
en Casa Presidencial.

En la percepción del status 
quo empresarial, Alvarado 
Macdonald había tomado por 
asalto el centro neurálgico de 
las decisiones económicas y 
financieras del Estado, incluyendo 
la estratégica Junta Monetaria y 
la Superintendencia de Bancos. 

producción de leche, fábricas y tiendas de 
plástico, una importadora de vehículos, 
bancos y financieras, entre otros. Invertía, 
además, en campañas políticas, en medios 
de prensa y había hecho sociedades con 
ex militares de alto rango que ocuparon 
cargos de decisión en el Estado desde la 
época del general Kjell Laugerud hasta el 
gobierno de Jorge Serrano (1991-93).
22. Manuel Maza, un veterano burócrata, 
fue nombrado ministro de Finanzas; Edín 
Velásquez, quien venía fungiendo como 
presidente del BANGUAT desde julio de 
1997, fue confirmado en el cargo, pero 
pronto renunciaría ante las presiones de 
Alvarado para imponer a sus allegados en 
los cargos clave de la burocracia bancaria, 
y Roger Valenzuela, agrónomo, también 
ejecutivo de Alvarado, ocupó la cartera de 
Agricultura.

23. Ya en febrero de 2000 ambos bancos 
habían superado su crisis de iliquidez con 
depósitos de instituciones públicas, pero 
persistían sus problemas de insolvencia. 
Habían perdido entre 30%-40% de su 
capital y estaban en etapa de reposición 
patrimonial. Los accionistas habían 
garantizado la cartera con un fideicomiso 
constituido por bienes que ellos habían 
aportado, incluyendo cuatro grandes 
proyectos habitacionales que garantizaban 
el retorno de Q250 millones de inversión.

Justamente sus dos bancos, 
Promotor y Metropolitano,23 
formaban parte del grupo de 
nueve instituciones financieras 
que atravesaban problemas de 
liquidez e insolvencia. Además, 
ex militares, viejos aliados de 
Alvarado habían asumido el 
control de la Inteligencia militar y el 
Estado Mayor Presidencial (EMP), 
marginando a un ex oficial, el 
general Otto Pérez Molina, quien 
desde inicios de la década de 
1990 había operado para el grupo 
Gutierrez/Bosch.

Los primeros acercamientos de 
Portillo con las cabezas de las 
poderosas familias empresariales, 
estuvieron marcados por la 
condición que estos le fijaban: 
crear una atmósfera de “confianza 
y credibilidad en el gobierno”, 
lo cual significaba que Alvarado 
fuera alejado de las manijas del 
poder. En febrero de 2000 Portillo, 
sin que se propusiera cumplir los 
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deseos de la cúpula empresarial, 
pero sí para ganar autonomía 
ante los grupos de poder, nombró 
a Lizardo Sosa a la cabeza del 
BANGUAT. Sosa, reputado como 
economista liberal-moderado, y ex 
compañero de bancada de Portillo 
en el Congreso, había ocupado 
ese cargo en dos ocasiones,24 
y transmitía confianza al sector 
bancario y a los empresarios en 
general. Pero esa designación 
no modificó la percepción 
general. La prensa escrita adoptó 
con diligencia una agenda de 
periodismo investigativo que 
nutrió sistemáticamente los peores 
miedos de los empresarios. La 
calificación del gobierno portillista 
quedó resumida en una fórmula 
que acuñó Amnistía Internacional: 
“Estado de mafia corporativa” (AI, 
2000).

Pero había más que percepciones. 
Desde febrero de 2000 Portillo 
adoptó una serie de disposiciones 
que afectaron los monopolios y 
oligopolios tradicionales. Siguiendo 
la tendencia de apertura de 
mercados redujo sensiblemente 
los aranceles de lácteos, pollo, 
trigo, azúcar, cervezas, cemento y 

24. La primera vez, del 19 de enero 
de 1989 al 25 de septiembre de 1990 
(gobierno de Vinicio Cerezo). La segunda, 
del 6 de enero al 7 de julio de 1993 
(gobierno de Jorge Serrano).

25. Prensa Libre del 9 de febrero de 
2000: “Portillo: empresas importadoras de 
combustible burlan al fisco”.

varias otras industrias protegidas. 
El mandatario comenzó también a 
señalar en público a las empresas 
que “burlaban al fisco”.25

A fines de marzo de 2000 ocurrió 
un forcejeo entre el gobierno y 
los azucareros, tras la eliminación 
de los aranceles de importación 
de azúcar, en respuesta a un 
aumento de precios decretado 
por el cartel de azucareros. Dos 
semanas después, el l0 de abril, 
se arribó a un acuerdo: los precios 
no se movieron, la importación 
de azúcar disminuyó y los 
propietarios de ingenios aceptaron 
que el Congreso aumentara los 
salarios mediante bonificación, 
abandonando los empleadores la 
amenaza de disminuir las plazas de 
los trabajadores.

Esta vez las cámaras patronales 
y las corporaciones monopólicas 
y oligopólicas no contaban con 
operadores en los despachos 
ministeriales que les respondieran 
las llamadas telefónicas para 
modificar aranceles, gestionar 
exenciones ante la Presidencia 
o, más todavía, “‘formulando 
las reglas del juego (leyes, 
regulaciones y decretos) a través 
de pagos privados a funcionarios 
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26. La corrupción administrativa, en 
contraste con la captura del Estado, no 
está asociada a ningún beneficio específico 
para la empresa. Según fue denunciado 
durante los cuatro años de gobierno de 
Portillo, esa corrupción ocurrió a través 
de cobros de comisiones en las compras 
y contrataciones, o bien repitiendo los 
conocidos extravíos de emplear ONG para 
burlar la Ley de Compras y Contrataciones, 
e incluso queriendo aprovecharse de las 
discrecionalidades que permite la figura de 
los fideicomisos, amparada por el Decreto 
17-73, Código de Comercio.

27. CPPF, 1999.
28. “CACIF se reserva el derecho de acudir 
a las negociaciones del Pacto Fiscal”. 
elPeriódico, 6 de marzo de 2000.
29. “La falta de un plan económico 
coherente, la escasez de créditos y el alto 
déficit fiscal han llevado a sectores como 
el de la construcción a prescindir de por 
lo menos 90,000 trabajadores entre 1998 
y lo que va del 2000. Desde principios de 

públicos y políticos, o sin 
necesidad de efectuar tales pagos, 
sólo ejerciendo las empresas su 
capacidad de influencia” (Hellman 
et al, 2000).

Ahora bien, el Estado no había 
sido sometido a una reforma 
profunda para poder afirmarse que 
se estaba liberando de la herencia 
del tráfico de influencias, las redes 
informales privadas y la corrupción 
administrativa.26 Alvarado había 
logrado salvar temporalmente 
sus bancos, aunque la política de 
rescate no fue sólo para él. Como 
sea, un grupo de empresarios 
“emergentes” –inversionistas,  
importadores, concesionarios- en 
torno a los negocios públicos 
comenzaba a ganar cuerpo, y 
de ello se resentían los grupos 
tradicionales.

Estas referencias ilustran el clima 
que se fue instalando en el primer 
semestre de 2000 entre  gobierno 
y empresarios. La discusión 
del documento de principios y 
compromisos de la Comisión 
Preparatoria del Pacto Fiscal 
(CPPF),27 a instancias de la CAAP, 
estaba prevista iniciar el 15 de 
febrero, pero se prorrogó un mes 
con el argumento de que varias 
instituciones no habían concluido 
la redacción de sus propuestas. 
La verdad es que el ambiente 
empresarial parecía poco propicio.

El vicepresidente de CACIF, Rodolfo 
Sinibaldi, aseguró que su sector 
se reservaba el derecho de acudir 
a las negociaciones del Pacto 
Fiscal, pues sospechaba que 
podía tratarse de una trampa para 
imponer un paquete tributario.28 
Un día después el presidente de 
CACIF, Carlos Augusto García 
Noriega, quien se mostraba 
partidario de participar en el Pacto 
Fiscal, encendió la luz naranja: 
“hay indicios de recesión”.29 La 
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realidad es que no había un 
acuerdo entre las cámaras.30 Ese 
acuerdo se fue logrando sobre la 
marcha en las siguientes semanas, 
a medida que la disputa entre 
Gobierno y azucareros se iba 
atenuando y parecían más claros 
los costos de quedarse al margen.

Organizaciones sociales

Desde el inicio del periodo 
democrático en 1986 una amplia 
constelación de organizaciones 
sociales y populares fue poblando 
el paisaje político de Guatemala. 
Sin embargo, a diferencia del 
movimiento social que bajo 
condiciones de represión y 
acoso floreció durante la década 

1999 el crédito ha sido muy limitado, la 
mora de los bancos se ha incrementado 
y los precios del café y del azúcar siguen 
a la baja”. Para salir a flote el CACIF 
puso un plan de emergencia de 100 
días que consiste en bajar el encaje para 
inyectar liquidez, pero la Junta Monetaria 
lo descartó temiendo desórdenes en el 
mercado cambiario y fuga de capitales. 
(elPeriódico, 7 de marzo de 2000).
30. Jorge Briz, presidente de la Cámara 
de Comercio, se había pronunciado a 
favor de un pacto fiscal que considerara 
únicamente el aumento del IVA (Prensa 
Libre, 24 de febrero de 2000). En tanto 
que la Cámara del Agro, disgustada por 
un aumento salarial decretado por el 
Congreso, se reservaba también participar 
en el Pacto (elPeriódico, 3 de marzo de 
2000).

de 1960 y 1970, las nuevas 
organizaciones tendían a perder 
continuidad, se atomizaban y no 
lograban afirmar una identidad 
ideológica ni estrategias, tampoco 
su ascendencia sobre las masas. 

De las centrales 
sindicales y sus 
dirigentes, que 
emergieron durante 
el gobierno de la 
Democracia Cristiana 
(DC), muy pocos 
seguían vigentes en este 
periodo. En cambio 
las organizaciones 
campesinas estaban 
ampliando sus 
ramificaciones 
y capacidad de 
movilización. 
Ciertos sindicatos 
más beligerantes 
que mantuvieron 
vínculos políticos con 
la URNG, entonces 
alzada en armas, se 
iban desgranando 
progresivamente. 
Las coordinadoras 
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campesinas adoptaron 
una posición más 
distante y crítica hacia la 
guerrilla, desde los 90 
cuando se negociaban 
los Acuerdos de Paz. 
Lo mismo ocurrió 
con los grupos de 
derechos humanos. 
Ambos sectores 
coincidían en que los 
acuerdos alcanzados 
eran débiles y no 
guardaban garantías 
de transformación en el 
acceso a la propiedad 
rural, en un caso, y el 
desmantelamiento de 
aparatos represivos, el 
fin de la impunidad y 
reformas en el sistema 
de seguridad y justicia, 
en el otro.

Como norma, las organizaciones 
tendían hacia la cooperación 
internacional como medio de 
financiamiento para sostener sus 
cuadros directivos permanentes y 
planes de trabajo. En vez de nutrir 
la organización a través de aportes 
voluntarios, como había sido en 

las décadas anteriores, las bases, 
crecientemente empobrecidas, 
esperaban que su dirigencia les 
atrajera proyectos productivos, de 
infraestructura y capacitación, sea 
de la cooperación internacional o 
de programas gubernamentales. El 
aparato básico de la organización 
popular no tenía mayor diferencia 
con el de las ONG. Sus agendas 
de trabajo y la rendición de 
cuentas, entonces, priorizaban a 
los financistas, no a sus bases.

La preparación y negociaciones 
del Pacto Fiscal encontraron 
un conjunto de organizaciones 
sociales especializadas 
temáticamente, las cuales se venían 
forjando, desde la Asamblea de la 
Sociedad Civil a inicios de los años 
90, en procesos de concertación 
y apoyo a la negociación 
de los Acuerdos de Paz. Las 
organizaciones se multiplicaban 
en la capital y en el interior del 
país. Entre ellas sobresalían las 
iniciativas mayas y de mujeres. Una 
parte guardaba relación con la 
URNG y se reagruparon cuando de 
la antigua guerrilla, convertida en 
partido político, se desprendió en 
2001, en plena tormenta del Pacto 
Fiscal, la ANN.31

31. La URNG estaba, en ese momento, 
dirigida por Rodrigo Asturias (Gaspar 
llom) y en ella permanecieron los antiguos 
cuadros guerrilleros del EGP, ORPA 
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y militantes del PGT. La ANN pasó a 
ser encabezada por Jorge Soto (Pablo 
Monsanto) llevó consigo a los cuadros 
políticos de las FAR y algunos del EGP, 
entre ellos Amoldo Noriega, quien, 
durante el periodo de las negociaciones 
del Pacto Fiscal, fungió como coordinador 
de la CAAP, desempeñando un papel 
destacado. En términos generales la 
posición de los dirigentes de la izquierda 
que posteriormente pasaron a integrar la 
ANN fueron más afines al empresariado 
durante la negociación del Pacto Fiscal. 
De hecho la prensa reportó que en la 
campaña electoral de 2003, candidatos 
a diputados de la ANN recibieron 
algún apoyo financiero de empresarios 
individuales. En cambio la URNG era más 
distante del CACIF y llegó a simpatizar con 
algunas posiciones anti empresariales de 
Portillo. Una discusión sobre este punto se 
encuentra en Mayra Palencia, 2002:II.4.

32. Sobre todo las grandes corporaciones 
habían reclutado a los mejores cuadros 
especializados en auditoría pública y 
derecho tributario. Algunos de ellos, como 
Adolfo Menéndez Castejón, formaron parte 
de las delegaciones negociadoras del 
CACIF en el Pacto Fiscal.

Para la mayor parte de las 
organizaciones sociales el tema 
fiscal era un dato de la realidad 
importante, pero poco asequible, 
a diferencia del acceso a la 
tierra y las fórmulas de reforma 
agraria; la impunidad en derechos 
humanos; los salarios y el derecho 
de sindicalización. El tema remitía 
a enfoques especializados; se 
le reconocía su relevancia en la 
lucha política, que se escamoteaba 
mediante componendas entre el 
Gobierno y el sector privado. Por 
eso las organizaciones populares 
tendían a identificarse sólo como 
víctimas de las cargas impositivas y, 
en consecuencia, las rechazaban. 
La más importante –y general- 

de las reivindicaciones había 
consistido en reclamar un mayor 
peso de los impuestos directos, 
sobre rentas y patrimonio, frente al 
IVA.

Como el régimen fiscal y el poder 
tributario del Estado habían 
quedado como temas de las 
empresas y cámaras patronales,32 
la tecnocracia estatal y algunos 
políticos, las organizaciones 
sociales descansaban sus criterios 
en los insumos que podían 
proporcionarles algunos centros 
académicos –la Universidad de 
San Carlos e institutos privados 
de investigación- y en consignas 
generales que adquirían estatus 
de principio ideológico: “Que 
pague más, el que más tiene”. 
También se reclamaba un manejo 
de los fondos públicos libre de  
corrupción y priorizado hacia los 
más pobres.

La CPPF, con el apoyo de 
centros académicos privados y 
universidades, inició desde el 
segundo trimestre de 1999 la 
pedagogía sobre el tema fiscal 
entre amplios grupos sociales 
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33.Quizá el cuadro asesor más descollante 
era Ana Ordóñez de Molina, ministra de 
Finanzas Públicas durante el gobierno de 
Ramiro de León Carpio. Además, Mayra 
Palencia, antiguo cuadro del Ministerio 
de Finanzas Públicas, ahora volcada a 
la investigación académica. La URNG 
contaba con el economista Wilson Romero 
y el COS con Carlos Barreda.

34. Diario La Hora, 23 de febrero de 
2000.
35. Diario Centro América, 18 de marzo 
de 2000.

en todo el país. Realizaron una 
verdadera labor de apostolado 
(Gamboa y Trentavizi, 2001). 
La CPPF compartió con diversos 
sectores una serie de conceptos 
y marcos de políticas que 
posteriormente hilvanó como 
una propuesta de principios y 
compromisos respecto del balance 
fiscal, los ingresos del Estado, 
el gasto y la deuda públicas, la 
gestión del patrimonio público, 
la evaluación y el control, y la 
descentralización fiscal, que recibió 
el refrendo en el documento del 
Pacto Fiscal suscrito el 25 de mayo 
de 2000 por la sociedad civil y la 
sociedad empresarial.

Los grupos convocados por la 
CPPF constituían una sociedad 
civil en un sentido amplio, por 
su diversidad, heterogeneidad 
e intereses diferenciados. Las 
ONG, sobre todo, apuntalaron 
la capacidad propositiva del 
conjunto de organizaciones porque 
contaban entre sus integrantes con 
asesores técnicos, aunque pocos 
con experiencia de Estado.33

En la última semana de febrero 
de 2000, la “Coordinadora ¡Si, 
Vamos por la Paz!” se pronunció 
a favor de recuperar la estabilidad 
macroeconómica, promover el 
crecimiento del PIB a los niveles 
sugeridos en los Acuerdos de Paz, 
la participación ciudadana en 
la toma de decisiones y darle un 
“enfoque humano” a los problemas 
financieros estructurales.34  Los 
alcaldes indígenas, agrupados en 
la Asociación Guatemalteca de 
Alcaldes Indígenas, enfatizaron 
en la descentralización fiscal 
sugiriendo mecanismos para 
separar sus recursos del Gobierno 
Central, transformar los fondos 
sociales en activos de desarrollo 
municipal, sustituir los arbitrios 
por extracción de productos y los 
arbitrios fijos sobre actividades 
económicos en un impuesto 
uniforme para los gobiernos 
locales, y aprobar el Código 
Tributario Municipal.35

Así, los sectores sociales 
inauguraban su participación 
como entidades negociadoras 
en un complejo tema de Estado 
y de relaciones de poder. Su 
papel era refrendar principios 
de una estructura tributaria 
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progresiva, liberada de privilegios 
y sesgos sectoriales, y promover 
la buena administración de los 
recursos públicos y la función 
redistributiva del Estado. Pero, 
además, servir de contrapunto 
a un sector empresarial recio 
y dominante en el manejo de 
los entretelones tributarios. No 
era una función estrictamente 
gremial, sino de acercamiento a la 
óptica de Estado, la que cumplía 
ese conjunto de organizaciones 
sociales, donde los sindicatos y 
ligas campesinas, así como los 
pueblos indígenas y el movimiento 
de mujeres tuvieron un perfil muy 
bajo. Quizá por eso aquellas 
instancias más cercanas a un 
partido de izquierda, fueron los 
más descollantes. 

El Gobierno del FRG

El FRG surgió en 1989, en torno 
a la figura del general ® Efraín 
Ríos Montt, como una iniciativa 
política de cuño conservador que 
reivindicaba valores morales en 
la función pública,36 trazando 
puentes interclasistas entre sectores 

populares, clases medias y grupos 
empresariales. En la coyuntura 
en que el FRG comenzó a tomar 
cuerpo ocurría en Guatemala 
una agria disputa entre el CACIF 
y el gobierno de la DC por la 
reforma fiscal. Paralelamente 
se consolidaba el Partido de 
Avanzada Nacional (PAN), liderado 
por Álvaro Arzú. Ambos partidos 
fueron opciones empresariales ante 
el riesgo mayor: la reelección de la 
DC para el periodo 1991-96.

A Ríos Montt se le identificaba 
entre amplios sectores de la 
población como un caudillo capaz 
de imponer orden y combatir la 
corrupción. Internacionalmente, en 
cambio, su influencia despertaba 
repudio por los actos de genocidio 
contra pueblos indígenas durante 
su mandato.

“A mí la comunidad internacional 
me impidió ser Presidente”, 
dijo Ríos Montt al autor de este 
artículo el 1 de agosto de 2001, 
el día en que CACIF llamó a un 
paro nacional en repudio a la 
reforma tributaria. En realidad 
obispos de la Iglesia católica 
promovieron un discreto y efectivo 
cabildeo entre los constituyentes 
de 1985 para incluir un artículo 
en la Constitución que cerrara 
el camino a que Ríos Montt 
pudiera llegar de nuevo a la 
Presidencia. Y, efectivamente, el 

36. En el imaginario popular Ríos 
Montt encarnaba a un servidor público 
que había salvado a Guatemala del 
comunismo y que, aunque fanático 
religioso neopentecostal, había marcado 
como jefe de Estado un estilo probo de 
administración.
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líder del FRG no pudo optar a la 
Presidencia en 1995 y 1999 por 
los dictámenes adversos de la 
Corte de Constitucionalidad. Por 
eso postuló, en 1995, a Alfonso 
Portillo, quien venía de la DC.

El perfil de los votantes de Portillo/ 
FRG era: menor capacidad 
económica, baja escolaridad y 
residencia en las áreas rurales. 
Las campañas polarizaron al 
país. Portillo blandió un discurso 
de corte populista que ponía el 
acento en la lucha de clases, 
reivindicando a los más pobres. 
Eso despertó temores entre las 
elites y la comunidad internacional. 
En 1999 algunos representantes 
diplomáticos no permanecieron 
neutrales en el proceso de electoral 
y favorecieron opciones rivales 
del FRG (PAN y ANN).  ONG,  
activistas y funcionarios de Arzú 
les trasmitieron sus temores que 
el triunfo del FRG representaba 
el retorno de una visión 
contrainsurgente. Los empresarios 
temían la vuelta del Estado 
intervensionista y de las mafias que 
les desafiaban desde la Inteligencia 
militar. 

Los medios escritos, 
algunos manejados 
por el gran capital, 
aunque cuestionaron la 

prepotencia de Arzú y 
condenaron la corrupción 
de su gobierno, no 
estuvieron en favor del 
FRG y anticiparon un 
papel crítico del futuro 
gobierno. Por otra parte, 
el incumplimiento de los 
Acuerdos de Paz, sobre 
todo de aquellos llamados 
a remover las causas 
del conflicto, acumuló 
una presa de demandas 
sociales –incluyendo el 
acceso a la tierra- que las 
organizaciones populares 
no querían posponer. 
Habían dado un compás 
de espera de tres años.

¿Con qué capacidades encontraba 
el FRG al Estado para enfrentar 
los retos políticos de su gestión? 
Desde 1987 se dictaron medidas 
encaminadas a disminuir la 
intervención del Estado en varias 
esferas, entre ellas la económica. 
El desmantelamiento del aparato 
público mermó capacidades para 
responder a circunstancias que 
la población siempre demanda 
del Estado, como la garantía de 
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precios básicos, combustibles, 
energía eléctrica, tarifas 
telefónicas, intereses bancarios 
etcétera. Son servicios ante los 
que la clase media se siente 
desprotegida y muy inclinada a 
criticar al gobierno.

Además, la administración de Arzú 
dejó los órganos de control del 

poder público (Corte Suprema de 
Justicia, Procuraduría General de 
la Nación, Contraloría General de 
Cuentas y Ministerio Público) en 
manos afines cuidando, de paso, 
las espaldas de sus funcionarios.  
Los cotos de poder en el Estado 
quedaron bien delimitados, como 
puede observarse en el 
diagrama 2.

Diagrama 2 
División del poder en el Estado 

2000 – 2001
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Pero al momento de asumir la 
Presidencia, Portillo hizo más 
difícil la previsible caracterización 
de su administración: su discurso 
resumió un programa progresista 
de Gobierno que reivindicaba los 
derechos humanos y los Acuerdos 
de Paz (incluyendo la iniciativa 
del Pacto Fiscal), y en su gabinete 
configuró una constelación de 
cuadros reformistas.37  Eliminó a 
todos los generales del Ejército 

y ante la imposibilidad legal 
para nombrar a un civil como 
ministro, optó por un coronel que 
se encontraba fuera del país. El 
presidente Portillo llamó a otros 
colaboradores independientes del 
FRG que le habían acompañado 
en la campaña, los llamados 
“portillistas”: Julio Girón, Rolando 
Sett, Mario Torres, Rubén Calderón, 
Mario Estrada, Guillermo Ruiz 
Wong, Luis Rabbé, René de León 
Escribano, Rokael Cardona y otros. 
En febrero incorporó a Lizardo 
Sosa, como presidente del banco 
central.

Tanto el discurso presidencial 
como estos nombramientos 
abrieron la puerta hacia la 
comunidad internacional, mientras 
el gobernante buscaba a través 
de la construcción de un Pacto de 
Gobernabilidad los canales de 
comunicación y acercamiento con 
varios sectores sociales.

En el periodo bajo análisis, el FRG 
tuvo los ministerios de Relaciones 
Exteriores, Salud Pública, 
Economía, los fondos sociales y 
la estratégica Secretaría General 
(que sin embargo operó siempre a 
favor de la institucionalidad de la 
Presidencia, antes que del partido). 

37. Otilia Lux de Cotí (dirigente indígena, 
ex comisionada de la Comisión del 
Esclarecimiento Histórico), Ricardo 
Marroquín (ex comandante guerrillero),  
Miguel Ángel Reyes (ex integrante de 
la Comisión Político Diplomática de 
la URNG), Víctor Hugo Godoy (ex 
dirigente del Partido Revolucionario, ex 
Constituyente), Demetrio Cojtí (intelectual, 
dirigente indígena), Ricardo Alvarado (ex 
asesor de la oficina del Procurador de los 
Derechos Humanos), Edgar Gutiérrez (ex 
director del REMHI), Pedro Palma Lau (ex 
comandante de ORPA), Fernanda Castejón 
(corresponsal de CNN). A ese grupo se 
unió, más adelante, Arturo Montenegro (ex 
funcionario de la CEPAL), Gabriel Aguilera 
(académico, ex vicecanciller), Leopoldo 
Sandoval (ex ministro de Agricultura, 
promotor de la reforma agraria), Catalina 
Soberanis (ex presidenta del Congreso, 
ex ministra de Trabajo de la DC, dirigente 
de organizaciones de mujeres), Lilly 
Caravantes (dirigente de mujeres), José 
Us (dirigente indígena). En el cuerpo 
diplomático estuvieron personalidades 
como Gert Rosenthal, Jorge Mario García 
Laguardia, Rómulo Caballeros, Marithza 
Ruiz de Vielman, Edmond Mulet, Antonio 
Arenales, Luis Padilla y Ronalth Ochaeta. 

Ellos no participaron en la campaña 
electoral ni eran miembros del FRG.
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Los ministros de Trabajo, Energía 
y Minas, el IGSS y el INFOM 
fueron cotos del Vicepresidente. 
La Gerencia de la Presidencia, la 
Secretaría de Asuntos Particulares, 
el ministro de Finanzas y el de 
Agricultura estaban bajo la 
influencia del banquero Francisco 
Alvarado.  Tras bambalinas, y al 
inicio muy ligado a Alvarado se 
encontraba el general Francisco 
Ortega Menaldo, consejero del 
“nuevo” EMP, en donde Jacobo 
Salán y Napoleón Rojas eran los 
encargados de dirigir la seguridad 
del Presidente. La influencia del 
ministro de Comunicaciones, Luis 
Rabbé, nacía del poder de Ángel 
González (propietario de los 
canales de televisión abierta), en 
tanto que la ascendencia de Mario 
Estrada (diputado y a la sazón 
secretario de SEDESOL) provenía 
de su propio caudal económico y 
político regional.

Cada uno de los actores centrales 
(Portillo, Ríos Montt, Alvarado 
Macdonald y Reyes López) contaba 
con operadores clave en las 
funciones estratégicas, como se 
aprecia en el diagrama 2.

En la negociación del Acuerdo 
Político del Pacto Fiscal, los 
dos operadores (el ministro de 
Finanzas, Manuel Maza, hasta 
junio, y el vicepresidente Francisco 
Reyes, hasta octubre de 2000) 
no alcanzaron a cristalizar un 
entendimiento, queriendo hacer 
valer el poder tributario del 
Estado. No obstante, al margen, 
un operador del FRG (el diputado 
Leonel Soto), que respondía 
entonces al general Ríos Montt, 
afinaba los entendimientos con el 
sector empresarial. El diagrama 3 
ilustra las relaciones y resultados.

Tras un año de 
gobierno los focos 
de mayor desgaste 
eran el Ministerio de 
Comunicaciones, por 
las constantes denuncias 
de corrupción y el 
enfrentamiento de la TV 
con la prensa escrita; la 
influencia del ingeniero 
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Alvarado en la política 
económica y financiera; 
la sombra de ex oficiales 
en la seguridad del 
Presidente y su poder 
en nombramientos del 
Ejército, y el magro 
papel de la mayoría 
de gobernadores 
departamentales. A 
partir del segundo año 
las críticas se centraron 
en el vicepresidente y 
su hijo, nombramientos 
clave de Mario Estrada 
(Superintendencia de 
Administración Tributaria, 
Crédito Hipotecario 
Nacional) y el entorno de 
seguridad del Presidente, 
que manejaba el 
EMP (Jacobo Salán, 
Napoleón Rojas). Todo 
ello fue provocando 
desplazamientos y 
pugnas internas entre los 
distintos grupos.

El Presidente asignó los cargos 
y dejó que cada quien pusiera 
en marcha sus políticas de 
Gobierno. Los desencuentros 
entre los distintos grupos 
trataba de resolverlos a través 
de pláticas directas entre Ríos 
Montt, el vicepresidente López 
Reyes y el secretario de la SAE. 
La conformación del Gobierno 
no había sido satisfactoria para 
el FRG y eso se hizo evidente por 
las críticas públicas que desde 
el Congreso se hacían contra 
funcionarios del Ejecutivo. Y esa 
rispidez quiso subsanarse mediante 
reuniones entre diputados, 
ministros y secretarios, pero tales 
encuentros ayudaron poco a la 
integración de un equipo. 
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Actores	

A. Portillo

Ríos Montt

J. F. Reyes 
López

F. Alvarado 
M. M. Maza

Operadores

G. Ruiz W.
L. Sosa L.

E. Gutiérrez
J. Girón
J. Salán

Funciones

Economía/invers./
comerc.

Finanzas

Seguridad

Inteligencia

Política social

Relac. internacionales

Operaciones políticas

A. Crespo
H. Quej

I. Arévalo
M. Bolaños

E. Weymann
G. Orellana

J. F. Alfaro M.
F. Reyes L.

J. V. Alvarado
R. Archila

R. Valenzuela
J. Alvarado
F. Alvarado

Fuente: Elaboración propia.

Diagrama 3 
Actores y funciones de gobierno 2000 – 2001
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Diagrama 4 
Actores y operadores. Pacto Fiscal 2000 – 2001

Todo indica que hubiese sido 
necesario un acuerdo sobre las 
políticas que se estaban tomando. 
La posición de la SEPAZ en torno 
al Pacto Fiscal y la política de 
derechos humanos manejada 
por COPREDEH, con Víctor 
Hugo Godoy, fueron los primeros 
desencuentros fuertes con el FRG, 
así como las disputas entre el 
EMP y la SAAS. De igual manera 
operaba la reconstrucción de la 
SAE fuera de manos militares.

Para el FRG aceptar la 
responsabilidad internacional del 
Estado en casos de violaciones 

de los derechos humanos, era 
condescender con las ONG que 
tanto atacaban a su líder. La 
reestructuración de la SAE, para 
sacarla del control militar, y la 
incidencia que eventualmente 
el Secretario tenía en el 
Presidente, también fue motivo de 
preocupación del partido. Sobre 
todo inquietaba la interlocución 
que los reformistas mantenían 
con la sociedad civil, los medios 
y la comunidad internacional, 
porque, según el Vicepresidente, 
se trataban temas en desmedro del 
FRG. 

 Actores                    Operadores        Acuerdo político      Reformas FRG

F. Alvarado

A. Portillo

E. Ríos 
Montt

M. Maza C.

J. F. Reyes L.

x

x

Empresarios

(2000)

(2001)

FRG

Leonel Soto
(diputado)

Fuente: Elaboración propia.
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En el Congreso pronto se manifestó 
el afán de todo partido en el  
Gobierno de utilizar de manera 
clientelar las instituciones y los 
recursos públicos, lo cual generó 
enfrentamientos, incluso con 
dirigentes del FRG. Harris Witbeck 
(secretario Ejecutivo) y Mario 
Bolaños (ministro de Salud) fueron 
los primeros en ser cuestionados y 
boicoteados en sus presupuestos. 
En general el Congreso cercenó 
los recursos de importantes 
instituciones que no estaban 
dirigidas por el círculo cercano al 
FRG.

Las medidas económicas, a 
pesar de cierto pensamiento 
antioligarca compartido por todos 
los grupos, también generaron 
colisiones.  El diagrama 4 ilustra 
los grados de acercamiento entre 
los distintos grupos de gobierno 
respecto de los grandes temas 
de la agenda de Estado, así: en 
la política económica existía el 
mayor grado de acuerdo; en la 
política social existía acuerdo sobre 
su formulación, pero diferencias 
en cuanto a su aplicación; en la 
política de seguridad había tantos 
acuerdos como desacuerdos, y en 
la política cultural y de derechos 
humanos se identificaban los 
mayores desacuerdos.

En el Pacto Fiscal, el FRG no 
aceptaba el incremento al IVA y 

querían cargar la mano sobre los 
impuestos directos. Las medidas 
antimonopolio, antiprivilegio y 
de liberalización comercial, se 
vieron opacadas por la sombra del 
grupo Alvarado, que surgió como 
potencial beneficiario provocando 
duros ataques del sector privado, a 
la vez que críticas del FRG. 

Los casos de corrupción 
denunciados sistemáticamente por 
los medios afectaron seriamente 
la legitimidad y estabilidad del 
Gobierno y se convirtieron en una 
de las principales preocupaciones 
de la comunidad internacional. 

El laberinto de las 
negociaciones

Entre perder el tren…

El 15 de marzo de 2000 la 
Comisión de Acompañamiento 
cerró la recepción de propuestas 
para la construcción del Pacto 
Fiscal. Una comisión técnica 
sistematizó los 48 documentos 
enviados por organizaciones de 
la sociedad civil. Al 31 de marzo 
el equipo reportó un 75% de 
consensos en las ponencias, y 
durante las siguientes semanas, 
a través de acercamientos, 
discusiones y negociaciones, 
logró reducir las diferencias.  
El documento final, Pacto 
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Fiscal para un Futuro con Paz y 
Desarrollo, fue suscrito por 131 
organizaciones civiles en un foro 
nacional celebrado el 25 de 
mayo de 2000 en la ciudad de 
Guatemala.

En el ínterin, el CACIF había 
presentado al ministro de Finanzas, 
Manuel Maza, un plan de 
reactivación económica.38 El 8 de 
mayo, el gobierno dio a conocer 
su plan económico en el que 
subrayó su propósito de combatir 
la evasión fiscal y el contrabando, 
eliminar los privilegios fiscales y 
atender el Pacto Fiscal. En los días 
posteriores el Congreso detuvo la 
discusión sobre un impuesto para 
subsidiar a los usuarios de energía 
eléctrica con bajos ingresos.  Esos 
dos datos, por lo menos, no 
trasladaron tormentas al acuerdo 
del 25 de mayo, al cual asistieron, 
como signo de reconocimiento, los 
presidentes de los tres poderes del 
Estado. 

El presidente Portillo vio con 
simpatía la iniciativa del Pacto, 
aunque lo apreciaba más como un 
ejercicio de cultura democrática 
que como un mecanismo efectivo 
de modificar la estructura tributaria 
del país. La dirigencia del FRG era 
escéptica. Desconfiaba del CACIF 

38. elPeriódico, 16 de febrero de 2000.

y creía adivinar en su participación 
una agenda escondida. Partía de 
este razonamiento: los empresarios 
toda la vida han eludido y evadido 
el pago de impuestos, ¿por qué 
ahora, sin que hubiese ocurrido 
en el país algo significativo que 
les “doblara la mano”, iban a 
transformar de súbito su cultura 
tributaria?, ¿por qué van a pagar 
impuestos a un gobierno que 
no controlan y al cual quieren 
debilitar?  Por eso pensaban que el 
Pacto Fiscal podía ser una “regalo 
envenenado”. Pero las opiniones 
no eran unánimes. Unos asumían 
que el millón de votos obtenidos 
apenas seis meses atrás envestían 
al gobierno de autoridad suficiente 
para adoptar las decisiones que 
considerase convenientes para 
el país, por tanto no había que 
someterse a “camisas de fuerza” 
de grupos “no representativos”, los 
cuales debían ganarse su derecho 
de decidir arremangándose la 
camisa en la labor electoral. Otros 
creían que había que arrancarles 
concesiones reales a los 
empresarios. Pero también hubo 
quienes vieron en el Pacto Fiscal un 
amarre de gobernabilidad.

En el otro lado de la mesa, la 
preocupación no plasmada 
de todos los sectores sociales 
que concertaron el Pacto era la 
definición de las disposiciones 
tributarias que harían el 
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Gobierno y el Congreso, pues, 
a fin de cuentas,  éstas serían el 
lenguaje real de los principios y 
compromisos suscritos. Era claro 
que, además, para esta amplia 
y contradictoria constelación de 
organismos civiles había un común 
denominador: desconfiaban del 
FRG y de las autoridades, o por 
lo menos no estaban dispuestos a 
darles el beneficio de la duda.

El asunto de cómo se 
materializarían los principios y 
compromisos del Pacto Fiscal había 
sido tratado desde 1999 por la 
Comisión de Acompañamiento y 
la Comisión Preparatoria del Pacto 
Fiscal. Prevaleció la opinión de 
que para hacer viable el Pacto no 
se debía ingresar al terreno de las 
medidas tributarias y que, en todo 
caso, incursionar en las políticas 
específicas iba a depender de los 
avances que se afianzaran en la 
concertación.  De todos modos, 
la Comisión de Acompañamiento 
empleaba ordinariamente una 
fórmula de consulta y discusión 
con las autoridades, las comisiones 
paritarias y específicas, sobre 
cada una de las iniciativas de 
ley, las políticas públicas y otras 
disposiciones derivadas de los 
Acuerdos de Paz.  Sus opiniones 
no tenían carácter vinculante, pero 
en la práctica servían para que la 
opinión pública y la comunidad 
internacional midieran la voluntad 

del gobierno de cumplir los 
Acuerdos. Este caso no era muy 
diferente, aunque tenía una 
variante que lo volvía un asunto 
definitorio de la gobernabilidad: 
los empresarios, por primera 
vez, como poder real, estaban 
directamente involucrados en 
un asunto de la agenda de los 
Acuerdos de Paz. 

La Comisión de Acompañamiento 
parecía consciente de que estaba 
rebasada. Su integración, a pesar 
del buen nivel de representación, 
no permitía procesar por sí sola 
un asunto tan abrasivo. Por eso 
resultaba inaplicable el mecanismo 
ordinario de seguimiento y 
consulta, que en este caso hubiera 
sido discutir con el Ministerio 
de Finanzas Públicas sobre las 
congruencias y coherencias entre 
principios y compromisos del Pacto 
Fiscal y las disposiciones tributarias 
de la autoridad hacendaria. 

La Comisión fue midiendo el 
terreno y estimó viable echar a 
andar una fórmula de garantía 
adicional para los sectores que 
habían edificado el Pacto. El 
ministro Maza, como miembro 
ex oficio de la Comisión de 
Acompañamiento para el tema 
fiscal, aceptó la propuesta 
y asumió el compromiso de 
presentar los proyectos de ley 
antes de ser enviados al Congreso. 
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Pero no sólo a la Comisión, sino, 
principalmente, a un grupo ad hoc, 
integrado por dos representantes 
de CACIF, dos del COS y dos 
más del CIEN y ASIES. El acuerdo 
fue trasladarle, en calidad de 
información y consulta, el paquete 
de medidas tributarias elaboradas 
por el Ministerio. El mandato del 
así nombrado grupo ad hoc, que 
se instaló oficialmente el 6 de 
junio, fue “analizar la propuesta 
del Ministerio de Finanzas y 
la propuesta de la Comisión 
Preparatoria del Pacto Fiscal y 
tratar de arribar al mayor consenso 
posible sobre el contenido de 
sugerencias y recomendaciones 
referentes a las medidas tributarias 
y su consistencia con una reforma 
tributaria integral que fuera 
coherente con los Acuerdos de 
Paz y con el Pacto Fiscal” (CAAP, 
2000).

La Comisión acordó con el grupo 
ad hoc basar su trabajo en tres 
criterios: 

1. Tener como marco de referencia 
los Acuerdos de Paz y el Pacto 
Fiscal.

2. El grupo estaría sometido a 
normas de reserva y discreción.

3. El grupo no debería obstaculizar 
que el Congreso pudiera 
aprobar las medidas tributarias 
antes del 30 de junio, en 
particular las referentes al ISR.

En la práctica la “consulta” 
resultó una prolongación de 
las negociaciones entre CACIF 
y COS, a la cual la Comisión 
de Acompañamiento le dio su 
aval. Atendió las solicitudes de 
las partes, mientras su equipo 
técnico (básicamente MINUGUA) 
sistematizaba el proceso y 
contribuía a identificar los disensos.  
Inseguros, los poderes del Estado y 
sus representantes no participaron 
en las negociaciones políticas. 
Los integrantes del gobierno en 
la Comisión argumentaron que 
el Estado debía resguardar sus 
potestades constitucionales sobre 
la aprobación de las medidas 
tributarias, aunque tras una 
reunión de gabinete mostraron 
más anuencia a los resultados 
del grupo ad hoc.39 Pero de su 
lado, el grupo civil recelaba de la 
participación del Estado. En todo 
caso, un viceministro de Finanzas 
participó en el equipo técnico de 
la Comisión y ofreció al grupo 
ad hoc los detalles, fundamentos 
y alcances de la propuesta del 
Gobierno. Asimismo, el ministro 
de Finanzas estuvo al tanto de las 

39. En todo caso, el Congreso, a través de 
su presidente, hizo saber a la Comisión de 
Acompañamiento que no participaría en 
las negociaciones del grupo ad hoc para 
preservar la soberanía del poder Legislativo 
y no romper la independencia de poderes 
que manda la Constitución.
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discusiones con el grupo (CAAP, 
2000: 7-8). 

Las negociaciones del grupo 
ad hoc concluyeron con la 
firma del Acuerdo Político para 
el financiamiento de la paz, 
el desarrollo y la democracia 
en Guatemala. Las partes se 
felicitaron por ese logro y la 
Comisión de Acompañamiento lo 
calificó como “una nueva forma, 
de la sociedad guatemalteca, 
de dirimir discrepancias y hacer 
propuestas de políticas públicas”. 
Además opinó que el acuerdo era 
“consecuente con el espíritu y letra 
del Pacto Fiscal” (CAAP, 2000: 8).

Pero esta vez la negociación 
entre lo que constituía el COS y 
el CACIF había resultado mucho 
más escabrosa que en la etapa 
anterior. Al abordar el tema de 
las exenciones y los privilegios, 
el COS se topó con una pared. 
Como lo dijo un integrante del 
equipo técnico de la Comisión de 
Acompañamiento: CACIF estaba 
dispuesto a ceder en el tema 
tributario, pues a fin de cuentas 
podía trasladar los costos, pero los 
privilegios, no.40

40. Alex Segovia citado en Gamboa y 
Trentavizi (2001: 113): “El gran tema fiscal 
de fondo en Guatemala que se manifestó 
desde el penduleo no son los impuestos 
sino los privilegios.”

Además, ocurrió un desajuste 
de relojes. El 19 de junio el 
Ministerio de Finanzas Pública 
debía presentar al Congreso su 
propuesta tributaria. Ese día llegó 
al despacho del ministro Maza un 
comunicado de prensa del COS 
que declaraba el fracaso de la 
negociación.41 Y a las 6 de la tarde 
de ese mismo día, una nota de la 
Comisión de Acompañamiento, 
firmada por siete de sus integrantes 
“recomienda al Ministerio de 
Finanzas Públicas, promover 
las medidas que considere 
convenientes, tomando en cuenta 
los criterios de coherencia y 
salvaguarda del Pactos Fiscal, 
integralidad de la reforma fiscal; 
sostenibilidad, coherencia, certeza 
y progresividad; el logro de la 
meta del 12% de carga tributaria 
para el año 2002; la necesidad 
de la consolidación de la paz, el 
desarrollo social, la reactivación 

41. “El Colectivo de Organizaciones 
Sociales, tanto durante las discusiones del 
Pacto Fiscal como a lo largo de las casi 
dos semanas en las que se discutieron las 
propuestas sobre la reforma tributaria, 
mantuvo una posición flexible, madura y 
propositiva, con una visión de nación y de 
largo plazo. En el marco de la integralidad 
del Pacto Fiscal, sin embargo, la resistencia 
a que se eliminaran las exenciones, 
exoneraciones y privilegios, impidió que 
se llegara a una posición consensuada”. 
(COS, Comunicado de prensa.19 junio de 
2000.)
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económica y la estabilidad política, 
así como el fortalecimiento de la 
base tributaria con la reducción de 
privilegios…” (CAAP, 2000a)

A las 7 de la noche de ese mismo 
día, el Ministerio de Finanzas 
entregó su propuesta de reforma 
tributaria al Congreso. Pero horas 
después hubo acercamientos entre 
CACIF y COS y en la madrugada 
del martes 20 de junio llegaron 
a un acuerdo. La propuesta de 
Finanzas y el Acuerdo Político 
suscrito el día 20 tenían diferencias 
de fondo. El grupo ad hoc y la 
Comisión de Acompañamiento 
actuaron inmediatamente. En la 
mañana del día 20 se reunieron 
con el presidente del Congreso 
y en torno al mediodía con el 
presidente Portillo y parte del 
gabinete de Gobierno. 

Acompañé al presidente Portillo a 
esa reunión en Casa Presidencial. 
Antes de bajar de su despacho al 
salón de reuniones, le resumí el 
contenido del Acuerdo Político. 
El vicepresidente Francisco Reyes 
mostró un gesto de incredulidad, 
y no me quedó más que citar 
el derecho de petición que 
garantiza la Constitución Política 
de la República, como quien pide 
apertura. Durante la reunión todo 
se desenvolvió con normalidad. 
El presidente recibió el Acuerdo y 
estuvo conforme con la explicación 

de sus contenidos, por eso ahí 
mismo manifestó su respaldo. Pero 
cuando uno de los integrantes 
del grupo ad hoc, César García 
(CACIF) agregó, al final de la 
reunión, que ese documento debía 
ser aprobado por el Congreso 
tal como estaba redactado, 
“sin cambiar una coma”, el 
vicepresidente Reyes reaccionó, 
defendiendo la potestad de las 
autoridades electas de aprobar 
leyes libres de imposiciones. A 
mi manera de ver, ese fue un 
momento clave en que se rompió 
la negociación con los poderes 
del Estado, sin que en realidad se 
hubiesen iniciado. El vicepresidente 
pareció confirmar sus propias 
previsiones sobre que el Pacto 
Fiscal era una jugarreta controlada 
por “la supercúpula”.

El proceso, de todos modos, 
continuó. El general Ríos Montt, 
presidente del Congreso, solicitó 
a MINUGUA organizar tres 
seminarios de información a los 
diputados sobre el Pacto Fiscal, 
el Acuerdo Político y un seminario 
meramente técnico, que quedó 
bajo la responsabilidad del 
Ministerio de Finanzas Públicas.  
Por su parte el ministro Maza 
le informó a Arnoldo Noriega, 
coordinador de la Comisión 
de Acompañamiento, que el 
presidente Portillo le había instruido 
encontrar fórmulas que hicieran 
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concordar las iniciativas de Ley 
que había entregado el día 19 al 
Congreso con el Acuerdo Político. 
Pero las reuniones técnicas que 
se previeron nunca se llevaron a 
cabo. 

La Comisión de Acompañamiento 
no quería que se detuviera el 
proceso. Su equipo técnico y 
el grupo ad hoc trabajaron un 
proyecto de Ley que integraba las 
coincidencias  en materia tributaria 
del Ministerio de Finanzas y el 
Acuerdo Político. Esta vez, cuando 
el texto fue entregado a Flora de 
Ramos, presidenta de la Comisión 
de Finanzas del Congreso e 
integrante del directorio del 
FRG, ella informó que ya 
había elaborado su dictamen 
considerando la propuesta del 
Ministerio de Finanzas y el Acuerdo 
Político.

…y romper la cuerda

Las reformas tributarias aprobadas 
por el Congreso (Decreto 
44-2000), refrendadas por el 
presidente Portillo y publicadas 

en el Diario Oficial el 30 de junio 
de 2000, tenían diferencias de 
fondo con el Acuerdo Político. 
No obstante había disposición 
de retomar la negociación 
política, esta vez incluyendo a los 
representantes de los poderes del 
Estado. Antes de que las reformas 
fuesen publicadas y enterado de 
las discrepancias, el presidente 
Portillo convocó a una reunión a 
la que asistieron el presidente del 
Congreso, el vicepresidente Reyes, 
la Comisión de Acompañamiento 
y el grupo ad hoc. Portillo sugirió 
integrar una mesa de negociación 
dirigida por el vicepresidente 
Reyes López, lo cual fue aceptado 
por todos. Esta mesa comenzó a 
trabajar el 27 de junio en la sede 
de la Vicepresidencia y definió una 
agenda de seis puntos:

1. Impuesto sobre la renta
2. Zonas francas y maquila
3. Devolución del crédito fiscal
4. Impuestos a la distribución de 

bebidas 
5. Ley del timbre
6. IVA y compensadores sociales
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Las reformas  de 2000: impacto 
en los ingresos tributarios

- Impuesto sobre pasajes aéreos internacionales y Ley 
Orgánica del INGUAT. Su contribución a los ingresos 
tributarios pasa del 0.5% al 1%. 

- Impuesto sobre circulación de vehículos terrestres, 
marítimos y aéreos.  Con la reforma, su aporte se aproxima 
al 2% del total de ingresos tributarios. Antes de la 
modificación de la tasa representaba el 1.2%.

- Impuesto de timbres fiscales y de papel sellado especial 
para protocolos. Podría superar el 2.5% de los ingresos 
después de las reformas. Constituía el 1.97%. - Impuesto 
sobre productos financieros. No es significativa su 
contribución a los ingresos tributarios por la baja 
modificación de la tasa.

- Impuesto sobre la renta. Fue la reforma más importante. Un 
incremento del 6% en la recaudación, que hizo que el ISR 
pasara a constituir el 20% de los ingresos tributarios. Eso 
significaba un aumento de. 0.8% en la carga tributaria.

- IVA. Su participación en los ingresos tributarios había 
subido del 37.6% en 1994 al 50.5% en 1999. Las reformas 
de junio de 2000 no tuvieron mayor significación, sólo 
cambiaron la modalidad financiera de cobro, permitiendo al 
fisco obtener un financiamiento en el corto plazo.

Agenda de negociación sin acuerdo en el Pacto Fiscal

- Eliminación de privilegios a la actividad empresarial en 
zonas francas y maquilas. Las exoneraciones por derechos 
arancelarios en 1999 habían alcanzado 1,538.32 millones 
de quetzales. Pero a cambio de obtener esos recursos 
potenciales para el fisco, se abría el riesgo de fuga de 
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inversiones hacia El Salvador, Honduras y quizá México. 
Además de la pérdida de plazas de trabajo. La disyuntiva, 
entonces era, mayor beneficio fiscal y mayor costo social.

- Incremento del IVA al 12%. Produciría un aumento de 
1,3000 millones de quetzales, o sea un 0.8% de aumento 
de la carga tributaria.42

- Nueva política de avalúos para cobro del IUSI. La parte 
más débil en la recaudación del IUSI ha sido el bajo 
avalúo de los bienes inmuebles, lo cual incide para que el 
impuesto se ubique dentro de los marginales.

- Prorrogar un año más el IEMA. El IEMA servía para 
financiar al fisco de forma anticipada, pues el monto 
pagado en un año se acreditaba al ISR en el año 
siguiente.

- Revisión Ley SAT para fortalecer su capacidad de 
recaudación. La evasión fiscal equivale, según los 
cálculos de organismos financieros internacionales, a una 
tercera parte de lo que se recauda.

42. La ausencia de un sistema registral 
y catastral impide una base de cálculo 
certificada y de aplicación general de los 
avalúos, a la vez que debilita la certeza 
jurídica de la propiedad. La Ley de Registro 
e Información Catastral fue aprobada, 
finalmente, hasta en 2005.

Las negociaciones fueron duras. 
El vicepresidente Reyes no sólo 
era el moderador sino también el 
ponente de las tesis del Estado. Y 
su contraparte eran los avezados 
técnicos y negociadores del CACIF, 
particularmente José Pivaral (sector 
financiero), Adolfo Menéndez 
Castejón (sector financiero) y 
Mario Montano (Cámara de 
Industria). Pero en la primera 
sesión ocurrió un incidente que 
permitiría, a partir de agosto y 
hasta finales de octubre de 2000, 
un bombardeo publicitario a través 
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43.  En una conferencia de prensa que el 
vicepresidente ofreció el 16 de octubre de 
2000 expresó esa misma idea: El gobierno 
de la República está dispuesto a negociar 
un Pacto de Gobernabilidad con todos 
los sectores incluyendo el CACIF, pero la 
condición es “negociar con empresarios 
facultados para tomar decisiones y no 
con técnicos, porque se podría romper 
el diálogo como en el Pacto Fiscal”. 
elPeriódico, Prensa Libre, Siglo Veintiuno, 
Noti7. 17 de octubre de 2000.

de la prensa escrita en contra del 
FRG y el vicepresidente Reyes y 
un boicot abierto por parte del 
PAN y el Partido Unionista que, 
en los tramos más difíciles de 
la negociación de la agenda, 
enrareció el ambiente, profundizó 
las desconfianzas e hizo propicio el 
clima para que las negociaciones 
se rompieran sin mayores costos 
para CACIF –que no llegó a 
ceder en los puntos críticos- y 
el COS –que, azorado, veía 
cómo el vicepresidente elevaba 
más allá de lo que el colectivo 
había alcanzado, el cintillo de los 
compensadores sociales y atacaba 
puntos medulares de los privilegios.

En mi calidad de integrante de la 
Comisión de Acompañamiento, 
como delegado del Presidente, 
asistí a las reuniones de 
negociación, celebradas primero 
en la Vicepresidencia y trasladadas 
con posterioridad a la sede de 
MINUGUA. Después de algunas 
sesiones mi comentario al 
vicepresidente Reyes era: “creo que 
está siendo muy duro, podemos 
entrar a un terreno de no retorno”. 
A lo que él me respondía: “Los 
conozco (a los empresarios) sé 
hasta dónde tensar la cuerda… 
los técnicos que mandan a 
negociar son más duros que los 
propios dueños, debemos buscar 
que la negociación sea con 

los verdaderos propietarios del 
capital…”43

El “Guarogate”

La noche del 27 de junio el 
vicepresidente Reyes había logrado 
un acuerdo con los representantes 
de CACIF de establecer estas 
escalas impositivas a la distribución 
de bebidas: 10% para bebidas 
alcohólicas destiladas, mezcladas 
y fermentadas; 4.18% para 
vinos y 0.20% para sidras y 
gaseosas. Simultáneamente 
en el Congreso, el FRG, la 
ANN, el PLP y la DC estaban 
aprobando otras tasas: 20%, 
10% y 5%, respectivamente. Los 
negociadores de CACIF recibieron 
la información telefónicamente 
desde el Congreso. Y de inmediato 
pidieron suspender la negociación. 
El vicepresidente Reyes se 
comprometió a solicitar un fondo 
de revisión al Congreso, pero 
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de todos modos los delegados 
empresariales se retiraron de la 
sesión para realizar consultas. 
Juan Pablo Corlazzoli, responsable 
de MINUGUA, todavía hizo un 
esfuerzo de disuasión y acompañó 
en el vehículo a uno de los 
negociadores.

Reyes López llamó al Congreso 
y explicó lo delicado de la 
situación. El folio 178 del libro 
de la Secretaría General de la 
Presidencia reportó el ingreso, el 
11 de julio, de la Ley del Impuesto 
a la Distribución de Bebidas y ésta 
fue publicada en el Diario Oficial, 
con las tasas acordadas en las 
negociaciones del Pacto Fiscal, el 
1 de agosto. Diputados del Partido 
Unionista, que junto con el PAN 
–que no firmó el Pacto Fiscal del 
25 de mayo- se habían opuesto 
a la reforma tributaria, notaron 
que había una diferencia entre 
lo aprobado la noche del 27 de 
junio en el pleno del Congreso y 
lo publicado el 1 de agosto en el 
Diario Oficial, y denunciaron que 
había habido alteración de la ley. 

El 3 de agosto Prensa Libre publicó 
que la versión taquigráfica de 
la sesión del Congreso había 
sido alterada, y destacaba que 
no existían cintas ni vídeos de 
la sesión del día 27, lo cual era 
inusual. El FRG sostuvo que sí 

hubo un fondo de revisión para 
hacer la modificación de las 
tasas impositivas. Ese mismo día 
diputados del Partido Unionista 
presentaron una demanda ante 
el Ministerio Público contra sus 
colegas del FRG. El PAN agregó 
en la demanda al Presidente 
de la República y al secretario 
General de la Presidencia. El 10 de 
agosto Prensa Libre afirmó poseer 
copia de la cinta de la sesión del 
Congreso del día 27. El 14 de 
agosto el vicepresidente Reyes 
López informó que él sí pidió al 
Congreso el fondo de revisión, y 
esa versión fue confirmada por los 
asistentes a la reunión del pacto 
fiscal. 

La controversia se centró en el 
momento de la llamada: si fue 
durante la sesión parlamentaria o 
cuando ésta ya había concluido. 
El 18 de agosto la ANN sugirió 
una salida política, no jurídica, 
a los alegatos. El PAN, por su 
parte, pidió a MINUGUA que 
investigase el asunto, al mismo 
tiempo que amenazó con iniciar un 
antejuicio en contra del presidente 
del Congreso y 22 diputados del 
FRG. El 23 de agosto los diputados 
panistas presentaron la demanda 
ante la Corte  Suprema de 
Justicia, la cual nombró a un juez 
pesquisidor. A finales de octubre el 
juez concluyó que no había causa 
qué perseguir.
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Sin embargo el impacto mediático 
de la supuesta alteración de la ley 
marcó notablemente la coyuntura 
porque copó la cobertura de 
información, como puede 
apreciarse en las gráficas 2 y 3.  El 
tema fue tratado como “escándalo 

político” y se le comparó al 
Watergate, que casi tres décadas 
antes había dado al traste con la 
presidencia de Richard Nixon en 
Estados Unidos. En Guatemala se 
le bautizó como Guarogate. 

Gráfico 2 
Cobertura del “Guarogate” en cuatro medios escritos

27 julio al 24 octubre 2000
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Fuente: SAE, Reportes diarios.

Entre el 3 de agosto y el 19 de 
octubre, el Guarogate ocupó el 
63% de las 490 primeras planas 
de la prensa escrita. Prensa Libre 
le dedicó el 41% de las portadas y 
elPeriódico el 29%. A esa cobertura 
se sumaron siete editoriales de 
prensa, dos de radio, 19 columnas 
de opinión y una campaña de 
elPeriódico, a partir del 30 de 

agosto, que consistió en publicar 
páginas enteras incluyendo 
fotografías de los supuestos 
implicados y la exigencia de 
que se les retirara el derecho de 
antejuicio. Esa campaña contrastó 
con el limitado eco de la televisión 
(siete noticias), incluso de las 
estaciones de radio (24 pautas 
noticiosas).
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Gráfico 3 
Cobertura del “Guarogate en los medios de comunicación

27 de julio al 24 de octubre 2000
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Fuente: SAE, Reportes diarios.

El manejo de la opinión pública 
incluyó señalamientos “morales” 
contra el presidente del Congreso; 
acusaciones de que la no 
división de poderes del Estado 
atentaba contra la democracia y 
el Estado de Derecho; de que el 
FRG se burlaba de la población 
y promovía la impunidad; el 
Guarogate era una “vergüenza 
nacional”; se levantaron demandas 
de depuración del Congreso; 
proliferaron encuestas de los 
medios escritos en las cuales, 
abrumadoramente, la población 
condenaba al Gobierno y al 
FRG, manifestaba su desolación 
y desconfianza; hubo llamados 
desde todos los sectores posibles a 

la Corte Suprema de Justicia para 
“sentar precedentes” y no dejar en 
la impunidad un acto a todas luces 
violatorio del ordenamiento jurídico 
etcétera. 

A partir de los primeros días 
de septiembre, grupos civiles, 
entre los que destacaron los pro 
derechos humanos, llevaron a 
cabo denuncias frente al Congreso 
exigiendo la renuncia de los 
diputados, en primer lugar la de 
Ríos Montt, a quien le recordaban 
los actos de genocidio ocurridos 
durante el periodo en que fungió 
como jefe de Estado. Los medios 
destacaron estas protestas, 
aunque su énfasis acusatorio 
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no era los derechos humanos, 
sino la alteración de la ley y la 
corrupción. En respuesta a esas 
manifestaciones, el FRG movilizó a 
sus bases desde el interior del país. 
Los rumores de conspiraciones 
e intentos de golpe de Estado se 
multiplicaron, tanto en los medios 
como en los corrillos políticos y 
empresariales.

El efecto político de esa refriega 
política y mediática fue la pérdida 
de la coyuntura del Pacto Fiscal. 
Claro, la negociación llevaba su 
propia dinámica, pero porosa ante 
el ambiente que se trasladaba 
desde la opinión pública. 

Para entonces, no obstante, la 
agenda de la negociación había 
avanzado considerablemente. 
Quedaban tres temas sin acuerdo, 
que eran tratados en mesas 
simultáneas: 1. Zonas francas 
y maquila, 2. Consideración 
de asuntos vinculados al tema 
eléctrico y 3. IVA y compensadores 
sociales. 

En el primer tema hubo avances 
considerables. En el segundo 
se mantuvieron posiciones 
distantes, y aunque la Comisión 
de Acompañamiento propuso 
fórmulas para su abordaje,44 no 

se alcanzó acuerdo. El tercer tema 
también resultó impracticable. El 
vicepresidente cargó la canasta de 
los compensadores sociales. Por 
ejemplo, propuso que en vez de 
aumentar los salarios mínimos (que 
casi nadie cumplía, argumentó) se 
incrementaran los salarios medios, 
pues era sobre la clase media que 
caía lo más severo de la carga 
tributaria, según su ponencia.

El 11 de septiembre Siglo Veintiuno 
publicó una declaración del nuevo 
presidente de CACIF, Fernando 
Montenegro, quien señalaba que 
la coordinadora de las cámaras 
patronales no estaba fuera del 
Pacto Fiscal, “sólo al margen”. 
El día 22 ya era público el 
rompimiento de las negociaciones. 
CACIF culpó al gobierno del 
fracaso “por no haber respetado 
el Acuerdo Político”.45 Pero 

44. La propuesta consistía en retirar de 
las negociaciones, en ese momento, el 
tema eléctrico, bajo el compromiso que 

se abriría, en el transcurso de la primera 
semana de septiembre de 2000, una 
mesa de negociación tripartita en la cual 
se tratarían los temas institucionales del 
subsector eléctrico enunciados en la mesa 
de negociación del Pacto Fiscal. La mesa 
deliberaría por un periodo máximo de 
60 días. Si al término de ese lapso no se 
arribaba a acuerdos satisfactorios para 
los sectores, el poder Ejecutivo procedería 
a tomar las decisiones que considerase 
apropiadas. Se entendía que la tarifa 
social que subsidiaba a los consumidores 
de hasta 300kwh era aceptada por los 
sectores y no estaba sujeta a discusión. 
45. elPeriódico, 22 de septiembre de 
2000.
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Arnoldo Noriega, de la Comisión 
de Acompañamiento, repartió 
las responsabilidades por igual: 
gobierno, COS y CACIF. 

Buen pleito mata mal arreglo
La Comisión de Acompañamiento 
quiso ver el vaso “medio lleno”, 
rescatando, además, las otras 
dimensiones del Pacto Fiscal que 
habían quedado opacadas durante 
la negociación exclusivamente 
centrada en las medidas tributarias.  
En un campo pagado publicado 
en los medios los días 22 y 23 de 
septiembre de 2000,  la Comisión 
exhortó a los poderes del Estado, 
a los empresarios, organizaciones 
sociales y al conjunto de las 
instituciones firmantes del Pacto 
Fiscal a “realizar sus mayores 
esfuerzos por desarrollar con 
éxito el cumplimiento de los 
compromisos que fueron asumidos 
por consenso” y trazó dos puntos 
de la agenda de trabajo que 
venía a continuación:  1. El 
tratamiento intensivo a temas como 
el programa de gasto público 
prioritario y 2. La instalación de la 
Comisión de Análisis Jurídico del 
Poder Tributario del Estado.46

46. Siglo Veintiuno, 22 de septiembre de 
2000 y Nuestro Diario, 23 de septiembre 
de 2000.

47. Siglo Veintiuno y elPeriódico, 18 de 
octubre de 2000.
48. elPeriódico, 29 de octubre de 2000.

Todavía en octubre y noviembre 
hubo amagos de retomar el Pacto 
Fiscal. El ministro de Finanzas, 
Manuel Maza, apreció “grandes 
posibilidades de volver a negociar 
los temas controversiales”,47 pero 
la Comisión de Acompañamiento 
consideraba que esa instancia 
estaba clausurada y se concentró 
en el trabajo de la Comisión de 
Seguimiento del Pacto Fiscal que 
decidió realizar una evaluación 
del proyecto de Presupuesto 
General de la Nación 2001, para 
presentarlo al Congreso de la 
República en noviembre; definir 
un programa de reactivación 
económica; un estudio sobre el 
marco constitucional del poder 
tributario del Estado, y un análisis 
del proceso de recaudación 
tributaria.

El CACIF también cerró el 
capítulo. Su presidente Fernando 
Montenegro afirmó que “ahora 
lo que importa es el combate 
a la pobreza y mejorar los 
ingresos de la población”.48 Esa 
declaración resultaría, al cabo 
de un año, “profética”, con el 
estallido de la crisis de hambre 
en Camotán, Chiquimula, y su 
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cobertura mediática (Gráfica 
4) que hizo descargar sobre el 
gobierno de Alfonso Portillo la 
responsabilidad absoluta, en tanto 

las corporaciones privadas eran 
presentadas en los medios como 
las únicas amortiguadoras del 
hambre.

Gráfico 4
Referencias a la pobreza en la prensa escrita

Fuente: SAE, Reportes diarios.
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A principios de noviembre 
directivos de CACIF y el gabinete 
de gobierno sostuvieron un 
encuentro para discutir la 
reactivación económica, pero no 
tuvo seguimiento. En el Congreso, 
entre tanto, el día 10, la Comisión 
de Finanzas dictaminó a favor 
de dos iniciativas de ley. Una 
estaba encaminada a gravar la 
distribución del cemento y la otra 
a reducir en 50% la acreditación 
del IVA al ISR. En diciembre el 

presidente Portillo decretó un 
aumento al salario mínimo y en el 
ambiente gubernamental se siguió 
considerando el aumento al IVA, 
pero ya para entonces el CACIF se 
oponía. 

Tras la fallida construcción de un 
nuevo sistema fiscal, la Comisión 
de Acompañamiento hizo un 
ejercicio de escenarios. Previó 
que la imposibilidad de movilizar 
recursos internos para asegurar el 
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financiamiento de los Acuerdos de 
Paz y los programas de desarrollo 
ponía a Guatemala ante dos 
riesgos: 1) Perder la estabilidad 
macroeconómica, y 2) Recortar 
los gastos necesarios para los 
Acuerdos de Paz, el gasto social 
y la reactivación económica. Ello 
implicaba, según la Comisión, una 
cadena de problemas: erosión 
de la gobernabilidad, pérdida de 
confianza de los inversionistas, 
dificultades para recuperar 
altas tasas de crecimiento 
económico (aunado a desórdenes 
monetarios y altas tasas de 
interés), distanciamiento crítico 
de la cooperación internacional 
y, por tanto, cancelación de un 
próximo grupo Consultivo.49 
Y los organismos financieros 
multilaterales muy probablemente 
restringirían la movilización de 
recursos.

Epílogo

Parte de los pronósticos de la 
Comisión de Acompañamiento 
se cumplieron, aquellos que se 
referían a la gobernabilidad; 

49. Reunión anual de los países 
cooperantes de los Acuerdos de Paz que 
evaluaban los avances y dificultades de los 
programas y decidían sobre áreas y montos 
de ayuda. Esa siguiente reunión estaba 
prevista que se celebrase en Washington, 
D.C.

sin embargo, las cuentas 
macroeconómicas mostraban 
buena salud. El ritmo inflacionario 
había bajado ligeramente en 
2000. Las tasas de interés bancario 
también disminuyeron y ya no 
mostraron un comportamiento 
volátil. El gobierno logró pagar 
Q 8,800 millones de deuda 
programados para ese año. Las 
reservas subieron de Q 1,151.2 
millones en noviembre de 1999 a 
Q 1,888.1 millones en diciembre 
de 2000. Y, algo significativo, el 
déficit fiscal disminuyó del 2.8% en 
1999 a 2.1%.

Ciertamente, quedaba pendiente 
el paquete de leyes para fortalecer 
al sistema financiero (que poco 
más de un año más tarde se 
aprobarían), consolidar la inserción 
en los mercados internacionales y 
darle fortaleza real a las finanzas 
públicas. Había otras falencias. 
El crecimiento de la economía no 
se recuperó. Había estabilidad, 
pero no inversión. El ritmo de la 
inversión global había disminuido. 
Y las instituciones –salvo 
excepciones, que no significaban 
amplia cobertura ni alto 
presupuesto- no se fortalecieron 
ni fueron más eficientes. Esas 
tendencias continuarían en los 
siguientes años de ese Gobierno 
y en los próximos tres Gobiernos, 
que mantuvieron mejor relación 
con el gran empresariado.
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50. Sus bancos, Promotor y Metropolitano, 
fueron intervenidos –igual que el banco 
Empresarial- por decisión de la Junta 
Monetaria con el voto de los representantes 
del gobierno. El costo de esa intervención 
–herencia de los problemas de insolvencia 
de 1999- tuvieron un costo de Q 1,500 
millones, que finalmente pagó el fisco. Por 
otro lado, los ministros de Agricultura y 
Finanzas fueron removidos, y los hijos de 
Alvarado McDonald, parte del “gabinete 
de cocina” del Presidente, también 
abandonaron sus cargos. 
51. El coronel retirado Jacobo Salán 
y el mayor de baja Napoleón Rojas, 
abandonaron sus posiciones de asesores 
de seguridad presidencial en 2001 y 
2002, respectivamente. El mismo pobre 
efecto tuvo el bajo contacto (aunque en 
la opinión pública se había instalado 
una alta percepción de influencia) del 
mandatario con el general retirado 

A partir de octubre de 2000, 
cuando se frustró un golpe 
de Estado, la gobernabilidad 
democrática comenzó a caminar 
sobre una precariedad pasmosa. 
Los cambios que el presidente 
Portillo operó a partir de febrero 
de 2001, que significaron la 
pérdida dramática de poder del 
empresario Francisco Alvarado 
McDonald,50 ya no tuvieron 
impacto en la construcción 
de acuerdos con la cúpula 
empresarial. Tampoco la salida 
de ex militares de su entorno de 
seguridad.51 Hubo varios intentos 
de reconstituir la comunicación 
con el estatus quo empresarial, 

pero todos se frustraron.52 O las 
posiciones de los empresarios se 
habían adelantado o el reloj del 
Presidente se había atrasado. Lo 
cierto es que ninguna de esas 
medidas contribuyó a rehacer la 
gobernabilidad. Se volvió una 
lucha frontal suma-cero.

En medio de tensiones internas 
en el gobierno, dos objetivos 
de contención parecieron claros 
para evitar el hundimiento. Uno 
fue apegarse al compromiso 
de sostener la estabilidad 
macroeconómica y fortalecer los 
ingresos fiscales. El otro, abrir un 

Francisco Ortega Menaldo, a quien había 
conocido al retornar del exilio a finales de 
la década de 1980; en aquél entonces 
Portillo pidió protección al presidente 
Vinicio Cerezo para retornar al país. 
Cerezo le encomendó al entonces director 
de inteligencia militar, Ortega Menaldo, 
garantizar la seguridad de Alfonso Portillo. 
Así se inició una relación que, a mi manera 
ver, tuvo mucho más “ruido que nueces”.
52. A mí me correspondió llevar buena 
parte de esos intentos con CACIF, el grupo 
Multiinversiones, el grupo Castillo y otros, 
pero fracasaron. El último intento de 
reunión con los representantes del CACIF y 
de las familias del llamado G-8 se cayó el 
mismo día en que se había programado, 
pues justamente apareció una publicación 
de elPeriódico que situaba a la hija del 
presidente Portillo como beneficiaria de 
un fideicomiso con fondos públicos para 
sostener sus estudios universitarios en Gran 
Bretaña.
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amplio abanico de relaciones y 
acuerdos con sectores sociales 
progresistas interesados en 
promover temas específicos de 
los Acuerdos de Paz. Cada uno 
de esos instrumentos tenía una 
contraparte internacional. En 
el primer caso los organismos 
financieros internacionales. El 
acuerdo stand-by por US$ 83 
millones, firmado el 1 de abril de 
2002 con el Fondo Monetario 
Internacional, tuvo un nivel de 
cumplimiento record, al punto 
que los directores del Fondo 
identificaban a Guatemala (junto 
con Brasil) como uno de los dos 
países más disciplinados en el 
cumplimiento de los compromisos 
asumidos. 

La reforma tributaria de julio de 
2001 (en el gráfico 1 se aprecia su 
impacto), asumida sólo por el FRG 
tras intensos debates internos –pues 
incluyó el controversial aumento 
del IVA del 10% al 12%-53 abrió 

las puertas a la celebración de dos 
reuniones de grupo Consultivo. 
Uno en 2002 en Washington, y el 
otro en 2003 en Guatemala. Esto, 
a su vez, apuntaló una amplia red 
de diálogos intersectoriales, que 
llegaron a sumar alrededor de 20, 
y que tomaron forma institucional 
con el apoyo de la Organización 
de Estados Americanos (OEA) 
y el Programa de Naciones 
Unidas para el Desarrollo 
(PNUD-Guatemala) como “mesas 
de diálogo intersectorial”.54  
Además, con el apoyo del Banco 
Mundial se trabajó, durante 2002, 
un arduo procedimiento para 
promover la transparencia en 
los asuntos públicos con amplia 
representación de instituciones 
ciudadanas, incluyendo 
representantes de CACIF.

53. El impacto neto de las reformas fue 
más notable que las de 2000, 1.3%. Sin 
esas reformas, la carga tributaria de 2002 
hubiese sido 9.2%, en cambio fue de 
10.6%.

54. Véase Sistema de las Naciones 
Unidas/OEA. Informe final de las mesas 
intersectoriales de diálogo. Junio de 2004.
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Gráfico 5 
Ingresos Tributarios Netos del Gobierno Central.

Impacto en 2001 y 2002 por aprobación de medidas fiscales
(Porcentajes del PIB)

 Medida

Impuesto al Valor Agregado (Impacto Neto)
(+) Incremento tarifario del 10% al 12% 
(Impacto Bruto)
( - ) Devoluciones de Crédito Fiscal

Impuesto de Empresas Mercantiles y 
Agropecuarias (Impacto Neto)*

(+) Incremento tarifario en un punto 
porcentual (Impacto Bruto)
( - ) Acreditamiento a cuenta del Impuesto 
sobre la Renta

Timbre de Control Fiscal**	
Creación del gravamen	

Impuesto de Circulación 
de Vehículos
Duplicación del impuesto para vehículos 
aéreos y marítimos

Impuesto a la Distribución de Petroleo y sus 
Derivados

Incremento del impuesto el fuel oil 
(Bunker C)

Derechos arancelarios de Importación
Reducción de la rebaja a la base imponible 
de los vehículos usados 
importados cinco o seis años atrás de 60% 
a 50%

Impacto neto total en 2001 y 2002

Carga Tributaria Neta Sin Reformas
Carga Tributaria Neta Con Reformas
PIB Nominal (Millones de Quetzales)

Ago-Dic 2001	 2002

0.27	 0.75

0.32	 0.89
0.05	 0.13

0.00	 0.41

0.00	 0.5

0.00	 0.08

0.03	 0.27
0.03	 0.27

0.00	 0.01

0.00	 0.01

0.00	 0.01

0.00	 0.01

0.00	 0.01

0.00	 0.01	

 
0.31	 1.46

9.5	 9.4
9.81	 10.86
162,060.6	 177,451.1

* La forma de pago de este impuesto es por trimestre calendario vencido, 
los ingresos adicionales producto de esta reforma correspondiente al último 
trimestre de 2001, se percibirán hasta el mes de enero de 2001.
** Se supone que la vigencia de esta reforma será a partir del 1 de octubre de 
2001.
Fuente: Comisión de Acompañamiento.
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De esa manera cristalizó el 
segundo objetivo, aunque en el 
camino surgieron otras condiciones 
adversas que hubo que sortear. 
En la medida en que el sector 
empresarial veía venir una nueva 
reforma tributaria, que capitalizaría 
el gobierno internacionalmente, fue 
tejiendo sus propias alianzas con 
sectores intermedios de la sociedad 
civil y aumentó su capacidad de 
movilización y audiencia. El ensayo 
exitoso de 1993, la Instancia 
Nacional de Consenso, que fue 
determinante en la frustración del 
golpe de Estado de Jorge Serrano, 
le indicaba a CACIF que tenía 
capacidad para hegemonizar una 
iniciativa de cambio de régimen 
político. 

Las movilizaciones 
iniciaron con los llamados 
“viernes de luto” –grupos 
de ciudadanos reunidos 
en el Obelisco, en la zona 
residencial del sur de la 
ciudad de Guatemala- 
que protestaban contra 
la reforma tributaria. 
Realizaron marchas de 
protesta ante la residencia 
de la embajadora de los 
Estados Unidos, Prudence 

Bushnell, a quien 
identificaban como factor 
de apoyo al gobierno 
de Portillo; también 
promovieron un plantón 
frente a la residencia 
particular del presidente 
Portillo, a un kilómetro 
aproximadamente al sur 
del Obelisco. El 1 de 
agosto, un día después 
de que fue aprobado el 
paquete tributario en el 
Congreso, ocurrió el paro 
nacional promovido por 
CACIF, en el cual jugó un 
rol significativo la Cámara 
de Comercio con su red 
de filiales extendida en 
todo el país. 

El 2002 arrancó con una 
significativa reunión de CACIF, 
llamada II Asamblea Empresarial 
del Tercer Milenio. Los principales 
oradores fueron Felipe Bosch 
(industrial, miembro del grupo 
Multiinversiones) y Enrique 
Neutze (asegurador), presidente y 
vicepresidente, respectivamente, 
de la Coordinadora de cámaras 
patronales. Bosch destacó el 
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Pacto Fiscal como “un acuerdo 
histórico que, si bien la falta de 
voluntad y ceguera política del 
régimen del FRG lo hizo caer 
en abandono, su semilla ya no 
podrá ser arrancada”. Aseguró 
que “este proceso abrió, para 
siempre, un reencuentro de la 
sociedad sobre temas en los que 
jamás se imaginaron tan siquiera 
acercamientos.” Reivindicó, 
además, el paro patronal del 
1 de agosto anterior como 
“día de la dignidad” en el que 
“guatemaltecos de todos los 
estratos sociales abrieron sus 
puertas al llamado del CACIF y 
de otros sectores de la sociedad 
para decir ¡ya basta! Y cerrarle 
las puertas a la impunidad, 
la corrupción, el abuso y la 
inseguridad.” Y concluyó con un 
llamado implícito al relevo del 
poder gubernamental: “Exigimos 
a las máximas autoridades 
de gobierno que dejen de ser 
obstáculo, que (hagan) buen 
uso de los recursos públicos (y) 
que de una vez juzguen a los 
corruptos. Que brinden seguridad, 
que devuelvan la soberanía y, si 
no pueden, que no se queden. 
Nosotros somos empresarios. 
Nosotros sí podemos.”

Neutze subrayó que “con todos 
los gobiernos hemos tenido 
diferencias, pero de alguna 
manera hemos logrado soluciones. 

Sin embargo, hoy, con el actual 
gobierno del régimen del FRG, 
somos objeto de continua 
confrontación, de ataques  a 
nuestra dignidad de empresarios 
y esto ha contribuido a aislar a 
Guatemala”. En ese mismo tono 
circularon varios pasquines en las 
calles llamando a una huelga del 
pago de impuestos, como el que se 
presenta a continuación.

En la II Asamblea Empresarial se 
presentaron los resultados de una 
encuesta a los empresarios en 
el que se manifestaba acuerdo 
con las campañas de los medios 
contra el aumento de los impuestos 
(75%), el paro patronal del 1 de 
agosto (96%) y adoptar acciones 
más contundentes (48%). Aunque 
ese clima de efervescencia no 
parecía concordar con una parte 
de su agenda: conseguir más 
inversiones (96%), dar más empleo 
(97%), colaborar con el Estado 
en educación, salud y seguridad 
(94%), pero sí con otra: participar 
en política (87%), generar 
propuestas de política (97%), 
continuar campañas en los medios 
de prensa (92%), impulsar medidas 
legales de rechazo al gobierno 
(94%). 

En esos datos estaban las 
indicaciones sobre los pasos que se 
seguirían durante los próximos dos 
años. La articulación de alianzas 
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con otros sectores de la sociedad 
civil a través del grupo Barómetro 
y del Foro Guatemala, de acciones 
conspirativas y de movilización 
(como se verá adelante) y, al 
fallar éstas (“viernes de luto”, 
Movimiento Cívico), la concreción 
de una entente de partidos, dirigida 
por los empresarios, para ganar las 
elecciones de 2003.

Tras la asamblea de CACIF, 
durante el primer semestre de 
2002, se organizó el llamado 
Movimiento Cívico, que agrupó, 
además de líderes sociales y 
viejos dirigentes guerrilleros como 
Miguel Ángel Sandoval, a partidos 
políticos y sus líderes, de manera 
destacada Álvaro Colom y Otto 
Pérez.55 Pero ni los “viernes de 
luto” ni el Movimiento Cívico 
pudieron aglutinar una oposición 
capaz de imponer sus términos al 
Ejecutivo y al Congreso, aunque sí 
marcaron una fractura profunda. 
En abril de 2002, coincidiendo 
con el golpe de Estado que depuso 
temporalmente al presidente 
Hugo Chávez en Venezuela, el 
Movimiento y otros sectores afines 
hacían cuentas de gran capitán. 

En ese entonces yo era enlace 
del Presidente con uno de los 
más conspicuos referentes de la 
“supercúpula”. La última vez que 
me entrevisté con él, que fue el 
día en que el entonces presidente 
Hugo Chávez fue depuesto en 
Venezuela, me dijo: “Me parece 
que aquí terminó cualquier 
posibilidad de acuerdo con el 
gobierno. Los muchachones del 
CACIF están buscando la banda 
presidencial para Quique (se 
refería a Enrique Neutze, entonces 
presidente de CACIF). Por cierto, la 
broma es que por poco queda en 
nuestra familia”,56 rió.

El cabildeo internacional de los 
empresarios también fue muy 
intenso, particularmente en 
Washington y en círculos cercanos 
a la Casa Blanca, el Capitolio y 
medios de prensa. Y la alianza con 
los grupos sociales, en particular 
con activistas de derechos 
humanos, como Helen Mack, 
Frank La Rue y Rigoberta Menchú 
(varios de ellos en 2004 pasaron 
a formar parte del gobierno 
empresarial que encabezó Óscar 
Berger) les hizo ganar audiencia. 
En una ocasión el entonces 
miembro del Consejo de Seguridad 
Nacional del presidente George W. 55. La evidencia de que este movimiento 

estaba siendo financiado por la llamada 
“supercúpula” la hicieron pública dos 
periodistas radiales, Marielos Monzón 
y Ronaldo Robles, quienes presentaron 
copias de los cheques de pago.

56. El primo de mi interlocutor, Felipe 
Bosch, recién había entregado la 
presidencia de CACIF.
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57. Los empresarios guatemaltecos 
tampoco han gozado de la mejor 
reputación en el exterior, en general, por 
los altos índices de desigualdad que exhibe 
el sistema que en este país opera, pero 
además por la baja cultura tributaria y de 
respeto a los derechos labores. En este 
caso, en particular, las cabezas del grupo 
Multiinversiones, Juan Luis Bosch Gutiérrez 
y Dionisio Gutiérrez Mayorga enfrentaban 
varias demandas judiciales por lavado 
de dinero fiscal. En octubre de 2005 una 
corte federal de Miami admitió la demanda 
presentada por Arturo Gutiérrez, socio 
original del grupo. Años después una 
resolución de la Corte en Bahamas les 
abrió las puertas a negociar los dividendos 
no pagados en años de unos socios 
mayoritarios a otros minoritarios, parte de 
la misma familia. Por cierto, la relación 
de Arturo Gutiérrez con integrantes del 
gabinete de gobierno de Portillo fue otra 
causa de ásperas reacciones del grupo 
Gutiérrez/Bosch.

Bush, el embajador John Maisto, 
me dijo en su oficina, a manera de 
hallazgo: “Guatemala es un caso 
único en Latinoamérica donde los 
empresarios conservadores y los 
grupos sociales liberales se unen 
para atacar a un gobierno”. 

En el frente internacional, sin 
embargo, a pesar de que los 
empresarios alcanzaron varios 
de sus objetivos,57 aquellos que 
el gobierno identificó como 
estratégicos para asegurar 
su agenda, ya reducida, y 
la continuidad del proceso 
democrático, se afianzaron. 
Uno de ellos fue el apoyo de la 

comunidad financiera, incluyendo 
la colocación de bonos para 
financiar, en año electoral, 
varios de los compromisos que 
el Ejecutivo identificó como 
prioritarios y relacionados con los 
Acuerdos de Paz (entre ellos la 
desmovilización del EMP, aunque 
también el pago ofrecido a los ex 
patrulleros civiles, desagradables 
a los ojos internacionales). Otro 
fue el debate político amplio y 
profundo en el marco de las dos 
reuniones del grupo Consultivo, 
en el que la parte oficial pudo 
mostrar sus ejecutorias. Un tercer 
objetivo fue revertir, dentro de un 
plazo extraordinariamente corto 
de ocho meses, la descertificación 
del gobierno de Estados Unidos 
anunciada en octubre de 2002 
y decretada a inicios de 2003 
por los bajos rendimientos de las 
fuerzas de seguridad locales en el 
combate contra el narcotráfico. 
Y un cuarto fue cumplir las 
garantías de un proceso electoral 
libre y competitivo, junto con una 
transición ordenada y nutrida 
observación internacional.

Las cuentas macroeconómicas, al 
final del periodo, salieron bien. 
El nuevo gobierno del presidente 
Berger, ampliamente respaldado 
por los empresarios (y la 
comunidad internacional), recibió 
las finanzas públicas ordenadas y 
los principales precios –inflación, 
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tasas de interés, tipos de cambio- 
estables. Sin embargo varias de 
las acciones legales emprendidas 
contra las reformas tributarias se le 
transformaron en un boomerang 
y la nueva administración tuvo 
que parchar nuevamente una 
reforma tributaria, que negoció 
en condiciones de minoría con 
la oposición en el Congreso del 
2004. Hubo nuevos amagos de 
recuperar el Pacto Fiscal, pero 
esto no pasó de declaraciones. 
Los acuerdos siguieron siendo de 
elites, entre partidos, gobierno y 
empresarios. 

Ahora bien, las condiciones 
generales del país no se 
modificaron, quizá por la influencia 
del proceso de globalización, 
incluyendo los tratados de libre 
comercio, sobre todo el que se 
firmó con Estados Unidos. La 

apertura comercial ya no pudo ser 
revertida, aunque los términos de 
la captura del Estado se reforzaron, 
y son poco conocidos por el 
público. La reforma laboral quedó 
estancada y hasta se revirtió dados 
los jalones inflacionarios y las 
imposiciones de trabajo “flexibles”, 
más severas aún en las zonas 
rurales. La reforma educativa tomó 
otro giro sin haber logrado avances 
en los propósitos de calidad. 
La seguridad pública continuó 
deteriorada y en los casos sensibles 
de la inteligencia estratégica y la 
seguridad de la Presidencia se dio 
pasos atrás, cuando el gobierno 
volvió a convocar a los viejos 
cuadros que sirvieron a los últimos 
regímenes militares y, a la vez, 
pasó a depender de los servicios 
de inteligencia y seguridad de las 
corporaciones privadas.

Quizá, como anticiparía la Comisión de 
Acompañamiento en septiembre de 2000, esta fue 
otra experiencia frustrada de Guatemala en el azaroso 
camino de construir una nación, esta vez, bajo las 
exigencias y desafíos de la globalización en el siglo 
XXI. Pero también es una etapa de lecciones por 
aprender y procesar en los siguientes ciclos políticos 
que le esperan al país.
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Coyuntura económica

Resumen
Las previsiones de crecimiento de la economía mundial son conservadoras, 
pese a la pujanza esperada en Asia y cierta recuperación de Estados Unidos 
y países de la Unión Europea. En este contexto, el autor se hace eco de las 
críticas de economistas neokeynesianos, como Paul Krugman, para quien las 
políticas ortodoxas dirigidas a mantener una inflación baja, cercana al 2 por 
ciento, han llevado a un “estancamiento secular”, caracterizado también por 
amenazas de deflación. Esas políticas, sostiene, no han permitido resolver 
el problema crónico del desempleo, al punto de sospechar que atrás de la 
incapacidad para atenderlo hay intereses de clase. A ese respecto, se plantea 
la pertinencia de analizar las políticas heterodoxas, entre ellas las aplicadas en 
Japón o en Venezuela. El autor cierra el análisis del entorno internacional de 
la economía guatemalteca aportando datos sobre el desempeño de los países 
centroamericanos, cuya producción está impactada por fenómenos como la 
infestación de los cafetales por la roya. 

Palabras clave 
Coyuntura cambiante, crecimiento, crisis, inflación, desempleo, deflación, 
ortodoxia monetaria.

*Este artículo es parte de un trabajo más 
amplio, resultado de las atribuciones del 
autor como investigador y docente en el 
área de Economía del Desarrollo de la 

Facultad Latinoamericana de Ciencias 
Sociales FLACSO-Guatemala. Forma 
parte, asimismo, de un estudio en discusión 
en FLACSO, que lleva por título: “La 
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Observations about the international economic situation

Abstract
The growth estimates of the world economy are conservative, despite 
the expected strength in Asia and the certain recovery of the United 
States and the countries of the European Union. In this context, the critics 
of Neo-Keynesian economists, such as Paul Krugman, argue that the 
chronic problem, developed countries have to face is unemployment, 
focusing on the inability to address this problem that has to do with class 
interests. In this regard, the relevance of analyzing the heterodox politics 
arises, including those applied in Japan and Venezuela. The article 
seeks to analyze the Guatemalan economy within the international 
environment, providing data on key economic indicators at the Central 
American level to determine the variables that can impact the national 
performance of the world economy.

Key words 
Situation, growth, crisis, inflation, unemployment, deflation, monetary 
orthodoxy.

coyuntura económica guatemalteca a la 
luz del análisis crítico y heterodoxo”.  Para 
efectos de difusión y dada la relevancia 
positiva que ha venido adquiriendo el 
IPNUSAC en el manejo de la coyuntura 
y los temas del interés colectivo, se ha 
facilitado para publicarse en la Revista 
Análisis de la Realidad Nacional.
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El entorno económico internacional

De acuerdo con previsiones recientes del Fondo 
Monetario Internacional (FMI),1 la economía 
latinoamericana mostraba una leve tendencia a la 

recuperación, reflejada en una previsión de crecimiento 
de 0.5 puntos más que la del cierre de 2013, año 
con un crecimiento del Producto de 3 por ciento.2 Sin 
embargo, el análisis de coyuntura es cambiante, y a 
finales de abril la Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (CEPAL) redujo la estimación de 
crecimiento para la región, de 3.2 por ciento a 2.7 por 
ciento. Para CEPAL, el cierre de América Latina en 
2013 fue del 2.5 por ciento.

1. Tomamos como referencia los análisis 
efectuados al mes de marzo de 2014.
2. Cabe subrayar que el peso de dicha 
región es dominado por: Brasil, México, 
Argentina y Colombia.

Previo a la publicación del outlook 
de abril de la economía mundial, 
por parte FMI, el siguiente 
gráfico contiene una perspectiva 
histórica más amplia y denota la 
trascendencia de la crisis financiera 
del año 2008 y sus efectos en el 
mundo, impactando de forma más 
severa a Norteamérica y Europa:
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Gráfico 1
Contexto Internacional

Dinámica de diversos bloques económicos mundiales
Años 2006-2013

Variación porcentual

Fuente: Elaboración propia con base en datos del FMI. a: Estimados. b: United Nations, 2012
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En virtud de que en este estudio y 
en otros posteriores nos interesa 
el tema de la política económica, 
resaltamos a continuación 
algunas consideraciones sobre el 
peso de la historia en la actual 
coyuntura, enfocadas por expertos 
latinoamericanos en el tema, 
previo a entrar en los indicadores 
guatemaltecos. Es el caso 
mexicano, por ejemplo, que tiene 
similitudes con el guatemalteco, 
aunque obviamente en una escala 
mayor. 

De acuerdo con expertos de la 
Universidad Nacional Autónoma 
de México, como Arturo Huerta, 
“la economía mexicana no tiene 
motor de crecimiento” (García, 
2014). Al igual que en el caso 
guatemalteco, las autoridades 
económicas mexicanas tenían 
una expectativa de crecimiento 
para 2014 del 3.9 por ciento, sin 
embargo, con el avance del año, 
tales cifras son revisadas a la baja.
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Huerta afirma que no hay factores 
para la sostenibilidad de tal 
crecimiento. Y es que, al igual que 
el caso guatemalteco, en el primer 
trimestre de 2014 la dinámica 
tributaria no ha sido la esperada. 
Debemos recordar que dicha 
dinámica se encuentra fuertemente 
atada al crecimiento del Producto.

El problema afirma el experto, “es 
que no hay un motor interno de 
crecimiento, ni tampoco externo”. 
El investigador lo atribuye a la 
fuerte caída de los salarios reales. 
Ello nos lleva a enfocar el tema 
del empleo y el  subempleo, 
combinado con una política 
macroeconómica de estabilidad 
en donde se afirma que hay 
condiciones necesarias, pero no 
se visualiza un largo plazo con 
dinamismo sobresaliente, sino más 
de lo mismo.

Lo que es también importante 
para el caso guatemalteco es la 
conclusión contundente de Huerta: 
“no es a través de las reformas 
estructurales que México va a 
crecer, porque en esas reformas 
hemos estado en décadas” 
(García, 2014).

La analogía para el caso 
guatemalteco es válida, pues en la 
actual coyuntura las autoridades 
económicas preparan un paquete 
de leyes de competitividad, que se 

basan en exoneraciones fiscales,3 
las que incidirán indudablemente 
en una merma de captación de 
ingresos, y en la falta de empuje 
a la demanda agregada por esta 
vía, aun cuando la tesis ortodoxa 
y neoclásica asevera que, con los 
ahorros en pago de impuestos, se 
recuperarán y adicionarán de 50 
mil a 200 mil empleos formales.4

Veamos, entonces, las previsiones 
sobre la economía mundial:

En primer lugar, véase que se está 
esperando una leve recuperación, 
caracterizada por la pujanza de 
Asia, y una cierta recuperación 
de la economía estadounidense, 
así como la gradual recuperación 
de las economías de la Unión 
Europea, principalmente España y 

3. Nos referimos a la Iniciativa de Ley 
No.4644, impulsada por el ministro 
de Economía, Sergio de la Torre, 
quien argumenta que se requiere de 
exoneraciones fiscales para continuar 
en la senda de la competitividad de los 
segmentos industriales que han sido 
parte de la actividad maquiladora y que, 
como producto de los acuerdos en la 
Organización Mundial de Comercio, se 
necesita adaptar la legislación, tal y como 
lo vienen haciendo también los países 
centroamericanos y del Caribe.
4. Cifra mencionada en la exposición de 
motivos de la Iniciativa de Ley No.4644.
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los países del área mediterránea, 
afectados aún por la crisis 
financiera internacional iniciada en 
julio de 2008.

Gráfico 2
Panorama de las proyecciones de perspectiva de la economía mundial

Años: 2012-2015
Variación porcentual

Fuente: Elaboración propia, con datos del Fondo Monetario Internacional
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Nótese que en el producto mundial 
las previsiones de crecimiento son 
bastante conservadoras, siendo 
que la gráfica presenta una 
tendencia casi plana, mientras que 

cierta preocupación comienza a 
generalizarse con respecto a la 
economía de China continental, 
la que, dicho sea de paso, ha 
rebasado ya en tamaño a la 
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economía de los Estados Unidos, 
medida por medio de las cuentas 
nacionales del producto.
Véase, también, que los 
movimientos más significativos 
son los de la eurozona, pero 
no precisamente por tratarse 
de un crecimiento significativo 

o expansión económica, sino 
simplemente por tratarse de 
economías que se encontraban en 
recesión, y que simplemente están 
saliendo de la misma, a costa de 
incontables sacrificios sociales, 
principalmente para la población 
asalariada y cuenta propia.

Gráfico 3
Previsiones del FMI para el mundo

(Crecimiento del producto)
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Fuente: Elaboración propia, con datos del Fondo Monetario Internacional

En lo que respecta a la región 
latinoamericana, siempre 
acudiendo a datos del FMI, nótese 
primeramente el tema venezolano 
que, por constituir un caso de 
aplicación radical de un modelo 

heterodoxo, bien vale la pena 
reflexionar sobre el mismo, tal y 
como en décadas anteriores se 
hizo con los modelos heterodoxos 
aplicados en América del Sur 
en tiempos del primer gobierno 
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Fuente: Elaboración propia, con datos del Fondo Monetario Internacional

de Alan García, en Perú, y de la 
aplicación del Plan Cruzado en 
Brasil, centrados primordialmente 
en estrategias antiinflacionarias de 
control de precios e ingresos.

En el caso de América Central, 
a pesar de las diferencias, se 
observa una tendencia plana y una 
situación sin novedad para finales 

de 2014, siendo que prevalecen 
múltiples dudas de política 
económica y de resultados para la 
región. Una de las más importantes 
es la relativa a la generación 
de oportunidades de empleo e 
ingresos, para los miles de jóvenes 
que año con año accesan al 
mercado laboral.

Gráfico 4
Previsiones del FMI para América

(En % del PIB)
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Uno de los problemas principales 
de la economía mundial, y del 
mundo desarrollado es hoy en 
día el masivo desempleo. De 
acuerdo con autores keynesianos, 
como Paul Krugman,5 si bien en 
el FMI se ha visto una transición 
hacia equipos de economistas 

de la escuela neokeyneasiana, 
las recomendaciones de política 
siguen siendo ortodoxas, si bien se 
comienzan a sistematizar y focalizar 

5. Ver, por ejemplo: “Euphemistic at the 
IMF”, International New York Times, April 
4, 2014
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con mayor cuidado experiencias 
menos ortodoxas como la 
comandada por el Primer Ministro 
de Japón, Shinzo Abe, luego de 15 
años de recesión económica.

El experto reitera sus críticas a la 
persistencia de las autoridades de 
los países centrales en mantener 
un objetivo sumamente bajo de 
inflación, cercano al 2 por ciento, 
siguiendo con ello un patrón 
cultural muy alemán por cierto, 
apegado al liderazgo de Angela 
Merkel y de las autoridades del 
Banco Central Europeo.

Krugman es un crítico de las 
políticas ortodoxas aplicadas, 
principalmente en Europa, en 
donde el banco central europeo 
ha venido recomendando: 
austeridad, eliminación de los 
desequilibrios fiscales a través de 
despidos de empleados públicos, 
y la persistente búsqueda de 
una inflación baja, con un límite 
máximo del 2 por ciento. 

A criterio de Krugman, estas 
políticas son las que han llevado 
a un “estancamiento secular”, 
caracterizado también por 
amenazas de deflación, como 
actualmente están a la orden del 
día en España y algunos países 
europeos.

Refiriéndose al más reciente 
informe sobre la economía 
mundial, publicado en la segunda 
semana de marzo por el FMI, el 
autor elabora un breve análisis, 
titulado: “Oligarcas y dinero”,6 que 
critica la ortodoxia monetaria y 
fiscal, y aboga por un relajamiento 
de las políticas antiinflacionarias en 
Estados Unidos y Europa. 

Al FMI le sucede lo que muchas 
veces también al Banco de 
Guatemala, en términos discursivos 
pareciera querer decir las cosas 
directamente, pero no se atreve 
a hacerlo pues ello permea sus 
dogmas. Afirma el experto:

lo que estamos contemplando 
es el poder de las creencias 
generalizadas. Pero las 
creencias generalizadas no 
nacen de la nada, y cada 
vez estoy más convencido 
de nuestra incapacidad 
para hacer frente al elevado 
desempleo tiene mucho que 
ver con los intereses de clase 
(Krugman, 2014 b).

Cabe subrayar el hecho de que 
Estados Unidos lleva ya cerca 
de cinco años en una trampa de 
la liquidez, fenómeno éste muy 
conocido por los economistas 

6. Ver a este respecto: elPeriódico, 15 de 
abril de 2014.
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para referirse al hecho de las 
imposibilidades de la economía 
real para responder al estímulo de 
las tasas de interés que besan el 

suelo de los cero puntos, pero no 
animan la inversión privada, como 
lo predeciría cualquier libro de 
texto de análisis convencional.

En virtud de que la teoría que se traslada a la 
región viene de los eventos y sucesos de los 
países desarrollados, conviene referirnos al tema 
de la economía de la recesión, que resulta ser 
un fenómeno mucho mejor comprendido por el 
análisis heterodoxo. Y es que, principalmente en 
España y Japón, los temores a la deflación; es 
decir la baja de precios, son parte de las grandes 
preocupaciones de las autoridades, al punto que 
la más reciente campaña electoral japonesa giró 
alrededor de este complejo tema económico.

Recordemos que Japón ha pasado 
nada más y nada menos 15 años 
de recesión. El Primer Ministro 
actual, Shinzo Abe, ha emprendido 
un agresivo plan económico 
de reactivación económica, 
impulsando el consumo interno y la 
demanda agregada: el problema 
de Japón es una baja dinámica del 
consumo, siendo que el producto 
ha crecido de forma interanual tan 
sólo un 0.7 por ciento.
La primera medida de Abe fue 
duplicar la masa monetaria, lo que 

elevó precios al debilitar el Yen y 
aumentar los costos en diversos 
bienes esenciales, como ha sido el 
caso de la energía. Ello lleva a los 
expertos a tener una prospección 
ambigua frente al proceso 
inflación-deflación, en virtud de 
que la inflación de costos suele 
ser una amenaza, principalmente 
cuando se depende del petróleo 
y pueden ocurrir shocks de oferta 
petrolera que desencadenan alzas 
de costos en una diversidad de 
bienes.
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De acuerdo con sus últimos análisis 
de la economía de Estados Unidos, 
Krugman considera que la inflación 
ha permanecido baja, pero no ha 
bajado tanto como para ir hacia 
un proceso de deflación, tal y 
como lo ilustra el experto con un 
diagrama en donde compara la 
tasa de desempleo y el consumo, 
excluyendo comida y energía. 

Como se observa en el Gráfico 5, 
el desempleo comienza a bajar, 
mientras que el consumo parece 
no estar del todo correlacionado 
con la baja en los últimos tiempos 
y no parece evidenciar una caída 
recesiva total. 

Gráfico 5
Inflación o deflación

El entorno 
centroamericano

En relación con el contexto 
centroamericano, el gráfico 

Tomado de Krugman, 2014 a.

siguiente muestra la dinámica que 
ha tenido el Producto, incluyendo 
a República Dominicana, 
con la que se han estrechado 
relaciones comerciales, a partir 
del RD-CAFTA. Nótese que es 
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precisamente este país caribeño 
el que ha mostrado tasas de 
crecimiento más altas. El Salvador, 
que ha optado por un modelo 
monetario dolarizado, es el país 
con menores tasas de crecimiento, 
mientras que Guatemala se 
muestra en medio de las dinámicas 
de los países vecinos.

Obsérvese, también, la alta 
correlación que tienen todas las 
economías con el área Dólar, 
siendo que la crisis de 2009 
afectó a todas por igual, aun 
cuando las de El Salvador, Costa 
Rica y Nicaragua fueron las más 
afectadas, mostrando incluso una 
tasa negativa de crecimiento.

El caso de El Salvador es de 
importantes implicaciones para 
Guatemala. La economía se 
encuentra con fuertes presiones 
recesivas, y la deuda pública ya 
ha llegado a la mitad del Producto 
Interno Bruto. Al igual que en los 
demás países de América Central, 
principalmente Costa Rica, se 
oye mucho sobre la necesidad de 
emprender reformas tributarias. 
En Costa Rica, por ejemplo, la 
relación entre el saldo de la deuda 
pública y el Producto es del 60 por 
ciento.

Como bien se sabe, El Salvador 
comenzó un agresivo proceso de 

apertura y acoplamiento con la 
economía estadounidense, a partir 
de la dolarización del año 2001. 
Uno de los objetivos de dicho 
proceso era el de caminar con 
una baja tasa de inflación y evitar 
riesgos cambiarios. Sin embargo, 
la ansiada inversión extranjera 
directa –IED-, no ha arribado al 
país, tal y como se esperaba.

Volviendo al tema de la región 
en su conjunto, cabe agregar 
que del lado de la producción 
las pérdidas por la roya del café 
han estado impactando en el 
ingreso de divisas, y por supuesto 
en el desempleo. Según informe 
de la Secretaría de Integración 
Económica Centroamericana 
(2014) las pérdidas económicas en 
la caficultura superan los US$243 
millones durante las cosechas 
2012-2013 y 2013-2014. La 
merma en el ingreso de divisas en 
2013 ha sido del 35 por ciento, 
siendo además que la participación 
de los países centroamericanos en 
el mercado global, se redujo del 
11 al 8 por ciento.

En términos de producción, la 
merma ha sido de un millón 500 
mil sacos, que significa un 44 
por ciento. Guatemala ha sufrido 
una merma productiva del 20 por 
ciento, siendo el país más afectado 
después de Honduras.
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Gráfico 6
Centro América

PIB anual a precios constantes
Años 2000-2012

Variación porcentual

12

10

8

6

4

2

0

-2

-4

2000      2001     2002     2003     2004      2005     2006     2007     2008      2009     2010      2011      2012

Costa Rica

Nicaragua

El Salvador

Rep. Dominicana

Guatemala

Centroamérica

Honduras

Fuente: Elaboración propia, con datos de Secretaría Ejecutiva del CMCA, 2014
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Centroamérica

Energía: 
Panorama y

principales 
desafíos de

Resumen
Se hace aquí un breve recorrido sobre los desafíos energéticos de los países 
centroamericanos, partiendo de las transformaciones de las industrias energéticas 
ocurridas en las últimas décadas hasta las acciones emprendidas a partir del 
nuevo escenario de precios altos de los hidrocarburos, iniciado en el año 2003.  
Se analiza el papel de las energías renovables y de la eficiencia energética como 
medidas para reducir el impacto de los precios del petróleo y sus derivados. Otros 
temas analizados corresponden a la integración energética, la diversificación de 
los combustibles fósiles a partir del ingreso del gas natural y la universalización 
de los servicios modernos de energía, que además de potenciar el desarrollo de 
las comunidades, permite reducir las brechas sociales asociadas a condiciones de 
inequidad energética, especialmente en las zonas rurales. 

Palabras clave 
Energía, petróleo, electricidad, fuentes renovables de energía, integración 
energética, desarrollo sostenible, cambio climático, países centroamericanos. 
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Energy: Outlook and Main Challenges of Central America

Abstract
Here is made a briefly journey on energetic challenges of Central American 
countries, based on the transformation of energy industries occurred from recent 
decades to the actions from the new scenario of the high prices of hydrocarbons, 
which began in 2003. The role of renewable energy and energy efficiency 
measures to reduce the impact of petroleum prices and their derivatives are 
analyzed. Other discussed topics are the energy integration, the diversification of 
fossil fuels from natural gas income and universal modern energy services, further 
boosting the development of communities, can reduce social gasps associate to 
energy inequality, especially in the rural areas.

Key words 
Energy, petroleum, electricity, renewable energy sources, energetic integration, 
sustainable development, climate change, Central American countries.

1. Industria energética en continua adaptación

Como en todos los países y regiones, el tema energético 
siempre ha mantenido una alta prioridad en Centroamérica. En 
el siglo pasado, en las décadas de los cuarenta y cincuenta, 
los países crearon empresas estatales para hacer frente a los 
rezagos en electrificación  y desarrollar los recursos naturales 
y las fuentes renovables de energía (FRE). Finalizaban 
las concesiones a empresas eléctricas canadienses y 
estadounidenses. En matera petrolera se daban concesiones 
y protección arancelaria para que transnacionales petroleras 
instalaran pequeñas refinerías. En los setentas y ochentas, 
con apoyo financiero de la banca multilateral internacional, se 
construyeron grandes hidroeléctricas, en buena medida como 
respuesta al primer choque petrolero de 1973. 
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A finales de la década de los 
80, pero en especial en los 90, 
siguiendo las tesis del Consenso 
de Washington y agobiados 
por la crisis financiera en las 
empresas públicas de electricidad 
y un modesto desempeño en la 
industria petrolera, se promovió la 
apertura a la inversión privada, la 
liberalización de los mercados de 
energía y el retiro total o parcial de 
las empresas del Estado. 

Los alcances de las reformas 
fueron más amplios en El 
Salvador, Guatemala y Panamá; 
intermedios en Honduras y 
Nicaragua, y conservadores 
en Costa Rica (en donde han 
permanecido los monopolios 
estales, tanto en electricidad como 
en hidrocarburos).  Los resultados 
han sido variados, con aciertos e 
importantes logros, pero también 
con costos sociales y rezagos 
persistentes que no permiten llegar 
a metas sociales anheladas, por 
ejemplo a la universalización de 
los servicios modernos de energía 
(salvo, parcialmente, en Costa 
Rica). 

La década de los 90s se caracterizó 
por los bajos precios del petróleo, 
en promedio en el rango de 
US$14 a US$25 por barril. En el 
año 2000 se registran las primeras 
alzas significativas, tendencia 
alcista que se afirma durante 

el sexenio 2003-2008, cuando 
los precios se cuadruplicaron y 
superaron los registros históricos 
(por ejemplo en 2008 el precio del 
petróleo supera por primera vez 
los US$100 por barril y también 
supera al máximo histórico 
registrado durante el choque 
petrolero de 1980). 

Se presagiaban escenarios que 
llevaban el petróleo a US$ 200  
por barril. Sin embargo en 2008 
emerge una gran recesión mundial, 
que desaceleró el crecimiento del 
consumo de energéticos.  En los 
últimos años y hasta los  primeros 
seis meses de 2014 el precio ha 
estado en un nivel cercano  a 
US$100 por barril. 

Nada indica que los precios del 
petróleo puedan retroceder (al 
menos en el corto y mediano 
plazos), sin embargo hay 
transformaciones y acciones 
mundiales interesantes que 
seguramente tendrán incidencia, 
como el surgimiento del gas 
natural no convencional –el 
shale gas- y el incremento de la 
capacidad de producción petrolera 
en Estados Unidos; el fomento 
de las energías renovables y los 
avances tecnológicos asociados, 
así como los acuerdos que 
deberán tomarse a más tardar en 
2015, durante la Conferencia de 
las Partes de Paris –COP 21-, en 
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donde se espera la aprobación de 
nuevos mecanismos para frenar 
la emisión creciente de gases de 
efecto invernadero.1  

En el presente 
milenio, en especial 
a partir de 2003 los 
esfuerzos de los países 
centroamericanos 
han sido dedicados a 
consolidar y/o adaptar 
las reformas energéticas 
para permitir mayor 
participación de las FRE, 
reducir la dependencia 
petrolera, moderar  
impactos en los precios 
de los energéticos (la 
electricidad, el gas 
licuado del petróleo y 
las tarifas de transporte 
público), racionalizar 
y focalizar subsidios 

1. Mecanismos que sustituirán al 
Protocolo de Kioto sobre Cambio 
Climático y que deberán contar con el 
apoyo y compromisos fuertes de países 
industrializados, no solo de la Unión 
Europea sino también de Estados Unidos, 
Rusia, Japón y Canadá.

e incrementar la 
cobertura de los 
servicios modernos de 
energía, en especial la 
electricidad en las zonas 
rurales.  

A nivel regional lo más importante 
ha sido la integración de los 
mercados de electricidad, a partir 
de la nueva infraestructura del 
Sistema de la Integración Eléctrica 
Centroamericana (SIEPAC).  

2. Reducción de 
la dependencia 
petrolera, el 

	 mayor reto

La situación de volatilidad y 
altos precios del petróleo ha 
impactado de forma significativa 
a los países centroamericanos, 
todos importadores netos de 
hidrocarburos.  La factura petrolera 
centroamericana ha pasado de 
US$ 3 mil 200 millones en el 2003 
a US$ 11mil 240 millones en 
2008 y US$ 14 mil 400 millones 
en 2013.

Es decir, en los últimos 10 años 
la factura petrolera regional se ha 
más que cuadruplicado. 
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Como producto energético 
primario, el petróleo (y sus 
derivados) es utilizado en las 
distintas actividades económicas, 
afectando en forma más relevante 
al transporte de carga y de 
personas (privado y colectivo), a la 
producción de energía eléctrica y a 
la industria con usos intensivos de 
energía. 

Además, el presupuesto de las 
familias se ha visto afectado por la 
necesidad de un mayor gasto en 
los rubros de energía y transporte, 
impactando en mayor proporción a 
las familias de menores ingresos.

3. Eficiencia energética, 
fuentes renovables de 
energía e inversiones 
en transporte

Los países han tomado varias 
acciones y medidas para reducir 
los impactos de la crisis petrolera. 
Además de subsidios a la energía 
eléctrica y al transporte público, 
se han impulsado iniciativas de 
eficiencia energética (EE), entres 
ellas los programas de reemplazo 
de luminarias incandescentes 
por lámparas fluorescentes 
compactas, auditorías energéticas 
en la industria y el comercio, 
proyectos de transporte masivo 

tipo BRT2  (Guatemala y Panamá), 
reincorporación de ferrocarriles 
(Costa Rica) y reorganización de 
vialidades y rutas.

Sin embargo, los países siguen 
sin aprobar normas de eficiencia 
para automóviles y tampoco han 
restringido la importación de 
automóviles usados. Panamá ha 
dado pasos muy importantes con 
la reciente aprobación de la Ley 
de Uso Racional y Eficiente de la 
Energía (2012) y la construcción 
y puesta en marcha (2014) de 
la primera línea del metro en 
la ciudad capital, obra única 
de este tipo en Centroamérica. 
Además ha sido el primer país en 
incorporar los biocombustibles 
para el transporte, en mezclas 
obligatorias en las gasolinas que se 
comercializan en todo el país.

Además de la EE, todos los países 
centroamericanos han emprendido 
acciones para el fomento de 
la participación de las fuentes 
renovables de energía (FRE), 
entre ellas la aprobación de leyes 
de promoción de las FRE que, 
además de incentivos fiscales,3 

2. Bus rapid transit por sus siglas en inglés, 
sistema de autobús de tránsito rápido que 
combinan los carriles de autobuses con 
“estaciones de autobuses” confortables y 
carriles dedicados que permiten lograr el 
rendimiento y la calidad de un tren ligero.
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3. Los beneficios fiscales para las fuentes 
renovables incluyen: a) la exoneración 
de aranceles de importación para bienes 
de capital y otros insumos asociados 
por los primeros años, y b) exoneración 
del impuesto sobre la renta. Lo anterior 
para los primeros años de operación del 
proyecto.  En algunos casos también se 
considera la deducción del impuesto sobre 
la renta de algunos costos de pre inversión.

4. Los países centroamericanos cuentan 
con un potencial hidroeléctrico total de 
22 mil MW, de los cuales hasta la fecha 
se han explotado sólo un 17%, lo que 
equivale a un potencial de 18 mil MW 
aún por explotar. El potencial geotérmico 
estimado es de alrededor de 3 mil MW, de 
los cuales se han aprovechado únicamente 
el 15%.

incluyen otras medidas para 
conformar esquemas de “inyección 
renovable garantizada” (Feed-in 
tariff). Entre ellas, licitaciones para 
compra de energía renovable con 
precios asociados a tecnología, 
generalmente obedeciendo a 
planes indicativos de desarrollo 
energético y bajo la supervisión de 
los entes reguladores.

Varios países han 
aprobado normas de 
acceso abierto a las 
redes de distribución y 
transmisión para conexión 
de las FRE y, en algunos 
casos, se construyen 
proyectos de reforzamiento 
de las redes de transmisión 
y la extensión hacia las 
regiones con alto potencial 
de recursos energéticos.

La región está bien dotada de 
recursos energéticos renovables 
y el potencial teórico de 
hidroelectricidad y geotermia, 
sería suficiente para abastecer 
las necesidades regionales de las 
próximas décadas;4 sin contar la 
energía eólica, la biomasa y la 
solar.

Sin embargo, estas cifras pueden 
ser engañosas si no se consideran 
las barreras tecnológicas, 
económicas, ambientales y sociales 
existentes Quizás la barrera más 
importante ha sido la oposición 
social al desarrollo de nuevas 
hidroeléctricas, así como a la 
infraestructura de transmisión de 
electricidad,

El avance de las FRE en la región 
ha sido muy significativo:  

a) En 2003, cuando se iniciaba 
la crisis de los precios del 
petróleo, el 58% de la 
electricidad fue producida 
por fuentes renovables, cifra 
que se incrementó a 64% en 
2013. 
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b) En ese período (2003-2013) 
se incorporaron un total de 3 
mil 92 MW renovables, en su 
mayor parte hidroeléctricos 
(60%), pero muy importantes 
fueron también las adiciones 
de cogeneración en la 
industria del azúcar (22%) y 
las centrales eólicas (11%) y 
geotérmicas (7%). 

c) Dos terceras partes de 
la nueva capacidad 
adicionada en el período 
en referencia fue renovable 
(es decir solo una tercera 
parte correspondió a 
centrales termoeléctricas 
convencionales).

d) Lo anterior representa 
inversiones promedio anuales 
de alrededor de US$550 
millones, tendencia que se 
incrementará en los siguientes 
años.  

En 2013 y 2014 lo más importante 
ha sido el incremento de las 
inversiones en energía eólica y 
solar. Por ejemplo, en Panamá 
se anunciaron inversiones de 
alrededor de  US$430 millones 
para el Parque Eólico de 
Penonomé, que será el más grade 
de la región (215 MW). 

En Guatemala se inició, en enero 
de 2014, la construcción de un 

proyecto de energía solar por 50 
MW (Chiquimulilla, Santa Rosa) y 
en mayo de ese mismo año inició 
operación comercial un proyecto 
solar de 5 MW (en Estanzuela, 
Zacapa).  

Costa Rica inauguró en 2011 
su tercera mayor hidroeléctrica 
(Pirris, 134 MW) y  continúa 
la construcción de central 
hidroeléctrica Reventazón (306 
MW y una inversión de alrededor 
de US$1mil 500 millones), 
programada para iniciar 
operaciones en 2016. 

Nicaragua tiene en su cartera la 
central hidroeléctrica Tumarín (253 
MW), cuya inversión se estima 
en alrededor de US$ 1 mil 100 
millones y se ejecutará por medio 
de una alianza público-privada, 
con financiamiento de la banca 
multilateral y del Banco Nacional 
de Desarrollo Económico Social 
(BNDES) de Brasil.  

En Panamá se encuentra en 
proceso la licitación para la 
construcción de la hidroeléctrica 
Chan II (213 MW y una inversión 
estimada en US$1 mil millones).  

En Honduras la empresa eléctrica 
estatal ha llevado a cabo varias 
licitaciones para la compra de 
energía, presentando un desarrollo 
eólico muy exitoso (al igual que 
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Nicaragua y Costa Rica). En El 
Salvador, bajo la supervisión del 
ente regulador, también ha llevado 
licitaciones para  la compra de 
energía renovable.  

Un conjunto de cuatro gráficas 
resumen la evolución y situación 
actual de la producción de 

electricidad de la región. 

El Gráfico 1 ilustra la evolución 
la matriz de la industria eléctrica 
de Centroamérica en el periodo 
1990-2013, mostrando la 
producción por tipo de fuente 
y distinguiendo entre fuentes 
renovables y combustibles fósiles. 

Gráfico 1
Centroamérica: Generación de 

electricidad, 1990-2013
(GWh)
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Fuente: CEPAL, 2014 y CEPAL, 2013.
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El Gráfico 2 muestra la evolución 
únicamente de la producción con 
FRE en el período 1980-2013.

Gráfico 2
Centroamérica: Generación 

con energías renovables 
(GWh)
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Gráfico 3
Centroamérica: Generación de 

electricidad en 2013 
(%)

Fuente: CEPAL, 2014 y CEPAL, 2013

Los gráficos 3 y 4 ilustran la 
situación en 2013, mostrando la 
composición de la producción 
eléctrica por países (Gráfico 3) y de 
la región (Gráfico 4).
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Gráfico 4
Centroamérica: Producción 
eléctrica por tipo de fuente 

(2013)
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Fuente: CEPAL, 2014 y CEPAL, 2013.

4. Gas natural, la opción 
para diversificar 
y para mejorar la 
competitividad

Otro esfuerzo mayúsculo que 
han iniciado los países es la 

diversificación de los combustibles 
fósiles usados en la producción de 
electricidad. En la actualidad es 
muy clara la tendencia de retiro de 
los derivados del petróleo, los que 
han empezado a sustituirse tanto 
por las energías renovables como 
por carbón y, en los próximos años, 
por gas natural. 
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En el caso de este último 
energético, dos recientes 
licitaciones públicas internacionales 
para compra de energía eléctrica 
fueron asignadas a proyectos de 
gas natural:  

a) En Panamá ya fue otorgada 
la licencia definitiva para la 
instalación y operación de un ciclo 
combinado a gas natural en San 
Cristóbal (capacidad instalada 
inicial de 400 MW e inversión 
estimada en US$1 mil100 
millones).

b) En El Salvador está en marcha 
un proyecto de producción 
de electricidad de 350 MW y 
alrededor US$1 mil millones de 
inversión, que se instalará en el 
puerto La Libertad. 

Ambos proyectos recibirán el gas 
natural en forma líquida (GNL), 
lo cual  requerirá la construcción 
de la infraestructura portuaria 
para la recepción y regasificación 
del energético. Los dos casos  
tienen contemplado el inicio de 
operaciones en 2018.  

Con ello, ya hay muy clara 
definición de la llegada del gas 
natural al istmo centroamericano: 
en la subregión norte (El Salvador) 
y en la subregión sur (Panamá), el 
suministro será por la vía marina, 
el primero por el Pacífico (puerto 

La Libertad) y el segundo por el 
Atlántico (Colón). Las posibles 
fuentes de suministro serían Perú y 
Trinidad y Tobago.  

En ambos casos la producción de 
electricidad es el proyecto ancla 
que permite la llegada del nuevo 
combustible que, además de sus 
ventajas ambientales (menores 
emisiones que los derivados del 
petróleo y el carbón), permite una 
mejor eficiencia en los procesos 
térmicos, reduciendo por tanto los 
costos de producción. 

La integración de cadenas de valor 
del gas natural es una oportunidad 
para la industria, por ejemplo 
el propano-propileno es una de 
las materias primas para fabricar 
polietileno de alta y baja densidad 
(PEA) que tiene innumerables 
usos, entre ellos la producción 
de embases de tereftalato de 
polietileno (PET). 

La utilización del gas natural en el 
transporte automotor también es 
una oportunidad para mediano y 
largo plazos.5

5. Comparando el mismo volumen de gas 
natural, gasolinas y el diesel, el primero 
permite un rendimiento superior al 50%.  
Requiere despacharse en cilindros de 
alta presión (superiores a 3,500 libras/
pulgada2).



Revista Análisis de la Realidad Nacional	 IPNUSAC

201

Además de lo anterior, existe 
otra importante iniciativa para la 
construcción de un gasoducto entre 
México y Guatemala. En la pasada 
VI Cumbre de jefes de Estado y 
Gobierno de la Asociación de 
Estados del Caribe (AEC) realizada 
en Mérida, Yucatán, en abril de 
2014, los presidentes de los dos 
países suscribieron un memorando 
de entendimiento que establece 
las bases para el desarrollo de 
un gasoducto desde las zonas de 
producción gasera en México que, 
por la región del Pacífico, llegará a 
la zona industrial de Escuintla, en 
Guatemala. 

Constituirá la primera etapa de un 
gasoducto centroamericano. Es 
un proyecto de gran envergadura 
que enlazará a Guatemala (y a 
Centroamérica) con el mercado 
de gas natural más importante 
del mundo.  Se estima que podría 
concluirse durante la próxima 
década. 

5. La conformación del 
mercado eléctrico 
regional

Se tiene programada para 
diciembre de 2014 la finalización 
de último tramo de la línea de 
transmisión eléctrica regional del 
SIEPAC. 

Quedan aún grandes tareas, 
entre ellas la aprobación de 
un mecanismo de derechos 
de transmisión que permitirá 
a los agentes (generadores, 
distribuidores, grandes usuarios 
y comercializadores) suscribir 
contratos de largo plazo para la 
compra-venta de energía eléctrica 
con empresas ubicadas en los 
países vecinos. 

Otra tarea prioritaria es 
la recuperación de la 
capacidad de transmisión 
regional del SIEPAC, que 
se ha visto mermada por 
la utilización de algunos 
tramos de la línea para 
necesidades nacionales. 
Esto requerirá inversiones 
para nuevas líneas y 
subestaciones en los 
sistemas nacionales de 
varios países.

Sin lugar a dudas la puesta en 
marcha del SIEPAC constituye 
un gran avance en el camino 
de la cooperación e integración 
regional.  
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En buena medida, el 
SIEPAC permitirá un mejor 
aprovechamiento de los nuevos 
emprendimientos para el gas 
natural antes referidos. Las 
sinergias evidentes entre gas 
natural y electricidad podrían 
marcar el sendero futuro de la 
integración energética de la región.

6. Inversión social y 
universalización de los 
servicios modernos de 
energía

Todo lo anterior -relacionado con 
las energías modernas, también 
llamadas energías comerciales 
(hidrocarburos y electricidad)- 
lamentablemente soslaya la 
situación del abastecimiento 
energético de alrededor de 22 
millones de centroamericanos (el 
50% de la población, 4.5 millones 
de hogares) que continúan 
dependiendo de los residuos 
biomásicos (principalmente la 
leña) para la satisfacción de las 
necesidades energéticas básicas. 

Aún hay más de 5.5 millones 
de personas (alrededor de un 
millón de viviendas) sin acceso a 
electricidad. Los mayores rezagos 
se dan en Guatemala, Honduras 
y Nicaragua, que también son los 
países con menores índices de 
inversión social.  

Las iniciativas, planes y programas 
de electrificación y energización 
rural deben concebirse como 
partes de los planes de nacionales 
desarrollo y en total congruencia 
con ellos. 

Además, deberán tener presente 
el cumplimiento de compromisos 
voluntarios internacionales, 
por ejemplo la meta de 
universalización del acceso a 
las energías modernas, que se 
promueve dentro de la iniciativa 
Energía Sostenible para Todos 
(SE4ALL),6 que se esperaría cumplir 
antes del año 2030.  

6. Energía Sostenible para Todos (SE4ALL) 
es una iniciativa que fomentará nuevas 
inversiones que permitan acelerar la 
transformación de los sistemas de energía, 
eliminar la pobreza energética y mejorar 
la prosperidad. Fue puesta en marcha por 
el Secretario General de la Organización 
de las Naciones Unidas y propone los 
tres objetivos siguientes que se deberán 
alcanzar en el año 2030: a) Garantizar el 
acceso universal a los servicios modernos 
de energía; b) Duplicar la tasa mundial 
de mejoras en eficiencia energética, 
y c) Duplicar la cuota de las energías 
renovables en la matriz energética global. 
Además de estos objetivos, la iniciativa 
se centra en cuatro temas intersectoriales 
relacionados a la energía: el género y la 
energía, el agua y la energía, los alimentos 
y la energía, la salud y la energía.
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El cumplimiento de esta meta 
requerirá la participación y aporte 
no solo del sector público, sino 
también del sector privado, los 

gobiernos locales, la sociedad 
civil, las organizaciones no 
gubernamentales y la cooperación 
internacional. 

7. Conclusiones

a) Las fuentes renovables de energía (FRE) y la eficiencia 
energética (EE) son opciones energéticas y alternativas 
estratégicas que sirven para ampliar la seguridad en el 
abastecimiento energético, tanto desde la óptica de los 
mercados nacionales, como en el mercado regional. 
En ambas, los países centroamericanos poseen un 
inmenso potencial, solamente explorado en una 
pequeña fracción. Las condiciones actuales pueden ser 
muy favorables para que la región continúe avanzando 
en dichos temas.

b) La finalización, en 2014, de la red troncal del 
Sistema de Interconexión Eléctrica de América Central 
(SIEPAC) y la gradual consolidación de un mercado 
eléctrico regional de mayor escala, ofrecerá su mayor 
contribución a la seguridad energética de la región, 
lo cual es muy importante en sistemas que tienen 
alta participación de FRE.  La integración eléctrica 
apenas se inicia y podrá tener nuevas oportunidades y 
sinergias, en caso de concretarse las iniciativas para el 
ingreso del gas natural.
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c) El cumplimiento de las metas de desarrollo de 
los países requiere de un esfuerzo multisectorial y 
multidisciplinario. El acceso a servicios energéticos 
modernos para todos los segmentos de la 
población, tanto en áreas urbanas y periurbanas, 
como comunidades rurales, sin dudas es una 
condición que facilitará alcanzar las metas de 
desarrollo. 
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La Universidad de San Carlos de Guatemala es un 
reflejo de la evolución de la sociedad y su sistema 
educativo, así como del Estado y sus formas de 
manifestarse. Por tanto, si en el entorno operan 
procesos de descomposición de valores sociales, 
precariedad del empleo y deterioro de las calidades 
del servicio público, la Universidad no va a escapar de 
esas dinámicas, como no escapó en el pasado a las 
luchas sociales y políticas, incluso a las confrontaciones 
armadas.

Por otro lado, la USAC también es 
presa de los dilemas del desarrollo: 
inclusión/ exclusión, masificación/ 
elitismo, apertura/ proteccionismo, 
centralización/ desconcentración/ 

descentralización, interculturalidad, 
equilibrio entre competencia y 
servicio, incorporación de nuevos 
saberes y rescate de saberes 
tradicionales etc.

Contribuciones a la reconstitución 
del Estado guatemalteco

Debate
sobre una
Escuela Universitaria
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No obstante esos desafíos, la 
Universidad está en condiciones 
propicias de liderar un proceso 
de transformación nacional. La 
hipótesis central es que Guatemala 
enfrentará en los próximos 25 
años el dilema real de ver deslizar 
su institucionalidad pública hacia 
lo que la sociología inglesa ha 
denominado “Estados fallidos” y, 
por tanto, la USAC debe despertar 
el sentido de supervivencia estatal 
y conducirlo hacia su renovación 
y modernización acorde a las 
condiciones del siglo XXI.

La suerte del Estado y de 
la universidad pública está 
indisolublemente ligada. Por 
esa razón el proyecto de una 
Universidad que contribuya 
decididamente al rescate y 
renovación del Estado es 
estratégico e histórico. Ello supone 
el diagnóstico  sistémico del Estado 
que tenemos y la propuesta del 
Estado que queremos y empeñarse 
en su edificación, desde la 
formación profesional y de servicio 
a distintos niveles y disciplinas 
(incluyendo la seguridad pública, 
la fiscalidad y la presencia en 
terreno vinculada a lo social, la 
infraestructura, la planificación 
urbana, la producción y los 
servicios) de la integración del 
nuevo Estado eficaz y transparente, 
hasta su composición deliberada 
en términos de representación 

de género, cultural y geográfica. 
Implica investigación global 
y especializada, sistemática 
y propositiva del Estado 
guatemalteco, y mecanismos 
deliberados de intervención.

Esta sección presenta el esbozo 
de un proyecto aun en ciernes 
y para el debate de la Escuela 
de Gobierno de la USAC, y se 
complementa con los breves 
artículos de Jorge Mario Rodríguez, 
William Bobadilla y Marco 
Fonseca, que ofrecen sugestivos 
aportes teóricos.

La idea de una Escuela 
Universitaria de 
Gobierno1

La Escuela Universitaria de 
Gobierno se fija como objetivo 
atender las diferentes tareas que 
implican la creación de equipos de 
gobierno comprometidos con el 
fortalecimiento del Estado para que 
éste pueda responder a los fines 

1. Este texto es una síntesis elaborada por 
varios participantes, de diversas disciplinas 
y universidades del país y del extranjero, 
en el taller de febrero 2014 para discutir 
sobre el contexto, las experiencias 
internacionales de escuelas de gobierno 
y la viabilidad y eventuales tareas de uno 
de estos centros en Guatemala. No tiene 
carácter oficial, pretende solo sugerir 
ciertos parámetros del debate.
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establecidos por la Constitución 
Política de la República de 
Guatemala, y además aquellas 
funciones de investigación, 
cabildeo y proyección que 
encarrilen a nuestra sociedad a 
realizar los valores constitucionales 
del bien común, seguridad, justicia, 
igualdad, libertad paz, dentro de 
una auténtica consolidación de un 
régimen de legalidad. 

Esta institución, por lo tanto, 
aspira a cumplir con el mandato 
constitucional (artículo 82 de 
la Constitución Política de la 
República de Guatemala) que 
requiere de la USAC contribuir “al 
estudio y solución de los problemas 
nacionales”. 

Este objetivo general, en el 
presente contexto local y global, 
demanda la presencia de la USAC 
en una pluralidad de escenarios 
afectados por problemas que 
demandan soluciones inmediatas, 
sólidas y funcionales. Entre los 
problemas ubicados dentro del 
espacio de acción de nuestra 
escuela encontramos los siguientes:

a) La pérdida de las capacidades 
decisorias del Estado.

b) La consolidación de redes 
de corrupción y crimen 
enquistadas en el Estado.

c) El agotamiento del sistema de 
partidos políticos.

d) El poco compromiso político 
para resolver problemas 
estructurales como la pobreza, 
la desigualdad y la exclusión.

e) La ausencia de cobertura del 
Estado.

f) El poco reconocimiento de la 
pluralidad cultural de nuestra 
sociedad.

g) La persistente inestabilidad 
económica.

h) La amenaza de crisis 
ambientales.

i) La pobre administración de 
nuestros recursos naturales.   

Misión

Nuestra institución se organiza 
alrededor de tres ejes: el formativo, 
el investigativo y el de incidencia. 
En la función formativa, responde 
a la necesidad de constituir un 
cuerpo dirigente nacional capaz 
de asumir la gobernancia plena 
del país, tanto en el ámbito 
urbano como rural. Para cumplir 
este objetivo prioritario como 
comunidad, se requiere incorporar 
al Estado al personal de mayor 
calificación para que pueda 
así cumplir con su función  de 
servidores y administradores 
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para un Gobierno democrático y 
participativo. 

En el ámbito investigativo, 
la comunidad de la Escuela 
Universitaria de Gobierno 
reconoce la necesidad de que 
dicha aventura académica se 
constituya en un espacio de 
discusión para identificar los 
caminos que hagan de Guatemala 
una sociedad viable. Al nivel de 
incidencia, nuestra institución 
constituirá un foro para discutir, al 
más alto nivel, los problemas que 
enfrenta nuestra sociedad con el fin 
de promover soluciones para estos 
en el largo y corto plazo.  

Visión

Esta Escuela desarrollará una 
perspectiva política integral que 
gira alrededor de la necesidad de 
consolidar el Estado como una 
instancia de autodeterminación 
social que, en alianza con otros 
sectores sociales, atiende a los 
fines que determinan la legitimidad 
de las instituciones políticas de la 
República. Estamos convencidos 
de que un Estado sólido, 
democrático e inclusivo puede 
ayudar a consolidar una sociedad 
democrática basada en la 
promoción del bien común, en un 
marco de respeto a los derechos 
humanos.

Objetivos

1. Coadyuvar a la creación de 
cuadros profesionales y políticos 
que, tomando como base una 
rigurosa formación académica 
y una mística social de servicio, 
ayuden a superar los desafíos 
de crear un Estado democrático 
cuya fortaleza, agilidad y 
eficiencia lo hagan idóneo para  
atender las múltiples demandas 
que exige la dignificación de la 
sociedad guatemalteca.

2. Fomentar la creación de 
cuadros políticos que integren 
los aspectos teórico-técnicos de 
las políticas gubernamentales 
con la participación directa 
en los diversos ámbitos de la 
administración pública y en los 
espacios de generación de los 
consensos políticos que nuestra 
sociedad exige. 

3. Proponer un modelo de 
gobierno que permita la 
sujeción de éste a las tareas 
correspondientes a un Estado 
sólido que retoma sus fines 
constitutivos, constituyéndose en 
un motor de cambio y expresión 
de la sociedad en su conjunto.

4. Contribuir con otras instituciones 
de la USAC para llevar a 
cabo actividades que incidan 
en el desarrollo inmediato de 
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la política nacional, a través 
de factores como la facultad 
de presentar iniciativas de 
ley, presencia en instancias 
importantes de dirección, 
(junta monetaria etc.), así 
como presencia de centros 
universitarios en todo el país.

5. Configurar una institución capaz 
de crear cuadros profesionales 
que, dotados de una mística 
profunda de servicio, sean 
capaces de ejercer, de 
manera óptima, las funciones 
gubernamentales en medio de 
los desafíos que presenta la 
globalización contemporánea.

6. Buscar una formación equitativa 
e inclusiva de cuadros de 
gobierno; dicho proceso 
de formación se constituirá 
como un espacio en el que se 
puedan identificar los desafíos 
inmediatos que conlleva la 
globalización contemporánea.

7. Crear un ámbito académico 
en el que puedan generarse, 
a partir de procesos de 
discusión y formación, las 
bases de los futuros proyectos 
de nación que se caractericen 
por su subordinación al bien 
común y a la configuración 
de una democracia inclusiva y 
participativa.  
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Estado del futuro

Si una convicción cohesiona la conciencia 
ciudadana en Guatemala, es la certeza de que 
vivimos una crisis nacional que, reflejando 

nuestras carencias sociales estructurales, se inscribe en 
un orden global cuya inestabilidad política y económica 
se ve agravada por la amenaza de un colapso 
ambiental. Los ciudadanos nos angustiamos porque 
nuestros hijos tengan que resolver su futuro en una 
sociedad cuyos problemas fundamentales se agravan 
frente a una clase política que carece de propuestas 
y proyectos para encaminar al país. Las expresiones 
de la política partidaria se rigen por los dictados de 
un degradado mercado electoral que beneficia a los 
corruptos y a los sectores tradicionales del poder. 

En este contexto, un creciente 
número de miembros de la 
comunidad universitaria de la 
Usac reconoce la responsabilidad 

histórica de construir un futuro 
viable para Guatemala. Este 
movimiento se propone crear 
una Escuela de Gobierno que 
contribuya a crear una nueva 
clase de políticos y servidores 

Jorge Mario Rodríguez Martínez*

La Usac y 
el

*Publicado en elPeriódico 02/04/2014
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políticos que, dotados de una 
acrisolada ética, lleven a cabo las 
tareas gubernamentales que exige 
la consolidación de un Estado 
constitucional de Derecho, esto 
es, un Estado capaz de alcanzar, 
de manera sustantiva, los valores 
englobados en la noción de bien 
común. 
 
Esta Escuela busca consolidar al 
Estado en una época en la que 
intereses económicos particulares 
han usado diferentes variantes 
del discurso neoliberal para 
demonizar la dimensión estatal de 
nuestra vida ciudadana. Pensamos 
que nuestra sociedad no podrá 
alcanzar un futuro viable si no se 
decide a rescatar el valor de lo 
público, de lo colectivo. El apoyo 
ciudadano puede relegitimar a un 
Estado regido y administrado por 
equipos de Gobierno empeñados 
en resolver, con competencia 

técnica y mística de servicio, los 
problemas urgentes que enfrenta la 
sociedad. La Usac cuenta con los 
recursos espirituales y académicos 
para comprometerse, de manera 
autocrítica, a colaborar en la 
construcción de la sociedad con la 
que todos soñamos. 
 
La institución que esperamos 
presentar en un futuro próximo se 
integra en el sistema universitario 
de docencia e investigación 
para cumplir con el Artículo 82 
de nuestra Carta Magna que 
manda a la Usac contribuir 
“al estudio y solución de los 
problemas nacionales”. Esta 
Escuela, por tanto, se compromete 
a las funciones académicas e 
instrumentales requeridas para 
que sus egresados contribuyan 
a generar la sinergia ciudadana 
necesaria para rescatar la función 
política en la sociedad.

 Con todo entusiasmo, esperamos que nuestras aulas 
se conviertan en un ámbito de discusión para que 
nuestros egresados, reflejando la diversidad del país, 
puedan visualizar el piso de legitimidad democrática 
necesaria para construir una nación que descanse 
sobre el diálogo profundo y respetuoso.
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Importancia estratégica de 
una escuela de gobierno plural

William G. Bobadilla L. 

Se habla de la “brecha de gobernanza” como 
reto crucial de los próximos años, y con razón: 
el entorno global hace crecer el desfase entre 

habilidades requeridas y poseídas para dirigir estados e 
instituciones, y complica regir países como Guatemala, 
donde población y malestar social aumentan y llevan 
hacia una disyuntiva que no se puede evitar, aunque se 
quiera evadir: desarrollo o cambio social violento. 

La comunidad internacional lo sabe 
y prevé condiciones que grupos 
internos se niegan a ver inmersos 
en un síndrome del avestruz que no 
debe expandirse. Sabe que el país 
no está preparado para afrontar 
los retos de la globalización (futuro 
del trabajo, uso óptimo de recursos 
estratégicos etc.) y que la situación 
exige presentar propuestas sobre 
el futuro de las mayorías y ante el 
riesgo de inviabilidad del Estado. 

No es época para gobernantes 
y asesores desatentos o 
desconocedores: urge liderazgo 
sólido y responsable que le dé 
estabilidad a la Nación. Por eso, 
tan importante como entender que 
se debe aprender a gobernar, es 
estar claro para qué: no se trata de 
cosas de izquierda o de derecha, 
sino del futuro de país. 

Aprender a
gobernar
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Cada nueva generación trae 
su propia élite cultural y una 
Escuela de Gobierno sirve para 
formarlas sistemáticamente, pero 
ahora necesitamos que sea de tal 
tipo, que contribuya a asegurar 
liderazgos positivos al Estado y a 
minimizar, en lo posible, el Peter 
Principle (nombramientos para 
los que no se está preparado) 
que tanto azota a nuestra 
administración pública. 

Necesitamos un país desarrollado, 
convertirnos en un país inteligente 
(concertación de mentes), hacer 
planificación social democrática 
(Karl Mannheim), formular política 
pública basada en ciencia, 
no en ocurrencia, concertar 

permanentemente para mejor 
afrontar los problemas retorcidos 
(Wicked Problems) que acosan a 
nuestra sociedad. 

Para todo ello, conviene crear una 
plataforma académica excelente 
desde la cual se contribuya 
intencionadamente al cierre de 
brechas típicas (formación débil 
de mandos medios, e.g.), a la 
interiorización en los estudiantes/
futuros líderes que la razón 
de ser de un gobernante es el 
bienestar de la gente (Kautilya, 
John F. Kennedy), a la eventual 
consolidación de partidos políticos 
más sensibles a las necesidades de 
los grandes colectivos, y al mejor 
manejo de la política exterior. 

Ello implica desarrollar competencias importantes, entre 
otras, para el análisis de datos, decisiones, situaciones y 
personas, el manejo diestro de tecnologías estratégicas 
(TIC’s, idiomas internacionales y nacionales) y el abordaje 
exitoso de temas fundamentales (análisis organizacional 
& liderazgo, acuerdos regionales, política económica etc.) 
mediante contacto directo con docentes cuya procedencia 
no debe ser factor relevante, sino su experiencia, 
pensamiento crítico, responsabilidad social, visión y amor 
al país, y que deben ser reunidos, en un tiempo de crisis 
nacional, como verdadera universitas magistrorum et 
scholarum (“comunidad de maestros y eruditos”), para 
bien de nuestra res publica y reverdecer de nuestra amada 
Carolina Academia Coactemalensis (USAC).     
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Marco Fonseca

tiempos

El mundo ha entrado, decididamente, en lo 
que Žižek ha llamado “el fin de los tiempos”. 
De acuerdo al último reporte (AR5) del Panel 

Intercontinental sobre el Cambio Climático de la ONU el 
planeta ha entrado en una época de cambio climático 
dramático que requiere una búsqueda de soluciones 
alternativas tanto al continuo uso y dependencia de 
fuentes energéticas a base de carbón, y las que están 
basadas en la destrucción directa de la vida ecológica 
misma en función de un “crecimiento económico” 
a todo costo: tala y quema de bosques, represas 
hidroeléctricas, cultivos para biocombustibles, etc. 
El desafío para países pequeños, pobres, divididos y 
altamente vulnerables al impacto climático es realmente 
apocalíptico.

El arte
gobernar

en
 e

l fin de
 lo

s

de
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Si agregamos al apocalipsis 
ecológico inminente los desafíos 
infinitos del subdesarrollo 
capitalista, las transformaciones 
dramáticas y en mucho impuestas 
por la globalización, y las 
nuevas formas de acumulación 
de las corporaciones extractivas 
transnacionales con socios locales, 
el momento histórico dentro del 
cual urge tomar decisiones en 
función de la ecología y la vida 
social – la plenitud de la vida, el 
buen vivir – no solo se restringe 
sino que se torna políticamente 
impostergable.

La izquierda guatemalteca siempre 
habló  de una “misión histórica” 
o de la élite dominante para 
resolver las tareas pendientes de 
la independencia decimonónica 
(la soberanía en sus varias 
dimensiones) y las supuestamente 
postergadas de una acumulación 
capitalista con un cierto nivel 
de redistribución social, como 
se lo planteó de forma tímida 
la revolución de Octubre de 
1944. Tanto lo que llevó al 

conflicto armado interno, como 
su resolución problemática pero 
prometedora en los Acuerdos de 
Paz en 1996 – aun pendientes de 
cumplimiento– y la transición a 
la democracia neoliberal todavía 
marcada por la dominación 
criollo/mestiza, demuestran sin 
embargo que no hay tal “misión 
histórica” de clase. Las tareas de 
gobernar en el mundo real son 
mucho mas complicadas. Y ello 
simplemente porque no hay “leyes 
históricas de desarrollo” como 
tampoco una “mano invisible 
del mercado” que funcionen de 
manera necesaria o automática. 
Tampoco hay sujetos colectivos 
pre-políticos cuyos intereses “para 
sí” se forjen afuera de los contextos 
sociales y procesos históricos de 
contestación política que definen 
nuestras identidades, intereses y 
opciones. No es posible gobernar 
confiando que las tareas más 
urgentes del presente vayan a 
ser realizadas automáticamente 
por el mercado o la ley del valor. 
Gobernar requiere visión política 
comprometida.
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Esa es la visión que tienen aquellos a quienes 
Gramsci llamó los “intelectuales orgánicos”. La 
gente que puede contribuir a forjar una conciencia 
colectiva y nacional comprometida a pensar y 
diseñar acciones de cara a los desafíos ecológicos, 
político-económicos y sociales al fin de los tiempos 
y de acuerdo a un Estado posible, no simplemente 
heredado. No hay duda de la urgencia nacional 
en forjar gente joven y diversa al servicio de la 
Idea de lo posible y no de intereses estrechos y 
egocéntricos. A mi entender esto es, precisamente, lo 
que se plantea la Escuela de Gobierno que ha sido 
propuesta en/por la Universidad de San Carlos.
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universitario
Eduardo Sacayón Manzo

Resumen
El argumento central del artículo aduce que recuperar la dimensión comunitaria, 
acompañada de una nueva  gestión de la diversidad cultural en el trabajo social que 
realiza la Universidad de San Carlos, son condiciones necesarias y urgentes para 
contribuir a una participación protagónica de la ciudadana, en la solución estratégica 
de sus propios problemas. Condiciones que, a su vez, facilitarían la renovación del 
trabajo social universitario en una dirección más estrecha con la realidad social 
actual del país, la sociedad civil y la organización de base comunitaria. El artículo 
invita a debatir y revisar las políticas de extensión universitaria, los programas 
de práctica profesional, el examen del trabajo social, no como disciplina sino 
como la acción universitaria dirigida a la solución de problemas que afectan a 
grandes grupos de población, excluídos y marginados de los pocos beneficios 
socioeconómicos que genera el país, y a una actualización de las teorías y enfoques 
sobre comunidad y su desarrollo así como de  la diversidad cultural.    

Palabras clave 
Diversidad cultural, trabajo social, educación superior, servicio, comunidad.

Recuperar la dimension

comunitaria

en
 e

l

trabajo social
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Recovering the communitarian aspect in the university social work

Abstract
The main argument of this reflection claims to recover the communitarian aspect 
along with a new management of cultural diversity in the social work done by 
San Carlos University, these are necessary and urgent conditions in order to 
contribute to the protagonist citizen participation in the strategic solution of its 
own problems. At the same time, these conditions will make easier, the renewal 
of the university social work in a closer direction with the current social 
reality of the country, the civil society and the communitarian organization. 
A task which implies debate and review of the university extension policies, 
professional practice programs, and the evaluation of social work, not as a 
discipline but as a university action; directed to the solution of problems that 
affect big groups of people. Who are excluded and marginalized from the 
few socio economic benefits that the country generates, and to an upgrade 
of theories and approaches on the community and its development as well as 
cultural diversity.

Key words 
Cultural diversity, social work, superior education, service, community.

La falla de origen y el surgimiento de la 
extensión y el servicios social universitario 

Las persistentes brechas que han mantenido separadas 
historicamente a las universidades de su realidad 
social, provienen de una falla de origen en la creación 

de estas instituciones en América Latina, que no fueron 
más que una copia del modelo universitario de Salamanca, 
en el momento histórico cuando recién terminaba la 
sangrienta conquista española, cuando “aún olía a 
polvora y todavía se trataba de limpiar las armas y herrar 
los caballos”, según la frase que toman Arocena y Sutz 
(2000: 4) de un antiguo cronista. La primera universidad 
en el Nuevo Mundo, la de Santo Domingo, se establece en 
1538, siguiendo después en pocos años las universidades 
de Lima y México y otra decena más a finales de 1600, 
incluyendo la de Guatemala en 1676.
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Fueron instituciones en donde 
sobresalía, desde luego, la 
teología. Se consideraban 
universidades al servicio de las 
monarquías que dominaban 
la sociedad feudal junto con 
las jerarquías eclesiasticas. Su 
orientación esencial privilegió, 
desde sus origenes, la enseñanza 
profesionista, un sesgo insuperable 
hasta nuestros días, al menos en 
nuestra Universidad de San Carlos 
de Guatemala (USAC).

Estaban dedicadas, primordialmente, 
a la formación de abogados, 
sacerdotes, médicos y otros 
funcionarios de los organos de 
poder o profesionistas liberales, al 
servicio de las elites dominantes. 
Alejadas de la ciencia, la 
tecnología, las actividades 
productivas y prácticas, su tarea 
primordial fue garantizar la 
cohesión espiritual que requeria el 
poder feudal.  

Ese sesgo hacia la enseñanza, 
que distanciaba a la academia 
de la investigación y de su 
realidad social, se mantuvo 
inclusive después de la época 
colonial, al crearse las repúblicas 
independientes, con una 
copia incompleta del modelo 
bonapartista de universidad 
impuesta por las élites en América 
Latina. 

Este modelo organizativo se 
plantaba con la integración 

de escuelas o facultades 
independientes, dedicadas a la 
enseñanza superior pero separadas 
de los grandes centros dedicados 
a la investigación, como apunta 
Darcy Ribeiro: “El modelo 
inspirador de las universidades 
latinoamericanas de hoy fue el 
patrón francés de la universidad 
napoleónica que, en realidad 
no era una universidad sino 
un conglomerado de escuelas 
autarquicas”  (Citado por Arocena  
y Sutz, 2000: 22).

Este modelo de universidad nacía 
de la revolución francesa bajo 
la idea napoleonica del control 
de todo los sistemas educativos, 
puestos al servicio de la cohesion 
de la sociedad francesa y de la 
uniformación cultural del país. 
La universidad se convierte en 
un instrumento dedicado a la 
formación de una identidad 
nacional propia, en este caso 
de Francia, con sus egresados 
al servicio del Estado y no de la 
sociedad. En América Latina, la 
copia parcial de esta concepción 
se decantó por la dedicación 
universitaria hacia la enseñanza de 
las profesiones, dejando de lado 
la investigación. Como señala 
Cubilla: 

Es un poco el antecedente 
del modelo desarrollista y 
mercantilista que se sigue hoy. 
Se piensa que solo tiene que 
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estudiarse lo util, volviendo a la 
universidad en profesionalistas, 
en donde solo se enseñan las 
profesiones.   Los que quieren 
investigar se tienen que ir a los 
institutos. (2002:1).

Esa falla atávica pesa para que 
la USAC, así como varias de las 
principales macrouniversidades 
públicas de América Latina, 
sigan recurrentemente alejadas 
de su realidad social, según 
muchas críticas que se le hace a 
estas instituciones ante su debil 
contribución a la solución de los 
graves problemas que atraviesan 
nuestras sociedades. (Jaramillo, 
2013:136). 

Entre estos problemas sigue 
destacando la aguda pobreza que 
durante años se mantiene vigente, 
con graves oscilaciones castigando 
inclementemente a millones de 
personas en toda América Latina, 
ante la incapacidad de la mayoría 
de los Estados nacionales para 
darle una solución definitiva. 
Estas desigualdades tienden a 
agudizarse más en poblaciones y 
comunidades indígenas, las cuales 
sufren doblemente la marginación 
y exclusión social, no sólo por su 
situación de pobreza sino por la 
discriminación y racismo derivado 
de su origen étnico. 

La Universidad al servicio 
de la comunidad: la 
extensión y el trabajo 
social 

Uno de los grandes movimientos 
que sacudió a las universidades 
de América Latinal y que logró 
introducir correcciones estratégicas 
a su dinámica proviene de la 
reforma universitaria de Córdoba, 
Argentina, una transformación 
liderada por estudiantes a finales 
de 1918. Un mayor compromiso 
con la realidad social, autonomía 
para estas casas de estudio y 
participación activa estudiantil 
en los gobiernos universitarios 
de manera paritaria, fueron, a 
grandes rasgos, las exigencias de 
ese momento. 

El cogobierno universitario se 
convertiría en una exigencia 
muy original de nuestra región. 
La extensión universitaria fue 
precisada como una función vital 
para responder a las necesidades 
sociales circundantes. Mas 
temprano o más tarde, estos 
requerimientos estudiantiles fueron 
adoptados en casi todas las 
universidads latinoamericanas con 
algunas variantes, imprimiendo 
tambien diversos grados de 
autonomía a sus procesos de 
gestión sin romper la dependencia 
financiera de los Estados. 
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Nacieron tambien las 
oganizaciones estudiantiles que 
estremecieron políticamente la 
vida universitaria, al convertirse en 
la voz de los sectores subalternos 
en contextos muy estrechos a la 
participación ciudadana y ausencia 
de regimenes democráticos, en 
la gran mayoría de países de la 
región. Fueron años de mucha 
tensión entre las universidades y los 
Estados autoritarios, que costaron 
grandes sacrificios humanos. 

La exigencia de un mayor 
compromiso con la realidad 
social y el nacimiento de la 
extensión universitaria, cuna de los 
futuros servicios sociales hacia la 
comunidad, trataban de romper 
con la ya señalada falla atavica de 
la universidades de la región. 

Se trató de romper con el 
aislamiento hacia la sociedad 
que el modelo de universidad 
colonial habia instalado y al cual 
dio continuidad la universidad 
republicana. Como explica muy 
bien Tunnermann:

El fortalecimiento de la función 
social de la Universidad, vía 
proyección de su quehacer 
a la sociedad mediante los 
programas de extensión 
universitaria y difusión 
cultural, figuró desde muy 
temprano entre los postulados 

de la Reforma de 1918. En 
realidad, la misión social 
de la Universidad constituía 
el remate programático de 
la Reforma. De esta suerte, 
el movimiento agregó al 
tríptico misional clásico de 
la Universidad, un nuevo 
y prometedor cometido, 
capaz de vincularla más 
estrechamente con la sociedad 
y sus problemas, de volcarla 
hacia su pueblo, haciendo a 
éste partícipe de su mensaje 
y transformándose en su 
conciencia cívica y social 
(2000: 2).

Estos nuevos principios universitarios 
fueron asumidos con mucha 
vehemencia y celeridad en varias 
universidades, por el deseo 
de servicio que despertaba en 
muchos de los espiritus jóvenes 
el descubrimiento de una  cruda 
realidad social y económica de 
grandes masas de poblacion en 
condiciones de sufrimiento, a las 
cuales no se les habia puesto 
antes mayor atención. La díada 
“Universidad Pueblo” era el eje de 
toda esta nueva estrategia. 

La extensión universitaria, 
incluyendo el trabajo social como 
acción y servicio de todas las 
disciplinas, generó una serie de 
actividades que pusieron el estudio 
de los principales problemas 
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nacionales, como un punto central 
de las agendas universitarias. En 
varios casos se llegó a una mayor 
concientización de la problemática 
nacional y politización de los 
mejores cuadros universitarios, 
conviertiendo el trabajo social 
en uno de los elementos clave 
de la identidad universitaria 
latinoamericana, al asumir tareas 
“que no se proponían o que 
permanecían inéditas para las 
universidades de otras regiones del 
mundo” (Tünnermann, 2000: 2).

Históricamente, la extensión y 
el trabajo social se siguieron 
consolidando como características 
distintivas de las universidades 
latinoamericanas. Así lo evidenció 

el desarrollo del Primer Congreso 
de Universidades de América 
Latina, celebrado en la USAC, 
coincidiendo con un país en 
plena revolución, en 1949. En 
su principal declaración, aquel 
congreso afirmó que 

la universidad es una institución 
al servicio directo de la 
comunidad, cuya existencia 
se justifica en cuanto realiza 
una acción continua de 
carácter social, educativa y 
cultural, acercándose a todas 
las fuerzas vivas de la nación 
para estudiar sus problemas, 
ayudar a resolverlos y orientar 
adecuadamente las fuerzas 
colectivas (Tünnermann, 2000: 3).

El ímpetu y el activismo alimentados por estos nuevos 
postulados, que trataban de afianzar la relación 
universidad y sociedad, además de la dinámica diversa 
de las universidades y sus contextos políticos y sociales, 
devinieron rápidamente en diversos tipos de extensión y 
trabajo social que se fueron alejando del modelo previsto 
en las declaraciones ya citadas, en posiciones que iban 
desde afianzar el sistema de dominación hasta posiciones 
contra revolucionarias. Veinte años después de la reunión 
en Guatemala, se formulaban serias críticas a la extensión 
y al trabajo social universitario que fue decayendo en 
paternalismo y asistencialismo, con pocas excepciones.
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En la década de 1970, 
intelectuales latinoamericanos 
de la talla del peruano Augusto 
Salazar Bondy, del chileno 
Domingo Piga y del brasileño 
Darcy Ribeiro, formularon sendas 
críticas contra la extensión 
universitaria, argumentando 
la posición marginal de estas 
actividades, desconectadas de 
las actividades de docencia y de 
investigación, así como la falta de 
continuidad de las mismas,  por lo 
que las comunidades no se sentían 
comprendidas, ni ayudadas, sino 
utilizadas (Tünnermann, 2000).

De acuerdo con Tünnermann, 
otro de los elementos que 
contribuyó al análisis crítico de 
la extensión y el trabajo social 
universitario fue el ya legendario 
ensayo, muy agrio respecto al 
concepto tradicional de extensión, 
publicado por Paulo Freire en 
1975, “Extensión o comunicación”. 
Reflexiones que convocaban a una 
educación liberadora por medio 
de la comunicación y el diálogo, 
respetuoso de los saberes de las 
comunidades olvidadas por las 
élites dominantes en todas las 
sociedades de la región.  

Una comunicación y diálogo 
ausentes en todas las tradicionales 
actividades extensionistas, 
traducidas en invasiones 
culturales, imposiciones de 

prácticas ajenas, manipulaciones 
organizativas y prácticas de 
domesticación y dependencia, 
que no propiciaban la necesaria 
liberación y concientización de 
las comunidades, dicho en clave 
discursiva de Freire (1975). 

Hasta ahora estas conferencias 
globales han servido para plantear 
a la comunidad universitaria 
mundial la necesidad de cambios 
trascendentales, con medidas 
y acciones que no han sido 
vinculantes, sin capacidad real de 
ejecución general, dependiendo 
de la voluntad política particular. 
No obstante, formulan políticas y 
lineamientos clave para entender 
las rutas y caminos que la 
educación superior debe perseguir, 
si es que quiere responder a los 
cambios que la sociedad en su 
conjunto demanda. 

En este sentido, la Declaración 
Mundial sobre la Educación 
Superior en el siglo XXI propuso 
dos grandes áreas de trabajo 
para las universidades como 
condiciones fundamentales para su 
transformación y cambio. Por un 
lado, se insistió tácitamente en la 
revalorización de la extensión y el 
trabajo social universitario, cuando 
señala 

que la educación superior 
debe reforzar sus funciones de 
servicio a la sociedad, y más 
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concretamente sus actividades 
encaminadas a erradicar la 
pobreza, la intolerancia, la 
violencia, el analfabetismo, el 
hambre, el deterioro del medio 
ambiente y las enfermedades, 
principalmente mediante un 
planteamiento interdisciplinario 
y transdisciplinario para analizar 
los problemas y las cuestiones 
planteados. (Citada por 
Tünnermann, 2000:18). 

La otra condición 
imprescindible 
para el cambio en 
las instituciones de 
educación superior 
en el siglo XXI, según 
la declaración ya 
citada, tiene que ver 
con la aceptación 
de una realidad 
plural y multicultural 
cuando se plantea 
el reconocimiento 
de la diversidad 
cultural de todas 
las sociedades en 
su conjunto con la 
intención de: 

“contribuir a 
comprender, interpretar, 
preservar, reforzar, 
fomentar y difundir 
las culturas nacionales 
y regionales, 
internacionales 
e históricas, 
en un contexto 
de pluralismo y 
diversidad cultural”  
(Tünnermann, 2000:18).   
 

A estas dos condiciones nos 
referiremos a continuación, en 
tanto es de interés de esta reflexión 
promover el debate sobre la 
dimensión comunitaria para para 
fortalecer las funciones de servicio 
social, encaminadas, como dice la 
declaración citada, a erradicar la 
pobreza, la violencia y otros males 
invetarados de nuestra sociedad. 
Estas funciones de servicios social, 
desde luego, deben también 
incorporar un enfoque intercultural 
en el contexto del pluralismo y la 
diversidad cultural. 
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Una innovación 
pedagógica exitosa: 
el EPS 

En la USAC se hace muy poca 
historia sobre la docencia 
y enseñanza aprendizaje, a 
pesar de que constituye su 
quehacer dominante desde su 
fundación, muy por encima de la 
investigación y extensión. Una de 
las experiencias pedagógicas muy 
exitosas que ha tenido la USAC es 
el Ejercicio Profesional Supervisado 
(EPS), al cual nos referiremos con 
algunos ingredientes históricos de 
contexto. 

Poco antes de estallar la crítica 
a la extensión y servicio social 
univesitario por parte de valiosos 
intelectuales de la región, 
incluyendo a Paulo Freire, con 
su ataque al extensionismo 
agrícola en la década de 1970, 
en Guatemala en los años de 
1960 se incuba una experiencia 
de servicio social universitario, 
en las principales facultades de 
las ciencias de la salud. Una 
innovación que arrancó en 
1966, casi 20 años después 
del I congreso de Universidades 
de América Latina y a poco de 
cumplirse 40 años de la Reforma 
Universitaria de Córdoba, 
hitos históricos que perfilaron 
la extensión y el trabajo social 

universitario en la región, antes de 
su declinación, como ya se explicó.

En Guatemala esta experiencia 
educativa de servicio social 
universitario fue denominada con 
el nombre de Ejercicio Profesional 
Supervisado, EPS. Era la época 
en que también se imponía con 
carácter obligatorio en todas las 
carreras de la USAC los estudios 
sociales. La idea central era poner 
al alumnado de cara frente a la 
realidad social del país, dentro 
de un enfoque que privilegiaba el 
contacto con la pobreza. Además, 
que la comunidad universitaria 
comprendiera las causas de 
los males sociales, para lo cual 
las teorías sociales tenían sus 
explicaciones, prevaleciendo la 
tendencia al uso del análisis de la 
lucha de clases. 

La facultad de Odontología, luego 
la de Medicina y años después 
todas las facultades, salían de sus 
muros para llevar a los estudiantes 
a las zonas mas deprimidas 
socialmente. Entre más lejos más 
pobreza se visibilizaría y más 
conciencia tomarían de esa cruda 
realidad los estudiantes y docentes. 
Estos supuestos son claramente 
definidos por uno de los creadores, 
en la facultad de Odontología, 
de esta iniciativa pedagógica, el 
odontológo Otto Menéndez, quien 
afirma, en uno de los elementos de 
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su descripción del EPS 
que se busca coadyuvar a que 
los estudiantes conozcan la 
realidad concreta y aprendan a 
realizar eficazmente su quehacer 
en el ambiente de Guatemala, 
al tiempo que contribuyen a 
resolver problemas concretos 
de su población, haciéndolos 
orgánicos a la población que 
deben servir 
(Menéndez et al, 2005:18). 

El mismo supuesto vale para la 
docencia,   

pues la docencia intramuros 
también debería transformarse 
y orientarse de acuerdo a las 
verdades características de 
la realidad nacional …(que) 
la realidad nacional también 
debería ser conocida teórica 
como práctica y analizada por 
los profesores…Se suponía que 
éstos, al entrar en contacto con 
la realidad concreta, conocerían 
y tomarían conciencia de las 
características de la población 
del país y la situación en que 
vive la mayoría (Menéndez et al, 
2005:12).  

En la facultad de Medicina estos 
supuestos también tomaron su 
lugar, a la vez que propiciaron 
cambios de fondo al curriculum 
de formación de médicos en 
Guatemala, con una fuerte base 

sociológica para la interpretación 
de la matriz sobre la que se basaba 
el esquema de salud enfermedad. 
Si bien este modelo de servicios 
social pasó rapidamente a otras 
facultades, el contexto de represión 
que vivía el país, dominado por 
una política de terrorismo de 
Estado castigó severamente a 
cuerpos docentes y estudiantiles, 
quienes fueron vistos como una 
amenaza para el sistema poco 
acostumbrado a ver estudiantes 
universitarios volcados en el 
servicios social fuera de sus aulas. 

En una publicación, basada en 
estudios de campo sobre el sistema 
de salud en aquella época, así 
como en entrevistas a docentes 
de la facultad de Medicina que 
tuvieron papeles protagónicos en 
aquellas experiencias educativas, 
se afirma, en el contexto de la 
represión política de aquella 
época y como desenlace de este 
servicio que “una buena parte 
del estudiantado y del claustro de 
profesores salieron al exilio y otros 
para la montaña” (Albizú et al, 
2004: 202). 

Depende de la organización de 
cada facultad la duración de estas 
experiencias educativas. Pueden ir 
de tres a seis meses de estancia en 
comunidades rurales, municipios, 
instituciones públicas o privadas. 
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Varias instituciones del Gobierno 
central, como el ministerio de 
Salud, tienen programas que 
dependen de este servicio para 
atender las grandes necesidades 
de atención en salud que sufren 
millones de personas en situación 
de pobreza y pobreza extrema.

Muchas municipalidades también 
son receptoras del aporte técnico 
que  realizan los estudiantes 
próximos a graduarse en áreas 
de arquitectura, ingeniería, 
agronomía, saneamiento 
ambiental, economía, 
administración, etc. Inclusive varias 
organizaciones de la sociedad 
civil se apoyan con estos recursos 
universitarios. Son incontables los 
servicios que la Universidad brinda 
bajo esta modalidad; en el EPS 
también se cubren una variedad de 
asesorías educativas, legales y de 
gestión.

Como todas las organizaciones 
y experiencias institucionales en 
donde participan seres humanos, 
la dinámica de estos programas 
tiene sus ciclos de éxito y 
decadencia, inclusive de distorsión 
como críticamente expresa el 
doctor Otto Menéndez, quien no 
escatima palabras para precisar las 
fallas más recientes,  

como la subvaloración de la 
nación en su totalidad….la 

importación y aplicación acrítica 
de muchos conocimientos, 
modelos de trabajo, 
tecnología y equipo foráneo… 
el profesor-supervisor …
es improvisado y carece de 
formación previa… actitudes 
negativas de muchos profesores, 
incluso de estudiantes, respecto 
al EPS y la población de las 
localidades donde este se 
realiza.. varias divisiones docen-
te-administrativas  de la USAC 
ya no lo lo incluyen, o lo han 
distorsionado (Menéndez, et al, 
1975: 32).

Se sabe de algunas carreras, 
particularmente de las ciencias 
sociales y humanisticas en donde 
los estudiantes realizan el EPS 
dentro de los mismos edificios 
universitarios con mejoras a 
su infraestructura, tales como 
jardinización, pintura o arreglos 
de algunas áreas de los servicios 
sanitarios, desfigurando, desde 
luego, el carácter vinculante con la 
realidad social de sus comunidades 
excluidas y marginadas que marca 
el origen de esta experiencia 
pedagógica universitaria. 

En su agenda, la USAC tiene 
pendiente al menos dos puntos 
por abordar. Uno de estos puntos 
es la cuantificación real de este 
trabajo social desde su fundación, 
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hace cerca de 50 años, si se quiere 
medir el peso de la devolución 
que la Universidad entrega a 
la sociedad por los aportes y 
subsidios económicos que recibe 
del Estado.  

Pero, sin duda, el más significativo 
de estos puntos es el análisis 
y escrutinio de la calidad de 
este trabajo social hacia las 
comunidades. Sin restar meritos 
al enorme esfuerzo universitario 
por acercar al estudiantado a las 
comunidades, objetivo central 
del EPS desde su nacimiento, 
la estrategia está dirigida 
más a atender el desarrollo 
profesional del alumnado que 
a la organización social de las 
comunidades.

No es una estrategia que 
priorice la concientización de las 
comunidades para empoderarlas 
y buscar su desarrollo autonómo, 
para buscar soluciones estrategicas 
definitivas a su sufrimiento. Desde 
luego, se aprecia la formidable 
voluntad universitaria por resolver 
las necesidades prácticas e 
inmediatas de las comunidades 
en situación de sufrimiento y 
pobreza, pero si las comunidades 
no asumen su propio protagonismo 

para analizar por ellos mismos las 
soluciones estrategicas en cuanto 
a su abandono y pasividad, las 
condiciones y causas estructurales 
seguirán persistiendo. 

Lo que es peor, como ya se ha 
dicho acerca de la extensión 
tradicional y del servicio social 
universitario, en las críticas a 
estas acciones en la década 
de 1970, las necesidades de 
las comunidades solo son 
utilizadas en beneficio de la 
práctica profesional. Otro 
elemento importante que habrá 
de incorporarse a cualquier 
análisis del Ejercicio Profesional 
Supervisado es la ausencia de una 
visión intercultural. 

Los servicios 
universitarios se 
conciben de igual 
manera para todas 
las comunidades, 
desde una visión 
hegemónica occidental 
prevaleciente 
en la enseñanza 
universitaria.  
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No se considera la 
diversidad cultural de las 
comunidades, a pesar del 
peso que tiene el origen 
étnico de la sociedad 
guatemalteca, ni en él area 
rural, a donde se dirigen 
cientos de estudiantes año 
con año, como tampoco 
los contextos multiculturales 
de las zonas urbanas a 
donde van otros cientos de 
estudiantes periodicamente. 

Las sabidurías locales y los sistemas 
de conocimientos indígenas son 
ignoradas por los profesionales 
universitarios, no hay un diálogo 
de saberes.  Esto es así  desde 
la fundación del EPS hasta la 
actualidad, como setencia Albizu 
(2005: 206) en las prácticas de 
salud, pero que bien vale para 
todas las disciplinas: 

En la época dorada de la 
USAC, la de los cambios 
curriculares y compromiso 
social, la participación 
comunitaria y la relación 
entre la USAC, epesistas y 
comunitarios no fueron parte del 
debate académico. Lo que nos 
muestra el debate sancarlista es 
la hegemonía del rol profesional 

y la casi ausencia del actor 
comunitario en la construcción 
de la salud.

Las condiciones de 
pobreza del país exigen 
revisar el trabajo social 
comunitario

El estado de pobreza en 
Guatemala continua siendo 
un tormento incesante para 
grandes grupos de población, 
sin que se vislumbren políticas 
y programas que reviertan los 
números negativos que muestran, 
en repetidas oportunidades, 
instituciones internacionales y 
locales. Los indicadores parecen 
detenidos en el tiempo: desde hace 
varias decadas señalan que más 
de la mitad de la población es 
pobre, imposibilitada para obtener 
ingresos que le permitan adquirir 
el valor de una canasta básica vital 
de bienes y servicios. 

Barreda (2007) basado en la 
Encuesta Nacional de Condiciones 
de Vida (ENCOVI) del año 2006, 
evidenció que  51% de personas, 
del total de población, vivía en 
condiciones de pobreza y de estos 
15% en condiciones de pobreza 
extrema. Aproximadamente 6.6 
milones y 1.9 millones de personas 
respectivamente en cada uno de 
estos estratos. Un lustro después 
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de la aplicación de la encuesta en 
mención, otra similar, la ENCONVI 
2011 demuestra una vez más la 
miseria de la mitad de la población 
guatemalteca y los extremos de 
la indigencia: 52% en pobreza y 
19% en pobreza extrema (PNUD, 
2012:206). 

Los reducidos ingresos merman 
tambien las posibilidades de 
una dieta mínima aceptable e 
incrementan los problemas de 
morbilidad y mortalidad. Más de 
la mitad de la niñez guatemalteca 
sufre de desnutrición crónica y de 
cada mil nacidos vivos, 30 mueren 
antes de cumplir un año y otros 42 
moriran antes de cumplir 5 años 
(PNUD, 2012:46). En este contexto 
de carencias, Guatemala exibe 
uno de los promedio más bajos en 
toda la región latinoamericana en 
terminos de estudios formales en 
adultos, con apenas 4.1 años de 
escolaridad  (PNUD, 2012:28).   
 
Los desequilibrios en la distribución 
de los recursos que obtiene un 
Estado al servicio de minorías 
que se concentran en la capital y 
zonas urbanas más grandes del 
país, hacen que la pobreza sea 
más aguda en zonas rurales y 
dentro de la población indígena. 
Hay departamentos, con un peso 
demográfico indigena altisimo, 
como Quiché, Sololá, Alta 
Verapaz  y Totonicapán, en donde 

el porcentaje de población pobre 
rebasa más del 71%, (INE; 2011: 11). 

También se ha insistido en mostrar 
que el país sigue teniendo uno 
de los más bajos grados de 
urbanización, en relación al 
contexto latinoamericano y que 
la distorsión territorial deja muy 
rezagado a su componente rural. 
Ya desde el año 2000, la Comisión 
Económica para América Latina 
y el Caribe (CEPAL) concluía que 
6 de cada 10 guatemaltecos 
vivían en pequeñas comunidades, 
denominadas, aldeas, parajes, 
caseríos y fincas (CEPAL, 2012:41).

Este es un rasgo, según afirma el 
Programa de Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD) que es 
“…fuente de desigualdades de 
todo tipo, de injusta distribución 
del poder, las oportunidades y 
la riqueza frente a las ofertas del 
mundo urbano; también es fuente 
de prejuicio y diversas formas de 
discriminación abierta o solapada”   
(PNUD; 2012: 206 ).

A los largos años de persistencia 
de estas condiciones, se articulan 
ahora otros males vinculados 
a la violencia, la corrupción, 
narcotráfico, que obstaculizan 
la transparencia en el ejercicio 
del sistema político y entorpecen 
cualquier esfuerzo por dinamizar 
la economía, acentuando las 
desigualdes y exclusiones.
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Una refrescante y breve 
experiencia con nuevos 
métodos de trabajo social 
comunitario

Una reciente experiencia entre 
instituciones universitarias y 
organizaciones de la sociedad civil 
promovió un ensayo educativo 
sobre nuevas formas de abordar 
el trabajo social comunitario. Para 
el efecto, personal del Instituto de 
Estudios Interétnicos (IDEI) de la 
USAC observó y realizó pasantías, 
en diversos países de América 

Latina y Europa, sobre procesos 
y métodos de trabajo social 
comunitario. 

Previamente, el IDEI se vinculó a 
la Red Latinoamericana y Europea 
de Trabajo Social Transnacional 
(RELETRAN), que agrupa a 
universidades y organizaciones de 
base comunitaria de Latinoamerica 
y Europa con el objetivo de 
renovar el trabajo social, para lo 
cual recurre a un nuevo enfoque 
educativo que pone en el centro de 
la acción social a la comunidad. 

Un enfoque educativo que persigue asociar esfuerzos 
entre prácticas comunitarias exitosas de organizaciones 
de la sociedad civil de base comunitaria con esfuerzos 
de unidades académicas, de manera que instituciones 
universitarias y organizaciones de base comunitaria se 
nutran reciprocamente, teórica y prácticamente, en el 
marco de aquellos procesos de desarrollo que privilegian 
el protagonismo de las mismas comunidades, tratándo 
de superar los tradicionales modelos de atención a las 
comunidades basados en criterios  asistencialistas.
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En nuestro país se impulsó 
un diplomado en métodos 
comunitarios en contextos 
multiculturales, en el cual 
participaron profesores 
universitarios, líderes y promotores 
comunitarios, quienes pusieron 
a prueba una metodología 
de trabajo social, exitosa en 
varios países de la región 
latinoamericana, aplicada en 
comunidades marginales y en 
condiciones de exclusión social.
En este diplomado el alumnado 
examina las experiencias 
actuales del Ejercicio Profesional 
Supervisado en diversos espacios 
rurales y urbanos, que atienden 
varias unidades académicas de 
la USAC. Se busca apreciar el 
potencial que tiene esta acción 
social y aportar al debate 
universitario para su examen, 
toda vez que hasta la fecha poco 
se discute sobre esta antigua 
intervención educativa que 
ha llevada al alumnado a las 
comunidades del país. 

Así mismo, se estudia la 
aplicación de los instrumentos 
de organización comunitaria 
que aplica MECOM (siglas que 
identifican a Métodos Comunitarios 
de trabajo social, el modelo 
seleccionado para el desarrollo 
del diplomado) en una comunidad 
marginal (que lleva el nombre 
de “Manuel Colom Argueta) en 

la zona 3 de la ciudad capital, 
que sobrevive en un espacio 
dedicado a la acumulación de 
todos los desechos y desperdicios 
que genera el consumo de 
los habitantes de la ciudad de 
Guatemala. 

La comunidad y los procesos de 
desarrollo que se alcanzan con 
la aplicación de MECOM son 
parte clave en los contenidos 
del diplomado. Se aplican 
herramientas asociadas a la 
elaboración de diagnósticos 
comunitarios participativos y la 
gestión de la comunidad de sus 
propios proyectos de desarrollo 
social.  Se estimula la observación 
de las relaciones que suceden 
entre los tres protagonistas de 
los procesos comunitarios, esto 
es: los equipos técnicos de las 
instituciones, la ciudadanía que 
habita en la comunidad y las 
autoridades, para la determinación 
de las decisiones que posibilitan 
la respuestas activas o pasivas de 
la ciudadanía que habita en estos 
espacios y que, en suma, definen 
la mejora de sus condiciones de 
vida.   

Se completan los contenidos de 
formación con los reconocimientos 
a los sitios y lugares ancestrales 
que resguardan la historia de la 
ciudad de Guatemala, Kaminal 
Juyú, antigua ciudad maya que 
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abarcaba inclusive el territorio 
de lo que constituye el propio 
basurero de la zona 3. 

Kaminal Juyú representa 
físicamente el lugar en donde 
nacieron y crecieron los 
antepasados mayas, en donde 
están enterrados los mayores, los 
abuelos y los mitos de orígen, 
en donde surgió la base de la 
organización social,  cosmovisión, 
conocimientos y sabidurías que se 
resisten a su extinción. 

En estos contenidos de enseñanza 
se aprecia el vínculo del territorio 
con la indentidad, el valor que el 
territorio tiene para el arraigo y 
pertencia de los pueblos indígenas. 
Desde luego, también se examinan 
los riesgos asociados a la perdida 
de identidad, un hecho histórico 
de antigua data en Guatemala, 
ahora que de nuevo se retoman 
los conceptos de migración y 
transnacionalidad, ante el empuje 
de la globalización. 

En este aspecto, se recuerda que 
Kaminal Juyú, la antigua metrópoli 
Kakchiquel en donde se asentó 
la actual capital de Guatemala, 
casi borrada de nuestra memoria 
colectiva, fue uno de los más 

grandes centros comerciales 
de Mesoamérica, por donde 
circulaban comerciantes de toda la 
región, desde lo que hoy es México 
hasta Nicaragua y, posiblemente, 
más lejos en ambas direcciones, 
hace más de 2000 años. 

A propósito de la transnacionalidad 
cabe insistir en que los pueblos 
indígenas de toda América Latina 
han sido y siguen siendo globales 
en el sentido de que sus lenguas 
y poblaciones transcienden las 
fronteras geográficas de varios 
Estados modernos, surgidos 
después del dominio colonial 
español. Así lo muestran los 
pueblos y lenguas indígenas, como 
el Aymara que territorialmente se 
ubica en cuatro países de América 
del Sur: Argentina, Bolivia, Chile y 
Peru. No digamos el Quechúa que 
transciende siete países: Argentina, 
Bolivia, Brasil, Colombia, Chile, 
Ecuador y Peru. Así también 
idiomas mayas que se hablan 
en México, Guatemala y Belice; 
además del Garifuna que se habla 
en Guatemal, Belice, Honduras y 
Nicaragua  (UNICEF, 2009:76). 
Según el Atlas Sociolinguistico de 
América Latina, en la región existen 
más de 108 pueblos indígenas 
transfronterizos o transnacionales 
(UNICEF, 2009:77).
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Comunidad: la diversidad 
conceptual y su 
utilización práctica

Si tratamos de rescatar la 
dimensión comunitaria como el eje 
estratégico de una nueva acción 
social universitaria, conviene 
reflexionar sobre el significado de 
esta categoría aunque sea muy 
brevemente. Partimos de reconocer 
que comunidad es una categoría 
conceptual de dificil definición. 
Como muy bien lo señala, Juan 
Machin, parafraseando a Morin: 
“… se nos plantea como un 
concepto problema” (Kniffki, J. y 
Reutlinger, C.,  2013:113). 

Al respecto hay una enorme 
diversidad de opiniones como 
de confusiones. En Guatemala 
algunos antropólogos han tomado 
como semejantes los conceptos 
de comunidad y municipios, 
por ejemplo (Falla, 2007). Los 
sociólogos hacen equivalentes los 
conceptos de comunidad con país 
(Torres Rivas, 2014:16). Otros 
investigadores asocian nación 
con comunidad (Asies, 2012:10). 
La diversidad conceptual es tan 
amplia que hablamos incluso de 
comunidades económicas que 
abarcan decenas de países. 

Históricamente la referencia 
comunitaria, asociada al 

mundo rural, como Desarrollo 
Comunitario  también tuvo un 
enorme auge en las décadas de 
los años 50 y 60, siendo clave 
para las teorías y políticas de 
desarrollo agrario en varios países 
de América Latina. Apoyándose 
en documenos de Naciones 
Unidas, se afirma que “la expresión 
desarrollo de la comunidad se ha 
incorporado al uso internacional 
para designar aquellos procesos 
en cuya virtud los esfuerzos de 
una población se suman a los 
de su gobierno para mejorar las 
condiciones económicas, sociales 
y culturales de las comunidades, 
integrar éstas en la vida del país y 
permitirles contribuir plenamente 
al progreso nacional”. (Hendel, 
2011: 250) 

En varios países de la región 
esta definición comprendía, 
desde luego, a vastos grupos 
de campesinos e indígenas en 
condiciones de vida muy precarias. 
La teoría de este modelo de 
desarrollo reconocía la importancia 
de la participación activa de las 
mismas comunidades, del uso 
racional de sus propios recursos y 
de una fuerte capacitación y apoyo 
tecnico. Un apoyo y capacitación 
que generó dependencias 
muy estrechas de organismos 
internacionales y particularmente 
de las agencias de Estados Unidos 
(EE. UU) muy preocupado por las 
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variadas reformas agrarias que se 
desarrollaban en la región y de la 
experiencia revolucionaria cubana. 

El declive de los programas de 
desarrollo comunitarios en los 
años de la década de 1970 se 
asocia a la finalización de los 
aportes económicos y técnicos 
de EE.UU. e, indudablemente, 
a la concepción paternalista y 
asistencial que prevaleció en estos 
programas. Las concepciones de 
Paulo Freire sobre el desprecio 
y desconocimiento sobre la 
cosmovisión del campesinado e 
indígenas  (aunque no menciona 
a estos últimos) por parte de los 
equipos técnicos encargados 
de la transferencia tecnológica, 
particularmente agronomos, 
extensionistas y educadores que 
ejecutaban los programas de 
modernización rural, recogidas 
en su ya mencionado ensayo 
Extensión o comunicación, también 
son aplicables al fracaso del 
desarrollo comunitario en aquellos 
años, como lo deja sentenciado en 
la siguiente frase:

…la capacitación técnica, 
que no es adiestramiento 
animal, jamas puede estar 
disociada de las condiciones 
existenciales de los campesinos, 
de su visión cultural, de 
sus creencias (103)… Si no 
fuera capaz de creer en los 

campesinos, de unirse a ellos, 
será en su trabajo, en el mejor 
de los casos, un técnico frío. 
Probablemente, un tecnicista, 
o aún, un buen reformista. 
Nunca educador de y para 
las transformaciones radicales 
(Freire, 1975:109).

Desde una perspectiva de 
pueblos indígenas, el concepto de 
comunidad es vital para entender 
la dinámica de la identidad. 
Así nos lo recuerda Ernesto 
Díaz Couder, al referirse a este 
concepto, cuando afirma que 
“una de las características más 
conspicuas de Mesoamérica es la 
continuidad –con las adaptaciones 
necesarias al contexto político y 
económico de cada época- de la 
piedra angular de la civilización 
mesoaméricana: la comunidad o 
altépetl, en náhualth” (UNICEF, 
2009:829). 

Dice Díaz Couder que ésta es la 
entidad político-territorial a la 
que se pertenece, por residencia, 
parentesco y, de manera muy 
importante, por el cumplimiento 
de las obligaciones públicas 
para la comunidad. Es la 
clave de la identidad indígena 
en Mesoamérica (UNICEF; 
2009:829).

Aunque este autor reconoce, más 
adelante, que las comunidades 
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indígenas y sus miembros cada 
vez diversifican más sus vínculos 
con las entidades sociopolíticas 
hegemónicas actuales y las esferas 
globalizadas, de manera que la 
antigua idea de la comunidad 
indígena corporada y campesina 
ha venido cambiando rapidamente, 
entre otros fenómenos por 
la migración internacional, 
las prácticas productivas de 
exportación, contactos culturales 
con centros urbanos, etc. 
(UNICEF, 2009: 834) 

Para efectos del diplomado 
organizado por el IDEI, en 
función de la selección del 
trabajo social que realiza la ONG 
que acompaña a la academia 
en esta experiencia educativa, 
con el modelo MECOM, por 
comunidad entendemos un 
proceso de construcción de sentido 
de pertenencia y solidaridad, 
que se desarrolla en espacios 
con población en situación de 
sufrimiento y pobreza extrema, 
para generar sinergias que 
posibiliten superar desventajas y 
alcanzar una condición de paridad 
con el resto de la sociedad. 

Por eso se privilegin los procesos 
comunitarios de desarrollo más 
que los proyectos aislados y 
asistencialistas, no se trata de 
ayudar a los pobres sino de 
contribuir a que las personas, 

de manera organizada y no 
individualmente, con la ayuda 
técnica, participen colectivamente 
para rebasar los desequilibrios 
sociales que los aquejan. Un 
eslogan muy importante en esta 
metodología dice: “construimos 
comunidad, no dependencia”. 
Hasta ahora, los participantes han 
podido apreciar los cambios que 
se generan en comunidades que 
asumen su propio protagonismo, 
reconociendo que su principal 
alternativa para la solución de 
sus problemas cotidianos es la 
organización y participación 
consciente. 

Recuperar la dimensión 
comunitaria en el trabajo 
social: una elemental 
propuesta

Para iniciar un debate universitario 
sobre el trabajo social comunitario, 
la extensión y el Ejercicio 
Profesional Supervisado hacemos 
una propuesta muy elemental, 
sugiriendo un intercambio 
académico para encontrar caminos 
que permitan la renovación de 
estos programas universitarios.

En primer lugar, debe romperse 
con un antiguo prejucio que 
tiende a equiparar población con 
comunidad. Desde nuestra visión 
teórica metodológica, comunidad 
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es mucho más que la población; 
incluye, como ya ha quedado 
señalado en páginas anterioes, 
tres actores: las autoridades 
locales, los recursos tecnicos 
y profesionales que ofrecen 
servicios dentro del territorio, así 
como la ciudadania, a la cual 
hace referencia el concepto de 
población (Marchionni, 2013:71). 
De acuerdo con Marchioni estos 
son los tres protagonistas de 
toda comunidad, los cuales no 
pueden dejar de considerarse 
dentro de cualquier intervención 
comunitaria que impulse procesos 
de desarrollo.

En segundo lugar, la universidad 
debe desistir de una presencia 
dispersa y muchas veces de corta 
duración en comunidades de todo 
el territorio nacional, sin un registro 
sistemático de los impactos y logros 
que alcanzan sus recursos tecnicos 
y profesionales en cada lugar de 
trabajo.

Esto implica contar con metodos 
apropiados para levantar 
diagnósticos y lineas de base 
de lo que se encuentra en cada 
comunidad, antes de cualquier 
intervención social. En lugar 
de una dispersión arbitraria 
deben concentrarse esfuerzos, 
seleccionando comunidades en 
las cuales se deben establecer los 
equipos tecnicos a mediano y largo 

plazo, contando con herramientas 
para medir avances y resultados 
de procesos de organización 
comunitaria y cambios sociales, 
económicos y culturales.  
La universidad no puede seguir 
enviando estudiantes que llegan 
tres o cinco meses y luego se 
evaporan, sin que otros den 
continuidad a las acciones e 
intervenciones sociales. 

En tercer lugar, la universidad 
debe promover la integración 
multidisciplinaria de sus equipos 
técnicos, con una seria y rigurosa 
capacitación sobre métodos y 
herramientas de trabajo social 
comunitaria, la cual debe proveer 
de los mismos conocimientos a los 
estudiantes, quienes deberán poner 
sus técnicas y teorías al servicio de 
la comunidad. 

Estos equipos técnicos 
profesionales deberán 
comprometerse a dar continuidad 
al trabajo social comunitario, 
no importando si los grupos 
estudiantiles practicantes cambian 
una vez terminado el compromiso 
educativo. Aquí lo que importa 
es mantener una línea de apoyo 
técnico profesional universitario a 
las comunidades, para que superen 
sus condiciones de sufrimiento 
y alcancen la paridad deseada 
con otros grupos sociales, lo cual 
no se puede fijar de antemano 
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en número de años. Recuérdese 
que no todas las comunidades 
son iguales y que cada una tiene 
su propia identidad, dinámica y 
recursos.  

En cuarto lugar, los practicantes 
deben seleccionarse en función 
de las necesidades de las 
comunidades y no en función de 
las necesidades de los estudiantes. 
Esto requiere una planificación 
previa, con la participación 
activa y autónoma de las propias 
comunidades. La universidad 

El respeto a la cosmovisión de las comunidades, la 
valoración de los saberes locales y el reconocimiento 
de sus derechos culturales es clave en toda esta visión, 
que privilegia en el trabajo social universitario la 
recuperación de la dimensión comunitaria.

debe, en todo caso, dotar de 
un presupuesto apropiado a las 
unidades técnicas y profesionales 
para que coordinen toda esta 
participación estudiantil, para 
lo cual se puede complementar 
recursos financieros con otros 
aportes extrauniversitarios. 
Finalmente, en quinto lugar y no 
por eso de menor importancia, 
deberá acompañarse todo el 
proceso de una nueva gestión 
universitaria de la diversidad 
cultural.
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de la vida locales*

Algis Mickunas

Resumen
Este ensayo analiza los argumentos de la lógica objetiva y  universalista de la 
globalización: sus formas de autogenerarse y autovalidarse, y al final, su falta 
de fundamento, no sólo ontológico y metafísico, sino valorativo y voluntarista. Se 
sostendrá que este espíritu universalista termina por fragmentarse en diversas 
lógicas y discursos, llegando a suprimir su propia posición a favor de lo que 
se denomina superficialmente “poder”. En efecto, el ejercicio del poder en la 
globalización moderna no posee otras normas o criterios aparte de las que 
emanan de sí misma.     

Palabras clave 
Globalización, teorías del poder, posmodernidad, identidad cultural, 
individualismo universal.

The logic of Globalizatin and Local Life Worlds

Abstract
This paper analyzes de arguments of the objective and Universalist logic of 
globalization: its forms to self-generate and self-validate, and finally, its lack of 
foundation, not only ontological and metaphysical but judgmental and proactive. At 
the same time, we shall show how this Universalist trend fragments itself into multiple 
logics and discourses and thus abolishes its own univocal position in favor of what 
current writers superficially call “power”. Indeed, the practice of power in modern 
globalization does not have other rules or standards or criteria different than those 
coming from itself.

Key words 
Globalization, power theories, postmodernist, cultural identity, universal individualism.
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La base de la universalización de la globalización 
está penetrada por concepciones que se ufanan 
de explicar el poder, ya sea tecnocrático, social, 

económico o político;  estas concepciones, sin 
embargo, presuponen la autogeneración del poder 
dentro del cual están incluidas. En este sentido, el 
poder no es una entidad que subsiste por sí misma; 
este se articula a través de una conciencia intencional 
que quiere cambiar el mundo. A este nivel, el de la 
conciencia intencional, podemos evitar cualquier tipo 
de explicaciones psicológicas, valorativas, genealógicas, 
moralizantes, ya que incluso esta última, como 
Nietzsche lo ha señalado, está igualmente al servicio 
del poder. 

Debe comprenderse que en 
las demandas modernas de la 
universalidad, y por lo tanto 
la globalización, existe una 
racionalidad que es distinta a 
la que se quiere explicar. Esta 
racionalidad no es un motivo de 
explicación, sino es, en sí misma, 
un instrumento para alcanzar fines 
y propósitos que no necesitan ser 
racionales. Como ya se ha dicho, 
la racionalidad es fundamental 
y, por lo tanto, cargada de 

poder. Todas las explicaciones, 
sin excepción,  participan de la 
misma proliferación de poder, aun 
cuando tales explicaciones siempre 
intenten a desafiarlo. La razón es 
que cada racionalidad que desafía 
esta universalización terminará por 
aceptar su lógica de poder, y por lo 
tanto, se convertirá inevitablemente 
en parte de esa lógica. Como 
mostraremos, incluso la ruptura 
de esta lógica universal opera 
en múltiples lógicas modernas, 
llamadas discursos y disciplinas 
científicas, siendo el medio a través 
de la cual  esta universalización 
prolifera y sobrevive. Por lo tanto, 
las afirmaciones hechas por los 
posmodernistas respecto a la 
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discursividad y poderes discursivos 
múltiples  es una continuación de 
la universalización moderna. 

Lo que es central para 
nuestro argumento es, 
en primer lugar, que 
la posmodernidad 
es una continuación 
de la modernidad 
que, de hecho, se ha 
globalizado a sí misma, 
bajo la afirmación 
de las otras culturas 
se pueden salvar de 
la modernización 
occidental. No es 
de extrañar que 
varias regiones del 
mundo que quieren 
adquirir identidad 
en el pretendido 
contexto de la 
globalización moderna, 
constantemente apelen 
a ser posmodernos.   
En segundo lugar, las 
diversas demandas a 
la propia identidad 

cultural, en contraste 
con el individualismo 
universal moderno, 
son una variante del 
individualismo en el 
plano cultural. Sabemos 
por la filología que 
en el occidente 
moderno, el desafío 
al individualismo 
individual viene 
de Herder, quien 
afirmó que existe un 
individualismo cultural 
con iguales derechos 
globales. La noción 
de individualidad y su 
identidad, a cualquier 
nivel, permanecen 
intactas. 

En tercer lugar, la universalización 
moderna y el desafío posmoderno 
a esta sigue la misma lógica y, por 
tanto, imponen la individualidad y 
sus derechos sobre la base de una 
racionalidad que, como hemos 
visto, está ya cargada de poder.  
En este sentido, el lenguaje que los 
autores posmodernos proponen 
para la lógica multicultural permite 
a cada cultura acceder a su propia 
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identidad, mientras habla al mismo 
tiempo de empoderar al otro.  Esta 
es una suposición que pretende 
que otros estén igualmente 
involucrados en el poder y que lo 
único que necesitan es que se les 
conceda nuestro poder. Estos es 
obvio en el movimiento feminista 
estadounidense que busca 
empoderar a las mujeres árabes 
para que adquieran sus propios 
derechos individuales.  Lo que está 
en cuestión acá, no es si estos 
movimientos están en lo correcto, 
sino que asumen de hecho, y por 
lo tanto, imponen el individualismo 
universal moderno, ya sea singular 
o cultural, precisamente en nombre 
del poder.

Ontologías occidentales 
modernas y metafísica
  
Teniendo en cuenta este 
contexto, es necesario mostrar 
cómo esta lógica de la 
globalización universal se basa 
en pre-juicios incuestionados  
que asumen metafísicas y 
ontologías especulativas. Mas 
estas metafísicas y ontologías 
especulativas se basan en 
simbolismos teológicos 
occidentales modernos que 
conceden prioridad a la 
arbitrariedad volitiva y, por 
consiguiente, a la anarquía sobre 
las diferencias de percepción 

que han sido experimentadas. 
Desde nuestra perspectiva, una 
moderna posición occidental, 
teológica-mística, ha intersectado 
la “razón científica” en favor de 
la construcción arbitraria de la 
racionalidad como instrumento.  

Lo que Max Weber ha demostrado 
ser el origen de la ética capitalista, 
es mucho más amplia en la medida 
en que incluso la razón científica es 
volitiva, y por tanto, los discursos 
científicos no tienen otros criterios 
aparte de los que la misma ciencia 
construye. Por lo tanto, no es de 
extrañar que incluso los filósofos 
de la ciencia hablen sobre la 
construcción del mundo o de sobre 
la construcción de paradigmas, e 
inclusive que la verificación misma 
debe ser lógicamente verificada.  
Este círculo reflexivo indica que la 
conciencia perceptiva del mundo 
es sospechosa y que la conciencia 
construida, que es deliberadamente 
constituida, es confiable. En 
este sentido, el mundo debe ser 
constantemente monitoreado por 
algo que no es parte del mundo, 
hasta el extremo que el mundo 
perceptual es inadecuado y, por 
tanto, transformado para satisfacer 
la lógica constructiva superior.

La lógica constructiva superior 
no posee criterio con el cual 
podamos juzgarla en términos 
del mundo de la experiencia.  De 
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este modo, una metafísica de la 
voluntad que no posee criterio 
alguno, resulta predominante e 
incluso las experiencias que poseen 
sentido para nosotros, deben ser 
eliminadas y destruidas a favor 
de normas lógicas basadas en la 
voluntad arbitraria. Después de 
todo, esas reglas lógicas no poseen 
otros criterios o fundamentos en el 
mundo experimentado, aparte de 
ser arbitrariamente postuladas. Las 
experiencias de la gente, en sus 
propios mundos, se ven sometidas 
a una negación e interrupción, 
continua y directa. Estas personas 
llegan a ser consideradas 
supersticiosas, inhumanos, 
ilógicos, sin ciencia, en contra 
de Dios y, por lo tanto, deben ser 
destruidos o transformados para 
aceptar nuestras construcciones. 
Así es como opera el poder: 
la arbitrariedad que lleva a la 
anarquía radica en la diversidad.

Se ha dicho que el occidente 
moderno ha participado en 
los colonialismos en nombre 
de la expansión económica, la 
codicia capitalista y búsqueda de 
recursos tanto humanos, como 
materiales. Sin embargo, varios 
indicios sugieren que incluso los 
europeos de occidente fueron 
igualmente colonizados por un 
conjunto de posiciones metafísicas, 
ontológicas y teológicas. Buscamos 
las condiciones para comprender 

la globalización universal que 
sujetaría no solo a los otros, 
sino también a las personas 
que promueve la globalización. 
Aspiramos a descifrar las 
intencionalidades subyacentes y 
las formas de ver al mundo que 
llegaron a ser consideradas como 
poseedoras de objetividad universal 
y científica; esas que descansan, 
por lo tanto, en métodos y teorías 
que son accesibles a cada humano 
pensante, en cualquier lugar y en 
cualquier momento. Para formar 
esta lógica, los argumentos filosó-
fico-científicos modernos requieren 
el rechazo del mundo perceptual 
de la experiencia, que se considera 
poco fiable, cualitativamente 
ambiguo, y que por lo tanto, 
requiere de normas estrictas 
entendidas como metodologías por 
las cuales interpretar la verdadera 
realidad.

Sin llegar a los argumentos, 
expuestos en el mundo árabe, 
relativos a la primacía del todo 
sobre las partes,  debemos 
simplemente presuponer la 
asunción moderna de que 
cualquier conciencia perceptiva 
debe ser excluida de las 
explicaciones científicas y 
filosóficas, con el fin de dar 
una verdadera explicación de 
realidad más allá de todos los 
sentidos. Es decir que la conciencia 
sensorial,  y sus distinciones, deben 
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ser excluidas de los enfoques 
científicos. Esto quiere decir que 
la experiencia humana debe 
descartarse; su existencia es 
científicamente irrelevante. Esta 
área es designada como subjetiva.  
Lo que queda al margen de esta 
zona es un método objetivo que 
exige ciertas características del 
mundo que se corresponda con el 
método objetivo. 

Como se ha notado 
desde Descartes 
hasta Kant, el método 
objetivo, es a priori 
en tanto es formal, 
e incluye la lógica y 
las matemáticas. En 
este sentido, todo lo 
que contemplamos 
en la ciencia debe 
corresponderse con 
normas formales 
y cuantitativas. 
En este sentido, 
independientemente 
de lo que tratemos, en 
la ciencia todo debe 
ser cuantificable y, 
por lo tanto, medible. 

A lo que apuntamos 
es a la presunción 
de la primacía de la 
metodología y, por 
extensión, a la primacía 
de la teoría sobre la 
experiencia perceptual.

Ya que el método cuantitativo 
debe excluir cualquier cosa que 
sea cualitativa, entonces, todo 
aquello que cuente como objetivo 
tendrá que corresponderse con 
los métodos cuantitativos: es la 
materia mensurable que descarte 
cualquier diferencia cualitativa. 
Este es el punto en el cual, el 
sujeto moderno se inventó. Este 
es el poseedor de las experiencias 
cualitativas, pero con el fin de 
ser científico, también debe 
utilizar los métodos formales 
cuantitativos para hacer frente a 
la realidad mensurable.  La primer 
problemática que se plantea para 
este sujeto moderno consiste en 
una contradicción. La realidad 
material mensurable se supone 
sea objetiva, homogénea y, 
sin embargo, el método como 
matemática formal, no es un 
aspecto o parte de esta realidad 
material homogénea. Este es 
el punto en el que el sujeto 
moderno es inventado. Este sujeto 
es el posesor de experiencias 
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cualitativas, pero para ser 
científico, debe también usar 
métodos cuantitativos para acceder 
a la realidad mensurable. 

El primer problema que surge 
del sujeto moderno es una 
contradicción. La realidad 
mensurable se considera objetiva, 
homogénea, y sin embargo 
el método, en tanto formal 
y matemático, no es parte o 
aspecto de esta realidad material 
homogénea. Ya que esta realidad 
se plantea como la única existencia 
y todo lo demás es designado a 
ser subjetivo, entonces los métodos 
científicos formales y cuantitativos 
deben ser igualmente subjetivos. En 
este sentido, llegamos a un choque 
entre lo objetivo, la materia, la 
realidad homogénea y un método 
científico que no posee validez 
objetiva. La única solución a este 
problema tendría que asumir 
la siguiente estructura: el sujeto 
construye teorías y métodos que se 
someterán a prueba en la realidad 
material. Pero el sujeto no posee 
criterio a partir del cual juzgar 
cuál método es el correcto. Siendo 
subjetivo, deben ser juzgados sobre 
la base de objetividad la cual, 
como se ve, es perceptivamente 
inaccesible. Ya que la objetividad 
imperceptible depende de la 
metodología construida, la cual es 
inevitablemente subjetiva, entonces 

la única manera de tratar con 
esta objetividad es en términos de 
constructos subjetivos.

Nuestra tesis en este contexto 
es que no hay manera de 
demostrar cómo los métodos 
construidos subjetivamente se 
conectan con la objetividad 
propuesta, es decir, la realidad 
material. Mientras que la realidad 
se plantea como objetividad, 
también se le considera como 
incapaz de implicar metodologías 
cuantitativas formales.  A su vez, 
estas metodologías no implican 
ninguna percepción empírica, 
directa, de esta realidad material, 
ya que por definición nuestras 
percepciones directas son 
cualitativas y por consecuente, 
subjetivas. Lo que decimos es 
que, en ambos casos, ya sea que 
iniciemos con la materialidad 
propuesta como mensurable, o 
con las metodologías subjetivas, 
no hemos mostrado las conexiones 
entre ambas. La razón por la que 
la conexión no puede ser mostrada 
es que la experiencia cualitativa, 
que indica la conciencia directa 
de las diferencias entre las cosas, 
diferencias que son más que la 
suma de las partes materiales, es 
reducida a experiencia subjetiva 
cualitativa, mientras que la 
suma de partes mensurables 
está propuesta como la realidad 
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objetiva, constituyendo así las 
diferencias principales entre el 
sujeto y el objeto.

Nuestro tema es el 
siguiente: dado que dicha 
objetividad es la suma 
de partes materiales y, 
por consiguiente, todo 
lo demás es subjetivo, 
entonces los métodos 
formales y cuantitativos son 
igualmente subjetivos  y, 
por tanto, no existe una 
conexión entre los métodos 
subjetivos y la suma las 
partes objetivas materiales. 
En este sentido, debe haber 
una mediación que permita 
entender como la supuesta 
suma de partes materiales  
puede conectarse a la 
metodología cuantitativa 
formal subjetiva. La 
problemática moderna aquí 
es la de la mediación que 
va desde Descartes a Hegel 
y Marx hasta el mundo 
contemporáneo. 

La cuestión de principio que 
queremos articular es cómo 
la lógica científica moderna 
occidental  se proclamó como 
la lógica de la globalización 
sin confrontar este tema de la 
mediación. A cierto nivel se 
ofreció la noción que la conexión 
entre lo cuantitativo, formal 
subjetivo, y la suma homogénea 
de partes materiales pura, radica 
en la aplicación del método a la 
“realidad objetiva”. La aplicación 
se considera como una prueba 
experimental de la hipótesis en 
correlación con la realidad; 
sin embargo, la misma prueba 
consiste en una intervención. Ahora 
bien, la misma prueba significa 
intervención; no existe forma 
en la que un método pudiera 
otorgar un acceso directo a la 
realidad de las cosas. Un método 
debe ser aplicado y probado, 
revelando la condición de nuestra 
intervención. Esta última está 
diseñada para evitar nuestra 
conciencia perceptual y, por lo 
tanto, para construir la supuesta 
realidad material en términos de 
las estructuras subjetivas de nuestra 
metodología.

En ese sentido, damos prioridad 
a las estructuras metodológicas 
y a nuestra intervención. No 
cabe duda que Kant llegó a la 
conclusión correcta: la objetividad 
es sintetizada a través de 
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condiciones a priori subjetivas. 
Obtenemos la ciencia moderna, 
que conecta diferentes ámbitos, 
a través de una mediación que 
consiste en nuestra actividad 
de aplicar a una materialidad 
homogénea métodos y lógicas 
constituidas subjetivamente 
a la indiferente materialidad 
homogénea.  En este nivel, emerge 
una mediación que no es ni la 
metodológica, considerada como 
racional cuantitativa-formal, 
ni tampoco la suma material 
homogénea de partes, sino una 
dimensión que media entre ellas 
dos; esta, sin embargo, no posee 
el criterio sobre cómo aplicar 
lo formal a lo material. Este es 
el primer indicio de un proceso 
constructivo que se perfila como 
la voluntad moderna. Se convierte 
en un proceso selectivo que no 
ha planteado nada, aparte de su 
propia autogeneración. 

Los filósofos modernos han 
llamado “autonomía” a este punto 
de mediación, sugiriendo que 
cada regla formal y cuantitativa es 
construida sin ninguna condición, 
es decir, sin causa. En este sentido, 
el mundo material sujeto a esas 
reglas se puede transformar sin 
reparar en preguntas relativas 
a las tradicionales diferencias 
categóricas entre las cosas 
experienciadas. De hecho, las 
reglas cuantitativas y formales 

no poseen, dentro de sí, 
ningún criterio para hacer tales 
distinciones; estas se pueden 
aplicar a todo. Al mismo tiempo, 
el mundo material, la sustancia 
extensa, debe ser considerada 
como homogénea y, por lo tanto, 
construible de acuerdo con las 
reglas inventadas. A este nivel, lo 
que se encuentra en cuestión es la 
elección de las reglas formales y 
cuantitativas sobre las distinciones 
categóricas cualitativas. Ya 
que ambas son subjetivas, por 
definiciones modernas, no existe 
un criterio inherente de porqué uno 
sería más objetivo que el otro. 

Debemos buscar una explicación 
apelando a la propia composición 
de estas reglas inventadas.  En 
primer lugar, se puede argumentar 
que es imposible obtener ventaja 
sobre el ambiente sobre la base 
de distinciones cualitativas y 
categóricas.  En segundo lugar, 
las reglas formales y cuantitativas 
comprenden, en sus propias 
estructuras, técnicas para la 
transformación del ambiente 
material. De esta manera, la 
elección de reglas cuantitativas 
y formales implica una opción 
por la instrumentalidad y la 
posibilidad de aplicación. Por lo 
tanto, la ciencia moderna, cuyas 
teorías y métodos se enmarcan 
dentro de estructuras formales 
y cuantitativas, es, en principio, 
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técnica. Esta es la razón por la cual 
cualquier disciplina que no puede 
ser técnicamente verificada, no se 
considera científica. Aquí radica  
el fundamento para el poder 
científico moderno.

Hemos llegado al punto en el 
que la construcción de métodos 
que no poseen otros criterios, 
aparte de ser técnicos, requiere 
el proceso de la aplicación a 
la “realidad”.  Nuestra tesis es 
tales métodos deben conectarse 
al mundo homogéneo material. 
Esta conexión es proporcionada 
por diversas teorías; sin embargo, 
todas estas asumen la actividad 
corporal como una mediación a 
través de la cual se aplican los 
métodos científicos. En este nivel, 
nace el ser humano como creador 
de herramientas, el homo laborans, 
el hombre práctico; se verifica 
la primacía del pragmatismo. 
El cuerpo deviene una vista que 
debe constituirse de acuerdo 
con las habilidades requeridas 
por la aplicación científica. Es 
decir, los cuerpos deben volverse 
lentamente técnicos, productivos, 
eficientes, atados a reglas, y tal 
vez fragmentados en diversas 
funciones. Desde el comienzo, 
cabe señalar que la mediación, 
como actividad corporal, toma 
precedente sobre el cuerpo 
considerado como objeto 
fisiológico. El cuerpo será juzgado 

sobre la base de sus capacidades 
y discapacidades para realizar 
funciones técnicas. Lo que es de 
importancia teórica es que la 
mediación requerida impide, en 
principio, acceder al mundo en sí 
mismo. Pensamos que esta es la 
razón por la que Kant afirma que 
“la cosa en sí” es incognoscible. 
Cualquier intento por tratar 
con el mundo con base en la 
experiencia directa es desviado 
hacia la intervención activa y a 
la manipulación del ambiente en 
términos de las reglas cualitativas, 
formales que hemos inventado. 

Ahora bien, el proceso de 
globalización que promete 
mejorar la vida de todos y traer 
liberación de la miseria y opresión 
a todos los pueblos se basa en 
la pretensión de universalidad de 
esta intervención activa técnica del 
mundo. Esta intervención  exige 
que todos los pueblos en cualquier 
lugar y momento, deban participar 
también en reducir sus entornos 
ambientales a recursos materiales 
necesarios para la explotación y 
transformación técnica. El término 
que utilizamos, “liberación”, 
a veces es remplazado por 
“humanización” en el sentido 
de que nosotros, como seres 
naturales en un entorno natural, 
estamos sujetos a fuerzas, ajenas 
e inhumanas, que no están bajo 
control. Por lo tanto, una vez el 
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ambiente y nuestras vidas estén 
sujetos a los métodos científicos 
y a su forma de transformar el 
ambiente, incluidos nosotros, 
podremos llegar a alcanzar, por fin, 
la etapa humana que nos libera de 
las necesidades naturales. 

A este nivel, esta pretensión 
universal proporciona una 
justificación para la teología y el 

progreso. La teología nos dice 
que el hombre será el amo total 
de su entorno y de sí mismo; esta 
creencia proporciona un criterio a 
partir del cual aquellos que no han 
entrado en la historia tendrán, no 
obstante que juzgar sus posiciones 
y vidas como inferiores. Esta es 
la lógica ofrecida por numerosas 
organizaciones atrapadas en las 
teorías de desarrollo. 

La pretensión universal de este constructo, que ha 
igualmente devenido una lógica de la globalización 
es el fundamento de varias teorías del poder. Desde 
el principio, la propia instrumentalización del método 
y la teoría, aplicada a través de la mediación de la 
actividad corporal en el mundo homogenizado material, 
posee una premisa implícita: la creciente aplicación de 
nuestros métodos y la transformación del entorno, en 
términos de nuestros propios controles, conducen a una 
creciente capacidad de manejar y controlar los dominios 
del entorno y, por lo tanto, a adquirir un mayor poder 
sobre nosotros y el ambiente. Es preciso recordar 
que los métodos y teorías no son dados de manera 
objetiva, sino que se construyen como instrumentos para 
remodelar el entorno, y como instrumentos, están al 
servicio de la voluntad autónoma.  
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Esta última establece sus propios 
criterios para incrementar 
el dominio y, por lo tanto, 
incrementar el poder de 
control; esta es la razón por la 
que Nietzche y sus seguidores 
privilegiaron la voluntad de poder. 
Incluso se puede decir que la 
forma en que las teorías y métodos 
científicos modernos asumen el 
dominio, el control y el poder; 
la ciencia misma es voluntad de 
poder.  Lo que Nietzsche y sus 
seguidores han hecho es dejar 
en claro este rasgo de la vida 
científica moderna. Esta es la 
razón por la cual la globalización 
posmoderna no puede evitar la 
articulación de todos los discursos 
como cargados de poder, como 
susceptibles de empoderamiento. 

Multiplicidad discursiva y cultural. 
Hemos llegado a un punto en el 
cual cada cultura es considerada 
como generándose a sí misma, sin 
ningún fundamento ontológico, 
metafísico o teológico.  Es decir, 
la posición de la globalización 
moderna lleva a la conclusión 
de que todos los discursos se 
constituyen de forma autónoma 
y, por lo tanto, son equivalentes 
entre sí. Después de todo, no hay 
criterios externos a tales discursos 
que fuesen capaces de permitir la 
adjudicación entre ellos en relación 
a la verdad. Si hay algo común 
entre ellos, es su diferencia. En 

este nivel, no se puede mantener 
ninguna ordenación de las teorías 
en función de su representatividad, 
no se puede no inadvertidamente, 
son de tal manera como un 
discurso que representa algo de 
alguna manera, algo que ya no 
se puede mantener. Pero esto 
también implica que no existe una 
representación equivocada. Un 
particular discurso que enmarca la 
visión de un mundo cultural no se 
encuentra en posición ya sea de 
representar bien o mal a los otros. 
Lo único que puede sugerirse es 
que cada discurso integrador de 
discursos culturales, interpretara 
a los dentro de sus parámetros 
discursivos.

Esta posición se basa, por 
supuesto, sobre el fundamento de 
abolir la presencia esencial de un 
sujeto o una estructura del mundo.  
Pero este esencialismo ha sido ya 
destruido por la suposición de que 
incluso el sujeto moderno carece 
de esencia, pero que debe hacerse 
a sí mismo en los términos de los 
mismos discursos inventados por 
él.  En este sentido, la propuesta 
multicultural no se basa en un 
esencialismo dado de antemano, 
sino que de hecho se constituye en 
la autodestrucción,  realizada en la 
globalización moderna, del sujeto 
esencial. El único criterio de esta 
auto-invención globalizante, tanto 
de la individualidad subjetiva como 
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de las identidades multiculturales, 
es su eficiencia práctica. No es una 
cuestión acerca de la naturaleza 
del mundo, o de la esencia del 
sujeto, sino de una visión de lo que 
funciona, dado que a un grupo 
de personas en particular, se les 
ofrecen soluciones prácticas a lo 
que les haga falta en sus vidas, o 
a lo que se les dice, falta en sus 
vidas. 

Para el multiculturalismo 
la cuestión que debe 
abordarse es si una 
determinada cultura, con 
sus propios discursos 
constituidos, tiene las 
mismas necesidades 
globales prácticas que la 
autonomía globalizada 
ofrece. Es decir, ¿un 
discurso cultural 
particular permite 
que la definición del 
ambiente se reduzca a 
recursos homogéneos 
que se prestan a 
una reconstrucción 
arbitraria? Queremos 
enfatizar que el límite 

de la concepción no 
esencial moderna del 
discurso, que asume la 
posibilidad de inventar 
cualquier discurso por el 
bien de aplicarlo a las 
“necesidades humanas”, 
se da en los discursos de 
otras culturas.

Con el fin de establecer un límite 
para la modernidad globalizante, 
debemos demostrar que dentro 
de la lógica de esta globalización, 
existe también un reconocimiento 
reflexivo que esta, como cultura 
inventada, debe respetar los 
equivalentes de otras culturas 
también inventadas. No existen 
criterios que aquellos que cada 
cultura contiene dentro de sí 
misma. Es decir que si otra 
cultura posee una ontología 
diferente,  e inclusive una 
metafísica divergente, no existen 
motivos por lo que tal ontología 
o metafísica deba ser descartada 
o rechazada, aun cuando no 
opere con la supuesta eficiencia, 
productividad, y explotación del 
entorno homogenizado.  Si el 
sentido de vida de un pueblo en 
particular dentro de sus propios 
parámetros culturales no requiere 
la realización de la multitud 
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indefinida de placeres, o la 
variedad de consumos de la clase 
media, entonces dicha cultura 
debe, en principio y con base 
en la globalización de la lógica 
moderna, permitírsele perseguir su 
mundo de la vida.

Para afinar nuestros argumentos, 
sugerimos que la misma abolición 
de un sujeto previamente 
dado en favor de la moderna 
auto-invención misma, conduce 
a la idea de que no solo los otros 
son igualmente auto-inventivos, 
sino también a la tesis de la 
limitación del concepto mismo 
de la auto-invención a la lógica 
moderna de la autonomía 
occidental.  Es decir, que si 
cada discurso es considerado 
como inventado, y es solamente 
válido dentro de su propio 
marco, entonces, el mismo 
concepto de autogeneración 
discursiva pertenece al marco 
del discurso modernista y 
posmodernista occidental.  Pero 
esto significa que, incluso si las 
otras culturas son consideradas 
como autogeneradas, su propia 
generación podría poseer 
autoconcepciones, ontologías, 
métodos, prácticas muy diferentes, 
que no tienen por qué respetar la 
lógica de la modernización.

En términos prácticos esto 
significa que sean cuales sean los 

propósitos que existan, y como 
sea que el entorno es interpretado, 
no necesitan seguir la lógica de 
eficiencia casual que se encamina 
a reconstruir el mundo de acuerdo 
a nuestras propias necesidades y 
poder.  Si una cultura considera 
que la reproducción de música u 
oír historias de tiempos antiguos es 
significativa, o que las entidades 
metafísicas son relevantes para la 
vida como protectores del entorno, 
entonces no se puede introducir 
un criterio que afirme que tales 
concepciones no son realistas, no 
productivas,  místicas, ya que estas 
posturas ganan sentido dentro de 
un distinto marco interpretativo. En 
resumen, el enfrentamiento entre 
estas culturas, no equivale a la 
confrontación entre lo verdadero 
y lo falso, sino entre dos marcos 
discursivos, en donde cada uno 
interpreta al otro acuerdo a sus 
propios parámetros.

Sin embargo, también es cierto 
que una lógica de globalización 
con su eficiencia técnica y la 
promesa de una vida mejor, es un 
aspecto en la vida de los “Otros”. 
Estos se pueden ver a sí mismos 
en relación con esta eficiente 
liberación de las necesidades 
naturales y, por lo tanto, tal 
concepción suele formar parte 
de su propio auto-entendimiento, 
aun cuando este difiera de la 
lógica de globalización. Esto crea 
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una tensión interna dentro de las 
diversas culturas, lo cual constituye 
un dual auto-reconocimiento, en 
donde uno aún puede mantener 
sus propios discursos culturales, 
sin que esto impida los propios 
discursos a la luz del “Otro” global. 
Esta es la fuente de alienación y 
destrucción de la propia identidad 
cultural. Aún deseamos mantener 
nuestra identidad cultural, pero 
también nos gustaría ser como el 
Otro, para juzgarnos a nosotros 
mismos desde su punto de vista. 
Esta es una invención de una 
conciencia dual que enmarca las 
luchas de poder dentro de varias 
culturas. 

Los modernizadores, 
quienes al mismo 
tiempo afirman ser parte 
de la misma cultura, 
quieren transformar esta 
en civilizada, eficiente 
y práctica, objetiva 
y benéfica para los 
individuos, liberándolos 
de su propia ignorancia, 
queriendo protestar 
en contra del proceso 
de globalización de 
su propia cultura. En 

un sentido, existe una 
demanda para utilizar 
el entorno de una 
manera “desacralizada”, 
únicamente con la 
finalidad de beneficiar 
a los miembros de la 
sociedad, ya sea en aras 
de la salud, el empleo o 
el aumento de salarios.

En otro sentido, existe un deseo de 
declarar que nosotros, en nuestra 
cultura, tenemos nuestros valores 
espirituales que no permiten 
reducir el entorno, incluyendo 
al ser humano, a ser meros 
recursos. Dentro de esta tensión, la 
adjudicación no puede alcanzarse 
sobre la base de criterios que 
podrían ser capaces de juzgar lo 
que es más verdadero. La única 
solución a esta tensión radica en el 
poder. Por lo tanto, somos testigos 
de los numerosos enfrentamientos 
entre los grupos intra-culturales 
que promueven la modernización y 
al mismo tiempo, fundamentalistas 
que se resisten a la modernización. 

Esto significa que determinada 
cultura se fragmenta entre los 
que propagan la necesidad de 
entrar en la globalización y la 
modernidad, y al mismo tiempo, 
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los que reconocen la necesidad 
de esta modernización, pero 
proponen una batalla en contra 
de ella como imposición de una 
cultura extranjera. En principio, 
estos afirman que es posible 
que utilicemos la eficiencia de la 
tecnología moderna para resistir la 
lógica misma que esta nos impone. 
En este sentido, la misma lógica 
de la globalización constituye una 
confrontación de poder, desde el 
final de la “guerra santa” hasta las 
llamadas resistencias pasivas. 

Sin embargo, en todos los casos 
nos parece que la razón de esta 
confrontación de poder está en 
la falta de comprensión de los 
límites ya planteados dentro de los 
cuales el proceso de globalización 
debe funcionar. Este límite es el 
requisito de que el “Otro” y su 
marco cultural autogenerado 
es equivalente a la lógica de 
globalización. Por lo tanto, esta 
última se encarga de ser universal 
y debe aceptar si quiere o no sus 
propias limitaciones. Cuando nos 
referimos a esta decisión entre 
opciones, no nos referimos a una 
elección sino a una confrontación 
de poder que es inevitable, ya 
que no existen criterios externos 
en esta confrontación que 
permitirían la libre decisión.  Lo 
que tenemos es un horizonte 
temporal de posibilidades, de tal 
manera que una posibilidad se 

considera como una recuperación 
del pasado, mientras que la 
otra se ofrece como el futuro. 
Políticamente hablando, la 
retórica señala que la opción 
por el pasado es conservadora y 
tradicional, mientras que la otra es 
liberal, individualista, e inclusive 
humanista. Si esta designación es 
verdadera o falsa, no es asunto 
nuestro. Sin embargo, en general 
se afirma que estos grupos, en su 
conciencia dual jugarán ambos 
papeles, manteniendo su tradición 
y al mismo tiempo proponiendo 
transformaciones futuras.

En este punto, una concepción 
específica del mundo se divide en 
pasado cerrado y futuro abierto. 
Es importante tener en cuenta 
que esta concepción subyace 
a la globalización moderna 
occidental, que asume una 
concepción específica de tiempo. 
Cualquier cosa en el pasado ya 
no puede ser cambiada y, por lo 
tanto, volver a ella sería regresar 
a algo inmutable y por lo tanto 
conservativo, mientras que el 
escape de ella requeriría un futuro 
abierto e indeterminado.  Esta es la 
confrontación dentro de cualquier 
tradición entre una historia 
determinada y su rechazo en favor 
de un futuro indeterminado pero 
construible. Es de señalar que la 
globalización occidental moderna 
se caracteriza por el cambio de la 
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conciencia temporal en la que se 
rechaza el “irrelevante” pasado 
en aras del futuro posible. A 
este nivel, nuestra tesis es que la 
globalización occidental se basa 
en una construcción implícita de la 
conciencia del tiempo que conduce 
al rechazo de cualquier cosa que 
sea permanente. Nuestro reto, al 
nivel cultural es  si esta conciencia 
de tiempo es universal.

Lo que estamos sugiriendo es 
que la lógica cultural debe 
ser investigada dentro de los 
parámetros del entendimiento de 

los pueblos sobre el mundo, no 
solo en términos de los mundos 
de vida y las prácticas discursivas, 
sino también  en los mundos de 
la vida que están comprendidos 
por parámetros acerca de lo 
que constituye el universo como 
tiempo. Dentro de este contexto, 
esperamos articular los límites en 
donde, incluso las confrontaciones 
de poder de la conciencia dual 
encuentra sus propias limitaciones. 
Cada cultura posee sus propias 
concepciones sobre el mundo que 
operan como condiciones para su 
propio entendimiento.

Queremos sugerir que si va haber alguna adjudicación 
entre las culturas, al margen de las confrontaciones 
de poder, tales decisiones deberán articular las 
concepciones del mundo de los diversos pueblos.  En 
este sentido, el desafío de la lógica de la globalización 
no vendrá de la aceptación por el “Otro” de los medios 
técnicos eficientes que empequeñecen su propia cultura, 
sino por el reconocimiento que su propia cultura posee 
una concepción del tiempo muy diferente. Sabemos 
por otras culturas, ya sea maya, hindú o taoísta que el 
entendimiento del mundo, incluso al nivel ontológico o 
metafísico, es diferente de las concepciones lineales y 
científicas occidentales. Así que la tarea de los estudios 
culturales es encontrar la conciencia cósmica que 
subyace a sus parámetros culturales.
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Fiscal

La violencia, la inseguridad y la impunidad son 
un lastre que impide a nuestra sociedad avanzar 
en el logro de los altos fines contenidos en la 

Constitución Política de la República. La seguridad y 
la justicia son demandas sentidas e inaplazables de la 
ciudadanía, por eso resulta tan importante el proceso 
para elegir Fiscal General y Jefe del Ministerio Público.

Esta elección ha despertado 
encono y polarización, y no es 
secreto que mueve intereses 
políticos, económicos y otros, 
eventualmente criminales. Pero la 
justicia no tiene ideología, ni debe 
estar al servicio de partido político 
alguno, grupo de interés o persona 
particular, por poderosos que sean. 
“El interés social –reza el artículo 
44 de la Constitución- prevalece 
sobre el interés particular”.

Por otro lado, la geopolítica 
ha puesto a Guatemala y 
Centroamérica en el vórtice de 
la violencia y la inseguridad 
desatadas por el crimen 
organizado transnacional, 
que amenaza con capturar 
a las instituciones públicas, 
especialmente las de seguridad y 
justicia. La máxima autoridad del 
MP debe ser un dique frente a esa 
amenaza.

Grupo de los Cuatro (G-4)

Reflexiones 
sobre la elección

de

General
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La independencia es 
el valor principal en 
el accionar del Fiscal 
General, quien debe 
ser un/a profesional 
idóneo y honorable, 
capaz de dirigir  a 
la institución con 
visión de Estado. 
Esas cualidades 
deben conjugarse de 
forma virtuosa, pues 
la sociedad anhela 
una institución no 
politizada y eficiente. 
Una institución guiada 
por los principios 
de objetividad, 
transparencia y 
rendición de cuentas.

De ahí que las decisiones de la 
Comisión de Postulación y del 
Presidente de la República son de 
la mayor trascendencia, y deben 
sobreponerse a las presiones de 
quienes pretendan imponer sus 
intereses particulares. De sus 
buenos juicios dependerá, en gran 
medida, el avance en la lucha 
por la prevalencia de la justicia y 
contra la impunidad.

Por su lado, la sociedad tiene 
una cuota de responsabilidad en 
la selección correcta en el MP. Le 
corresponde promover un debate 
abierto y franco, con críticas y 
propuestas; auditar objetivamente 
el proceso, rechazando la 
politización de la justicia y la 
judicialización de la política, 
denunciando la marrullería 
practicada por intereses espurios. 

Llamamos a todos los actores que 
directa e indirectamente participan 
en este proceso, a conducirse con 
la máxima responsabilidad. Es 
vital garantizar que el mérito y los 
intereses de la nación determinen 
la elección de quien, a partir de 
mayo próximo, será Fiscal General 
y Jefe(a) del Ministerio Público.

Guatemala, 9 de abril de 2014.

Rev. César Vásquez
Presidente de la Alianza

Evangélica de Guatemala

M.A. Jorge de León
Procurador de los

Derechos Humanos 

Dr. Estuardo Gálvez
Rector de la Universidad

de San Carlos de Guatemala 

Mons. Oscar Julio Vian Arzobispo 
Metropolitano de Guatemala  
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gobernabilidad

2. Por eso se ha dicho que el 
trabajo digno, dignifica a la 
persona humana y refleja 
la salud económica de una 
sociedad, pero también su salud 
moral y su grado de cohesión, 

1. El Consejo Superior Universitario y el Rector de la 
Universidad de San Carlos de Guatemala,  doctor  
Estuardo Gálvez, ante la conmemoración del Día 
Internacional del Trabajo manifiesta que en Guatemala, 
como en todo el mundo, el trabajo expresa la lucha más 
que centenaria de los trabajadores y trabajadoras por el 
reconocimiento de su derechos básicos, como la dignidad 
en el trato y de sus condiciones materiales incluyendo sus 
formas de retribución centralmente el salario, así como de 
su seguridad y movilidad social.

es decir, de solidaridad y 
reconocimiento mutuo, respeto, 
confianza en integración.

3. Las sociedades en la 
globalización atraviesan 

El trabajo digno

es
el

pilar del progreso, 

la paz
democrática
Consejo Superior Universitario

y la
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una verdadera prueba de 
modernidad e integración 
respecto del reconocimiento de 
los derechos progresivos de los 
trabajadores que, en conjunto, 
representa una tensión entre 
humanidad y eficiencia de los 
sistemas, entre productividad 
y sentido de pertenencia del 
trabajador un sistema que lo 
prepara desde la escuela y lo 
abriga en su retiro.

4. Guatemala saltó a la 
modernidad hace 70 años 
con la universalización del 
salario, el reconocimiento de 
las garantías básicas y el acceso 
a mecanismos de seguridad 
social, en especial el cuido de 
la salud de los trabajadores y 
sus familias, y un retiro digno.  
Sabemos sin embargo que 
esas normas han sido de difícil 
aplicación y que la mayoría de 
trabajadores viven al margen 
de sus beneficios, empezando 
por el cumplimiento del salario 
mínimo.

5. Una visión de la economía que 
unilateralmente empuja hacia la 
baja de costos del trabajo está 
sacrificando la productividad y, 
por tanto, las condiciones de 
vida de los trabajadores y sus 
familias.  La economía nacional 
no está creciendo al ritmo 
indispensable (que debería estar 

por arriba del 6% cada año) 
y deja fuera de una inserción 
sostenible a 7 de cada 10 
personas en edad de trabajar, 
con lo cual crece la pobreza y 
la desigualdad, la emigración 
y la ruptura de las familia, y 
limita la capacidad de consumo 
y el goce de libertades básicas.  
No obstante esas restricciones, 
el trabajo, sea asalariado o 
por iniciativa propia, sigue 
constituyendo la energía vital de 
la sociedad.

6. La Universidad de San Carlos 
de Guatemala celebra las 
conquistas de la humanidad 
en torno al trabajo, incluyendo 
el derecho a la organización, 
reconoce y felicita a todos los 
trabajadores, empezando por 
su propia comunidad laboral, 
y exhorta a los trabajadores en 
conjunto y a las autoridades 
nacionales a no claudicar en 
la lucha por la inclusión en el 
trabajo y el reconocimiento 
de los derechos conquistados, 
pues representan la clave de 
la paz y el desarrollo, y son 
el pilar de la democracia y su 
gobernabilidad.

“Id y Enseñad a Todos”

Guatemala, 1 de mayo 2014.
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de Guatemala

• Que desde el año 2003, el 
Organismo Legislativo recibió 
varias iniciativas para reformar 
o decretar una nueva ley al 
respecto, sin embargo, los 
intereses de los grupos de poder 
han impedido que se legisle con 
base a la Constitución Política 
de la República y el Convenio 

Las instituciones abajo firmantes, a la 
opinión pública hacen saber:

•Que la Ley de Minería (Decreto 48-97) tiene 17 
años de vigencia, fue emitida sin consulta previa, 
fue declarada parcialmente inconstitucional 

(Sentencia de la Corte de Constitucionalidad 
1491-2007) y su aplicación ha sido fuente de 
conflictos sociales, violencia e intranquilidad en las 
comunidades afectadas por las actividades mineras.

169 de la OIT y de esta forma 
contribuyen a consolidar la 
entrega de bienes minerales de la 
que es víctima Guatemala.

• Que en los resultados de 80 
consultas comunitarias de 
Pueblos Indígenas, de buena fe 
y/o municipales a petición de 

Urge
discusión seria sobre

la
legislación minera 

Varias instituciones sociales

un
a
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vecinos, más de 1.4 millones 
de personas han expresado su 
rechazo a la minería química 
de metales en sus territorios, 
porque afecta sus derechos, pone 
en riesgo su vida y los bienes y 
servicios naturales vitales como 
el agua, el bosque, la diversidad 
biológica y el patrimonio natural.

• Que distintos centros de 
investigación y expertos han 
expuesto y comprobado 
que las actividades mineras 
(principalmente la minería 
química de metales preciosos) 
son insostenibles y lesivas a los 
intereses de Nación, debido a las 
características del país, ya que 
a largo plazo generan mayores 
costos que beneficios (los efectos 
sociales y ambientales son de 
alto impacto e imposibles de 
remediar).

• Que la institucionalidad 
ambiental y minera en el país es 
débil y se refleja en las carencias 
y falta de legitimidad que se ha 
observado en la aprobación de 
los estudios de evaluación de 
impacto ambiental.

Razones por las cuales 
manifestamos:

1. Nuestra preocupación porque 
la Comisión de Energía y Minas 
del Congreso de la República, 
sin contar con un proceso 
de consulta previa, discute 
desde el año 2013 la Iniciativa 
de Ley 4590, que pretende 
modificar la Ley de Minería 
y está orientada a mantener 
exagerados beneficios para 
las industrias extractivas, sin 
compartirlos equitativamente 
con el Estado central, ni con 
las comunidades cercanas a 
los proyectos y amenazando 
la soberanía nacional; razón 
por la cual la rechazamos 
rotundamente.

2. Nuestro interés en velar porque 
la Iniciativa de Ley 4709, la 
cual decretaría una moratoria 
minera en Guatemala y que 
también es estudiada por 
esa Comisión Legislativa, sea 
aprobada mientras se discute 
públicamente una nueva Ley 
de Minería, bajo criterios 
técnicos, ambientales, sociales, 
culturales y económicos 
que regulen estrictamente el 
sector minero y se establece, 
mediante consenso, el proceso 
de consulta previa de carácter 
vinculante.
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Exigimos al Estado 
de Guatemala:

I. Que se prohíba en el territorio 
nacional el desarrollo de 
proyectos de minería química 
de metales preciosos e 
hidrometalurgia.

II. Que en las modificaciones a la 
Ley de Minería y/o una nueva 
Ley de Minería contengan los 
siguientes principios básicos:

a. Regular con carácter 
vinculante, el derecho 
a la consulta de las 
poblaciones asentadas 
en la zona de influencia 
de los proyectos mineros 
propuestos.

b. Establecer mayores 
y estrictos controles 
ambientales (uso del 
agua, metales pesados, 
riesgos a la salud, drenaje 
ácido, y manejo del 
pasivo minero).

c. Asignar un sistema 
tributario y fiscal que 
garantice al Estado 
soberano de Guatemala 
regalías dignas y una 
tasa efectiva y justa de 
impuestos.

d. Incluir mecanismos de 
transparencia e integridad 
para erradicar prácticas 
de corrupción.

III. Que las modificaciones y/o 
una a nueva Ley de Minería 
deben asegurar ampliamente 
el cumplimiento de los fines 
supremos del Estado de 
Guatemala, como lo son: la 
búsqueda del bien común y la 
garantía de la paz social.

Guatemala, 26 de junio de 2014.
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Firman: Asociación Pluriculturalidad 
Jurídica de Guatemala (PLURIJUR); 
Asociación de Desarrollo Integral 
de San Miguel Ixtahuacán (ADISMI, 
San Marcos); Asociación Verapaz 
(ASOVERAPAZ, San Cristóbal Verapaz); 
Autoridad Indígena de la Montaña 
de Santa María Xalapán, Jalapa; 
Centro de Acción Legal-Ambiental 
y Social de Guatemala (CALAS); 
Centro de Análisis Forense y Ciencias 
Aplicadas (CAFCA); Centro de 
Estudios Conservacionistas de 
la Universidad de San Carlos de 
Guatemala (CECON-USAC); Centro 
Internacional para Investigaciones en 
Derechos Humanos (CIIDH); Centro 
para la Acción Legal en Derechos 
Humanos (CALDH); Colectivo 
Ecologista Madre Selva; Comunidades 
Q’eqchi’ de El Estor, Izabal en 
Resistencia y Defensa del Territorio; 
Conferencia de Religiosos y Religiosas 
de Guatemala (CONFREGUA); 
Comité en Defensa de la Vida y la 
Paz de San Rafael Las Flores, Santa 
Rosa; Consejo Diocesano de Defensa 
de la Naturaleza de la Diócesis de 
Santa Rosa de Lima (CODIDENA); 

Consejo Maya Sipakapense (CMS, 
Sipakapa, San Marcos); Convergencia 
por los Derechos Humanos; Equipo 
de Estudios Comunitarios y Acción 
Psicosocial (ECAP); El Refugio de la 
Niñez; Frente de Defensa Miguelense 
(FREDEMI, San Miguel Ixtahuacán, 
San Marcos); Gran Consejo de 
Autoridades Ancestrales de los 
Pueblos Maya, Xinca y Garífuna de 
Iximulew; Instituto Centroamericano 
de Estudios Fiscales (ICEFI); Instituto 
de Estudios Comparados en Ciencias 
Penales de Guatemala (ICCPG); 
Instituto de Problemas Nacionales 
de la Universidad de San Carlos de 
Guatemala (IPNUSAC); Jorge Cabrera 
Hidalgo; La Casa del Pueblo Indígena 
de San Miguel Ixtahuacán (San 
Marcos); LA PUYA, Resistencia Pacífica 
Comunitaria (San Pedro Ayampuc 
y San José del Golfo, Guatemala); 
Parlamento del Pueblo Xinca de 
Guatemala (PAPXIGUA); Seguridad 
en Democracia (SEDEM); Unidad de 
Protección a Defensoras y Defensores 
de Derechos Humanos de Guatemala 
(UDEFEGUA); Unión Nacional de 
Mujeres de Guatemala (UNAMG).
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de educación 

2. Que la Ley de Educación 
Nacional (Decreto 12-91) 
creó el Consejo Nacional de 
Educación con una integración 
amplia y plural justamente 

Instituto de Problemas Nacionales

Considerando:

1. El alto interés que la educación representa para el 
desarrollo del país, dada la trascendencia que tiene 
para sus ciudadanos y el anhelo de construir un 
régimen democrático basado en oportunidades reales 
para toda la población, independiente de su origen 
social, pertenencia étnica y lugar de habitación.

para construir un consenso 
social, en coordinación con 
el Despacho del Ministerio 
de Educación, a fin de contar 
con políticas y estrategias no 

No
a sistemaun

excluyente
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excluyentes y que considerasen 
las distintas visiones legítimas 
y representativas del país, 
incluyendo a los pueblos 
indígenas, empresarios, 
mujeres, discapacitados, 
magisterio e iglesias, entre 
otras;

3. Que a pesar de que la creación 
del Consejo encarnaba el 
espíritu de los Acuerdos de 
Paz, su instalación ocurrió 
después de 18 años de 
aprobada la Ley antes citada, 
y ahora, respondiendo a una 
acción de inconstitucionalidad 
de la Procuraduría General 
de la Nación, la Corte de 
Constitucionalidad decidió 
cancelarlo, por considerar que 
le resta soberanía al Despacho 
del Ministerio de Educación.

Por tanto el IPNUSAC:

1. Evalúa que la decisión de la 
Corte de Constitucionalidad 
representa un retroceso en 
materia de construcción 

democrática de una 
política fundamental para 
Guatemala y que,  conducida 
unilateralmente, puede, 
como ha ocurrido en los 
últimos años, generar focos 
de ingobernabilidad en el 
país, además de profundizar 
sentimientos de exclusión en 
distintos sectores y estratos 
de población al  cerrar la 
participación abierta, activa y 
plural en materia educativa;

2. Recuerda que existiendo en 
el país numerosos ejemplos 
positivos de participación social 
en materia laboral, salud, 
economía, finanzas, seguridad 
social e incluso en seguridad 
pública y defensa nacional, 
que coordinan bajo la figura 
de consejos con los despachos 
y autoridades superiores, 
los cuales, además, fueron 
creados por normas ordinarias 
y de menor jerarquía, resulta 
incomprensible la iniciativa de 
una institución como la PGN y 
el posterior fallo de la CC;
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3. Anticipa que la decisión de 
cancelar el Consejo Nacional 
de Educación fomentará 
condiciones de polarización en 
el país, debilitará el diálogo 
y entendimiento entre los 
diversos sectores interesados 
directamente en la materia 
educativa, y no mejorará ni la 
administración, ni conducción ni 
la eficiencia de la educación en 
el país. 

Exhortativa:

De ahí que el IPNUSAC exhorte a 
las autoridades del Ministerio de 
Educación y a las organizaciones 
que integraban el Consejo 
Nacional de Educación a encontrar 
a la brevedad posible mecanismos 
de discusión y construcción de 
acuerdos nacionales amplios a fin 
de contar con políticas y procesos 
educativos que den una sólida 
base a la democracia y el bienestar 
de la población.

“ID Y ENSEÑAD A TODOS”

Guatemala, junio de 2014.
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del periodo presidencial 
Consejo Superior Universitario

Considerando:

a. Que el artículo 281 de la Constitución Política de 
la República establece que ¨en ningún caso podrá 
reformarse, entre otros, el artículo 187 de la propia 
Carta Magna, ¨ni en forma alguna toda cuestión que se 
refiera a la forma republicana de gobierno, al principio 
de no reelección para el ejercicio de la Presidencia de 
la República, ni restársele efectividad o vigencia a los 
artículos que estatuyen la alternabilidad en el ejercicio 
de la Presidencia de la República, así como tampoco 
dejárseles en suspenso o de cualquier otra manera variar 
o modificar su contenido¨.

Rechazo a

reelección o ampliación
la
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b. Que el artículo 187 
constitucional indica que ¨la 
reelección o la prolongación 
del periodo presidencial por 
cualquier medio, son punibles 
de conformidad con la ley¨ y 
¨el mandato que se pretenda 
ejercer será nulo¨.

c. Que el Código Penal califica los 
delitos contra la Constitución y 
en su artículo 382 contempla 
que incurre en tal violación 
¨quien hiciera propaganda 
pública o realizare otras 
actividades tendientes a la 
reelección de la persona 
que ejerza la Presidencia de 
la República, o cualquier 
otro sistema por el cual se 
pretenda…aumentar el término 
fijado por la Constitución para 
el ejercicio de la Presidencia de 
la República…¨

Habiendo constatado:

1. Que la promoción pública del 
debate sobre la reelección 
y ampliación del periodo 
presidencial, constituye una 
amenaza a principios que 
sustenta la Constitución y 
transgrede el ordenamiento 
jurídico del país, con lo cual 
se perturba el clima político y 
social, y se genera inseguridad 
jurídica.

2. Que el debate público, que 
incluso ha llegado al Congreso 
de la República, correctamente 
se orienta en general hacia el 
rechazo de tales pretensiones 
de reelección o de ampliación 
del mandato presidencial, 
pues además introduciría una 
anomalía democrática, pero 
que , sin embargo, distrae a la 
opinión pública de los asuntos 
sustantivos que interesan: 
seguridad y bienestar de la 
población, misión fundamental 
del Estado de Guatemala.
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3. Que la constitución 
requiere reformas urgentes, 
especialmente en el campo de 
la seguridad y la justicia, pero 
también en aquellas áreas que 
califican la debilidad y baja 
representación del Estado, las 
cuales deben promoverse en 
el marco de un debate amplio, 
profundo, libre y participativo, 
respetando los limites y las 
formas que la propia Carta 
Magna establece.

Por tanto, exhorta: 

a. Al presidente de la República, a 
no continuar alentando directa 
o indirectamente la reforma del 
artículo 187 constitucional, y no 
falta a su juramento de lealtad, 
defensa y cumplimiento estricto 
de la Constitución Política de la 
Republica.

b. Al Congreso de la República, 
los otros poderes del estado y 
a las fuerzas vivas de la nación 
a promover y conducir un 
debate orientado a mejorar y 
actualizar funciones y formas 
de representación del Estado 
que fortalezca su autoridad, 
legitima y eficiencia, a la vez 
que profundizan el régimen 
democrático y participativo.

c.  En general, a la clase política 
del país a conducirse de 
acuerdo a los principios del 
ordenamiento republicano 
y democrático que traza la 
Constitución, en particular 
a reafirmar con hechos la 
independencia de poderes 
del Estado y fortalecer sus 
instituciones. 

Guatemala, 6 de junio 2014.
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Constitución 

2. Que el Punto Resolutivo 
3-2014, aprobado por 87 
diputados –aunque no tiene 
carácter vinculante-, invade la 
jurisdicción de los tribunales 
de justicia al referirse al caso 
de genocidio aun pendiente 
de sentencia, señalando dicha 

Considerando

1. Que en las últimas semana el Congreso de la República 
ha actuado en una dirección desalentadora, que erosiona 
la independencia de poderes del Estado, así como el 
régimen de competencia en los negocios públicos y que 
se sustrae de la deliberación abierta y responsable del 
eventualidades consecuencias adversas de sus decisiones 
sobre el ordenamiento jurídico.

resolución la dirección en que 
los jueves pueden fallar, todo 
lo cual ocurre justamente en 
la víspera de las elecciones de 
Corte Suprema de Justicia y de 
Salas de Apelaciones, que el 
Congreso de verá votar.

Consejo Superior Universitario

Exhortación
a 

lafidelidad de
 lo

s

principios de la

Política
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3. Que no obstante que está 
vigente la Ley de Terminales 
Móviles  (Decreto 8-2013, que 
prohíbe las comunicaciones 
de telefonía celular desde 
los centros de privación 
de libertad), fue aprobada 
la Ley de Control de las 
Telecomunicaciones Móviles 
en Centros de Privación de 
Libertad y Fortalecimiento de la 
Infraestructura para Transmisión 
de Datos (Decreto 12-2014), 
mediante un procedimiento 
irregular y opaco (en apenas 1 
hora 40minutos, sin dictamen 
de Comisión ni trámite 
legislativo) y a pesar de que, 
evidentemente, riñe con normas 
constitucionales y ordinarias, 
incluyendo el Convenio 169, el 
Código de Comercio, el Código 
Municipal y la Ley de Consejos 
de Desarrollo.

4. Que el aval otorgado por 
147 diputados al préstamo 
del Banco Centroamericanos 
de Integración Económica de 
280 millones de dólares para 

la construcción de un tramo 
carretero ocurrió, como ya es 
de conocimiento público, sin 
ampliación presupuestaria y 
mediante una fórmula de pago 
directo sin licitación previa, 
a pesar de que la empresa 
asignada cerró, aunque no 
finiquitó, un contrato en el 
año 1988, otorgado bajo la 
anterior Ley de Compras y 
Contrataciones.

Por tanto

a. El Consejo Superior Universitario 
expresa su honda preocupación 
porque las declaraciones 
antes descritas del Honorable 
Congreso de la Republica, 
adoptadas en los dos últimos 
meses, se alejan de los 
principios constitucionales 
sobre la forma republicana de 
gobierno, la primaria del bien 
común, la salud del régimen 
financiero y el buen control 
del presupuesto público, la 
inversión y la deuda.
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b. Este Consejo Superior sugiere 
a los representantes directos 
del pueblo, a quienes se les 
ha delegado las serias tareas 
de legislar, fiscalizar y debatir 
abiertamente sobre los asuntos 
totales de la nación, reflexionar 
sincera y responsablemente 
sobre los impactos sociales, 
éticos, económicos y políticos 
de las resoluciones que han 
adoptado en los últimos meses, 
en el contexto del deterioro 
continuo de la legitimidad de 
las instituciones democráticas, 
la perdida general de autoridad 
del Estado, la persistencia 
y endurecimiento de la 
conflictividad social.

c. Finalmente el Consejo Superior 
exhorta a las altas autoridades 
de Estado a ser fieles a los 
principios de la Constitución 
Política de la Republica que 
dan lugar a una sociedad 
democrática, con desarrollo 
y en paz, pues el modelo de 
gestión de los asuntos públicos 
está enviando señales de 
agotamiento, lo cual genera 
un escenario propio para la 
renovación del sistema general, 
pero también de amenazas de 
regresión. 

“Id y Enseñad a Todos”

Guatemala, junio 2014.
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Instrucciones a los autores

La  Revista Análisis de la Realidad Nacional es publicada trimestralmente por el Instituto de Problemas 
Nacionales de la Universidad de San Carlos.  Aborda temas y procesos sociales del acontecer nacional y 
la difusión de investigaciones y análisis en áreas de: Educación,  Salud  y Seguridad Social, Sociopolítica, 
Desarrollo Rural, Socioambiental, Justicia y Seguridad Ciudadana, Innovación Científico-Tecnológica, 
Socioeconómica.

Incorpora enfoques plurales e interdisciplinarios, con el fin de convertir los aportes en referentes para la 
discusión y la propuesta responsable acerca de los problemas ingentes de la sociedad, en la búsqueda del 
bien común.  El contenido de la revista está dirigido a diferentes sectores académicos, comunidad nacional 
e internacional.

A continuación las instrucciones a los autores sobre los criterios que deben tomar en cuenta para publicar:  

1. Los artículos deberán ser originales, inéditos y 
no pueden participar simultáneamente en otros 
procesos.

2. Se aceptan los artículos de revisión que comparan 
los métodos y resultados de trabajos y artículos 
que han sido publicados siempre que se amplíen 
y cite el sitio de su publicación, serán aceptados 
por invitación.

3. La extensión de los trabajos debe oscilar entre 
cinco y 15 páginas. Se debe presentar en un 
documento de Microsoft Word, con interlineado  
de 1.15, en una columna, en letra  Calibri o 
Times New Roman de 12 puntos.

4. Los títulos de los artículos deben ser sencillos, 
llamativos y cortos.

5. Los trabajos deben estar firmados por los autores 
con nombre y  apellido, acompañado de un 
resumen de su grado académico y cargos 
institucional de 5 a 7 líneas.

6. Resumen y palabras claves en dos idiomas: Debe 
contener cinco palabras claves y el resumen  con 
una extensión máxima de 250 palabras.

7. Los párrafos es aconsejable de 6 a 10 líneas.

8. Las notas de pie de página son una referencia 
explicativa del texto, se deben colocar en la 
página del texto al cual hace referencia.  En 
números arábigos.

9. Las imágenes, gráficas se deben enviar en 
formato jpg, tiff y pdf. Se enumeran en orden 
de aparición en el texto, utilizando números 
arábigos

10. Referencia bibliográfica debe citarse la 
bibliografía o enlace de internet al final del 
documento, ordenada alfabéticamente por 
el apellido del autor y de acuerdo con el 
formato del Manual de publicaciones de la APA 
(American Psychological Association) edición 
2012. 

11. Los documentos deberán enviarse a las 
direcciones electrónicas, el 10 y 24 de 

	 cada mes: 
	 ipn@usac.edu.gt / ipnusac@gmail.com 

Nota importante
Los originales serán sometidos a un proceso editorial.  Serán objeto de una evaluación preliminar por parte 
de los miembros  del Consejo Editorial, el Director y Editora, determinarán la pertinencia de su publicación.  
Una vez establecido que cumple con los requisitos temáticos y formales indicados en estas instrucciones, será 
enviado sí así lo consideran oportuno a dos pares académicos externos para decidir en forma anónima si 
debe publicarse. 

Los artículos aceptados para su publicación son presentados en formato impreso y digital.   Subidos  en 
Internet en archivo PDF y Programa ISSUU con libre acceso, en:

 	             www.ipn.usac.edu.gt                                www.revistaipn.usac.edu.gt  
	 www.revistasguatemala.usac.edu.gt                               www.issuu.com
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Instructions to the authors 
The Magazine Analysis of National Reality is published every three months by the Institute of National 
Problems of San Carlos University.  It addresses social topics and processes of national events and the 
diffusion of research and analysis in areas of: Education, Health and Social Security, Sociopolitical, 
Rural Development, Socioenvironmental, Citizen Justice and Security, Scientific-Technological Innovation, 
Socioeconomic.

It incorporates pluralistic and interdisciplinary approaches, in order to transform the contributions into 
references for responsible discussion and proposal about the enormous problems of society, in the pursuit 
of common weal. The content of the magazine is directed to different academic sectors, national and 
international community. 
  
Below, the instructions to the authors about the criteria they must take into account to publish:

1. Articles should be original, unpublished and can´t 
participate simultaneously in other processes.

2. Reviewing articles which compare methods and 
work results are accepted and articles which have 
been published before are also accepted only by 
invitation,  if they have been extended and quote 
where they have been published.  

3. The extension of the work should be between five 
and fifteen pages. A Microsoft Word document 
must be submitted, with 1.15 spacing, in one 
column, Calibri or Times New Roman font, size 
12. 

4. Titles should be simple, striking and short.
 
5. Works must be signed by the authors with first 

name and last name, with a summary of their 
academic degree and institutional position 
between 5 and 7 lines. 

6. Summary and key words in two languages: It must 
contain five key words and the summary with a 
maximum extension of 250 words. 

7. Recommended paragraphs between 6 and 10 
lines. 

8. Footnotes are an explanatory reference of the 
text; they must be located in the page of the text 
referred. 

9. Images, graphics must be sent in jpg, tiff 
and pdf formats. They are listed in order of 
appearance in the text, using Arabic numbers. 

10. Bibliographic reference must be quoted the 
bibliography or the internet link at the end 
of the document, ordered alphabetically by 
the author´s last name and according to 
the Publication Manual of APA (American 
Psychological Association) 2012 edition. 

11. Documents must be sent to electronic addresses, 
the 10th and 24th of each month: 

	 ipn@usac.edu.gt / ipnusac@gmail.com 

Important 
The original articles will be submitted to an editorial process. A preliminary evaluation will be made by the 
Editorial Board, Director and Editor; they will determine the relevance of its publication. Once established 
that it fulfills with the thematic and formal requirements indicated in this instructions, it will be sent, if 
convenient, to two external academic peers to decide anonymously if it should be published. 

Articles accepted for publication are presented in digital format and printed. Uploaded to the internet in a 
PDF file and ISSUU Program with free access, in:

	            www.ipn.usac.edu.gt 		  www.revistaipn.usac.edu.gt 
	 www.revistasguatemala.usac.edu.gt	        www.issuu.com 
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